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		Este libro ofrece un análisis profundo y multidisciplinario de las políticas educativas implementadas durante el sexenio de Andrés Manuel López Obrador (2018-2024). Reúne las reflexiones de investigadoras e investigadores del iisue, quienes examinan temas clave como la reforma educativa, el financiamiento, la gestión de las políticas públicas y los desafíos del sistema educativo mexicano en sus diversos niveles. Por medio de un enfoque riguroso, se abordan los avances y las limitaciones en áreas como la Nueva Escuela Mexicana, las Universidades para el Bienestar y los programas de becas. Esta obra colectiva aporta nuevas perspectivas y debates cruciales para comprender el impacto y los retos de las políticas actuales, así como para proyectar futuras transformaciones en el ámbito educativo.
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			Presentación




			El Instituto de Investigaciones sobre la Universidad y la Educación (iisue) pone a disposición del público interesado esta obra colectiva que analiza las políticas educativas implementadas durante el sexenio de Andrés Manuel López Obrador. Este libro representa un esfuerzo académico que surge de la convicción del iisue de contribuir a los debates educativos nacionales, partiendo de un análisis riguroso y multidisciplinario de las transformaciones y los desafíos que enfrenta el sector educativo.

			A lo largo de esta obra, las investigadoras e investigadores del Instituto exploran cómo las reformas educativas del sexenio 2018-2024 han impactado los distintos niveles del sistema, desde la educación básica hasta la superior. Su estructura, dividida en varias secciones temáticas, permite al lector adentrarse en los aspectos más complejos de las políticas de financiamiento, curriculares, de formación docente y de inclusión educativa, entre otros temas. 

			Uno de los grandes méritos de este libro es la riqueza de enfoques y perspectivas que convergen en cada uno de los capítulos. Este esfuerzo interdisciplinario refleja el compromiso del iisue no sólo con la producción de conocimiento de alta calidad, sino con la diversidad epistemológica que caracteriza a nuestra comunidad académica. Cada contribución es un ejemplo de la manera en que las investigadoras e investigadores del iisue han abordado los desafíos educativos actuales, desde su particular locus de enunciación, y han realizado análisis integrales que trascienden la lógica binaria de éxito o fracaso que suele imperar en el debate público.

			La educación en el sexenio 2018-2024. Miradas desde la investigación educativa busca ofrecer una evaluación de las políticas implementadas durante el gobierno de López Obrador y contribuir a la agenda educativa del país en los años por venir. Nos enorgullece que, a través de estas páginas, sigamos fomentando el diálogo entre la investigación educativa y la toma de decisiones, y confiamos en que los lectores encontrarán en este volumen una invitación a continuar la reflexión acerca de la educación como un derecho fundamental y una herramienta esencial para la transformación social.

			

			En los albores de un nuevo sexenio, esperamos que esta obra sea una herramienta valiosa para los responsables de la política educativa, los investigadores, los docentes y la sociedad en general, quienes encontrarán en sus páginas un balance de los logros y desafíos del periodo 2018-2024, además de propuestas concretas para el futuro. El iisue reafirma su compromiso con la investigación educativa como medio para generar conocimiento crítico, constructivo y transformador, que impacte positivamente en la mejora de nuestro sistema educativo.




			Gabriela de la Cruz Flores

			Directora del iisue

		


		

		
			Introducción




			Este libro es producto de un ejercicio colectivo de análisis realizado por miembros de todas las áreas de investigación que integran la comunidad del Instituto de Investigaciones sobre la Universidad y la Educación (iisue). En él se ofrece una discusión amplia sobre las principales políticas educativas implementadas durante el sexenio de Andrés Manuel López Obrador (2018-2024), en el entendido de que tales políticas se decantan en programas y proyectos gubernamentales, objeto de estas reflexiones. Este esfuerzo se suma a la tradición de revisar las acciones gubernamentales en el ámbito educativo; al respecto, cabe recordar el libro colectivo Educación básica y reforma educativa (Ducoing, 2019), que reunió los trabajos que realizó un grupo de investigadores de este instituto en torno al Nuevo Modelo Educativo de la Educación Básica del sexenio peñista. Acerca de ese mismo sexenio se publicó también la serie de 26 videocápsulas Preguntas infrecuentes al modelo educativo (2017), así como las Propuestas para transformar el sistema educativo mexicano (Rueda y Álvarez, 2018), por mencionar los trabajos en torno al último gobierno priista.

			En cuanto a la reforma educativa y los cambios implementados desde la toma de posesión del presidente Andrés Manuel López Obrador, la revista Perfiles Educativos del iisue ofreció, en 2023, el suplemento Del marco curricular al plan de estudio 2022. Voces, controversias y debates. Este suplemento reunió diversas posturas y puntos de vista, tanto coincidentes como divergentes, sobre la reforma de la educación básica, con aportes de autores y autoras del iisue y de otras instituciones de investigación.

			En cada sexenio se abren reflexiones colectivas en las cuales las investigadoras e investigadores, desde sus líneas y temas, aportan perspectivas y estudios de corte político, sociológico, histórico y pedagógico, entre otros, e intercambian sus avances en curso, así como nuevas reflexiones acerca de las reformas educativas del momento. Lo anterior es importante porque los distintos apartados que conforman cada capítulo plantean un particular locus de enunciación que organiza la delimitación de sus objetos de estudio y, por tanto, sustenta sus dichos. Este locus implica, asimismo, la particular forma en que las autoras y los autores condensan la dimensión histórica y política en la producción de conocimiento; es decir, se admite que la investigación conlleva posicionamientos que desempeñan un rol en el entramado de la producción científica.

			

			Así, esta obra es producto del diálogo permanente que mantuvieron las autoras y los autores a lo largo de varios meses. En dicho diálogo se discutieron posturas y perspectivas que abarcan desde la identidad profesional y los campos de conocimiento que cultivan, hasta su experiencia en las líneas de investigación que sirvieron de base para presentar a las y los lectores las ideas que aquí se exponen.

			La obra es un balance colectivo en dos grandes planos: por un lado, los procesos de diseño y gestión, y por otro, algunas aproximaciones a los procesos de operación y sus resultados. Se presentan, en este sentido, análisis estadísticos, así como cualitativos, especialmente en el ámbito de las políticas curriculares. La noción de balance fue motivo de tensión entre el grupo de personas autoras, porque la intención fue explicitar el carácter complejo del impacto que han tenido los sexenios anteriores en las políticas actuales, identificar los giros paradigmáticos (Morin, 1994) que ha intentado plantear el gobierno obradorista y problematizar la lógica causa-efecto a la hora de analizar los resultados. 

			La diversidad de posturas y elementos discutidos hace que la obra se desplace de la escena polarizante que priva en los eventos y las publicaciones del tema; se trata de un caleidoscopio que permite observar lo planeado y lo logrado, así como los distintos ámbitos del cambio curricular en la educación básica y media superior, con énfasis en los organizadores pedagógicos didácticos y su posible impacto en los aprendizajes. Derivado también del diálogo entre las personas autoras, surgió la necesidad de apuntar hacia una doble agenda que recupere los análisis presentados; agenda, en el sentido de lo que es necesario que considere el próximo gobierno, pero, además, lo que este ejercicio le devuelve a la misma investigación educativa como temas pendientes. 

			

			La educación y las políticas educativas son fenómenos complejos concatenados que, muchas veces, se siguen pensando desde parámetros convencionales heredados, lo cual hace que nuestro conocimiento sobre ellos no avance y, en consecuencia, que la relación entre investigación y políticas se debilite. El debate de este sexenio alcanzó no sólo al objeto de estudio, sino a las formas en que producimos conocimiento sobre éste.

			Bajo estas coordenadas, el libro se organiza en cinco secciones que se pueden leer de manera secuenciada, pero también puede hacerse una aproximación a cada capítulo, como secciones autocontenidas. La primera es un proemio, escrito por Alejandro Canales, en el que describe, de manera general, los instrumentos legales y normativos del sexenio en análisis, para después establecer un balance general en torno a los grandes proyectos de política educativa, tales como el Proyecto de Nación 2018-2024 de Morena, del que se deriva, como una de las prioridades, un extenso programa de becas para los jóvenes, mismo que posteriormente se ampliaría a la educación básica. Otros hitos del sexenio que se analizan en este proemio son el compromiso de cancelar la reforma educativa de 2013, la eliminación de las cuotas escolares, la transferencia directa de recursos a las escuelas para su mantenimiento y la creación de las Universidades para el Bienestar Benito Juárez García (ubbjg). Además, se revisan otros proyectos que emanaron del programa sectorial e iniciativas como la Nueva Escuela Mexicana (nem).

			Después se encuentra el capítulo uno, “Políticas, gestión y financiamiento”, coordinado por Alejandro Márquez Jiménez y Miguel Alejandro González Ledesma. El escrito está conformado por siete apartados cuyo objetivo es proporcionar una visión integral de las políticas de gestión y financiamiento educativos durante la administración obradorista. En el primer apartado, a cargo de González Ledesma, se aborda la relación entre la personalización de la política y las políticas públicas sectoriales, en el que se advierte que la primera constituye un obstáculo para la institucionalización del derecho a la educación, más allá de las coyunturas electorales y los perfiles de gobierno de cada administración. En el segundo apartado, Jesús García Reyes y Juan Manuel Piña Osorio examinan el ideal de ciudadano propuesto por las reformas educativas de López Obrador. La sección resalta el papel de la nem y sus principios orientados a la formación de ciudadanos autónomos, críticos y comprometidos con su entorno social. 

			

			La tercera parte, escrita por Lourdes Margarita Chehaibar Náder, discute las tensiones entre la normativa producida durante el sexenio y su implementación efectiva de cara a la escasez de recursos asignados para su cumplimiento. Chehaibar destaca algunos hitos normativos, tales como las reformas al artículo 3º constitucional y la aprobación de la Ley General de Educación Superior (lges). Por su parte, Alejandro Márquez Jiménez, autor de la cuarta sección, nos brinda un amplio panorama de las políticas de financiamiento, demostrando que existe una tendencia a la baja del presupuesto educativo que contrasta de manera negativa con los ambiciosos objetivos establecidos públicamente por la administración de López Obrador. Más adelante, Catalina Inclán aborda el análisis de las políticas destinadas a atender la educación básica. Dicha autora reconoce los esfuerzos para afrontar la desigualdad educativa a través de becas, así como de incrementar la participación de las comunidades escolares por medio de la iniciativa La Escuela Es Nuestra, al tiempo que reconoce las dificultades y contradicciones en la implementación de la nem. 

			Jesús Aguilar Nery, Mónica López Ramírez y Santiago Andrés Rodríguez, encargados del sexto apartado, revisan las políticas implementadas en el nivel medio superior a partir de seis áreas: calidad y equidad, contenidos y actividades, dignificación docente, gobernanza del sistema educativo, infraestructura y financiamiento. Subrayan logros en materia de abandono escolar y la puesta en marcha del Marco Común Curricular para la Educación Media Superior, al tiempo que enumeran algunos desafíos relativos a la disminución de la matrícula y los recursos destinados a infraestructura y equipamiento escolar. Finalmente, Judith Pérez Castro analiza las iniciativas gubernamentales para promover la inclusión de las personas con discapacidad en el sistema educativo, con base en las modificaciones al artículo 3º constitucional destinadas a atender las necesidades específicas de esta población. Pérez Castro concluye que, al momento, los esfuerzos han resultado insuficientes para lograr una inclusión plena y equitativa que haga realidad el derecho a la educación para todas y todos. 

			

			En cuanto al capítulo dos “La formación de docentes de educación básica”, coordinado por Patricia Ducoing Watty y Bertha Orozco Fuentes, se aborda la problemática de la formación de maestros de educación básica mediante un análisis que abarca varios planos y diversas dimensiones o ángulos de observación. Este capítulo se trabajó mediante diálogos e intercambios entre las autoras y el autor. Patricia Ducoing aborda los temas de la formación continua e inicial desde la perspectiva de la integración en la formación y encuentra un problema de fragmentación entre estos procesos. Además, analiza la relación entre formación docente y el currículum de la educación básica. Bertha Orozco, por su parte, aborda el análisis curricular comparativo de la licenciatura en Educación Primaria y señala los cambios en los planes de estudio de 2022, 2018 y 2013. Ángel Díaz Barriga aporta su testimonio sobre la participación del magisterio organizado en el proceso de fortalecimiento de la educación normal en México, durante el tiempo en que se definía la reforma al 3º constitucional por el Congreso de la Unión, mientras que Ana Laura Gallardo conceptualiza la noción de codiseño y muestra su potencialidad categorial en el caso de una normal intercultural.

			El capítulo discute algunos logros y ciertas tensiones, fragmentaciones o dispersión de las instancias formadoras de docentes en términos organizativos y de gestión, desde la Secretaría de Educación Pública y otras instancias formadoras (Dirección General de Educación Superior para el Magisterio, Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación, entre otras), así como una comparación de los principales componentes curriculares de las normales y el distanciamiento que se observa con respecto a las políticas educativas y curriculares entre este periodo y los dos sexenios anteriores.

			Respecto al capítulo tres, “Las reformas curriculares en el sexenio: educación básica y educación media superior”, coordinado por Ángel Díaz Barriga y Ana Laura Gallardo, se abordan las reformas curriculares del sexenio de Andrés Manuel López Obrador publicadas en 2022, tanto en educación preescolar, primaria y secundaria, como en educación media superior. Está integrado por seis apartados. El primero, escrito por Ángel Díaz-Barriga, Bertha Orozco Fuentes y Rosalina Romero Gonzaga, describe analíticamente los principales puntos del cambio curricular de educación básica, se señalan elementos históricos, pero también pedagógico-didácticos que ayudan en la comprensión de este giro, tan polémico en su momento. Profundiza en estos cambios Carlo Rosa, quien aborda el componente central de la estructura curricular del plan de estudios: los llamados ejes articuladores, los cuales traen a cuenta temas emergentes que emplazan a la escuela básica, tales como la interculturalidad y el enfoque de género, entre otros de gran calado. La revisión crítica ubica los avances en cuanto al planteamiento de la diversidad como fundamento del plan de estudios, pero, al mismo tiempo, observa la necesidad de que tales ejes sean más prescriptivos a la hora de planear la enseñanza, centrando la visión en cómo abordarlos, en vez de cuáles se podrían abordar en la escuela.

			

			Por su parte, Ángel Díaz Barriga examina la evaluación formativa como columna vertebral y consustancial al planteamiento del cambio curricular de preescolar, primaria y secundaria. Explica las tendencias sobre este tema en el ámbito de los sistemas educativos y aclara por qué es preciso un cambio radical que distinga la certificación de la evaluación y la necesidad de incorporar esta última como parte del proceso de aprendizaje y no como método de control de las relaciones de poder entre docentes y estudiantado.

			Un siguiente aspecto —muy polémico en los medios de comunicación— fue la publicación de la nueva familia de libros de texto gratuitos. Más allá de las opiniones superficiales o la propaganda, Sebastián Plá y Patricia Ducoing Watty elaboran sendos y detallados análisis en torno a los alcances y los límites de los libros de secundaria; en particular discuten la congruencia interna a partir del principio de integración curricular y los contenidos de historia desarrollados en dichos libros. 

			El siguiente apartado, elaborado por Gabriela de la Cruz Flores, Olivia Mireles Vargas y Juan Fidel Zorrilla Alcalá, expone, en primer lugar y de manera panorámica, elementos en torno a la situación de la educación media superior como subsistema; en concreto, aborda la cobertura y los índices de abandono, para después profundizar en los ejes centrales de la reforma curricular. Enfocan el análisis en la noción de progresiones de aprendizaje, las cuales organizan las metodologías didácticas del trabajo docente. En este sentido, identifican los alcances y los posibles límites, dado que sólo se tiene un ciclo escolar con estos cambios.

			

			Finalmente, se anotan conclusiones alrededor de la necesidad de replantear los objetivos de la investigación curricular, complejizando la mirada y desplazando las posturas de causa-efecto en torno a las tensiones entre el currículum pensado y el vivido. Esta inquietud también forma parte de los temas para la agenda de políticas que se espera retome el gobierno de Claudia Sheinbaum. Se resalta la necesidad de asumir los cambios estructurales que conllevan las reformas curriculares; esto es, que al cambiar el currículum, las bases de los procesos de evaluación-certificación y de formación docente no pueden mantenerse en la misma inercia, pues ponen en peligro la posibilidad de operar los cambios que las políticas curriculares de la educación básica y media superior proponen. 

			El capítulo cuatro, “Educación superior, ciencia y tecnología”, coordinado por Armando Alcántara Santuario, Alejandro Canales Sánchez y Miguel Alejandro González Ledesma, aborda las políticas implementadas en materia de educación superior, así como aquellas destinadas a la investigación humanística y científica. El capítulo se compone de seis secciones; en la primera, escrita por Alejandro Canales, se analiza la lges, con énfasis en aspectos clave de esta normativa, tales como la conformación del Consejo Nacional para la Coordinación de la Educación Superior (Conaces), órgano de gobernanza sistémica. Si bien reconoce la importancia de la ley, Canales advierte que la realización de objetivos como la obligatoriedad y la gratuidad serán difíciles de cumplir sin una política de financiamiento igualmente ambiciosa. La segunda sección, a cargo de Mario Rueda Beltrán, revisa la creación del Sistema de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior (seaes), una iniciativa que se ha intentado en distintos periodos, bajo diferentes modalidades, y que se considera clave para garantizar la calidad de la educación en este nivel educativo. En la sección se anotan los documentos y los mecanismos mediante los que se diseña dicho sistema, los desafíos que pueden enfrentarse en su implementación y los avances logrados hasta la fecha.

			

			La tercera sección, a cargo de Denisse Cejudo Ramos, se concentra en explorar, por un lado, la relación entre las universidades estatales y el gobierno federal en términos de autonomía y financiamiento, y por otro, se advierten las tensiones entre la autonomía universitaria y los reiterados intentos de modificarla por parte de algunos gobiernos estatales. En el cuarto apartado, Marion Lloyd analiza dos proyectos educativos originalmente proyectados para ampliar las oportunidades de los sectores más desfavorecidos de la sociedad: las universidades interculturales y las ubbjg. Se revisa el impacto que han tenido estas instituciones, en especial la ubbjg, en términos de lucha contra las desigualdades en el nivel superior.

			Las siguientes secciones, escritas por Armando Alcántara Santuario y Miguel Alejandro González Ledesma (la quinta) y Héctor Vera (la sexta), abordan dos líneas de implementación de la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación durante el sexenio de López Obrador, a saber: el Sistema Nacional de Posgrados (snp) y el Sistema Nacional de Investigadores e Investigadoras (snii), ambos torales en la gestión de la política sectorial. En el primer caso se examina la transición del Programa Nacional de Posgrados de Calidad al actual Sistema Nacional de Posgrados, así como las reformas en la asignación de becas y la evaluación de los programas de posgrado, donde se destacan los recortes presupuestales sufridos desde su implementación. Por otra parte, se abordan las controversias y los desafíos derivados de los cambios implementados en el snii durante el periodo en estudio.

			Por último, Rocío Amador Bautista ofrece un panorama general de las políticas y las recomendaciones que, en materia de tecnologías de la información y la comunicación, robótica e inteligencia artificial, han sido elaboradas por organismos internacionales como la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) y la Unión Internacional de Telecomunicaciones (uit), y la manera en que dichas políticas se han incorporado a diversos ordenamientos legales en la legislación mexicana.

			

			Finalmente, el libro cierra con las conclusiones y la agenda, tanto de política como de investigación educativa. Lo central estriba en ubicar dos grandes lógicas en los capítulos del libro: por un lado, la visión de los logros y retos, y por otro, la complejización del objeto de análisis. De acuerdo con la primera visión, hay una suerte de binarismo que permite identificar de forma detallada elementos como la brecha entre los cambios legislativo-normativos y su relación directa con la insuficiencia de los recursos financieros para poder materializar dichos cambios. También abre, con mucha claridad para la agenda de la investigación, la necesidad de seguir analizando los programas de dispersión de financiamiento, con el fin de evaluar su impacto en la mejora educativa. Esta dimensión material se puede seguir pensando como contraparte de la dimensión simbólica; es decir, la del ámbito específico de las reformas curriculares, cuestión que algunos capítulos recuperan con mayor fuerza. Ahí la lógica de análisis se distancia de la visión causa-efecto para abrir paso a la problematización de los múltiples planos y dimensiones de las transformaciones en los modelos formativos, tanto para docentes como estudiantes, con énfasis en las inercias que se arrastran o no se superan de sexenios anteriores, y evaluar las consecuencias que pueden tener en los procesos de operación de tales reformas. Este ámbito de la agenda, tanto para las políticas del sexenio por empezar como para la investigación, supone asumir que la implementación de políticas educativas es un objeto complejo por naturaleza y que pensarlo desde la lógica administrativa ayuda poco a observar los procesos de resignificación, traducción y construcción de sentido que éstas producen en los sujetos. Lo anterior abre nuevas vetas, poco exploradas por la política educativa mexicana, y contribuye, sin duda, a ampliar el espectro ontoepistémico de estudio sobre la educación, en tanto campo multirreferencial.
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			Proemio. Proyecto del sexenio: ¿qué se propuso en materia educativa?




			Alejandro Canales Sánchez 

			


Desde el inicio de los años 2000, cuando se produjo la primera alternancia en la Presidencia de la República, después de siete décadas de partido hegemónico, las elecciones federales han generado expectativas muy diversas y la de 2018 no fue la excepción. Adicionalmente, para esa fecha, el sistema nacional de partidos políticos también se había modificado: Morena, partido liderado por Andrés Manuel López Obrador (amlo), competía por primera vez con registro propio (ine, 2014). Aunque el movimiento surgió desde 2011 y había participado en alianza en el proceso electoral de 2012, para las elecciones de 2018 ya contaba con las prerrogativas de fuerza política y encabezaba una alianza de partidos.

			Las coaliciones que participaron en las elecciones de 2018 fueron: “Por México al frente”, integrada por los partidos Acción Nacional (pan), de la Revolución Democrática (prd) y Movimiento Ciudadano (mc); “Todos por México”, compuesta por el Partido Revolucionario Institucional (pri), el Verde Ecologista de México (pvem) y Nueva Alianza (Panal), y “Juntos haremos historia”, formada por Morena, el Partido del Trabajo (pt) y el Partido Encuentro Social (pes). 

			Los partidos políticos, como asociaciones de interés público para impulsar la participación y las demandas de la ciudadanía, sostienen distintos principios, valores y propuestas. La legislación permite las alianzas electorales entre diferentes institutos políticos. Éstas se integran, algunas veces, por una relativa afinidad ideológica y, en otras, por cálculos de beneficio político al postular las mismas candidaturas a los puestos de elección popular. Sin embargo, cualquiera que sea la motivación de las fuerzas políticas para aliarse, deben plantear una plataforma electoral común con propuestas en el orden político, económico y social. La educación no es el único tema de su interés, pero es un componente insoslayable de su plataforma, en la oferta hacia los ciudadanos y en las alianzas que establecen entre sí. 

			

			Los resultados de las elecciones federales de 2018 favorecieron a la coalición “Juntos haremos historia” y su entonces candidato, López Obrador, obtuvo 53% del total de sufragios para ocupar la Presidencia de la República, superando por más de 30 puntos porcentuales a la coalición que le siguió en porcentaje de votos (22%) (ine, 2018a). Además, la ventaja también se replicó en el Congreso: Morena, por sí mismo, fue la primera minoría en ambas cámaras y, con los partidos coaligados, alcanzó la mayoría. Una composición relevante que le permite a una fuerza política aprobar cambios en la Constitución si logra la mayoría calificada (dos terceras partes de legisladores) o solamente aprobar leyes secundarias con mayoría simple (la mitad más uno). La coalición “Juntos haremos historia” alcanzó con relativa facilidad el primer tipo de mayoría en la Cámara de Diputados y el segundo en el Senado (ine, 2018b).

			El porcentaje de votación obtenido y la composición parlamentaria le agregaron mayores expectativas al periodo de gobierno que estaba por iniciar. Las propuestas de campaña electoral adquirieron una nueva dimensión; lo mismo ocurrió con los documentos programáticos que debía formular y con el presupuesto, uno de los principales instrumentos de política pública para realizar las tareas de gobierno. En las páginas siguientes se da cuenta de los principales componentes que delinearon el proyecto educativo del gobierno federal de 2018 a 2024.







			Proyecto de Nación

			


El Proyecto de Nación 2018-2024 es un documento preliminar de planes y programas que recuperó algunas de las propuestas que había expresado López Obrador en los años y meses anteriores a la contienda electoral. Quedó aprobado en noviembre de 2017, en el marco del IV Congreso Nacional de Morena. En la presentación, el candidato manifestó:




			

			Fue elaborado por un grupo de profesionales, empresarios, intelectuales, representantes de organizaciones sociales, la mayoría de ellos sin militancia en Morena; les pedimos a este grupo que nos ayudara en la elaboración de este proyecto, porque queremos que el plan para transformar el país recoja todos los puntos de vista, que recoja los sentimientos de todas y de todos los mexicanos (lopezo brador.org, 2017a).

			


En efecto, en la introducción del extenso documento de casi 500 páginas se puntualiza que no se trata de una lista de propuestas o buenos deseos, sino de una “lista estructurada y exhaustiva —aunque no limitativa— de proyectos y programas que buscan soluciones prácticas a realidades concretas” (apud Aristegui Noticias, 2017: 3).1 El coordinador general del Proyecto de Nación fue el empresario Alfonso Romo Garza y se agregaron otras cuatro coordinaciones por eje-comisión: Economía y Desarrollo, a cargo de Adrián Rodríguez Macedo; Desarrollo Social, bajo la responsabilidad de Esteban Moctezuma Barragán; Política y Gobierno, presidida por Claudia Sheinbaum Pardo, y Educación, Valores, Cultura y Ciencia, cuya titular fue la escritora Laura Esquivel.

			El conjunto de programas propuestos, dijeron sus autores, se apegó a cinco lineamientos, aunque en realidad en el documento aparecían seis: legalidad y erradicación de la corrupción; combate a la pobreza; recuperación de la paz; viabilidad financiera y austeridad; equidad de género, y desarrollo sostenible y buen vivir. En cuanto a su estructura, el documento se dividió en cuatro grandes apartados, correspondientes a los nombres de los ejes-comisión. En general, los sectores de la administración pública se integraron en concordancia con los apartados, aunque algunos proyectos y acciones fueron más bien transversales, como fue el caso de la investigación científica y desarrollo tecnológico, que apareció tanto en el apartado de Economía como en el de Energía y Desarrollo Agrícola. 

			

			El componente educativo tuvo su propio eje-comisión, aunque en este apartado no estuvo incluido uno de los programas que después sería emblemático: Jóvenes Construyendo el Futuro. Este último se presentó en el primer lugar de la sección de Desarrollo Social y tenía como meta principal integrar 2.6 millones de jóvenes entre los 15 y 29 años de edad. El programa se dividió en dos subprogamas. Uno contemplaba la inversión de 100 000 millones de pesos y estaría dirigido a 2.3 millones de jóvenes a los que se les otorgaría un apoyo de 1.5 salarios mínimos mensuales, a fin de incorporarlos en actividades de campo, comunitarias, culturales, de emprendimiento o prácticas profesionales. El otro subprograma Jóvenes con Escuela, se orientaría a apoyar a 300 000 jóvenes para que se incorporaran a la educación media superior y superior; el presupuesto previsto era de casi 9 000 millones de pesos y cada joven recibiría una beca de un salario mínimo mensual.

			Las últimas 30 páginas del proyecto estuvieron dedicadas al tema educativo (Educación, Ciencia y Valores) y se dividió en cuatro secciones. Sin embargo, la primera de ellas, aunque tenía por título “Educación para todos”, iniciaba y concluía con una extensa argumentación “sobre el beneficio que pudiera representar para México, el que se otorgue autonomía a las instituciones particulares de educación superior que han demostrado su compromiso con la calidad y la mejora continua” (apud Aristegui Noticias, 2017: 432). Incluyó antecedentes normativos de la autonomía, rasgos de las instituciones particulares, beneficios académicos e incluso referencias internacionales, para concluir que no habría impedimentos legales para otorgarles autonomía a las instituciones particulares y sí se les podría conceder certeza jurídica.

			La siguiente sección se refería a la “Cultura”, pero las propuestas no fueron propiamente para el sistema educativo, sino para el fomento de la cultura comunitaria. Por ejemplo, según el diagnóstico que presenta, los programas gubernamentales en la materia, en su mayoría, habían carecido de una política social y los que se pusieron en marcha no contaban con el suficiente presupuesto. En consecuencia, planteó que la cultura comunitaria era una herramienta de integración y transformación de la población en situación vulnerable, por lo que propuso que de los 4 000 millones de pesos que destinaba la Cámara de Diputados a proyectos culturales, al menos se asignaría 50% de ese presupuesto a la cultura comunitaria.

			

			Después, en la tercera sección, titulada “Inclusión de los jóvenes”, se esboza un programa similar al subprogrma que se había incluido en el apartado sobre Desarrollo Social y que estaba dirigido a apoyar el ingreso de jóvenes a la educación media superior y superior. En el apartado previo se denominaba Jóvenes con Escuela, en esta sección sólo se le refiere como programa para jóvenes excluidos de la educación media superior y, en efecto, no incluyó a la educación superior. El propósito, se indicó en el documento, era incorporar a 150 000 jóvenes rechazados o excluidos a la educación media superior e integrar a 5 000 docentes con capacidad de involucramiento y compromiso para atender a esos jóvenes. El proyecto no especificó bajo qué modalidad se incorporarían los nuevos docentes, pero sí apuntó que calculaba una beca anual de 29 000 pesos por estudiante y una inversión total de 4 350 millones de pesos. Dicha cantidad representaba alrededor de la mitad del monto que se había anotado previamente para el subprograma de Jóvenes con Escuela, por lo que cabría suponer que se trataba de la misma iniciativa, sólo que reiterada en dos secciones distintas.

			La última sección se denominó “Valores” y su proyecto estaba dirigido al fortalecimiento de la industria cinematográfica y a la protección del cine mexicano. Básicamente incluía dos propuestas: por una parte, impulsar cambios en la Ley Federal de Cinematografía para mejorar tiempos y formas de exhibición del cine nacional y, por otra, considerar incentivos fiscales para los exhibidores. Hasta ahí lo que incluyó el apartado relativo a la educación. 

			En general, sobre el ramo educación, el documento presentó a grandes rasgos lo que después sería uno de los programas más sobresalientes del periodo: el de becas para jóvenes. El documento, en buena medida, se limitó a plantear que el principal problema era integrar a los jóvenes a actividades productivas y comunitarias, así como facilitarles el acceso a opciones educativas de nivel medio superior y superior. Sin duda, la atención a este sector poblacional es un asunto de relevancia, pero no es el único desafío. Faltaba un diagnóstico global del sistema de educación que considerara las propuestas para los distintos niveles educativos, la formación y las condiciones laborales de los maestros, las iniciativas en materia curricular, la infraestructura educativa y los materiales educativos, entre muchos otros.

			

			El Proyecto de Nación 2018-2024, como se ha indicado, fue el primer documento que englobaba, de forma más o menos organizada y relativamente coherente, la perspectiva de las personas que participaron en su elaboración, además de recuperar los proyectos, los programas y las acciones de la coalición que ganó las elecciones en julio de 2018. Tenía un carácter preliminar, no sólo por su secuencia improvisada y los errores en su estructuración, sino porque el entonces candidato López Obrador, al presentarlo, advirtió que sería sometido a consulta “para mejorarlo, escuchar puntos de vista, enriquecerlo y tenerlo ya afinado, definido, para llevar esas ideas a la práctica, éste es un primer paso” (lopezobra dor.org, 2017a).

			Asimismo, el documento fue relevante porque se trató de la base de la plataforma electoral de Morena y la que también quedaría registrada por la coalición “Juntos haremos historia”, según lo acordaron los partidos coaligados y como consta en el convenio firmado para las elecciones federales de 2018 (Anexo único. Convenio integrado modificado, 2017). El título cambió ligeramente a Proyecto Alternativo de Nación 2018-2024, pero se indicó, de manera explícita, que se trataba del mismo documento. De hecho, las mismas palabras de presentación aparecieron tanto en éste como en la plataforma, aunque en esta última únicamente se definieron los lineamientos y no se incluyó un apartado específico sobre el tema educativo. Además, en la plataforma registrada, en la parte de conclusiones, se anotó media docena de propuestas que no se mencionaron en el documento previo, tales como: ampliar la cobertura en todos los niveles para que nadie se quede fuera por falta de cupo; acceso a la educación superior para todos los jóvenes; “preferimos que los jóvenes sean becarios a que sean sicarios” (Anexo 2. Plataforma electoral, 25); revisión del financiamiento y gasto del sector educativo para terminar con la corrupción, y “una práctica educativa acorde con el programa de transformación del país” (Anexo 2. Plataforma electoral, 25).

			

			Al inicio de las campañas electorales de 2018, las grandes líneas de acción en el área educativa de la coalición que después ganaría los comicios estaban identificadas fundamentalmente con un vasto programa de becas, la inclusión educativa de los jóvenes rechazados del nivel medio superior y superior, así como un ajuste en el financiamiento del sector y el anuncio de una transformación de la práctica educativa. Los recursos que esto implicaría serían altamente significativos. Por ejemplo, a lo largo del periodo 2018-2024, el programa de becas para la educación media superior en instituciones públicas distribuyó cerca de 179 000 millones de pesos y el de becas para sectores vulnerables en educación superior llegó a los 51 000 millones de pesos; hacia el final del periodo, en conjunto, el total de recursos para becas en todos los niveles educativos sumó alrededor de 400 000 millones de pesos (Presidencia de la República, 2024). A esta iniciativa de transferencia directa de fondos se sumarían otras más, cuyo desenlace se aborda en los siguientes capítulos de este mismo volumen, pero vale la pena hacer notar que al principio el acento estaba puesto en la ampliación de las oportunidades educativas y la distribución directa de recursos para los jóvenes. 







			Titularidad sectorial y propuestas educativas

			


El candidato de la coalición “Juntos haremos historia”, en el arranque de la campaña electoral, también anticipó qué personas integrarían su gabinete si ganaba las elecciones federales de 2018, un rasgo que contrastó con los procesos electorales previos, en los que se mantenía en secreto los nombres de los posibles funcionarios y solamente se conocían hasta el día de la toma de posesión. Andrés Manuel, el 14 de diciembre de 2017, en su primer acto como precandidato presidencial, presentó a 16 personas y las secretarías que tendrían a su cargo: Olga Sánchez Cordero, Gobernación; Héctor Vasconcelos, Relaciones Exteriores; Carlos Martínez Urzúa, Hacienda y Crédito Público; María Luisa Albores, Desarrollo Social; Josefa González Blanco, Medio Ambiente; Rocío Nahle, Energía; Graciela Márquez, Economía; Esteban Moctezuma, Educación Pública; Víctor Villalobos, Agricultura y Desarrollo Rural; Javier Jiménez, Comunicaciones y Transportes; Irma Eréndira, Función Pública; Jorge Alcocer, Salud; Luisa María Alcalde, Trabajo y Previsión Social; Román Meyer, Desarrollo Agrario; Miguel Torruco, Turismo, y Alejandra Fraustro, Cultura (lopezobrador.org, 2017b). Un gabinete inicial paritario de hombres y mujeres.

			

			Además, se dieron a conocer datos generales sobre las trayectorias de los futuros funcionarios. Por ejemplo, en el caso de Moctezuma Barragán —que sería el primer titular de la Secretaría de Educación Pública (enero de 2018 a febrero de 2021)— se destacó su perfil profesional de economista y abogado, así como su maestría en Economía Política y las posiciones que ocupó en la administración pública de gobiernos anteriores, como la de secretario de Desarrollo Social, de Gobernación y subsecretario de Educación (de Planeación y Coordinación), entre otros puestos (lopezobrador.org, 2017c). Además, se hizo notar su labor como senador y su desempeño, hasta antes de pasar a formar parte del gabinete, como presidente ejecutivo de Fundación Azteca (2001-2018) y promotor del Sistema de Orquestas Sinfónicas Infantiles y Juveniles Esperanza Azteca (2009-2018) (sre, s. d.).

			Otras posiciones en el gabinete se dieron a conocer con posterioridad, pero antes del inicio del sexenio. La titularidad del entonces Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt), el sector más relacionado con el educativo, la anunció López Obrador en el marco del tercer y último debate por la candidatura presidencial, el 12 junio de 2018. Ahí, en respuesta directa a la moderadora, declaró que no habría una Secretaría de Ciencia, pero que sería la doctora María Elena Álvarez-Buylla, ganadora del Premio Nacional de Ciencias, quien se encargaría de dirigir el organismo rector de la política científica y tecnológica (ine, 2018c).

			Si bien el Proyecto de Nación ya estaba perfilado y nombradas las personas que se encargarían de tomar las decisiones al respecto, todavía hubo una mayor definición de algunas acciones que se pondrían en marcha en el sector educativo. Por una parte, previo al Día del Maestro y a los comicios electorales, el 12 de mayo de 2018, en Guelatao, Oaxaca, en el marco de una asamblea con profesores, Andrés Manuel estableció 10 compromisos con la educación:




			

			1.   Vamos a fortalecer la educación pública gratuita y de calidad en todos los niveles escolares, bajo la premisa de que la educación no es un privilegio, es un derecho del pueblo.

			2.  Habrá alimentación en todas las escuelas de educación básica de las zonas pobres y marginadas del país.

			3.   Todos los estudiantes de preparatoria o de nivel medio superior obtendrán una beca mensual para evitar la deserción escolar.

			4.   Los estudiantes de familias de escasos recursos económicos que estudien en universidades o en escuelas de nivel superior obtendrán una beca de 2 mil 400 pesos mensuales. No habrá rechazados; 100 por ciento de inscripción a todos los jóvenes que deseen ingresar a las universidades.

			5.  Será prioritario fortalecer a las Escuelas Normales y a la Universidad Pedagógica Nacional para actualizar los métodos de enseñanza, aprendizaje y mejorar la calidad de la educación.

			6.  Se cancelará la mal llamada reforma educativa. Haremos uso de las facultades del Ejecutivo para detener las afectaciones laborales y administrativas al magisterio nacional. Habrá justicia para todos los afectados por la imposición de la mal llamada reforma educativa. Habrá justicia para cesados injustamente, para presos políticos y para las víctimas de la violencia. Asimismo, enviaremos desde el inicio de gobierno las iniciativas de reformas a las leyes que vulneran la dignidad y los derechos de los maestros de México.

			7.   Vamos a elaborar conjuntamente, con los maestros, con los padres de familia, con pedagogos especialistas, un plan educativo que mejore, de verdad, la calidad de la enseñanza sin afectar los derechos laborales del magisterio. ¡Nunca más una reforma educativa sin el magisterio!

			8.	Se respetará la independencia y la autonomía de los trabajadores de la educación en México. El gobierno no intervendrá en la vida interna de sus organizaciones para garantizar una plena democracia sindical. Democracia como forma de vida y como forma de gobierno. Democracia como forma de vida significa democracia en la familia, democracia en la comunidad, democracia en el sindicato, democracia en la escuela y democracia en el país. 

			9.	Se retomarán las propuestas alternativas de educación que cada entidad federativa ha impulsado, como el plan para la transformación del estado de Oaxaca y, en particular, se apoyará la educación indígena, respetando y preservando las lenguas, las tradiciones, las costumbres, el medio ambiente y la organización social comunitaria.

			

			10.	Se suspenderán las cuotas que pagan los padres de familia para el mantenimiento de las escuelas y el gobierno destinará, de manera directa, recursos con estos propósitos a los consejos escolares de participación social (lopezobrador.org, 2018).

			


Las oportunidades educativas para todos los jóvenes que aspiraran a la educación superior, al igual que la distribución de becas para el bachillerato y la universidad, ya estaban planteadas en los documentos previos. Sin embargo, ésa fue la primera vez que el entonces candidato López Obrador asumía el compromiso público de ofrecer alimentación en todas las escuelas de educación básica de zonas económicamente desfavorecidas, el fortalecimiento de las instituciones formadoras de docentes, así como la cancelación de la reforma educativa de 2013, en aquel tiempo todavía en funciones. También por primera vez, anunció la elaboración colectiva de un plan educativo para mejorar la enseñanza, la eliminación de las cuotas escolares y la transferencia directa de recursos a las escuelas para su mantenimiento.

			En los capítulos siguientes se da cuenta del desenvolvimiento de algunas de estas iniciativas, como el complejo y fragmentado proceso de formación de maestros o los retos de lo que después se llamaría la Nueva Escuela Mexicana, pero conviene notar que, de nuevo, implicaban la transferencia directa de recursos financieros, negociaciones políticas difíciles para acordar la base de una reforma constitucional y la cancelación de organismos en funciones. Por ejemplo, para la infraestructura escolar, en cada entidad federativa había un organismo encargado de la construcción, el mantenimiento y el cumplimiento de normas de seguridad —en el caso de la Ciudad de México se denominaba Instituto Nacional de Infraestructura Educativa—, por lo que poner en marcha la entrega directa de recursos a las escuelas para estos fines no sólo implicaba que el organismo correspondiente se volvería innecesario, sino que quedaba por resolver cómo garantizar el uso adecuado de los fondos obtenidos y cómo acreditar el cumplimiento de los estándares de seguridad en la construcción y mantenimiento de las escuelas públicas de educación básica en el país. El total de planteles de este tipo sumaban alrededor de 200 000 al cierre del ciclo escolar 2023-2024 y el programa, que luego se denominaría La Escuela es Nuestra, es el segundo en importancia por la asignación de recursos financieros, sólo después del programa de Becas para el Bienestar. La presión sobre el gasto federal por los proyectos prioritarios, una redistribución programática de un presupuesto limitado en el sector y algunas de las interrogantes que suscita su funcionamiento, se destacan en el próximo capítulo.

			

			Posteriormente, una vez conocido el triunfo de Andrés Manuel López Obrador en las elecciones, el día de la toma de posesión y después de su discurso en el Congreso de la Unión, se realizó una segunda ceremonia para recibir el bastón de mando de los pueblos originarios del país en el Zócalo de la Ciudad de México y ahí anunció sus 100 compromisos. Los referentes a la educación y ciencia fueron los siguientes:




			•  Se mantendrán las estancias infantiles de la antigua Secretaría de Desarrollo Social y se regularizarán los [Centros de Desarrollo Infantil] Cendi promovidos por el Partido del Trabajo; ambos programas tendrán recursos garantizados en el presupuesto y pasarán a formar parte de las secretarías de Bienestar y de Educación Pública [compromiso 3].

			•  Los estudiantes de primaria y secundaria que provengan de familias de escasos recursos económicos recibirán becas educativas [compromiso 4].

			•  Todos los estudiantes de los Colegios de Bachilleres, escuelas técnicas, vocacionales y preparatorias públicas, recibirán una beca de 800 pesos mensuales [compromiso 5].

			•  Trescientos mil jóvenes, en condiciones de pobreza, que ingresen o estén estudiando en universidades, tendrán derecho a una beca de 2 400 pesos mensuales [compromiso 6].

			•  En 2019 estarán funcionando 100 universidades públicas, con carreras acordes a cada región del país para atender con educación de calidad y sin pago de colegiatura a 64 mil estudiantes del nivel superior [compromiso 7].

			•  Se protegerá el patrimonio cultural de México. Se impulsará la formación artística desde la educación básica y se apoyará a creadores y promotores culturales [compromiso 8].

			

			•  Se promoverá la investigación científica y tecnológica; se apoyará a estudiantes y académicos con becas y otros estímulos en bien del conocimiento. El Conacyt coordinará el Plan Nacional para la Innovación en beneficio de la sociedad y del desarrollo nacional con la participación de universidades, pueblos, científicos y empresas [compromiso 9].

			•  Se cancelará la llamada Reforma Educativa, se establecerá en el artículo 3º de la Constitución el derecho a la educación gratuita en todos los niveles de escolaridad y el gobierno no agraviará nunca más a maestras y maestros [compromiso 10] (El Economista, 2018).

			


Los compromisos anotados no se correspondieron con las iniciativas del Proyecto de Nación, ni constituyeron con exactitud la decena que anunció en Guelatao, pero sí comenzaron a delinearse con mayor precisión las acciones educativas del sexenio 2018-2024. Los ejes generales estaban centrados en ofrecer oportunidades educativas a los jóvenes, con énfasis en los sectores más desfavorecidos, un voluminoso programa de becas y la cancelación de la reforma del gobierno anterior. Algunas de las medidas propuestas formarían parte de la veintena de proyectos y programas prioritarios que sostendría el gobierno federal a lo largo del periodo, como el de otorgar becas en educación básica, media superior y superior o el de Jóvenes Construyendo el Futuro. Otras tenían mayores especificaciones respecto de lo que se había anunciado previamente, como la beca mensual de 800 pesos para los jóvenes de bachilleratos públicos, en lugar de los 2 400 que se habían estipulado en el Proyecto de Nación; una reducción que no alcanza para cubrir el costo de oportunidad.  O bien, la reforma del artículo 3º constitucional que, al final, no sólo suprimiría la reforma educativa de 2013, sino que extendería la gratuidad y obligatoriedad a la educación superior; en general, establecería un nuevo marco normativo para la educación y para la ciencia y la tecnología. Y otras más derivarían en acciones específicas, como la alimentación en escuelas localizadas en zonas marginadas, un plan para mejorar la calidad educativa o la regularización de los Centros de Desarrollo Infantil (Cendi) impulsados por el Partido del Trabajo, entre otras acciones. Algunas de estas iniciativas, como se podrá apreciar en los próximos capítulos, han tenido una ejecución sin contratiempos, mientras que en otras su implementación ha sido complicada porque no se acompañaron del presupuesto correspondiente, como la gratuidad y obligatoriedad en la educación superior. También están las que han experimentado modificaciones respecto de sus primeros diseños y otras que se han tomado sobre la marcha, como las reformas curriculares para el nivel básico y medio superior que se analizan más adelante en esta obra. Los resultados son diversos y unos todavía están por comprobarse. 







			

			El presupuesto y los documentos programáticos

			


Las reuniones entre los equipos del nuevo gobierno y el saliente tuvieron lugar en el periodo de transición, comprendido entre julio y el último día de noviembre de 2018, y a partir ahí se comenzaron a tomar decisiones, aunque la mayoría se puso en marcha una vez iniciado el periodo de gobierno. Una de las primeras iniciativas, como lo anunció el presidente, fue el proyecto de ley para “cancelar la mal llamada Reforma Educativa, abrogarla”, y añadió: “Hace poco se agregó la educación gratuita también para el nivel medio superior y con la reforma que se va a presentar es educación gratuita en todos los niveles escolares” (López Obrador, 2018b).

			Ese mismo día, el 12 de diciembre de 2018, el Ejecutivo federal presentó su proyecto de ley para modificar el artículo 3º constitucional (Poder Ejecutivo, 2018). La iniciativa siguió su curso en el Congreso: se envió a comisiones, junto con otra docena de proyectos cuyo sentido era el mismo; vinieron las negociaciones entre fracciones parlamentarias; luego se elaboró el dictamen, y finalmente se aprobó el 15 de mayo de 2019 (dof, 2019a). No consistió en el proyecto original que presentó el Ejecutivo federal, cuya propuesta omitió la educación inicial, la autonomía universitaria o un enfoque de derechos e igualdad sustantiva, como se puede constatar si se le compara con el decreto publicado. Unas aproximaciones al largo recorrido para establecer en la ley el derecho a la educación, el proceso legislativo que siguió la reforma más reciente, así como las modificaciones más sustantivas del vigente artículo 3º y los lineamientos de sus dos leyes secundarias, se pueden ver más adelante en un par de secciones de este mismo libro. Destaca tanto el contraste con la legislación anterior como los cambios organizativos del sistema educativo nacional, ya sea por la eliminación de organismos como el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación o el Servicio Profesional Docente, o por la instauración de otros, como la Comisión Nacional de Mejora Educativa y la Unidad del Sistema para la Carrera de Maestras y Maestros. En cualquier caso, la reforma educativa del 2019 sí canceló la previa y estableció un nuevo marco educativo para la educación y para la ciencia y la tecnología. 

			

			La otra medida relevante fue el diseño del Presupuesto de Egresos de la Federación (pef), el instrumento clave de operación de la administración pública para impulsar los nuevos programas. El presidente López Obrador había anticipado que cumpliría con lo que indicaban las normas sobre los plazos para enviar su propuesta de paquete económico al Congreso y tenía hasta el 15 de diciembre de 2018 para hacerlo (López Obrador, 2018a). La presentó el día indicado y los legisladores la aprobaron en nueve días, un plazo inusual para los estándares del Congreso, posibilitado por la composición parlamentaria y como resultado de las elecciones federales, pero también por el cambio de normas de la legislatura previa para acortar el periodo de transición.

			El pef fue aprobado por los diputados en las vísperas de la navidad de 2018. El presidente quedó satisfecho con el resultado y añadió:




			Se autorizan los fondos que nos van a permitir cumplir con todos los compromisos que hicimos para impulsar el desarrollo del país, que haya crecimiento económico, empleos, bienestar, paz y tranquilidad. El presupuesto, como todos sabemos, es un instrumento fundamental para el progreso con justicia que proponemos (López Obrador, 2018c).

			


Los recursos aprobados en el pef sumaron 5.8 billones de pesos; aparte de su distribución entre los ramos en los que se dividió el presupuesto, también se incluyeron los nuevos programas que se pondrían en marcha durante el periodo presidencial (dof, 2018b). 

			Todavía restaban dos instrumentos para completar el proyecto del nuevo gobierno en materia de educación: el Plan Nacional de Desarrollo (pnd) y el programa de educación sectorial estipulado para el periodo. El primero, establecido desde la década los ochenta, cuando se instauró la planeación democrática en la Constitución (artículo 26), es el instrumento para plantear los fines del proyecto nacional y recoger las aspiraciones de la sociedad. Al presidente López Obrador le correspondió entregar el pnd al Congreso el último día de abril del año siguiente a su toma de posesión, y éste tiene un máximo de dos meses para aprobarlo; la administración que iniciará en 2024 deberá entregarlo el último día hábil del mes de febrero del año siguiente al inicio del periodo de gobierno, según se estableció en la reforma a la Ley de Planeación de 2018.2 En lo que concierne al programa sectorial, la carta magna estableció que los programas de la administración pública federal debían sujetarse de forma obligatoria a lo indicado en el plan.

			El documento del pnd entregado al Congreso contenía dos partes claramente diferenciadas y contrastantes. La primera tenía por título Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 y sumaba poco más de medio centenar de páginas; se apartaba de la estructura usual de la planeación e incluía una visión de país, apreciaciones sobre lo realizado en gobiernos anteriores, una serie de principios y acciones estratégicas (Segob, 2019a). Por ejemplo, al final de un somero diagnóstico, refrendaba: 




			Tenemos ante el mundo la responsabilidad de construir una propuesta posneoliberal y de convertirla en un modelo viable de desarrollo económico, ordenamiento político y convivencia entre los sectores sociales. Debemos demostrar que sin autoritarismo es posible imprimir un rumbo nacional; que la modernidad puede ser forjada desde abajo y sin excluir a nadie y que el desarrollo no tiene por qué ser contrario a la justicia social (Segob, 2019a: 8).

			


Lo anterior fue parte de los lineamientos generales y le siguió una docena de puntos denominados principios rectores, tales como “No al gobierno rico con pueblo pobre”; “Al margen de la ley, nada; por encima de la ley, nadie”; “Economía para el bienestar”; “Por el bien de todos, primero los pobres”; “No más migración por hambre o por violencia”, entre otros. La serie de principios puntualizó problemas y definiciones ideológicas y quedó anotado que serían la base de un nuevo consenso social e incluyente. El plan preveía alcanzar, al final del sexenio, una tasa de desarrollo económico de 6%, con un promedio sexenal de 4 por ciento.

			

			Los ejes para estructurar lo que propuso como acciones fueron política y gobierno; política social, y economía. La educación se menciona en los tres ejes, pero principalmente en los programas del eje de política social. Ahí se asienta el Programa Nacional de Becas para el Bienestar Benito Juárez García, consistente en un apoyo de 800 pesos bimestrales por ciclo escolar por familia, dirigido a menores de 18 años, alumnos de escuelas públicas desde la educación inicial hasta la superior. También el programa Jóvenes Construyendo el Futuro, cuyos rasgos iniciales se habían trazado en el Programa de Nación 2018-2024, pero ahora con mayor precisión, indicaba que sería una beca de 3 600 pesos mensuales para 2.3 millones de jóvenes que no estudiaban ni trabajaban; el apoyo se otorgaría un año y en ese lapso recibirían capacitación para insertarse en el mercado laboral. El tercer programa, también previsto con anterioridad, ahora tenía un nombre nuevo: Jóvenes Escribiendo el Futuro y su operación se detallaba con más precisión. Según quedó registrado, en una primera etapa estaría dirigido a jóvenes menores de 29 años, inscritos en las escuelas normales, en las universidades interculturales, Nacional Agraria, Chapingo y las Benito Juárez. El apoyo consistiría en 4 800 pesos bimestrales durante cada ciclo escolar, y como límite el número de años previsto en los planes de estudio de la carrera correspondiente.

			También incluyó el derecho a la educación, con mención especial a su compromiso de “mejorar las condiciones materiales de las escuelas del país, a garantizar el acceso de todos los jóvenes a la educación y a revertir la mal llamada reforma educativa” (Segob, 2019a: 43). Además, adelantó que el Ejecutivo federal, el Congreso de la Unión y el magisterio mantenían un diálogo para construir “un nuevo marco legal para la enseñanza” (Segob, 2019a: 43). Por último, en el mismo apartado de “Derecho a la educación”, se hacía una breve descripción de las entonces novedosas Universidades para el Bienestar Benito Juárez García, que iniciaron funciones en marzo de 2019, y ahí mismo se asentó que los edificios de esas universidades serían construidos mediante un trabajo comunitario en terrenos donados o entregados en comodato. 




			

			Lo concerniente a ciencia y tecnología quedó incluido en el eje de Economía y la descripción fue sumamente escueta. En unas cuantas líneas se planteó:

			El gobierno federal promoverá la investigación científica y tecnológica; apoyará a estudiantes y académicos con becas y otros estímulos en bien del conocimiento. El Conacyt coordinará el Plan Nacional para la Innovación en beneficio de la sociedad y del desarrollo nacional con la participación de universidades, pueblos, científicos y empresas (Segob, 2019a: 58).

			


De hecho, este párrafo del pnd era el mismo que López Obrador había pronunciado como uno de sus 100 compromisos el día que asumió el cargo como presidente de la República.

			Si bien la segunda parte, titulada “Anexos al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024” (Segob, 2019b), recupera los principios y la argumentación de la primera parte, es notoriamente diferente, pues siguió una estructura más apegada a la planeación y planteó, con base en ejes transversales y generales, una serie de objetivos, estrategias, acciones, indicadores y metas. El sector educativo ahora formaría parte del eje general Bienestar, con el objetivo único de “Garantizar el derecho a la educación laica, gratuita, incluyente, pertinente y de calidad en todos los tipos, niveles y modalidades del Sistema Educativo Nacional y para todas las personas” (Segob, 2019b: 90). Al objetivo le siguió un diagnóstico general del servicio educativo y seis estrategias.

			Tal vez sea innecesario referir las características de la segunda parte del plan, porque los legisladores aprobaron únicamente la primera parte del pnd y ésa fue la versión que prevaleció. El plan reconocido y vigente es el que corresponde al publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2019. Posteriormente se conocería que el autor de la primera parte era el presidente López Obrador y el de la segunda parte el entonces secretario de Hacienda, Carlos Urzúa. Este último renunció unos días antes de la aparición del pnd e hizo públicas las razones de su dimisión una semana después. Sobre el tema expresó que no se podía “escribir a vuelapluma un Plan Nacional de Desarrollo” y que él mismo le expresó a López Obrador que su documento “no era un plan, sino más bien un manifiesto político y que como tal podría constituir un largo prefacio del otro” (Urzúa, 2019).

			

			El programa sectorial

			El documento programático que completaría el proyecto educativo del periodo fue el Programa Sectorial de Educación. Este último, como ya se ha indicado, deriva del pnd; desagrega los grandes objetivos nacionales y plantea objetivos, estrategias, acciones y metas a cumplir en el periodo. Según la Ley de Planeación, los programas deben estar listos a más tardar seis meses después de haberse publicado el pnd (artículo 30); en este caso, debió ser alrededor del mes de diciembre de 2019, o bien, enero de 2020. Sin embargo, el Programa Sectorial de Educación 2020-2024 (pse) se publicó hasta el 6 de julio de 2020 (dof, 2020a); es decir, transcurrió un lapso de casi el doble del que debía y no hubo ninguna explicación pública acerca del retraso. El asunto de la demora es relevante porque México y el mundo enfrentaron el problema de la contingencia sanitaria derivada de la covid-19, precisamente a inicios de 2020. La alerta sanitaria mundial ocurrió en diciembre de 2019, primero en China y en países asiáticos, luego en Europa y después se propagó por todas partes. El primer caso en México se reportó el 27 de febrero de 2020 (Secretaría de Salud, 2020) y un mes después el gobierno mexicano emitió el decreto de emergencia sanitaria, por causa de fuerza mayor, con las acciones correspondientes (Poder Ejecutivo, 2020). 

			La demora para elaborar el programa sectorial no puede atribuirse propiamente a la pandemia, porque el plazo normativo para tenerlo listo venció antes de la declaración de la emergencia. No obstante, la contingencia sanitaria sí fue un factor que trastocó el mundo y la nación entera, incluyendo no sólo las expectativas de crecimiento económico, sino también los diferentes planes y programas. Las escuelas suspendieron las actividades presenciales desde el 23 de marzo de 2020 (dof, 2020b); la medida inicial tenía una duración de un mes, pero luego se prolongó más de un año y el retorno se hizo de manera gradual durante el ciclo escolar 2021-2022. 

			

			El programa sectorial se dio a conocer cuando el confinamiento ya había estado vigente alrededor de cuatro meses, pero no incluyó mención ninguna sobre la pandemia ni tampoco un cambio o ponderación de iniciativas dirigidas a remediar los problemas detectados. Además, el documento no partió de una apreciación, aunque fuera breve y general, sobre la situación en la que se encontraba inmersa la educación. El primer punto que mencionó fue la garantía del derecho a la educación y la corrupción como el origen de la mayoría de los problemas nacionales, aunque no especificó la dimensión que alcanzaba en el ámbito educativo ni qué áreas eran más críticas. Puntualizó que la erradicación de la corrupción requería de una estrategia que atendiera tanto los síntomas como la raíz del problema; en consecuencia, planteó que el gobierno de México, como parte de esa lucha, se había comprometido: 




			a entregar de manera directa —sin intermediarios— recursos destinados a los más necesitados mediante programas como Jóvenes Escribiendo el Futuro, Becas Elisa Acuña y La Escuela es Nuestra; así como a fortalecer la participación de las madres y padres de familia y docentes en la toma de decisiones en el ámbito escolar, pues la democracia como el poder del pueblo empieza en la escuela (sep, 2020: p. 8).3

			


Respecto de atacar la raíz del problema, añadía la equidad como el eje ordenador de la acción educativa y el programa de la Nueva Escuela Mexicana como la base para la regeneración moral del país. Precisó que las causas de fondo serían atendidas mediante un enfoque doble: por un lado, con una educación relevante e inclusiva, como la impartida por las universidades Benito Juárez o La Escuela es Nuestra, y por otro, con los apoyos dirigidos a la población en desventaja, como la Estrategia Nacional de Atención a la Primera Infancia y el amplio programa de becas para los distintos niveles. 

			

			La política educativa para el periodo 2020-2024 quedó consignada en el programa sectorial y estaría articulada en torno a seis prioridades: educación para todas y todos, sin dejar a nadie atrás; educación de excelencia para aprendizajes significativos; maestras y maestros como agentes de la transformación educativa; entornos educativos dignos y sana convivencia; deporte para todas y todos, y rectoría del Estado en la educación y consenso social. A su vez, la media docena de prioridades se formuló como los seis grandes objetivos del pse que transformarían el sistema educativo nacional. Éstos, según lo descrito en el programa, buscarían garantizar el derecho a la educación, lo cual implicaría que fuera de excelencia y basada en cinco dimensiones de la calidad: equidad, relevancia, pertinencia, eficacia y eficiencia. Los objetivos, tal y como se enunciaron en el programa fueron:




			1. Garantizar el derecho de la población en México a una educación equitativa, inclusiva, intercultural e integral, que tenga como eje principal el interés superior de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes.

			2. Garantizar el derecho de la población en México a una educación de excelencia, pertinente y relevante en los diferentes tipos, niveles y modalidades del Sistema Educativo Nacional.

			3. Revalorizar a las maestras y los maestros como agentes fundamentales del proceso educativo, con pleno respeto a sus derechos, a partir de su desarrollo profesional, mejora continua y vocación de servicio.

			4. Generar entornos favorables para el proceso de enseñanza-aprendizaje en los diferentes tipos, niveles y modalidades del Sistema Educativo Nacional.

			5. Garantizar el derecho a la cultura física y a la práctica del deporte de la población en México con énfasis en la integración de las comunidades escolares, la inclusión social y la promoción de estilos de vida saludables.

			6. Fortalecer la rectoría del Estado y la participación de todos los sectores y grupos de la sociedad para concretar la transformación del Sistema Educativo Nacional, centrada en el aprendizaje de las niñas, niños, adolescentes, jóvenes y adultos (sep, 2020: 18).

			

			


Desde principios de los años 2000, los programas sectoriales han incluido la desagregación de objetivos y parámetros para valorar si se cumplió o no lo que se había planeado, y el de la administración 2018-2024 también lo hizo. Cada uno de los objetivos generales incluyó entre cuatro y siete estrategias prioritarias, y cada una de éstas contaba, a su vez, con un promedio de nueve acciones y una meta con diferentes parámetros. Por ejemplo, el objetivo número 2, sobre el derecho a una educación de excelencia, abarcaba siete estrategias, entre las que estaban garantizar la pertinencia de los planes y programas con los desafíos del siglo xxi; la instrumentación de métodos pedagógicos innovadores, inclusivos y pertinentes para favorecer una educación de calidad, y vincular los de logro educativo con la toma de decisiones para mejorar la calidad y la pertinencia. Luego, entre sus 64 acciones puntuales previstas estaban: actualizar los planes y programas de estudio con un enfoque de derechos humanos y perspectiva de género, así como adecuarlos para garantizar su pertinencia y relevancia; promover que los resultados de las evaluaciones de logro educativo sirvieran para mejorar la calidad y la pertinencia; la definición de modelos para atender las necesidades regionales a partir de evaluaciones de logro educativo; construir indicadores pertinentes y relevantes para evaluar el sistema educativo nacional local y regional; estructurar el Sistema de Mejora Continua y establecer el Sistema Nacional de Evaluación de la Educación Superior, entre otras acciones. La meta para este objetivo fue un porcentaje de mejora en eficiencia terminal del Sistema Educativo Nacional y como parámetros el porcentaje de estudiantes con dominio básico en la prueba del Programa para la Evaluación de los Estudiantes (pisa) y la disminución del abandono escolar.

			En los siguientes capítulos se ponderarán las principales iniciativas del plan para el periodo 2018-2024, así como la puesta en marcha de sus programas y las metas que se autoimpuso. El proyecto educativo que se elaboró, como se habrá advertido, comenzó antes del inicio de la gestión con la propuesta de otorgamiento de becas a jóvenes para su capacitación laboral e inclusión educativa; también con anticipación se dio a conocer a la persona que sería responsable de las decisiones en el sector, y el Ejecutivo federal estableció una decena de compromisos en materia educativa desde el primer día de su mandato, en el que se reiteró el respaldo para los jóvenes, la cancelación de la reforma educativa del gobierno anterior, la instauración del programa de cien universidades, el derecho a la educación, un amplio programa de becas, un plan para mejorar la calidad de la educación y la suspensión de cuotas escolares, entre otras acciones. Después, vendría la formalización del programa sectorial, sus acciones correspondientes y otras iniciativas que se adoptaron en el sexenio en marcha, como se apreciará a lo largo de este volumen.
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Introducción

			


El objetivo del presente capítulo es brindar un panorama de las políticas educativas implementadas durante la administración del presidente Andrés Manuel López Obrador (amlo). Los tres aspectos que se mencionan en el título: política, gestión y financiamiento, tienen un alcance amplio y suelen ser abordados en distintos niveles de análisis, desde el correspondiente al sistema educativo en su conjunto, hasta enfoques micro centrados en la escuela o el aula. Asimismo, estos términos se consideran transversales a otras temáticas, al ser parte central de la operación del sistema educativo. Por lo anterior, los tres aspectos referidos se retoman a lo largo de los siete apartados que integran este capítulo, aunque algunos de ellos resulten particularmente vinculados con éstos, como ocurre con el primer apartado que toca, de manera específica, el tema de la política y las políticas públicas; el tercero que trata sobre los cambios en la normatividad jurídica que constituye la base de la gestión educativa del sistema, o bien, el cuarto que aborda el financiamiento. No obstante, al tratar otros temas, como la formación ciudadana, la educación básica, la media superior o la inclusión educativa, dichos aspectos surgen necesariamente como parte del contexto de cada uno: la política, como el producto de la toma de decisiones del Estado para resolver problemas o atender necesidades sociales (Méndez, 2020); la gestión, como la acción y el efecto de organizar y administrar un proyecto (Galinelli y Miglione, 2015), y el financiamiento, como la acción y el efecto de asignar los recursos necesarios para cubrir un objetivo (Luna, 2023). Cuatro son las temáticas que se abordan para analizar y comprender mejor los procesos de elaboración, implementación y resultado de las políticas impulsadas durante este periodo en el sector:

			

			1)	El análisis de la política y las políticas públicas, el cual nos ofrece un panorama del contexto, los grupos de interés, las confrontaciones, los consensos, etcétera; es decir, aquello que brinda sustancia a la política y que permite comprender el umbral entre lo deseable y lo posible por medio del entramado de negociaciones constantes que tienen que realizarse para que las políticas operen (Echeverría, 1997).

			2)	El ideal de ciudadano que se propone por medio de la reforma educativa, al asumir que la formación del tipo de ciudadano al que aspiramos es una función social fundamental de todo sistema educativo (Durkheim, 1973). En razón de ello, analizar cuáles son las características de este ideal, la medida en que es compartido socialmente, así como la coherencia y viabilidad de las medidas que se proponen para cumplir este cometido en el corto, mediano y largo plazo, constituye un aspecto de gran relevancia.

			3) 	El entramado normativo/jurídico y el financiamiento de la educación, aspectos que fungen como dispositivos para que los objetivos planteados por las políticas puedan concretarse y no queden en simple demagogia, más aún cuando las promesas son tantas y los recursos, escasos.

			4) 	Lo propiamente educativo, es decir, lo esencial de la función educativa que estriba en brindar atención a grupos de población específicos por medio de las políticas en educación básica, media superior y en la inclusión educativa.1

			Esperamos que este capítulo resulte estimulante para los lectores y contribuya a nutrir los análisis y debates sobre las políticas públicas en el ámbito educativo, así como para reconocer los logros y también los retos por enfrentar para que la educación responda mejor a las demandas y expectativas de los diversos grupos que integran la sociedad mexicana.







			

			Política y políticas públicas

			


Miguel Alejandro González Ledesma

			


Marco analítico




			En el horizonte más amplio de garantizar el derecho a la educación en México, lo deseable es que las políticas públicas destinadas a materializarlo cuenten con una visión de corto, mediano y largo plazo. Otro elemento, no menor, es que dichas políticas sean el reflejo factual de la importancia que todos los partidos dicen concederle a la educación en sus discursos públicos. Sin embargo, los programas sectoriales se reinventan sexenalmente y el presupuesto que se aprueba año con año resulta siempre insuficiente para igualar, hacer crecer y mejorar el sistema educativo en nuestro país. ¿Qué se planteó la administración del presidente López Obrador frente a esta problemática? ¿Qué fue lo que realmente logró? ¿Qué queda por hacer? Este capítulo responde a dichas interrogantes desde diferentes ángulos. En esta sección, el objetivo es plantearlas a la luz de la relación más general entre la personalización de la política y las políticas públicas sectoriales.

			En las democracias liberales, la política constituye un mecanismo para la gestión de los conflictos inherentes a la convivencia en sociedades complejas. Por su parte, las políticas públicas son acciones destinadas a materializar dicha gestión por medio de la resolución de problemas colectivos. La personalización de la agenda política, al igual que otros fenómenos de las democracias en transición, afecta los procesos de institucionalización de derechos sociales. Y es que, además de la regularidad y transparencia de las elecciones, del respeto de sus resultados y, en general, de la libre participación política de la ciudadanía, las democracias deben ser evaluadas con base en su capacidad de mejorar la vida de la colectividad en el tiempo.

			La monetarización de las políticas sociales genera un vínculo clientelar entre las fuerzas políticas que la implementan y sus poblaciones beneficiarias.2 Con base en la experiencia acumulada durante el, así llamado, ciclo posneoliberal latinoamericano,3 este tipo de mecanismo distributivo carece casi siempre de incrementos presupuestales hacia las instituciones encargadas de proveer derechos sociales, lo que menoscaba su accesibilidad, mejoramiento y ampliación. Aquellas intervenciones dirigidas a fortalecer las instituciones educativas y sus agentes requieren de una importante cantidad de recursos, planeación y, sobre todo, tiempo para que sus resultados sean visibles. Por el contrario, la monetarización es una intervención inmediata, políticamente redituable y económicamente menos costosa. Estas características la vuelven más atractiva a los ojos de una izquierda electoral deseosa de mostrar avances en lo social, pero que no se propone alterar a fondo las reglas del juego en lo económico. 







			

			Política y políticas públicas en el gobierno de Andrés Manuel López Obrador

			


En términos generales, la política educativa durante el sexenio de López Obrador siguió dos trayectorias: la primera, de orden constitucional y, por ende, de amplio alcance normativo; la segunda, basada en políticas de focalización ampliada, bajo la forma de becas para todos los niveles del sistema educativo nacional y apoyos directos a las comunidades escolares del nivel básico. Las reformas constitucionales reafirman la rectoría del Estado en la educación y hacen explícito su carácter público, gratuito y laico. Se aprobaron, además, cambios relevantes en cuanto a la mejora continua de la educación y la carrera magisterial. Asimismo, se aprobaron la Ley General de Educación Superior (lges) y la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnología e Innovación (lghcti) (ver capítulo 4). La lges plasma, por primera vez en nuestro país, la obligatoriedad del Estado de garantizar el acceso al nivel superior; la lghcti, por su parte, establece el derecho humano a los beneficios de la ciencia. 

			Más adelante, en este capítulo, Lourdes Chehaibar señala que, si bien históricamente se ha consolidado el derecho a la educación en la carta magna, existe una brecha entre la norma constitucional y lo que, en la práctica, se hace para que pueda ejercerse este derecho fundamental. En lo que respecta a la administración obradorista, esta brecha ha sido marcadamente presupuestal, si se considera que los recursos asignados a educación no superaron lo destinado al sector en 2015.4 Así, por ejemplo, en 2020, año en el que debía comenzar a hacerse efectiva la gratuidad en la educación superior, el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación (ppef) no sólo no incluyó el fondo federal especial mandatado en el artículo transitorio de la ley, sino que los recursos destinados a este nivel educativo se vieron reducidos ulteriormente con la eliminación de varios fondos extraordinarios.5 En breve, tal y como lo advierten Carlos Iván Moreno y Diego Cedillo (2021, 2022 y 2023) en sus análisis de los ppef durante el sexenio obradorista, las políticas públicas que carecen de recursos son, en el mejor de los casos, un cúmulo de buenas intenciones.

			

			Las políticas de focalización ampliada del gobierno de López Obrador, por su parte, han sido enarboladas como prueba de un cambio de dirección en la gestión de los asuntos públicos en México. Éstas consisten en los Programas para el Bienestar, una serie de herramientas para la asignación directa de recursos. Dichos programas cubren desde apoyos a sectores específicos de la producción, como la agricultura y la pesca, hasta la autoproducción de vivienda y el apoyo a grupos sociales determinados, como las personas adultas mayores y aquellas con discapacidad (Programas para el Bienestar, s. d.).

			En el ámbito educativo, el programa de Becas para el Bienestar Benito Juárez beneficia a estudiantes desde la educación inicial hasta el nivel superior. Las becas destinadas a la educación media superior son universales, mientras que las otorgadas para los niveles básico y superior se dirigen en específico a grupos prioritarios. Estos grupos se seleccionan en función de criterios como el nivel socioeconómico, la ubicación geográfica o el tipo de institución educativa en la que están inscritos.6 Las Becas Elisa Acuña, implementadas a partir de 2018, integran tanto apoyos preexistentes como otros recién creados, distribuidos en cinco modalidades. Éstas incluyen dos programas de titulación, tres de manutención, cinco destinados a servicio social y prácticas profesionales, cuatro de movilidad nacional e internacional y un programa de capacitación (Becas Benito Juárez, s. d.). Finalmente, el programa La Escuela Es Nuestra materializa el principio neoclásico de autonomía escolar al transferir la responsabilidad en el uso de los recursos a las comunidades escolares, sin que este mecanismo venga acompañado de incrementos basales al presupuesto destinado a dignificar y mejorar el espacio escolar. 

			

			Los Programas para el Bienestar representan un apoyo significativo para las personas beneficiarias en un país donde los sectores vulnerables por ingresos representan 37% de la población (Castañeda, 2024). Asimismo, son destacables los avances en cuanto al incremento del salario mínimo y los efectos que ambas políticas han tenido en el fortalecimiento del mercado interno y la lucha contra la pobreza. Es claro que este tipo de instrumentos, cuyo costo actual corresponde aproximadamente a 9.5% del presupuesto destinado a educación, atenúa temporalmente la precariedad económica de sus 10 millones de beneficiarios (Márquez, 2024).

			Sin embargo, las políticas de focalización ampliada son incapaces, por sí mismas, de revertir las condiciones que han mermado las capacidades del Estado mexicano para garantizar derechos sociales como el educativo. A pesar de la legitimidad conquistada en las elecciones de 2018 y que mantuvo durante todo su mandato, es notable que el titular del Ejecutivo, aun contando con la mayoría en el Congreso de la Unión y en el Senado, se haya rehusado a impulsar una reforma fiscal progresiva, que habría representado un hito en la lucha contra la desigualdad en México (cfr. Castañeda, 2024: 13-33). En su lugar, el gobierno promovió políticas de austeridad en el sector público, con el argumento de que, al eliminar la corrupción y los gastos superfluos, se liberarían fondos suficientes para el desarrollo y la entrega de recursos a la gente necesitada (lopezobrador.org, 2022).

			Sobre esta base, el gobierno magnificó la relevancia de los Programas del Bienestar en el marco de un debate en el que se dirimía la legitimidad del Ejecutivo más que la relevancia de este tipo de instrumentos en el ámbito más amplio del derecho a la educación. Cabe señalar que esta forma de personalización de la agenda pública es coherente con el estilo político de otros representantes del ciclo posneoliberal latinoamericano (Stoessel, 2014). Lo novedoso, en este caso, es que la brecha entre la proyección normativa del derecho a la educación y su ejercicio efectivo no descansa solamente en la ausencia de presupuesto, sino en la forma en que el sobredimensionamiento de las políticas focalizadas oculta un esquema de administración de lo público más cercano a la ortodoxia neoliberal que a su superación. 







			

			El balance de la política educativa de Andrés Manuel López Obrador

			


A pesar de la retórica de ruptura con el neoliberalismo, la administración obradorista ha mantenido características fundamentales de este modelo económico, incluyendo lo educativo. Los Programas del Bienestar, que actúan como paliativos temporales en lugar de soluciones estructurales, reflejan una continuidad con las políticas del pasado. La salvedad, quizás, es la forma particular que ha adquirido la narrativa sobre lo educativo durante el gobierno de López Obrador, en términos de grandes objetivos sociales que, como se ha dicho, no se corresponden con las políticas realmente implementadas. Y es que, si antes de 2018 las reformas educativas apuntaban a administrar la desinversión en el sector y promovían la adopción de instrumentos de mercado o cuasimercado, la administración obradorista parece haber apostado a la desinversión en ámbitos clave de la política social, como el educativo. Al respecto, llama la atención que la promoción de las grandes obras de infraestructura, como el Tren Maya o el Corredor Transístmico, se presenten como acciones capaces de detonar el desarrollo y el mejoramiento económico, tal y como lo han hecho otros gobiernos hoy considerados como neoliberales.

			Desde una perspectiva más amplia, se debe advertir que la personalización de la agenda pública ha tenido un impacto negativo en la incipiente democracia mexicana. La elección de 2018 fue histórica, en parte porque posibilitó la llegada, por primera vez, de un partido de izquierda al gobierno. Sin embargo, la concentración del poder, la centralización de la discusión política en torno a la figura del presidente y la reducción de buena parte de la ciudadanía a clientelas, mediante los programas sociales, han alejado la expectativa de que nuestro país adopte un enfoque de políticas públicas integrales y a largo plazo en favor de prácticas políticamente más redituables en el corto plazo, en el marco de un sistema educativo históricamente centralizado.

			

			Por otro lado, es verdad que las reformas que reafirman la rectoría del Estado en la educación y promueven su carácter público, gratuito y laico, son pasos significativos. Sin embargo, para que dichas reformas trasciendan el horizonte de las políticas de focalización, es indispensable una ambiciosa reforma fiscal de carácter progresivo. Esta reforma no sólo mejoraría la distribución de los ingresos, sino que también ampliaría y fortalecería las capacidades del Estado mexicano, permitiendo una implementación más efectiva y sostenida de los derechos sociales, en especial el derecho a la educación.







			

			Política, educación y ciudadanía
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Enrique Peña Nieto señaló que el fin último de su reforma educativa era garantizar una educación de calidad, sustentada en valores como la ética profesional, el mérito académico y la equidad (Presidencia de la República, 2018), mientras que en la presentación del Nuevo Modelo Educativo se establecían los fines de su reforma educativa (sep, 2017): 




			formar ciudadanos libres, partici­pativos, responsables e informados, capaces de ejercer y defender sus derechos, que participen activamente en la vida social, económica y política de México. Es decir, personas que tengan la motivación y capacidad de lograr su desarrollo personal, laboral y familiar, dispuestas a mejorar su entorno social y natural, así como a continuar aprendiendo a lo largo de la vida, en un mundo complejo que vive cambios vertiginosos (sep, 2017: 1).

			


Para lograr este cometido, incluso se reconoció la necesidad de tomar medidas polémicas, como fue la evaluación docente a través de los concursos de ingreso, promoción y permanencia del magisterio (Presidencia de la República, 2018). Esta medida generó un amplio malestar e incertidumbre entre los maestros (Compañ, 2017), centralizó la atención y sirvió como eje para la cruzada de los inconformes en contra de lo que pasó a denominarse la “mal llamada reforma educativa”, al considerar que constituía más bien una reforma de carácter laboral (Rueda et al., 2016).

			Proveniente de un partido de oposición, la política educativa del gobierno de Andrés Manuel López Obrador marcó un distanciamiento con la reforma de su predecesor, a la que calificó de neoliberal (Arista, 2022). Este modelo, de acuerdo con el gobierno lopezobradorista, generó diversos problemas sociales en el país, dado que:




			

			1) 	Reproduce, ahonda y legitima la desigualdad académica, económica y social del alumnado.

			2) 	Fomenta el individualismo y la idea del mérito.

			3) 	Enseña los mismos contenidos, en todos los estados y regiones del país.

			4) 	Excluye los saberes locales y regionales.

			5) 	Concentra en el profesorado la responsabilidad educativa.

			6) 	Fragmenta los diferentes niveles educativos y propicia el abandono escolar (sep, 2023a).

			


Debido a ello, el gobierno de López Obrador propuso llevar adelante un proyecto educativo con enfoque crítico, humanista y comunitario. Esto con el propósito de contrarrestar los efectos adversos de la educación neoliberal y con la expectativa de formar ciudadanos autónomos, con sentido humano y crítico para construir su propio futuro (sep, 2023a: 5).







			La propuesta

			


En 2019, concomitante con los procesos de cancelación de la reforma educativa de Peña Nieto, el secretario de Educación Pública, Esteban Moctezuma Barragán, empezó a mencionar la idea de llevar adelante una gran transformación educativa que diera origen a la Nueva Escuela Mexicana (nem) (sep, 2019a; Ornelas, 2022). Esta idea serviría para aglutinar las acciones de cambio y trasformación educativa de aquí en adelante, aunque con altibajos en su concreción (Ornelas, 2022). Por esta razón, la nem puede verse más como un proceso con diversos momentos de interés en su implementación y concreción, sea como eje para orientar talleres de capacitación para docentes de educación básica (agosto de 2019); su inclusión en la nueva Ley General de Educación (septiembre de 2019); la elaboración del nuevo marco curricular para el nivel básico (agosto de 2022), y la de los nuevos libros de texto para este mismo nivel (agosto de 2023), entre otras acciones (dof, 2019a; Ornelas, 2022; Tinoco, 2023).

			

			La educación de la ciudadanía es un tema importante para las agendas políticas de los gobiernos actuales. La Agenda 2030, de alcance internacional, propone en su objetivo 16 el acceso a la justicia, la inclusión y la promoción de los derechos humanos (unicef, 2018: 71). La preocupación de la nem es proporcionar una formación ciudadana que incorpore valores y derechos a través de los procesos educativos, fundamentados en una educación que afronte los problemas con la colaboración grupal. Esto bajo el concepto de aprender a aprender, en el marco de una educación para toda la vida (sep, 2019b). 

			Para alcanzar este objetivo es necesario sustentar los principios ya reconocidos y otros que conllevan su propuesta de cambio, considerando así una educación gratuita, obligatoria, accesible (para todos los grupos), asequible (disponible en cuanto a recursos), aceptable (por su calidad) y adaptable (al contexto sociocultural de la escuela); una educación que integre una trayectoria escolar que va de los 0 a los 23 años. Con esto último, se busca brindar “coherencia, continuidad y corresponsabilidad entre formación básica, media y superior”, porque cada una se encargaría del desarrollo integral del alumnado (sep, 2019b).

			En cuanto a la educación básica, se basa en la apropiación del aprendizaje, a fin de que los niños y adolescentes comprendan el mundo que les rodea e intervengan en diversas situaciones. Para ello, este enfoque considera las distintas fases de desarrollo, empezando por preescolar, mediante el lenguaje, los cantos, la lectura y las expresiones artísticas, que dan lugar a prácticas en casa y en la comunidad. En la siguiente fase se trabajan las formas colaborativas de participar, teniendo en cuenta el contexto de la escuela, para incentivar los colectivos escolares. Por último, se busca la construcción de la identidad personal a través de la convivencia con los pares y la interacción con el entorno, con el fin de fomentar la participación y el uso de la palabra ante los aconteceres que se le presentan (sep, 2022a y 2022b).

			Así, ante el individualismo que supuestamente promovía el modelo educativo anterior, la nem pone énfasis en la relación entre la escuela y la comunidad, y propone la enseñanza situada; es decir, con base en las circunstancias del entorno natural, social y cultural, con la finalidad de enfrentar los problemas conjuntos (Díaz, 2006; Díaz y Heredia, 2021). Bajo una metodología de proyectos, busca potenciar el pensamiento crítico, el trabajo en equipo, el compromiso y la responsabilidad, así como incorporar a las familias y a los miembros de las comunidades que constituyen el entorno de los recintos escolares, como son las empresas, las instituciones públicas y privadas, los sindicatos, entre otros (dof, 2020). De manera explícita se identifican ocho principios en los que se apoya la nem para la formación ciudadana (dof, 2020), a saber:




			

			•	Fomento de la identidad nacional, incentivando el amor por México y su cultura. 

			•	Responsabilidad ciudadana, que incorpora valores como el respeto, la justicia y la solidaridad, entre otros. 

			•	Honestidad, como orientadora de las acciones. 

			•	Participación en la transformación de la sociedad, actividad que exige solidaridad. 

			•	Respeto a la dignidad y los derechos humanos, aceptación de la diferencia. 

			•	Promoción de la interculturalidad, integrando los conocimientos locales. 

			•	Promoción de la cultura de la paz, que promueve el diálogo como forma de resolver conflictos.

			•	Respeto por la naturaleza y el medio ambiente, a través de prácticas de desarrollo sustentable.

			


Otro aspecto importante en la propuesta es la revalorización del magisterio, porque se consideró que durante el gobierno anterior fue sometido a una evaluación punitiva que afectó seriamente su desempeño y la valoración social de su actividad (Rueda et al., 2016; Cedillo, 2017; Díaz, 2017; Mercado, 2017). Como respuesta, en la nem se plantea que el profesorado y el personal directivo, de supervisión y de asesoría técnica pedagógica tendrían una formación y capacitación continua, se revalorizaría su profesión, se respetaría su dignidad y mejorarían sus condiciones laborales, desterrando así “las consecuencias punitivas derivadas de la evaluación del desempeño, que ponían en vilo los derechos laborales de los docentes” (dof, 2020: 199). 

			

			De esta forma, en la propuesta del gobierno de Andrés Manuel, la nem surge con la misión de transformar la educación nacional, instrumentando nuevas prácticas educativas cuyo objetivo sea formar un nuevo ciudadano. Se considera que este ciudadano será el encargado de promover la transformación social, mediante el conocimiento y ejercicio de sus derechos civiles, y practicará la solidaridad y el respeto de la diversidad social, religiosa, política, sexual y de la naturaleza, entre otros aspectos. Es decir, mediante la nem, se plantea una “regeneración moral del país, a partir de una orientación integral basada en valores como la honestidad, honradez, ética, libertad y confianza” (dof, 2020: 197).

			





Los resultados

			


Ahora bien, ¿cuánto se avanzó en la propuesta para formar un nuevo ciudadano? Para llevarla adelante fue necesario capacitar a los docentes; según Garduño (2023), esto se realizó mediante un efecto de cascada. Se comenzó con la capacitación del personal de supervisión durante 10 sesiones mensuales de 45 minutos, el cual, a su vez, la dio a conocer a los directivos de las escuelas y éstos la transmitieron al personal docente durante las reuniones de los Consejos Técnicos los viernes últimos de cada mes. 

			No obstante, el cambio del paradigma educativo centrado en el docente que dicta clase en un salón hacia otro fincado en la enseñanza situada, en donde el estudiante tiene un papel activo, no ha sido fácil de adoptar (sep, 2022a y 2022b). Tal parece que la capacitación ofrecida por expertos al personal de supervisión y de éste hacia el profesorado, ha sido incapaz de modificar el paradigma anterior; es decir, este proceso no fue lo suficientemente sólido para que los maestros adquirieran el dominio del aprendizaje basado en la resolución de problemas y el enfoque colaborativo (Garduño, 2023). Esta limitación ha impedido que el magisterio pueda comprender e incorporar la nueva metodología de trabajo. 

			

			Por su parte, el cambio ideológico propuesto para pasar de un modelo educativo fincado en una postura utilitaria a una humanista —esto es, del liberalismo centrado en el individuo a un pensamiento humanista sustentado en el bien común— también ha sido cuestionado. Por ejemplo, Villarruel-Fuentes y Villarruel-López (2023) señalan que este cambio no es del todo claro en la propuesta, porque en su argumentación se recurre a autores clásicos con posturas divergentes.

			





Los pendientes

			


La nueva visión educativa se fundamenta en la enseñanza resolutiva de problemas, con la participación del alumnado y de la comunidad; en el acercamiento a la realidad natural, social y cultural del entorno, y en la incorporación de los saberes locales. Por eso, se antepone a la cultura docente, basada en la enseñanza tradicional en el aula. Un cambio en el modelo educativo exige que el profesorado reciba formación continua, con cursos teóricos y prácticos, para que reconozca y promueva habilidades como la participación, la discusión, la retórica y la persuasión, con el fin de cultivar el compromiso, la responsabilidad y la solidaridad en los ámbitos social y escolar. Es esencial que incluya el análisis crítico del enfoque centrado en el adulto y de su ejercicio de control sobre los estudiantes, con la finalidad de permitirles a estos últimos expresarse con libertad y asociarse sin restricciones (Vázquez, 2023).

			La nem parte de reconocer al estudiante como un sujeto de derechos y, en ese sentido, propone una educación emancipadora. Sin embargo, de acuerdo con Garduño (2023), la propuesta es confusa en tres puntos:




			1) 	No aclara en qué consiste la emancipación, porque ello requiere una legitimación de la cultura del sujeto que no se logra sólo con el aprendizaje de conocimientos tradicionales y el trabajo colectivo. 

			2) 	Las acciones que sugiere no son emancipadoras, sino vivencias en donde se aprende y practica el conocimiento; es decir, la vivencia sola no logra la emancipación.

			

			3) 	La escuela vivencial requiere, además, de una visión crítica a los modelos dominantes de la cultura neoliberal patriarcal que se encuentra en los valores introyectados en las personas.

			


Asimismo, en el marco curricular de la nem se reconoce el esfuerzo de los docentes para enfrentar las circunstancias particulares derivadas de la pandemia de la covid-19, al apoyarse en los medios digitales de comunicación y refrendar su compromiso con las clases. Sin embargo, esto no se reflejó en las políticas generadas por la sep, porque el incremento de la jornada laboral para cubrir las actividades de capacitación no fue acompañado de una mayor retribución económica (Fonseca-Bautista, 2022).

			Es claro que la formación de un nuevo tipo de ciudadano no se logrará en el corto o mediano plazo, pero actualmente se carece de elementos que permitan valorar los avances alcanzados. En este sentido, la implementación de la nem representa un gran desafío y también constituye una oportunidad para brindar a los estudiantes una formación más sólida como ciudadanos responsables. No obstante, para lograrlo se requiere erradicar los obstáculos de infraestructura, mejorar la formación docente e ideológica del magisterio y, quizá lo más importante, brindar continuidad a esta propuesta, asediada por la iniciativa reformista que ha caracterizado a los gobernantes de nuestro país.







			

			Reformas, transformaciones y contradicciones en el ámbito normativo de la educación, 2018-2024

			


Lourdes Margarita Chehaibar Náder

			





El derecho a la educación y la educación como derecho

			


Desde 1917 la educación ha formado parte del primer título y capítulo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum), en aquel momento referido a las “Garantías individuales” y, desde 2011, a los “Derechos humanos y sus garantías”, lo que la sitúa como un derecho de todas y todos, un derecho que condiciona y habilita el ejercicio de otros,7 que requiere protección y compromiso del Estado en todos los órdenes de gobierno. Se trata de un derecho humano de amplio valor social que es, además, exigible y justiciable frente al Estado,8 y que demanda un financiamiento público creciente,9 así como políticas y estrategias atingentes para alcanzarlo. 

			No obstante, históricamente hemos vivido una brecha entre la norma constitucional que ampara este derecho y su ejercicio efectivo, en el marco de un sistema educativo grande, heterogéneo, complejo y tremendamente desigual. Esto último no sólo en términos del acceso, la cobertura y el rezago (véase Fuentes y Arellano, 2024), sino de la permanencia y, fundamentalmente, de la relevancia y pertinencia social, económica y cultural de los aprendizajes que se alcanzan en los distintos tipos, niveles y modalidades del sistema. Persiste, además, un déficit en el financiamiento educativo, en un contexto de brechas y desigualdades a lo largo del territorio nacional, que se vieron agudizadas debido a la pandemia de la covid-19. 







			

			La normativa de la educación en el discurso de los dos últimos sexenios

			


El sexenio anterior, encabezado por Enrique Peña Nieto (2012-2018), dio curso a distintas reformas en los ámbitos de educación, energía, telecomunicaciones y transparencia, entre otras, fundadas en acuerdos cupulares con los principales partidos políticos en el denominado Pacto por México. La primera modificación constitucional fue justamente la relativa al artículo 3º, en febrero de 2013, y a los diversos instrumentos para el desarrollo educativo, apoyados en la relevancia de la evaluación para la calidad educativa, el otorgamiento de autonomía para el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee) y la creación del servicio profesional docente (spd), cuyas tareas estaban vinculadas al ingreso, la promoción y la permanencia del personal de la educación pública en el nivel básico y medio superior.

			Dicha reforma generó tensiones francas entre quienes, por una parte, consideraban que se trataba de una reforma de gran calado que permitiría abonar a la calidad educativa, vía la evaluación y el control de la carrera de los docentes, con indicadores y parámetros bien definidos y con un sistema de información transparente, y, por otra, actores, como la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (cnte), que cuestionaron con gran descontento las implicaciones de esta reforma por su carácter más bien laboral que educativo, y que calificaron como punitiva.

			

			Este antecedente es central para dar cuenta de que, tanto en campaña (particularmente en mayo de 2018 en Guelatao, Oaxaca) como en su primer acto como presidente (el 1 de diciembre de 2018 en el Zócalo de la Ciudad de México), Andrés Manuel López Obrador se comprometió a derogar dicha reforma y a dar un lugar protagónico y renovado al magisterio; en especial, a revalorar la tarea del docente, eliminar el inee y el spd, y ampliar los apoyos financieros (vía becas) como respuesta de la política pública a atender las necesidades del sistema educativo y, con mucha fuerza, como posicionamiento político-ideológico en contra del neoliberalismo y los gobiernos que antecedieron por más de tres décadas a su gestión.

			Así, la estrategia en la esfera normativa seguida a lo largo del sexenio lopezobradorista es muy pródiga en textos, algunos de los cuales derivan en programas de financiamiento/becas, desaparición y creación de instituciones, e impulso a estrategias y programas de gobierno promovidas desde la Secretaría de Educación Pública (sep).10 Esta normativa y las diversas acciones se vinculan a los postulados del Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 (dof, 2019b) y al Programa Sectorial de Educación (dof, 2020). 




			Cuadro 1. Principales documentos normativos en educación, ciencia y tecnología aprobados en el sexenio 2018-2024

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Instrumento normativo 

							vigente

						
							
							Instrumento 

							que reforma o abroga

						
							
							Fecha 

							de aprobación

						
					

					
							
							Artículo 3º de la cpeum

						
							
							Artículo 3º de la cpeum (del 26 de 

							febrero de 2013)

						
							
							15/05/2019

						
					

					
							
							Artículo 31A y 73B de la cpeum

						
							
							Artículos 31 y 73 

							de la cpeum (del 26 

							de febrero de 2013)

						
							
							15/05/2019

						
					

					
							
							

							Ley General de Educación

						
							
							Ley General de 

							Educación (expedida en septiembre de 2013 y reformada en marzo de 2017)

						
							
							30/09/2019

						
					

					
							
							Extinción de la ley y del Instituto Nacional de Infraestructura Física EducativaC

						
							
							Ley General de la Infraestructura Física Educativa (expedida en diciembre de 2007)

						
							
							30/09/2019

						
					

					
							
							Ley Reglamentaria del Artículo 3º de la cpeum en Materia de Mejora Continua de la Educación

						
							
							Fracción ix del 3º constitucional de febrero de 2013 y Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación del 11 de septiembre de 2013

						
							
							30/09/2019

							y abrogación del inee en mayo de 2019

						
					

					
							
							Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros (reglamentaria de los párrafos 7º y 9º del artículo 3º constitucional)

						
							
							Ley General del Servicio Profesional Docente (reglamentaria de la fracción iii del artículo 3º constitucional de 2013, expedida el 11 de septiembre de 2013)

						
							
							30/09/2019

							y abrogación del spd en mayo de 2019

						
					

					
							
							Ley General de Educación 

							Superior

						
							
							Ley para la Coordinación de la Educación Superior (diciembre 

							de 1978)

						
							
							20/04/2021

						
					

					
							
							Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación

						
							
							Ley de Ciencia y Tecnología y la Ley Orgánica del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, de junio de 2002

						
							
							8/05/2023

						
					

					
							
							Acuerdo número 14/08/22 por el que se establece el plan de estudios para la educación preescolar, primaria y secundariaD de la nem (anunciada en abril de 2022)

						
							
							Reforma curricular de 2017 y Nuevo Modelo Educativo

						
							
							19/08/2022

						
					

				
			

			A Fracción i, sobre las obligaciones de los mexicanos, padres o tutores para la educación y cuidado de sus hijos o pupilos menores de edad.

			B Fracción xxv, sobre las facultades del Congreso en el ámbito educativo.

			C Que constituye uno de los elementos que dan pie al programa La Escuela es Nuestra.

			D Cabe mencionar que, de manera previa a la publicación de esta propuesta curricular, en el marco de la pandemia de la covid-19 y de las atribuciones que tiene la sep en materia educativa federal, se emitió un gran número de acuerdos para dar curso a la educación en el contexto del cierre de las escuelas; continuar los ciclos escolares; articular los grados y niveles educativos, así como reorganizar la estructura interna y el funcionamiento de la propia secretaría, entre otros muchos, que la extensión de este breve texto no permite ni enumerar.

			

			





La educación y el artículo 3º constitucional11

			


La elaboración y puesta en marcha de la normativa en el ámbito educativo durante esta administración federal han conformado una arena de negociaciones y tensiones, donde se realizaron estrategias contrastadas y contrastantes con el sexenio anterior, como espacios abiertos para el debate y la participación de distintos actores, el uso del parlamento abierto en las cámaras legislativas y la realización de consultas para diversos temas. Lamentablemente, pareciera que no fueron suficientes o se plantearon en términos que, más que consensos, generaron, de nuevo, polarización entre los actores políticos, a favor y en contra de los planteamientos presidenciales, y que, a la par de nuevas esperanzas, suscitaron diversas contradicciones desde su génesis y, en especial, en su desarrollo.

			A grandes rasgos, la extensa reforma al artículo 3º constitucional se ocupa de poner en el centro a niños, niñas, adolescentes y jóvenes, promover su desarrollo pleno, la igualdad sustantiva y el goce de sus derechos humanos. Destaca que ahora da cabida a todos los tipos y niveles educativos, al incorporar la obligatoriedad de la educación inicial y la superior, garantizadas por el Estado, y a todo el sistema educativo bajo su rectoría, lo que subraya el derecho de los mexicanos a gozar de la mejor educación, pero ahora calificada como de “excelencia”,12 adjetivo que sustituye las referencias a la educación de “calidad”, característica que, junto con la evaluación y el control de las condiciones de trabajo del personal de la educación, definían la reforma del sexenio anterior.

			El nuevo texto constitucional reitera rasgos definitorios en la historia de la educación mexicana, como su carácter público, gratuito y laico, la rectoría del Estado en la definición de los planes de estudio de la educación básica y la normal, aunque ahora precisa que considerará las opiniones de gobiernos y actores de las distintas entidades y regiones del país, así como la vigilancia y rectoría del mismo Estado sobre los particulares con autorización para impartirla. A ello añade los rasgos de universalidad e inclusión y desagrega, de manera exhaustiva, algunos elementos constitutivos de planes y programas de estudio.13 A la definición de principios que orientan la educación, como su carácter democrático, nacional y gratuito, se adicionan que sea equitativa, inclusiva, intercultural, integral y de excelencia. Asienta la promoción del desarrollo y disfrute de la ciencia, la tecnología y la innovación. Mantiene la fracción relativa a la caracterización de la autonomía otorgada por ley para universidades e instituciones de educación superior,14 y explicita las responsabilidades del Congreso de la Unión para atender, legislar y distribuir la función educativa entre la federación, los estados y los municipios, la cual se desglosa también en la fracción correspondiente del artículo 73 de la propia Constitución.

			Desde el mismo artículo constitucional y en las dos leyes secundarias anotadas en el cuadro 1 (la reglamentaria del artículo 3º y la relativa a la carrera magisterial), se establece la creación de un sistema de mejora continua de la educación, conocido como Mejoredu, que sustituye al inee, para contribuir a la excelencia y la equidad en el desarrollo de los servicios educativos y dar cauce a las bases de la Nueva Escuela Mexicana. Además, se instaura el Sistema de Carrera para Maestras y Maestros con funciones docentes, directivas y de supervisión, y la organización que lo administra (la Unidad del Sistema para la Carrera de Maestras y Maestros, usicamm), que declara anular el modelo punitivo establecido en el spd, así como centrar la nueva legislación en la revalorización de su quehacer y la protección de sus derechos laborales mediante procesos transparentes de admisión, promoción y reconocimiento, con un lugar protagónico para su formación, capacitación y actualización. 

			

			





Valoraciones en proceso

			


El discurso que entreteje las propuestas legislativas en este sexenio se fundamenta en una opción ideológica orientada al bienestar de las mayorías. Considera la importancia de acceder a una educación valiosa. Busca remontar valores individualistas, competitivos y de mercado, y sustituirlos por los que recuperen la diversidad y riqueza cultural de nuestros pueblos originarios y de otras raíces que han aportado a nuestro país. Además, prioriza el otorgamiento de financiamientos directos, las becas, como la mejor herramienta para alcanzar dichos objetivos. 

			El avance sustantivo planteado en la letra de esta reforma, su alcance para garantizar el derecho a la educación, a la vez que las diversas inconsistencias y contradicciones que se encuentran en el desarrollo de la legislación secundaria, deben revisarse a la luz de las estrategias y programas que el Ejecutivo federal ha impulsado a lo largo de estos años —de lo que se ocuparán los siguientes capítulos de esta obra—, pero puede apuntarse, brevemente, que no se ha logrado dar un vuelco definitivo a la política del sexenio anterior ni articular estrategias pospandemia que remonten indicadores educativos muy bajos, ni tampoco concitar el apoyo y el compromiso de docentes para que vivan realmente reconocidos como intelectuales en su quehacer como educadores, o romper con esquemas individualistas y cuantitativos para la evaluación, entre otros problemas que no cabe desarrollar en este apartado. 







			

			Financiamiento educativo en México, 2018-2024

			


Alejandro Márquez Jiménez

			


Contexto del problema

			


El financiamiento educativo constituye un eje fundamental de la política del Estado, cuyo carácter instrumental posibilita que se cumplan las demás metas y objetivos educativos orientados a asegurar el derecho a la educación de la población (Luna, 2023). 

			Es relevante tener presente lo anterior debido a las repercusiones que han tenido en el sector educativo los procesos de alternancia partidista en la Presidencia de la República. Gobiernos que, en los últimos años, se han caracterizado por impulsar reformas profundas y establecer múltiples compromisos con el sector; las cuales, muchas veces, no cumplen su cometido debido a que no establecen la logística necesaria para llevar adelante la nueva orientación de las políticas, lo cual usualmente se plasma —aunque no exclusivamente— en insuficiencias presupuestarias.15 Esto, además, genera amplia incertidumbre en las diversas dependencias, instituciones y personal que dependen de los recursos públicos asignados al sector, pues cada año tienen que ajustarse al presupuesto asignado y adaptarse a los cambios y las nuevas prioridades marcadas por nuestros gobernantes. Incertidumbre que en este periodo presidencial se acrecentó por la crisis que generó la pandemia de la covid-19, situación que se ha considerado como la crisis económica y social más grande que ha enfrentado la humanidad desde la Segunda Guerra Mundial (bm, 2020). 

			

			





Las promesas

			


Para el periodo 2018-2024 se tenían expectativas de cambio ante el arribo del primer presidente identificado con la izquierda. No resultó extraño, por lo tanto, que su llegada implicara la cancelación de la reforma educativa impulsada por su antecesor y la implementación de una propia, que prometía dar un nuevo rumbo a la educación (Muñoz y Poy, 2018) y que partía de reformar el artículo 3º constitucional en 2019 (cpeum, 2019), principal instrumento normativo del país en el que se establecieron renovados compromisos y prioridades que, posteriormente, serían ratificados y ampliados en el Programa Sectorial de Educación 2020-2024 (dof, 2020), así como en las reformas realizadas en diversas leyes en la materia, por ejemplo, la Ley General de Educación (dof, 2019a). 

			Aunque fueron diferentes y numerosos los objetivos establecidos por el nuevo gobierno en su reforma educativa, tres de los compromisos más ambiciosos consistieron en:




			1) 	Impartir y garantizar el derecho a la educación de los 0 a los 23 años para todos los mexicanos, considerando que la educación impartida por el Estado, desde la inicial hasta la superior, sería obligatoria, universal, inclusiva, pública, gratuita y laica (dof, 2019a y 2020; cpeum, 2019).

			2) 	Resarcir la situación del magisterio, afectado y cuestionado durante la reforma del gobierno anterior, para lo que se propusieron tres líneas de acción: un sistema integral de formación, capacitación y actualización; nuevos mecanismos para regular la admisión, promoción y reconocimiento de docentes, directores y supervisores, y fortalecer las escuelas normales.

			

			3) 	Reorientar el funcionamiento de las escuelas a través de un nuevo modelo educativo, crear una Nueva Escuela Mexicana (sep, 2019a; Ornelas, 2022).

			


En la reforma, los objetivos del nuevo proyecto educativo aparecen interconectados, dado que la Nueva Escuela Mexicana incluye un trayecto de formación de los 0 a los 23 años, basado en la idea de que la educación es para toda la vida; esto es, bajo el concepto de aprender a aprender, actualización constante y adaptación a un aprendizaje permanente (sep, 2019b y 2023a).

			Asimismo, se plantearon promesas que albergaban expectativas favorables para la educación intercultural, la educación de adultos, la inclusión educativa, la perspectiva de género, la cultura física y el deporte. En este sentido, la educación, desde lo prometido, se percibía como un ámbito prioritario.







			Los hechos

			


En términos del financiamiento educativo, las expectativas rápidamente quedaron en entredicho, ya que, por ejemplo, no se incrementaron los recursos para respaldar el compromiso de garantizar el derecho a la educación de los 0 a los 23 años para todos los mexicanos. Incluso, el financiamiento asignado por el gobierno federal al ramo se mantuvo por debajo del monto que había alcanzado en 2015; es decir, siguió la tendencia a la baja que se había iniciado desde el sexenio anterior (gráfica 1). Por otra parte, aunque el gasto programable del gobierno federal ha crecido desde 2000 —esto es, los recursos con los que verdaderamente cuenta para cubrir sus funciones—, éste no se ha reflejado en la asignación presupuestaria a educación. Incluso, la participación del ramo en el gasto programable ha disminuido desde 2001, cuando llegó a representar 24%; actualmente, dicho porcentaje se encuentra en 13.9% (gráfica 1).




			

			Gráfica 1. Gasto federal: gasto programable (gp), gasto en la función de educación (gfe) y gfe como porcentaje del gp (gfe % gp), 2000-2024 (miles de millones de pesos de 2024* y porcentajes)

			[image: ]

			* De 2000 a 2023 los datos se convirtieron a precios de 2024, de acuerdo con el índice del pib publicado por el inegi (2023), y para 2024 se utilizaron los criterios generales de política económica de 2024 publicados por la shcp (2024).

			** De 2000 a 2022 los datos corresponden al gasto federal ejercido, según la información proporcionada por la cuenta pública de la shcp (2024) y la Presidencia de la República (2023); en 2023 y 2024, las cifras corresponden al gasto federal aprobado, de acuerdo con la información del pef de los años respectivos. 

			Fuente: inegi (2023); shcp (2000 a 2023); Presidencia de la República (2023); Conapo (2023) y sep (2023c, 2022c, 2021, 2020, 2019f, 2018ª, 2018b, 2017b, 2016, 2015, 2014, 2013, 2012, 2011, 2010 y 2009).

			


Lo anterior pone de manifiesto tres problemas recurrentes:




			1) 	La insuficiencia presupuestaria del sector para cubrir las ambiciosas metas que proponen los gobernantes.

			2) 	La incertidumbre que se genera cada año debido a que la escasez de recursos implica que los incrementos en unas áreas significan el decremento de otras.

			3) 	La prioridad que se brinda a las propuestas contenidas en la reforma del nuevo gobierno, lo cual usualmente se traduce en asignar los recursos hacia sus proyectos educativos y descuidar otras áreas que también resultan esenciales para el desarrollo del sistema educativo.16

			En el cuadro 2 pueden apreciarse estos problemas. Debido a los escasos recursos del sector, el crecimiento en los proyectos prioritarios del actual gobierno, como las universidades Benito Juárez, las Becas para el Bienestar y La Escuela es Nuestra, está acompañado de reducciones en otras áreas que también resultan importantes. Por ejemplo, en este periodo, entre otras cosas, fueron descuidadas tres áreas identificadas con la atención educativa a los sectores más vulnerables, como es el caso del Colegio Nacional de Educación Profesional Técnica (Conalep), que imparte educación profesional técnica; el Consejo Nacional de Fomento Educativo (Conafe), que brinda el servicio de educación básica a través de los cursos comunitarios, y el inea, orientado a atender a los 27.7 millones de personas de 15 años y más que se encuentran en rezago educativo (inea, 2023) (véase cuadro 2).




			Cuadro 2. Gasto federal: gasto en distintos rubros de la función de educación e incremento anual, 2018-2024 (millones de pesos de 2024 y porcentajes)*
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							2018

						
							
							2019

						
							
							2020

						
							
							2021

						
							
							2022

						
							
							2023

						
							
							2024

						
							
							Incremento anual (%)

						
					

					
							
							Conalep

						
							
							1,919.9

						
							
							1,688.1

						
							
							1,623.5

						
							
							1,698.3

						
							
							1,656.8

						
							
							1,685.2

						
							
							1,701.8

						
							
							-1.9

						
					

					
							
							Conafe

						
							
							6,753.6

						
							
							6,039.5

						
							
							5,610.7

						
							
							4,590.3

						
							
							5,878.8

						
							
							5,988.2

						
							
							6,001.2

						
							
							-1.9
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							3,335.2

						
							
							2,657.0
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							1,155.6
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							Becas para el Bienestar Benito Juárez

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							84,570.9

						
							
							90,103.0

						
							
							88,029.8

						
							
							87,962.8

						
							
							101,310.6

						
							
							4.9

						
					

					
							
							La Escuela es Nuestra

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							15,157.9

						
							
							28,332.6

						
							
							28,358.3

						
							
							43.5

						
					

				
			

			* De 2018 a 2023 los datos se convirtieron a precios de 2024, de acuerdo con el índice del pib publicado por el inegi y, para 2024, se utilizaron los criterios generales de política económica 2024, publicados por la shcp. 

			Fuentes: inegi (2023); shcp (2000 a 2024).







			Los pendientes

			


En la Ley General de Educación se señala que el financiamiento que el Estado destine a la educación pública no podrá ser menor a 8% del producto interno bruto del país (dof, 2023a). Por su parte, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria indica que toda iniciativa de ley o decreto relacionados con las líneas generales de política económica deberán ser acompañados de una evaluación de impacto presupuestario que contenga estimaciones de los costos fiscales y de propuestas para enfrentarlos (dof, 2023b). A esto se añaden los compromisos contraídos en el ámbito internacional en relación con el derecho a la educación. Por ejemplo, en la agenda Educación 2030 se exhorta a los países participantes (incluido el nuestro) a destinar como mínimo entre 4% y 6% del pib o entre 15% y 20% del gasto público a la educación (unesco, 2016), con el fin de enfrentar los amplios rezagos educativos que aún existen. No obstante, aunque tenemos compromisos, leyes y normas nacionales e internacionales que buscan asegurar el financiamiento suficiente para la educación, no hemos logrado establecer medidas que garanticen que nuestros gobiernos los respeten. De continuar en esta misma vertiente, seguiremos padeciendo de la incertidumbre financiera que cada año acompaña a todos los subsistemas, programas o dependencias del sector y los retos particulares que tienen que afrontar cuando les reducen el presupuesto o se les pide hacer más con menos recursos.







			

			Construir política educativa en educación básica en el sexenio de la cuarta transformación




			Catalina Inclán Espinosa

			


Estructura analítica

			


Coincidimos con Tello (2012) al considerar que la política educativa es un movimiento de varias hebras, compuesto por decisiones, acciones, trayectorias y programas. Se comprenderá que un modelo de análisis situado en esta perspectiva no se realiza únicamente con un concentrado de acciones en una línea de tiempo o con la descripción de documentos normativos. Por ello, en este apartado se recurre a una construcción extensa, cuyo propósito es captar los matices, los giros, los vínculos e incluso los tropiezos en las políticas que se pusieron en marcha este sexenio. Se plantean cuatro construcciones temáticas sobre las que situamos las políticas educativas de este periodo gubernamental, identificando algunos elementos sustanciales que las constituyen, su lugar en el proyecto de la cuarta transformación (4T) y su edificación como políticas en educación básica.

			Desigualdades e inequidad

			Estamos acostumbrados a referirnos a la educación básica como una estructura compacta, aunque se compone de niveles heterogéneos (inicial, preescolar, primaria y secundaria) con características, condiciones y problemáticas específicas. La educación básica constituye el tipo educativo más grande (poco más de 24 millones de alumnos en el ciclo escolar 2022-2023, de acuerdo con la sep, 2023c), en un trayecto que abarca los primeros 15 años de vida escolar, cuando se viven procesos pedagógicos de diferente magnitud, pero, también, en los que se presentan condiciones que vulneran, excluyen y generan desigualdad social. 

			Una de las expresiones más evidentes de la desigualdad social es la que identifica a la pobreza como origen y nexo con carencias, privaciones, obstáculos, falta de oportunidades, bajos logros y accesos restringidos. Es en esta perspectiva que, para el obradorismo, la atención prioritaria a grupos vulnerables y regiones marginadas se constituye en el eje central de su diagnóstico del país, de sus propuestas de campaña y el sustento de sus acciones de gobierno, bajo el lema “Por el bien de todos, primero los pobres”.17 

			La visión sexenal interpreta que la desigualdad y la pobreza tienen su origen en la dimensión estructural, potenciada en sexenios anteriores por el desmantelamiento del sector público, desatención del sector social y de los problemas nacionales; en contraste, se asume que el periodo neoliberal sólo benefició a un reducido grupo político y empresarial. 

			En este contexto, las políticas asistencialistas dirigidas a grupos considerados vulnerables constituyeron el eje prioritario de este gobierno contra la pobreza y la exclusión. Por lo anterior, no resulta extraño que, de los nueve programas sociales enumerados en el Plan Nacional de Desarrollo 2029-2024 (dof, 2019b), el Programa de Becas de Educación Básica para el Bienestar Benito Juárez haya sido el que recibió mayor atención y recursos. Este programa establece un vínculo directo con la educación básica, focalizando su atención en familias con ingresos inferiores a la línea de bienestar en localidades y grupos prioritarios. 

			Pero este tipo de programas sociales no es una novedad en la educación, puesto que, desde el Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica, las becas escolares tendrían un efecto preventivo, remedial y compensatorio ante el rezago educativo (Aguilar, 2015 y 2019a). La recepción de una beca supone la asistencia escolar, apuntala la permanencia y conclusión del ciclo, proyectándose como un aliciente para que las familias mantengan a sus hijos en la escuela.

			

			A pesar de la popularidad de estas medidas, se debe considerar que los programas asistencialistas únicamente son respuestas transitorias y no permanentes para asegurar el derecho a la educación, no sólo por el supuesto problema de la estigmatización social de quienes reciben este tipo de apoyos (Cfr. Jaramillo-Molina, 2019), sino porque la solución a la desigualdad social debe ser amplia y estructural. En efecto, la magnitud de los recursos vertidos mediante estos programas no deja de ser un paliativo que alivia, pero no soluciona de fondo el problema de la pobreza y la desigualdad; por lo demás, estos programas siempre conllevan el riesgo potencial de ser utilizados con fines clientelares por los políticos (Miller, 2021). Por otra parte, con excepción del programa de Becas para el Bienestar Benito Juárez de Educación Básica, no se cuenta con información de estos programas que, más allá del porcentaje de población atendida, brinde claridad y certidumbre sobre el uso de los recursos que les son destinados y sus resultados. Es de señalar que esto último no es exclusivo de este sexenio, sino una constante desde gobiernos anteriores. Finalmente, llama la atención lo contradictorio que resulta el empleo de estas estrategias, heredadas de sexenios anteriores, en un gobierno que ha procurado distanciarse de las políticas neoliberales que le antecedieron.

			Colectividad como referente de la construcción de políticas

			La gestión del conflicto magisterial derivado de la “mal llamada reforma educativa” generó compromisos y acaparó la atención durante el primer año de gobierno. Las discusiones y negociaciones legislativas se desarrollaron bajo el formato de foros de discusión organizados por legisladores, comisiones y grupos parlamentarios, que dieron lugar a los cambios constitucionales y las leyes secundarias. 

			Convocar a los actores involucrados en los temas educativos, especialmente a los docentes, ha sucedido en otros momentos.18 Sin embargo, en este sexenio los modelos de asamblea, consulta deliberativa, parlamento abierto, se usaron como formatos de referencia pública y participación ciudadana desde el modelo de democracia participativa, sustentado en la premisa de la soberanía del pueblo para la concreción de acuerdos. La lógica participativa en la construcción de políticas contrastó con la imposición de la reforma en 2013.

			Aunque este mecanismo de consulta permite la participación e incorporación de las perspectivas de los actores involucrados, también presenta dificultades. No hay que olvidar que los mecanismos que sustentaron las consultas han sido objeto de controversia. Por ejemplo, la anuies, que fue responsable de sintetizar los resultados de la primera consulta en 2018, sólo brindó alguna información sobre el procedimiento a través de una conferencia pública, que resultó insuficiente para otorgar claridad y certidumbre al proceso; por su parte, las otras experiencias que han utilizado este procedimiento han terminado en controversias jurídicas, que impiden concretar su cometido. 

			Las consultas públicas y las experiencias abiertas legitiman la participación de los interesados y, también, demandan un gran trabajo de síntesis y claridad en sus procedimientos, pues sus resultados deben asegurar la imparcialidad al momento de analizar e incorporar los puntos de vista de quienes participan en esta forma de construcción de la política educativa. Asimismo, deben tomarse en cuenta las cuestiones jurídicas que han limitado la concreción de esta forma de construir las políticas, como es el caso de las controversias respecto a los libros de texto, la Ley de Educación Superior y la de Ciencia y Tecnología, por ejemplo. 

			Estructuras de cambio y cambio de estructuras 

			Los últimos sexenios se han caracterizado por la falta de expertise de los secretarios de Educación Pública y su alta rotación, quienes difícilmente se han mantenido en el cargo todo el sexenio.19 Este gobierno no ha sido la excepción, ya son tres los secretarios que han desfilado en el cargo. La alta rotación de los responsables educativos en los países de América Latina es un fenómeno conocido y las razones de abandonar el puesto son diversas: conflictos en el sector, inestabilidad política, escaso interés, promoción a otros cargos públicos, etcétera (preal, 2002). Lo anterior ilustra un problema relevante, pues no resulta difícil imaginar la complejidad de estructurar las reformas en el sector educativo en un contexto caracterizado por la inestabilidad de los responsables y sus equipos de trabajo, más aún cuando se toma en cuenta que muchas reformas se van definiendo al mismo tiempo que se aplican. 

			Gestionar estructuras complejas e implementar los cambios requiere de una alta capacidad de organización, conducción y operación de las políticas para el sector, tanto a escala macrosistema como aquellas que llegan a las escuelas y aulas. Al respecto, en este sexenio se perciben dos tipos de proyectos de gestión con atribuciones y efectos distintos. 

			El primero consiste en dos sistemas que originalmente fueron enunciados en los compromisos de campaña del presidente y posteriormente se concretaron mediante las reformas constitucionales: 1) la Unidad del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros (usicamm) y 2) la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación (Mejoredu). No obstante, ambos quedaron lejos de cubrir las expectativas que se tenían con respecto a su funcionamiento.

			La usicamm, por ejemplo, no logró superar la premisa de selección del magisterio a través de estándares (hoy perfiles profesionales) y, como en el sexenio anterior, mantuvo la modalidad de evaluación mediante pruebas, sólo que esta vez sin su efecto punitivo. Por su parte, Mejoredu, creado a partir del extinto Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee), por medio de una comisión nacional, sería la instancia encargada de brindar sentido y sustento al concepto de mejora continua en educación; de establecer indicadores, criterios y lineamientos para el sistema educativo, así como de instaurar y mantener vínculos de colaboración con las autoridades educativas locales. No obstante, la presencia y el lugar de este modelo fueron, por decir lo menos, confusos y limitativos para cubrir sus funciones. Han mantenido una posición bastante vulnerable en la estructura del sector, lo que se ha reflejado, incluso, a través de la reciente iniciativa presidencial que solicita su desaparición, al igual que la de otros seis organismos públicos (Cámara de Diputados, 2024).

			

			El segundo tipo de proyectos estuvo dirigido a las escuelas y a la participación de los actores escolares en la toma de decisiones, mediante: 1) el programa La Escuela es Nuestra y 2) los Consejos Técnicos Escolares (cte), que tienen un componente de gestión perceptible a través de su funcionamiento. 

			Esta forma de participación social en la educación se sustenta en la relación positiva que se genera entre la escuela y la comunidad, al establecer relaciones de confianza y colaboración (Santizo, 2011). En nuestro país tampoco es algo nuevo, hay varias experiencias al respecto, por ejemplo, el programa Escuelas de Calidad, el Certificado de Infraestructura Escolar Nacional o Escuelas al Cien.

			En este sexenio, le tocó al programa La Escuela es Nuestra tratar de enlazar la escuela con la comunidad; sin embargo, hay más dudas que certezas sobre su funcionamiento, lo cual se debe a la carencia de información sobre el alcance y el efecto que ha tenido el programa en las escuelas, la falta de claridad en la selección de las participantes, así como la transparencia en el uso del presupuesto que le fue asignado (Pliego, 2024). 

			Por su parte, los cte se establecieron como espacios de análisis y toma de decisiones sobre lo que ocurre en la comunidad escolar, premisa que forma parte del discurso del sexenio respecto de la revalorización de la docencia. Sin embargo, aunque es deseable dotar de autonomía a las escuelas, esto no deja de ser un asunto complicado. Por ejemplo, los ejercicios de autonomía no pueden convertirse en rutinas bajo una dirección instrumental que guíe su acción, aun cuando se presenten como recomendaciones. Asimismo, este tipo de experiencias deben considerar la carga de trabajo que ya tienen los docentes para no convertirse en una tarea adicional, ya que esto termina por disolver la creatividad, el interés y el compromiso de los profesores para construir un colectivo de trabajo escolar. Finalmente, la premura con que se realizaron los cambios afectó la operación de los cte, pues, aunque en el artículo 109 de la nueva Ley General de Educación, publicada en 2019, se establece que cada cte debía contar con un comité de planeación y evaluación, los lineamientos para la integración, operación y funcionamiento de dichos centros en educación básica se publicaron hasta abril de 2024, a sólo tres sesiones de concluir el ciclo escolar (sep, 2024).

			

			Construcción pedagógica y política: la Nueva Escuela Mexicana

			Toda política educativa enlaza componentes valorativos sobre el papel de la educación en la formación de nuevas generaciones, así como principios pedagógicos que sustentan acciones destinadas a las escuelas y aulas. En la planeación del sexenio era necesario sustituir las premisas planteadas por otras reformas, por ejemplo, la calidad como principio de gestión educativa o la evaluación y el mérito como criterios de selección (Cfr. Granados, 2018). Ante ello, la Nueva Escuela Mexicana plantea nuevos principios y valores (véase el apartado 2 de este capítulo), que son la guía para orientar la reforma curricular en educación básica y media superior, así como para la elaboración de nuevos libros de texto. 

			En la nueva Ley General de Educación (dof, 2019a), la nem se perfila como un modelo educativo diferente, contrario a los implementados con anterioridad, a los que se califica de neoliberales y entreguistas, alineados a los dictados de organismos internacionales, como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde).

			La visión más estructurada de la nem se planteó en la primera versión de la propuesta curricular, donde se apreciaban construcciones disruptivas con los planteamientos pedagógicos anteriores, en especial al reivindicar la educación como una tarea eminentemente política, así como al incorporar elementos y principios de la educación popular, la pedagogía crítica, los proyectos alternativos de país, los enfoques críticos y epistémicos del Sur y las perspectivas comunitarias. En este sentido, es comprensible que sus planteamientos se convirtieran en foco de discusiones, oposición y crítica, lo que llevó a sus detractores a calificarla rápidamente de retroceso, fracaso, regresión o adoctrinamiento ideológico (Camarillo, 2022). 

			

			Dar sentido a la nem ha sido una de las cuestiones más difíciles que enfrentó la política educativa de López Obrador; su corto trayecto ha estado impregnado de un amplio espectro interpretativo y, aunque se ha constituido en referente obligado en discursos oficiales, declaraciones de servidores públicos, diseño de procesos de formación y capacitación docente, del trabajo pedagógico en las aulas, etcétera, aún se debe considerar como un modelo en proceso de construcción al que le quedan muchas cosas por definir. 

			Recapitulación de la política en educación básica al fin de ciclo

			El primer compromiso del sexenio fue erradicar la “mal llamada reforma educativa”; posteriormente, al igual que en otros gobiernos, se sucumbió a la intención de refundarlo todo. En política educativa, uno de los grandes dilemas consiste en restructurar amplios componentes del sistema o sólo algunos de ellos. La 4T eligió la primera opción y, con ello, una línea de acción a contrarreloj, bajo la necesidad de construir un modelo, sus componentes y estrategias; por lo cual, como ha ocurrido otras veces, la implementación del modelo se dio en el último tramo de la vida sexenal, sin tiempo para su valoración o certidumbre de continuidad en el gobierno que está por iniciar. Seguimos sin entender que, en educación, la premura y la improvisación no son buenas consejeras. 







			

			La política para la educación media superior en el sexenio de López Obrador




			Jesús Aguilar Nery

			Mónica López Ramírez

			Santiago Andrés Rodríguez

			¿

Qué se pretendía?

			


La política en la educación media superior durante el último sexenio estuvo organizada en seis grandes líneas (sep, 2019c):

			


1) 	Educación con calidad y equidad. Acciones encaminadas a la reducción de brechas sociales, inclusión y no discriminación, con la creación de ambientes de seguridad y prevención de violencia y sustentables; reforzar procesos administrativos y de gestión escolar para la operación de las escuelas; revalorizar la educación técnica y tecnológica, y promover la formación pertinente y acorde con las necesidades sociales para garantizar el aprendizaje, la permanencia y la conclusión de estudios. 

			2) 	Contenidos y actividades para el aprendizaje. Acciones dirigidas a fortalecer el aprendizaje de los estudiantes en las distintas áreas de conocimiento y recreativas por medio del uso de materiales tecnológicos y medios electrónicos, con énfasis en la formación y capacitación para el trabajo, así como la detección y seguimiento de talento y de egresados.

			3) 	Dignificación y revalorización del docente. La línea apuntó a la evaluación, formación, actualización, capacitación y profesionalización de profesores, así como a la revisión de las condiciones laborales y contractuales y los trabajos administrativos.

			

			4) 	Gobernanza del sistema educativo. Promover la coordinación y colaboración con autoridades federales y estatales, con otros tipos educativos (básica y superior), con el sector productivo, con padres de familia y con la sociedad civil; fomentar el trabajo colaborativo entre los subsistemas de manera regional, así como desarrollar sistemas de control escolar y administrativo.

			5) 	Infraestructura educativa. La línea se centra en el diagnóstico, la garantía de servicios básicos, fortalecer el equipamiento tecnológico y crear un espacio para brindar apoyo vocacional y psicológico a estudiantes y docentes.

			6) 	Financiamiento y recursos. Fortalecer el uso eficiente de recursos, mecanismos de rendición de cuentas y la participación de diversos actores para la obtención de recursos y aportaciones.

			





¿Qué fue lo que sucedió y efectivamente se logró?

			


En cuanto a la línea de educación con calidad y equidad, se implementaron programas y becas: la Beca Universal para el Bienestar Benito Juárez y las Becas Elisa Acuña; la continuidad de programas como la Educación Dual y Prepa en Línea-sep; el fortalecimiento de telebachilleratos, y la creación de la Dirección General de Bachillerato Tecnológico de Educación y Promoción Deportiva. Si bien estos programas tuvieron efectos positivos y contribuyeron a reducir el abandono escolar del ciclo 2018-2019 al 2021-2022 (de 13% a 10.2%) y al incremento de la eficiencia terminal (de 64.8% a 68.5%), también hubo resultados negativos: la absorción disminuyó de 106.3% a 90.3% y la matrícula se redujo al pasar de 5.6 millones de estudiantes en 2018-2019 a 5.4 millones en 2022-2023 (sep, 2018b, 2019f, 2020, 2021, 2022c y 2023c; cuadro 3).




			Cuadro 3. Indicadores educativos en educación media superior, 2018-2024 (millones de alumnos y porcentajes)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Matrícula

						
							
							2018-2019

						
							
							2019-2020

						
							
							2020-2021

						
							
							2021-2022

						
							
							2022-2023

						
					

					
							
							

							Matrícula total*

						
							
							5.6

						
							
							5.5

						
							
							5.4

						
							
							5.2

						
							
							5.4

						
					

					
							
							Absorción

						
							
							106.3

						
							
							102.1

						
							
							91.1

						
							
							90.3

						
							
							100.2

						
					

					
							
							Abandono escolar

						
							
							13.0

						
							
							10.3

						
							
							11.6

						
							
							10.2

						
							
							8.7

						
					

					
							
							Reprobación

						
							
							12.9

						
							
							9.0

						
							
							12.2

						
							
							12.7

						
							
							12.5

						
					

					
							
							Eficiencia terminal

						
							
							64.8

						
							
							66.7

						
							
							64.9

						
							
							68.5

						
							
							75.6

						
					

					
							
							Tasa de terminación

						
							
							64.2

						
							
							65.6

						
							
							62.1

						
							
							62.1

						
							
							62.0

						
					

					
							
							Cobertura total*

						
							
							84.2

						
							
							83.2

						
							
							80.2

						
							
							78.4

						
							
							80.8

						
					

					
							
							Tasa neta de escolarización (15 a 17 años)

						
							
							63.6

						
							
							63.2

						
							
							62.2

						
							
							60.7

						
							
							62.5

						
					

				
			

			* Incluye la matrícula escolarizada y no escolarizada.

			Fuente: sep (2019f, 2020, 2021, 2022c y 2023c).

			


Respecto a la línea sobre contenidos y actividades para el aprendizaje, el mayor esfuerzo se realizó en la revisión e implementación del Marco Común Curricular para la Educación Media Superior (mccems), plasmado en el acuerdo del 17 de agosto de 2022 (dof, 2022a), que resalta la formación integral, la importancia de los docentes, las escuelas abiertas y orientadoras, y la visión humanista de esta reforma.

			El logro sobre la dignificación y revalorización del docente se materializó en estrategias y acciones para dar seguimiento a los procesos de admisión y promoción vertical y horizontal; la definición de perfiles profesionales; la implementación de cursos para el desarrollo de habilidades docentes y tecnológicas, de habilidades en cargos directivos y de supervisión acorde con los objetivos de la Nueva Escuela Mexicana, así como el impulso de programas de sabáticos y becas-comisión, pero esto exclusivamente para los docentes de tiempo completo. Lo anterior representa un problema, dado que se estima que la mayoría de los docentes de educación media superior (58.7%) tienen un contrato por horas, es decir, no cuentan con estabilidad laboral y enfrentan una precariedad que ocasiona que, con frecuencia, tengan que recurrir a un segundo empleo para mejorar sus ingresos (Mejoredu, 2023), siendo éste un problema urgente de atender y al cual no se le ha brindado respuesta. 

			Las acciones sobre la línea de gobernanza en la escuela se concentraron en impulsar y fortalecer las Comisiones Estatales para la Planeación y Programación de la Educación Media Superior (ceppems), así como la vinculación entre las instituciones y los sectores productivo y social. Se diseñó y desarrolló el Sistema Estadístico para la Educación Media Superior, con vistas a recabar información sobre la estructura demográfica, el egreso de la educación básica y la absorción del nivel. Se mantuvo contacto con organismos internacionales y nacionales, y la participación de la subsecretaría en comisiones intersecretariales.

			

			Con respecto a la línea de infraestructura, se buscó establecer condiciones dignas de servicios básicos, adecuaciones y adquisición de equipamiento y bienes y servicios de telecomunicación y conectividad a internet, así como licitaciones para el mantenimiento de los planteles. Pero hasta 2023 apenas se autorizaron cinco nuevos centros educativos pertenecientes a organismos descentralizados y la creación del Centro de Estudios Tecnológicos en Aguas Continentales (cetac).

			En la línea de financiamiento y recursos, se contó con un crecimiento en el nivel, pero a precios de 2024 se observa que fue mínimo, pues de 128 078.9 millones de pesos en 2018 pasó a 136 510.3 en 2022 y, según cifras preliminares, el gasto sería de 147 millones de pesos en 2023 (shcp, 2000 a 2024). Sin embargo, de 2019 a 2022 se ejerció un monto menor al aprobado, posiblemente como consecuencia de la pandemia de la covid-19 (cefp, 2023). Las acciones se dirigieron a la creación del Sistema Integral de Supervisión y Seguimiento Institucional (sissi), a la presentación de informes de rendición de cuentas de escuelas públicas, a la restructuración del presupuesto orientado a las Becas para el Bienestar Benito Juárez y un impulso a la participación de la comunidad escolar para la obtención de recursos.

			Un evento que impactó al subsistema fue la pandemia de la covid-19 durante el sexenio, ante la cual se tomaron diversas medidas, como los comités de salud y la estrategia Aprende en Casa Bachillerato/Jóvenes en TV y programas de atención a la población estudiantil en sistemas escolarizados y abiertos, con énfasis en cuestiones socioemocionales. Se instruyó a los docentes para mantener el contacto con los alumnos a través de herramientas tecnológicas y digitales. En cuestiones de admisión y promoción de maestros, se establecieron criterios excepcionales para asignar plazas vacantes. Al retorno se promovió el cuidado de la salud emocional y mental por medio de cursos como “Retorno seguro” y “Salud mental y bienestar en las escuelas en la nueva normalidad”, coordinados en conjunto con la Secretaría de Salud.

			

			¿Qué queda por hacer?

			Respecto a la línea de educación de excelencia, inclusiva y con equidad, hubo un énfasis en incidir en los contenidos y el trabajo en las aulas —podría decirse que, en la permanencia—, pero se dejó de lado la cobertura, por lo que se debe retomar para hacer cumplir el derecho a cursar satisfactoriamente el nivel medio superior. Aunque las becas han tendido hacia la universalización, al ser montos reducidos no cubren el costo de oportunidad y no necesariamente se destinan a donde más se necesitan, por ejemplo, a las zonas urbanas y de pobreza extrema, o siguiendo un auténtico enfoque de género. En otras palabras, deberían de combinarse principios de distribución de tendencia universalista con el reconocimiento de las diferencias y desigualdades (Aguilar, 2019b; bm, 2013).

			El mccems está en marcha a partir del ciclo 2023-2024, por lo que se impone la necesidad de estudiar cómo se está desarrollando en los distintos subsistemas debido a la enorme heterogeneidad y condiciones institucionales en el país, a fin de conocer sus diversas traducciones, apropiaciones, resistencias y avances. Cabe esperar que la nueva administración que iniciará en el último trimestre de 2024 no cancele la reforma, aunque es posible, como fue en el caso del Nuevo Modelo Educativo del sexenio peñista que apenas duró dos años.

			En cuanto a la dignificación y revalorización docente, la propuesta de ingreso y promoción sigue siendo inercial y debería no sólo cumplirse a cabalidad, sino resolver los reclamos y transparentar las vacantes y los procesos de asignación de plazas y promociones, ya que no son claros ni equivalentes en toda la República. Si bien se intentó desarrollar, por enésima vez, un Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educación (snmce), todavía resta conocer los efectos de los nuevos planes de formación, los cuales supuestamente intentan sustituir la visión carencial y capacitadora del profesorado por una perspectiva de formación situada. Debe impulsarse la articulación y la coordinación entre docentes, directivos y autoridades, relacionadas con los ajustes que posibiliten el trabajo interdisciplinario, la evaluación formativa y el trabajo por proyectos. Asimismo, hay que asegurar que el profesorado que sólo está contratado por asignatura se integre en los procesos formativos y haya adecuaciones en la formación inicial y continua del magisterio para impulsar la interdisciplinariedad que supuestamente el mccems fomenta. También debe considerarse el acompañamiento derivado del retraso de la puesta en marcha de la reforma curricular, para cumplir con lo esperado.

			

			Tal vez lo más destacable en cuanto a la línea de gobernanza en la escuela fue activar o fortalecer los órganos de planificación estatal, conocidos como ceppems, pero parece que prevalece en ellos un énfasis administrativo más que académico. Queda pendiente una política con miras a la profesionalización de los equipos técnicos estatales (ahora es casi arbitrario) y de las autoridades en los subsistemas del nivel medio superior, porque en muchos casos responden a intereses de todo tipo, menos educativos.

			La reducción del presupuesto en lo que va del sexenio, sin duda, impactó en el impulso de políticas de ampliación de la cobertura y, con ello, de la línea enfocada en la infraestructura educativa. En conjunto con la disminución de matrícula durante tres ciclos de la presente administración, esto revela la falta de una política de mejoramiento, incluso de los planteles federales, pues lo único que se concretó fue un diagnóstico de sus condiciones por “regularizar”, que implica a 45% de los planteles. Asimismo, es necesario contar con recursos suficientes para atender, al menos, a 32% de las escuelas federales que requieren una intervención urgente (sems, 2022), pero de seguro serán más, si consideramos los organismos descentralizados o de sostenimiento exclusivamente estatal. La falta de mantenimiento, equipos e insumos, sobre todo en los bachilleratos tecnológicos, los rezaga y los condena a la obsolescencia y a la falta de cumplimiento con su misión.

			Los vaivenes de la economía y la tendencia a reducir el presupuesto del nivel medio deben revertirse (y exigir que así sea), ya que este tramo educativo se ha hecho obligatorio y justiciable desde 2022. Por ello, es menester que se provean los recursos suficientes que, efectivamente, prioricen la educación. La idea no es sólo volver a los niveles de presupuesto previos (de 2015) o con un aumento inercial, sino contar con recursos para atender, ampliar y mejorar la infraestructura y el equipamiento de los planteles más rezagados. Asimismo, el financiamiento debe acompañar los cambios que tuvo el nuevo mccems (que incluyó el aumento de 32 horas en el bachillerato tecnológico) y, en especial, crear una fórmula o mecanismo para cerrar brechas entre entidades federativas y subsistemas, que busque homologar los salarios, las condiciones laborales y de prestaciones entre subsistemas, sobre todo de los organismos descentralizados, como el Cecyte y Conalep, y todos los subsistemas semipresenciales, ya que son los más precarizados y, además, reciben al alumnado con más dificultades por rezago académico y condiciones socioeconómicas precarias para seguir aprendiendo.







			

			

			

			Las personas con discapacidad y la política de inclusión educativa

			


Judith Pérez Castro

			





La situación de arranque y las propuestas del nuevo gobierno

			


La situación de las personas con discapacidad es un tema que ha ocupado un lugar preponderante en el discurso de esta administración federal. En el diagnóstico que se hacía al inicio del sexenio se destacaba que un amplio sector de la población mexicana carecía de oportunidades para ingresar en el sistema educativo y, sobre todo, para adquirir los aprendizajes necesarios que los llevaran a mejorar sus condiciones de vida (sep, 2019d). 

			La respuesta gubernamental abarcó diferentes ámbitos; el primero consistió en la armonización legislativa y del marco normativo. De este modo, en 2019, se reformó el artículo 3º constitucional y, por primera vez, se estableció que la educación que imparta el Estado debe ser inclusiva, además de universal, pública, gratuita y laica. Como parte de este proceso, se emitieron la Ley General de Educación (dof, 2019a) y la Ley General de Educación Superior (dof, 2021). El carácter inclusivo de la educación quedó desglosado en la primera de estas leyes, en la que se señala que el Estado eliminará “toda forma de discriminación y exclusión, así como las demás condiciones estructurales que se convierten en barreras al aprendizaje y la participación” (dof, 2019a: 2). 

			El segundo ámbito fue la promulgación de la Estrategia Nacional de Educación Inclusiva (enei) (sep, 2019d), en el marco de la Nueva Escuela Mexicana (nem), sustentada en el enfoque de la educación inclusiva para la mejora de la eficacia escolar. Su prioridad fue la población excluida o en riesgo de exclusión educativa, fundamentalmente las personas con discapacidad, con aptitudes sobresalientes, indígenas, afromexicanos y migrantes. El objetivo era transformar el sistema de enseñanza para hacerlo inclusivo, flexible y pertinente, para lo cual se determinaron seis ejes rectores: 1) armonización legislativa y normativa; 2) desarrollo de modelos de atención con enfoque inclusivo; 3) formación de los agentes educativos; 4) sistema integral de información para la educación inclusiva; 5) centros educativos accesibles para el aprendizaje y la participación, y 6) estrategias de comunicación y vinculación a favor de la inclusión intersectorial.

			

			El tercer y último ámbito consistió en la distribución de un apoyo económico entregado bimestralmente a las personas con discapacidad de entre 0 y 29 años (dof, 2019c). La población en edad escolar, niñas, niños, adolescentes y jóvenes con discapacidad, fueron considerados un segmento prioritario; además, para las personas de entre 30 y 64 años, se determinó que podrían recibir el recurso siempre y cuando pertenecieran a comunidades indígenas o afromexicanas, o bien, radicaran en localidades con marginación alta y muy alta.

			Los logros en la inclusión educativa

			La política de inclusión de este sexenio tuvo como horizonte el derecho a la educación y para garantizarlo se buscó reconstruir el sistema educativo. En el tema de la inclusión de las personas con discapacidad, la enei tuvo un papel protagónico, especialmente en la educación obligatoria.

			Una de las metas de la administración federal era ampliar la cobertura de los servicios educativos, principalmente para los sectores más desfavorecidos. Sin embargo, en este periodo, la matrícula de las personas con discapacidad tuvo un crecimiento acotado; en la educación básica, el número de estos estudiantes llegó a 634 091 en el ciclo escolar 2022-2023, un incremento de 6.4% con respecto a 2018-2019 (sep, 2019f y 2023c). Por su parte, la educación media superior tuvo un importante decrecimiento; en 2018-2019, los Centros de Atención para Estudiantes con Discapacidad (caed) atendían a un total de 27 878 alumnos (sep, 2019f y 2023c) y en 2022-2023 la matrícula había descendido a 13 800 (sep, 2023b).

			

			Para favorecer la pertinencia y accesibilidad educativa, la enei (sep, 2019d) se concentró en la transformación de las políticas, culturas y prácticas pedagógicas, así como en la identificación de las barreras para el aprendizaje, ambos elementos del enfoque de la educación inclusiva. Las principales medidas fueron, por un lado, la formación de los docentes de escuelas regulares en el Diseño Universal para el Aprendizaje (sep, 2022b) y, por otro, la incorporación de un diagnóstico sobre las barreras para el aprendizaje en el Programa de Mejora Escolar Continua, así como estrategias para su eliminación (sep, 2023b).

			En cuanto a los espacios y materiales pedagógicos, se mejoraron las instalaciones en 44 299 comunidades escolares en colaboración con el programa La Escuela es Nuestra (sep, 2023b); para el ciclo 2022-2023, se estimaba que 34.3% de los planteles de educación básica y 38.6% de los de media superior contaban con infraestructura adaptada para personas con discapacidad. Además, la Comisión Nacional de Libros de Texto Gratuitos continuó con la producción de libros de texto en braille y macrotipo, de manera que, para ese mismo año escolar, 22% de las escuelas de educación básica y 1.3% de las de media superior disponían de materiales adaptados (sep, 2023b).

			La excelencia educativa también fue parte de la política de inclusión. La principal medida en la educación básica fue la restructuración de los planes y programas de estudio, a fin de hacerlos congruentes tanto con el marco normativo como con el enfoque humanista de la nem. Uno de los ejes transversales fue precisamente la inclusión (dof, 2022b; sep, 2022a); con respecto a las personas con discapacidad, se buscó construir relaciones pedagógicas entre los estudiantes y los ámbitos comunitario y local, para que todos los niños, niñas, adolescentes y jóvenes de los distintos niveles educativos fuesen reconocidos en el contexto de la diversidad y, al mismo tiempo, garantizar las condiciones para el ejercicio de sus derechos (sep, 2022a).

			Finalmente, en la educación superior los avances fueron más modestos. En el marco de la enei (sep, 2019d) se implementaron algunas medidas para ampliar la presencia de las personas con discapacidad. Para el ciclo 2022-2023, la matrícula total había llegado a 71 020 estudiantes con esta condición de vida. Los incrementos más significativos se registraron en las universidades federales y las interculturales, así como en las escuelas normales, con 101.3%, 71.9% y 45.3%, respectivamente (sep, 2023b).

			

			Los asuntos pendientes

			La inclusión fue uno de los principios que guio la política educativa durante el sexenio; en particular, se privilegió el enfoque de la educación inclusiva, que constituyó la base para la enei. Sin embargo, la discusión conceptual no logró permear en las dimensiones estructural y pragmática (oei, 2021), porque no se movilizaron recursos ni se implementaron acciones que reorientaran el funcionamiento y la organización del sistema. Tampoco se diseñaron estrategias para las escuelas, con el fin de fortalecer la presencia, la participación y el logro educativo de los niños, niñas y jóvenes con discapacidad.

			En la educación básica, por ejemplo, la matrícula no tuvo un crecimiento significativo, mientras que en la educación media superior la situación fue todavía más crítica, dado que la población estudiantil decreció 50.5% entre 2019 y 2023 (sep, 2019e y 2023b). El número de los caed también se redujo 9%; actualmente se estima que continúan en operación 264 planteles.

			El gobierno federal y las autoridades educativas pusieron énfasis en la accesibilidad física y en los materiales didácticos; sin embargo, no se emprendieron acciones específicas que favorecieran los aprendizajes del alumnado y, mucho menos, se trabajó en una propuesta de mayor envergadura que contribuyera a superar la “falsa política de inclusión de las minorías” (Slee, 2012: 223) que, por décadas, ha primado en los programas dirigidos hacia la población con discapacidad. 

			La aspiración de la nem de reconocer la diversidad del alumnado y garantizar el derecho a la educación se vislumbra aún lejana, en el marco de una reforma en el ramo que no dio como resultado nuevas relaciones pedagógicas entre los actores educativos ni en prácticas que posibilitaran el cambio paulatino de la estructura escolar. Por otra parte, si bien se reconoció el lugar del profesorado como agente de cambio para el país y para la consecución de las metas educativas, en el tema de la inclusión dicho reconocimiento no se tradujo en el fortalecimiento de su formación ni en el desarrollo de programas de actualización y capacitación para la atención del alumnado con discapacidad. 

			

			La educación superior es tal vez donde más adeudos se tienen, no sólo en términos de presencia de las personas con discapacidad, ya que hasta 2023 sólo representaban 1.4% del total de la matrícula (anuies, 2022), sino en la construcción de instituciones más incluyentes. Hasta ahora se carece de una política sólida que abarque todos los subsistemas; incluso en la enei, el nivel superior ocupa un lugar marginal en el diagnóstico que se hace del sistema educativo y en las medidas propuestas. Consecuentemente, como ha ocurrido en gobiernos anteriores, la inclusión de este sector de la población quedó supeditada a las circunstancias de cada institución. Finalmente, aunque cada vez haya más evidencia, tanto en la investigación como en los informes de los establecimientos educativos, de la importancia que ha cobrado este tema, prevalece una lógica incrementalista desarticulada (Lindblom, 1992), más concentrada en tratar de resolver los problemas que se van presentando que en impulsar cambios en el orden y la cultura institucional.







			

			Comentarios generales del capítulo: a modo de cierre 




			El análisis de la política educativa bajo la administración de Andrés Manuel López Obrador revela un desfase entre la retórica de ruptura con el neoliberalismo, el propósito de asegurar el derecho a una educación de excelencia y la priorización de los más pobres y vulnerables, y lo que realmente se alcanzó a partir de las políticas implementadas. Por ejemplo, aunque se realizaron reformas constitucionales para fortalecer la rectoría del Estado en la educación y promover su carácter público, gratuito y laico, las acciones implementadas para mitigar las desigualdades educativas resultaron insuficientes, entre otras cosas, por la falta de incrementos presupuestales significativos. Así, aunque los programas de bienestar proveen apoyos directos y temporales a los grupos identificados como vulnerables, no contrarrestan las causas estructurales que generan las desigualdades educativas. Asimismo, la tendencia a la personalización de la agenda pública por parte del Ejecutivo, la ausencia de una reforma fiscal progresiva y los estragos generados por la pandemia de la covid-19 generaron incertidumbre y limitaron la capacidad del Estado para garantizar el derecho a la educación. 

			La política educativa de esta administración buscó diferenciarse radicalmente de la reforma de Enrique Peña Nieto. Con el objetivo de contrarrestar la herencia del “periodo neoliberal”, se planteó el ideal de formar un nuevo tipo de ciudadano que resultara ajeno a los principios meritocráticos e individualistas promovidos por el modelo educativo anterior, y, por ende, virar hacia un modelo crítico, humanista y comunitario. La Nueva Escuela Mexicana, propuesta insignia para la educación básica y media superior, se presentó como el plan para cumplir con este objetivo. No obstante, su implementación enfrenta diversos desafíos; entre ellos, la insuficiente o nula capacitación docente, que resulta crucial para adoptar las nuevas metodologías de enseñanza y el cambio paradigmático hacia el nuevo modelo. Además, si se toma en cuenta que la formación de un nuevo tipo de ciudadano es un proceso a largo plazo que requiere continuidad, infraestructura adecuada, un cambio profundo en la ideología educativa y el apoyo institucional para lograr un impacto duradero, no se previeron mecanismos que a corto y mediano plazo permitieran valorar los avances hacia la concreción del objetivo propuesto, constituyéndose así en una de las principales limitaciones de la propuesta. 

			

			La extensa reforma al artículo 3º constitucional añadió la obligatoriedad de la educación inicial y superior, con lo que se afirmó el derecho a la educación como un derecho humano fundamental, así como su carácter público, gratuito y laico. No obstante, persiste una brecha entre la normativa y su implementación efectiva, exacerbada por la carencia de insumos apropiados y los estragos provocados por la emergencia sanitaria de la covid-19. Asimismo, a pesar de los cambios normativos orientados a eliminar el carácter punitivo de la evaluación docente, mejorar la educación de manera continua y revalorizar la carrera magisterial (desaparición del inee y la creación de Mejoredu), las inconsistencias, las contradicciones en la legislación secundaria y la implementación limitada de programas de financiamiento han restringido el alcance de estas reformas. Lo anterior deja pendientes significativos en la mejora integral del sistema educativo mexicano.

			El financiamiento a la educación ha sido un eje central, pero problemático, de la política estatal en nuestro país. A pesar de las expectativas generadas con la llegada de un gobierno identificado con la izquierda, las promesas de garantizar el derecho a la educación de 0 a 23 años, mejorar la situación del magisterio y reformular el modelo educativo no lograron concretarse, debido en parte a la crónica insuficiencia presupuestaria del sector durante el periodo, tendencia que siguió a la baja desde 2015, cuando el presupuesto educativo, en términos reales, alcanzó la cifra más alta de los últimos años. De esta manera, aunque se reformó el artículo 3º constitucional y se implementaron programas de focalización ampliada para beneficiar a los estudiantes de todos los niveles del sistema, la realidad financiera resultó insuficiente para cumplir efectivamente con el derecho a la educación. Por lo tanto, es imperativo establecer mecanismos que aseguren el cumplimiento de las normativas y compromisos internacionales que ha asumido el país en materia de financiamiento educativo.

			

			La construcción de la política educativa en el nivel básico, en el periodo de la 4T, ha sido un proceso complejo y multifacético; por ejemplo, las medidas para reducir las desigualdades y promover la equidad en el sistema se fincaron principalmente en la ampliación y el aumento de los montos distribuidos mediante los programas de becas escolares, que resultaron ser insuficientes para solventar las desigualdades estructurales y los rezagos de un sistema ampliamente heterogéneo. Por su parte, los intentos por fomentar la participación ciudadana y la consulta pública en la educación básica fueron bivalentes en términos de su claridad y eficacia. Así, la creación de nuevas estructuras de gestión para la mejora educativa, como usicamm y Mejoredu, quedaron lejos de cubrir las expectativas para las que fueron creadas, entre otras cosas por su falta de integración en la estructura de la sep y el reconocimiento de los propios actores educativos. A lo anterior se añade la inestabilidad del sector educativo, que es causada por la alta rotación de los secretarios de Educación, una de las características de las últimas administraciones en nuestro país. 

			Cabe resaltar que otros programas implementados en la educación básica, como La Escuela es Nuestra y los Consejos Técnicos Escolares también se distinguieron por enfrentar desafíos en su implementación, así como una falta crónica de información y transparencia en su gestión. En perspectiva, aunque hubo avances en ciertos aspectos de la política en la educación básica, como eliminar el carácter punitivo de la evaluación docente o la ampliación de los programas de becas escolares, en perspectiva quedan varios pendientes; entre ellos, la necesidad de una mayor estabilidad administrativa y un enfoque que realmente permita afrontar de forma integral los factores que generan las desigualdades estructurales que existen en el sistema de educación básica.

			En cuanto a las políticas para la educación media superior, durante el periodo éstas se centraron en seis líneas principales de acción: calidad y equidad, contenidos y actividades, dignificación docente, gobernanza, infraestructura, y financiamiento. Al respecto, los resultados obtenidos fueron bivalentes; por ejemplo, aunque se crearon programas de becas y se fortaleció la educación dual, durante el periodo la matrícula disminuyó y no se logró una ampliación significativa de la cobertura. Asimismo, se avanzó en la implementación del Marco Común Curricular, pero persisten retos en la transparencia y uniformidad de los procesos de admisión y promoción docente. En términos de infraestructura, aunque ésta mejoró durante el periodo, fue de manera limitada y la pandemia de la covid-19 obligó a tomar medidas emergentes que resultaron insuficientes para afrontar la situación. De esta forma, entre las acciones que quedan pendientes en la educación media superior se encuentra la necesidad de ampliar la cobertura, mejorar la asignación de recursos y asegurar la formación continua de los profesores. Asimismo, es urgente poner en marcha acciones para cerrar las brechas de acceso a este nivel educativo que hay entre las entidades federativas, garantizar condiciones laborales justas y salarios equitativos para los profesores y subsanar las precarias condiciones que existen en algunos de los subsistemas de educación media superior. 

			

			Finalmente, se promovió una política de inclusión educativa para personas con discapacidad, mediante la reforma del artículo 3º constitucional y la implementación de la Estrategia Nacional de Educación Inclusiva. Al respecto, aunque hubo avances en la armonización legislativa y se mejoraron las infraestructuras y algunos materiales pedagógicos, los resultados pueden considerarse limitados en términos generales. Así, tenemos que en educación básica se experimentó un limitado crecimiento de sólo 6.4% en la matrícula de estudiantes con discapacidad en educación básica, mientras que en educación media superior ésta decreció cerca de 50% durante este periodo presidencial. También resalta la insuficiencia de acciones encaminadas a favorecer los aprendizajes y fortalecer la formación del profesorado. En lo que respecta a la educación superior, la inclusión de personas con discapacidad sigue teniendo una gran deuda, pues la matrícula representa apenas un poco más de 1% del total. En perspectiva, puede señalarse que, aunque en el periodo hubo algunas medidas positivas, en términos generales se aprecia que las políticas de inclusión educativa aún no logran permear en las estructuras y prácticas del sistema. Por esta razón, persiste el pendiente de reorientar dichas políticas de inclusión con la finalidad de brindar soluciones más integrales y efectivas para garantizar el derecho a una educación inclusiva y de calidad para todos.
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			Introducción




			En el esfuerzo de cambio que subyace a todas las reformas educativas, sean las precedentes o la actual, prevalecen siempre algunos puntos y sombras que convocan a una profunda reflexión en un país en desarrollo como el nuestro, en donde la exclusión y la pobreza que experimentan los más desfavorecidos forman parte todavía del paisaje nacional. Sin embargo, como ha insistido Sen (2001), la pobreza no es un asunto únicamente de carácter económico, sino de carencia de capacidades y oportunidades para transformar las condiciones existentes en los contextos más vulnerables. Por tanto, la educación pública de buena calidad puede devenir en uno de los dispositivos clave para reducir las inequidades y formar ciudadanos que, como sujetos, sean capaces de hablar, actuar, elegir, pensar, ser. La formación de las nuevas generaciones, desde el enfoque de las capacidades y de la noción de agencia, propuesto por dicho autor, significa pensar en la libertad que pueden tener las personas para llegar a ser y hacer lo que ellas consideren valioso, con lo que se contribuirá a la configuración de una sociedad —hoy por hoy signada por la fragmentación— menos injusta, menos inequitativa y, simultáneamente, más libre, con mejor calidad de vida y más oportunidades de desarrollo individual y colectivo.

			Es desde una perspectiva de corte humanista que se establecieron los principios de la Nueva Escuela Mexicana (nem), a partir de los cuales se postula la educación como un derecho humano, pero también como “bien común” y “bien público” que el Estado, de manera obligatoria, habrá de garantizar. En consecuencia, la educación básica en el país —o la educación obligatoria en otras naciones— se configura como un gran desafío, si no es que el prioritario, para hacer de la escuela una institución más justa y equitativa, en donde la focalización en la meritocracia sea desplazada para centrarse, inversamente y como primera emergencia, en los alumnos más vulnerables, en los más débiles. De ahí, el lugar que ocupan los maestros y directivos en cuanto a su posicionamiento y compromiso para hacer de la enseñanza y del sistema educativo en su conjunto un lugar privilegiado para compensar las desigualdades de la población y dotar a cada alumno de las herramientas necesarias para enfrentar el presente y el futuro, aprovechando las oportunidades que a cada uno se le abran. 

			

			En consonancia con esas premisas, consideramos que la formación de los docentes representa un asunto nodal, como se revisa en este capítulo, porque no se trata de instruirlos desde una perspectiva tecnocrática, pragmática, utilitarista o academicista que garantice la eficacia y la eficiencia de su desempeño, sino de contribuir a la formación de sujetos dignos y responsables, capaces de cumplir su función social y educativa, que proyecte la vida social y cultural del país hacia un futuro más igualitario y esperanzador, sobre todo en este desafiante tiempo histórico de grandes transformaciones y retos para la humanidad entera. En particular, expresamos nuestro interés por alentar una formación continua y continuada que, en el marco del reconocimiento de la diversidad cultural, de género, de lengua, de creencias, de raza y de orientaciones sexuales, posibilite la expresión de la autonomía docente, la cooperación, la emancipación, la responsabilidad, la creatividad y el trabajo colectivo, que asuma una pluralidad de modalidades en cada aula y en cada institución educativa. La formación de los docentes a lo largo de su vida no puede ni debe adoptar una visión uniformadora que homogeneice, sino, al contrario, una óptica abierta a la diferenciación y a la diversidad, en donde tengan un lugar la heterogeneidad, la diferencia y la pluralidad.

			En esta línea de preocupación y de cara a la reforma curricular emprendida en el actual sexenio, el presente capítulo reúne algunos temas que, desde diversos ángulos, se encuentran estrechamente relacionados con el campo de la formación de docentes para la educación básica, con el objeto de abrir el debate e interpelar a los tomadores de decisiones, a los investigadores, a los maestros normalistas y de básica para emprender una verdadera refundación de la formación como un proyecto político que permita, como en otros países, transitar de la formación para el trabajo y de la práctica profesional al proyecto formativo como una constante de la vida laboral.

			

			El primer apartado, denominado “La fragmentación del proceso formativo: en búsqueda de la integración de la denominada ‘formación continua’ con la ‘formación inicial’”, a cargo de Patricia Ducoing Watty, coloca el foco de atención en un problema central: la fragmentación del proceso formativo y la necesidad de su superación con base en una emergente reconceptualización del proceso de formación de los maestros, desde su ingreso a la escuela normal y durante su vida laboral.

			Ángel Díaz Barriga presenta, en el segundo apartado, una breve revisión de algunos de los momentos y etapas que condujeron hacia la reformulación del proyecto curricular de las escuelas normales.

			 En el tercero, “Análisis curricular de la licenciatura en educación primaria y su comparación con los modelos de 2012 y 2018”, elaborado por Bertha Orozco Fuentes, se analiza la reforma de 2022 de los planes de estudio de las normales, en particular el de la licenciatura de Educación Primaria. Asimismo, se presenta un breve análisis comparativo con los planes de estudio de 2012 y 2018, con el objeto de evidenciar el giro epistemológico y curricular emprendido en el actual plan con respecto a los precedentes, centrados estos últimos en la calidad de la educación y en una visión global desde la perspectiva de los organismos internacionales.

			“Los currículos normalistas frente al modelo curricular de educación básica”, de la autoría de Patricia Ducoing Watty, corresponde al cuarto apartado, en el cual se revisan varios temas relativos a la coherencia y la articulación entre el modelo curricular de la escuela normal y el adoptado para la educación básica, con base en los principios formulados para la nem.

			

			El quinto apartado, a cargo de Ana Laura Gallardo Gutiérrez, se intitula “El codiseño en la reforma curricular de las escuelas normales: avances y desafíos para las prácticas de autonomía curricular”. En él, se analiza un elemento definitorio de la reforma actual: el codiseño, política de la administración lopezobradorista que plantea avances y desafíos relevantes en torno a la autonomía curricular.

			A manera de recapitulación, se presenta el apartado “Conclusión: hacia una reconceptualización de la formación de docentes de educación básica”, elaborado por Patricia Ducoing Watty, en el cual se analiza la noción de formación y las implicaciones teóricas y políticas que implica la integración del proceso formativo.

			Finalmente, se cierra este capítulo con un último apartado, en el cual se apuntan exclusivamente algunas cuestiones que, a nuestro parecer, conformarían parte de la agenda pendiente a enfrentar en materia de política de docentes y de investigación educativa y curricular.







			

			La fragmentación del proceso formativo: en búsqueda de la integración de la denominada “formación continua” con la “formación inicial”

			


Patricia Ducoing Watty

			


Como sabemos, el éxito de las reformas educativas que buscan modificar los sistemas escolares a profundidad depende, en muy buena medida, de los maestros que están a cargo de los grupos y de los directivos de las escuelas, cuya función no consiste simplemente en “aplicar” las propuestas innovadoras —sean curriculares, de gestión, de organización o de vinculación con la comunidad—, sino actuar con base en un saber-hacer complejo, fundado en la configuración de su identidad profesional, así como en su misma práctica docente, contextualizada y responsable. 

			Todo cambio implica necesariamente una cierta y legítima inseguridad, la cual puede enfrentarse gracias a una formación permanente que a lo largo de la carrera permite una transformación de la práctica de la docencia —en el sentido de un continuum de formación y desarrollo profesional— y que posibilita que los maestros, más que obedientes y ejecutantes de nuevas prescripciones, sean capaces de encauzar una relativa autonomía con base en las experiencias construidas en el ejercicio docente en una situación particular; es decir, puedan devenir como sujetos actores y autores en el campo educativo. En realidad, los profesores ejercen la docencia no sin tensiones ni contradicciones: entre la dependencia de las nuevas disposiciones reformistas —plan de estudios, métodos, sistemas organización, de evaluación y de control— y la cierta autonomía para ejercer su docencia con base en su realidad áulica, institucional y comunitaria. Las tensiones generadas entre las reformas, por lo general promovidas sexenalmente en nuestro país, y la autonomía de los maestros para ejercer la docencia no podrán ser resultas con instrumentos normativos, ni con estrategias o programas denominados de “capacitación” o de “actualización”, sino con un proceso formativo consistente y continuo que viabilice en los profesores la comprensión de lo que significa la docencia como una profesión de lo humano y que, además, contribuya al proceso de su configuración identitaria. 

			

			Precisiones conceptuales

			Con el objetivo de analizar la situación de la llamada formación continua durante el sexenio revisamos, aunque sea muy brevemente, algunas nociones que con frecuencia han sido utilizadas y, de hecho, continúan empleándose en el ámbito de la formación desde el punto de vista de la política educativa y de la academia, y que generan muy diversos significados, connotaciones y estrategias institucionales de intervención en los diversos espacios en los que se despliega la docencia de educación básica. Entre las principales nociones que se movilizan en torno este concepto, destacamos capacitación, actualización, adiestramiento y entrenamiento, desarrollo profesional y reciclaje, las cuales son utilizadas en ocasiones como sinónimos del vocablo formación, pero cuyos contornos, sentidos y limitaciones conceptuales poco se han cuestionado y debatido por las autoridades educativas en el marco de las políticas definidas para el magisterio.

			Iniciamos con la tríada capacitación, adiestramiento y entrenamiento y, para este fin, retomamos algunos planteamientos de los instrumentos políticos o de los programas institucionales y discursos académicos empleados en México. Así, vemos que, en el marco de la Nueva Escuela Mexicana (nem), la Subsecretaría de Educación Media Superior anuncia su programa de formación 2024 bajo el título de Programa de Formación, Capacitación y Actualización de las Maestras y los Maestros en la Nueva Escuela Mexicana de la Educación Media Superior (sems, 2024), para lo cual enumera las instancias formadoras y los cursos y diplomados que las diferentes instituciones ofrecen. Con base en este comunicado, se puede advertir el uso indiferenciado de los tres términos, los cuales se traducen en cursos aislados, que, en realidad, no necesariamente conducen a una mejora de su docencia, de su profesionalización. A su vez, en un parágrafo publicado por un profesor universitario se puede leer: “La formación docente es un reto que el gobierno debe afrontar […]. Es por eso que la capacitación de nuevos saberes y la adaptación a la tecnología es una forma estratégica que el docente debe asumir” (Rodríguez, 2017: s. p.). Igualmente, el término formación es manejado como sinónimo de capacitación. 

			

			La cuestión es preguntarnos qué entendemos por capacitación, entrenamiento y adiestramiento en el marco de las prácticas docentes y educativas. Si bien es cierto que en inglés el vocablo training significa a la vez entrenamiento, formación, adiestramiento e instrucción, al extremo de plantear la formación de profesores como training, igual que se habla del entrenamiento o adiestramiento de un animal, en castellano estamos obligados, particularmente en el campo de la educación, a establecer distinciones conceptuales. Entrenamiento, capacitación y adiestramiento aluden al proceso que se desarrolla en las industrias, empresas, fábricas, talleres e instituciones que preparan a las personas o bien a los trabajadores con el fin de incrementar la productividad y mejorar sus habilidades y, en general, la competencia laboral. Aquí hablamos de la fabricación de cosas con base en un modelo establecido por la empresa, cuyo objetivo es la terminación de objetos, para lo cual se precisa del dominio y de la maestría que el trabajador ejerce sobre los insumos básicos y las condiciones de producción, y en donde la capacitación y el entrenamiento del empleado ocupan un lugar determinante para la obtención del producto final; es decir, se refiere a un trabajo de ejecución con base en la aplicación de procedimientos prácticamente estandarizados. En el país tenemos muy claro el desarrollo de procesos de capacitación, entre otros, en los Centros de Capacitación para el Trabajo Industrial (cecati), creados durante la administración de Adolfo López Mateos, y cuyos servicios se ofrecen a las personas, empresas e industrias mediante cursos, diplomados y talleres destinados “al desarrollo de competencias requeridas por los sectores económico, productivo, social-cultural y educativo” (sep, s. d. a). Aquí se ofrecen capacitaciones en muy diversos sectores, tales como electricidad, mantenimiento industrial, mantenimiento de máquinas de costura, aire acondicionado, refrigeración, soldadura, fotografía, tapicería, cerámica, floristería, instalaciones de gas, etcétera.

			

			En el ámbito de la formación humana no podemos hablar de producción ni de productos finales, terminados, porque lo educativo no es un asunto que se reduce a lo técnico y mecánico, ni a procedimientos, recetas o rutinas; no tiene que ver con el hacer de las personas, sino con la acción del hombre, que implica una actividad intelectual y una responsabilidad personal de corte ético, gracias a las cuales puede enfrentar los problemas complejos que se presentan en toda aula, sin que exista la posibilidad de predecirlos y de formular de manera anticipada las soluciones más convenientes.

			Los vocablos actualización, reciclaje y superación suelen referirse a procesos de mejora de conocimientos, capacidades y prácticas docentes que, al concluir una determinada etapa formativa de escolarización —licenciatura, especialización, maestría, doctorado—, son promovidos como dispositivos institucionales en el marco de las políticas docentes, o bien como decisiones personales que los profesores, al margen de las políticas reguladoras, emprenden de manera voluntaria. No obstante, es pertinente reiterar que ninguna política, programa o estrategia “actualizadora”, de “reciclamiento” o de “superación” representa una clausura, un cierre per se del proceso de formación. Nadie, con base en un curso o múltiples cursos, diplomados o doctorados, que cuente con equis número de títulos o certificados, puede reconocerse formado desde entonces y para siempre para poder desempeñarse durante toda la vida laboral, sea como docente, director, asesor técnico-pedagógico o supervisor. La docencia es una profesión cuya especificidad radica en que cada día hay que enfrentar la complejidad, las contradicciones, los conflictos, las discrepancias, la heterogeneidad de una comunidad educativa, en la cual la unidad y la diversidad humana se expresan y demandan la comprensión entre el otro y el sí, y sólo por medio de un proceso formativo continuo es posible.







			Ordenamientos jurídicos en torno a la formación de docentes

			


Revisamos muy sintéticamente las orientaciones o directrices que en materia de política de formación de docentes de educación básica se fueron diseñando a través de ordenamientos jurídicos e implementando mediante procesos de institucionalización de programas y estrategias en determinadas instancias gubernamentales durante el sexenio.

			

			De entrada, podemos recordar que, en varios instrumentos legislativos —como se revisa más adelante—, se alude a un sistema integral de formación, capacitación y actualización de profesores. Independientemente de la ausencia de tratamiento conceptual de estas tres nociones, queda claro que se trata de un sistema, el cual podemos comprender en los términos de Edgar Morin: “el sistema se encuentra en la raíz de la complejidad”, es una “unidad global organizada de interrelaciones entre elementos, acciones o individuos” (Morin, 1977: 149 y 102); es decir, se trata de una totalidad organizada en la que unos elementos sólo pueden comprenderse con respecto a los otros. 

			A continuación efectuamos un mapeo de los instrumentos legislativos prescritos durante esta administración que se relacionan con la formación de maestros de educación básica, en los cuales se advierten confusiones, contradicciones, tensiones y, especialmente, la ausencia de conceptualización de los vocablos que se utilizan, entre los que destacan sistema, formación, capacitación y actualización, los cuales se utilizan en múltiples parágrafos de estos documentos normativos.




			1. El decreto de mayo de 2019, a partir del cual se derogan y adicionan varias normas constitucionales de educación (dof, 2019a).

			a) Se prescribe el derecho de los docentes a un sistema de formación, cuestión de gran relevancia para la mejora de la educación en general; sin embargo, no se precisa la obligatoriedad y responsabilidad del Estado en términos de políticas tendentes a garantizar este derecho. Así, se puntualiza que los maestros “tendrán derecho de acceder a un sistema integral de formación, de capacitación y de actualización retroalimentado por evaluaciones diagnósticas para cumplir los objetivos y propósitos del Sistema Educativo Nacional” (dof, 2019a; el énfasis es añadido).

			b) Se determina la creación del Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educación (snmce), aun cuando no se explicita su función respecto a la formación continua de los profesores de educación básica. El snmce

			

			será coordinado por un organismo público descentralizado, con autonomía técnica, operativa, presupuestaria, de decisión y de gestión, con personalidad jurídica y patrimonio propios, no sectorizado, al que le corresponderá [entre otros]:

			[...]

			d) Emitir lineamientos relacionados con el desarrollo del magisterio […]

			e) 	Proponer mecanismos de coordinación entre las autoridades educativas federal y de las entidades federativas para la atención de las necesidades de las personas en la materia (dof, 2019a: art. 3, fracción IX).

			


c) Se anuncia que serán fortalecidas las escuelas normales, cuyos principios rectores, planes y programas estarán determinados por el Ejecutivo federal. Se notifica que en la Ley de Educación Superior se fijarán los criterios para su desarrollo institucional y regional, así como la actualización de los planes y programas y la mejora de la infraestructura y equipamiento. Por otra parte, se definiría “una Estrategia Nacional de Mejora de las Escuelas Normales, la cual establecerá acciones para su fortalecimiento” (dof, 2019a: art. décimo primero transitorio).

			2. La Ley General de Educación (dof, 2019b), publicada cuatro meses después del decreto de mayo, en la cual se reitera el papel de la Secretaría de Educación Pública en la elaboración de planes y programas de estudio obligatorios de la educación normal, los cuales deben “responder tanto a la necesidad de contar con profesionales para lograr la excelencia en educación, como a las condiciones de su entorno para preparar maestras y maestros comprometidos con su comunidad” (dof, 2019b: art. 25).

			a) Se notifica la instauración de un sistema nacional de educación superior “que coordine los subsistemas universitarios, tecnológico y de educación normal y formación docente” (dof, 2019b: art. 50). Uno de los objetivos del Programa Nacional de Educación Superior 2023-2024 está formulado en esta dirección: “Impulsar la integración del Sistema Nacional de Educación Superior (snes) mediante la coordinación de sus actores, normas, instituciones y procesos” (sep, s. d. b: 25). Entre las estrategias contempladas para tal fin se señalan: “Actualizar las disposiciones jurídicas y normativas para fortalecer la integración del snes” y “Operar y consolidar el sistema integrado de información como instrumento de apoyo a los procesos de planeación y evaluación del snes” (sep, s. d. b: 45 y 52). 

			

			Habrá que recordar que, desde el sexenio pasado, la vinculación entre las normales y las instituciones de educación superior (ies) se planteó como uno de los ejes de fortalecimiento y transformación de las instituciones formadoras: el denominado “Sinergias con universidades y centros de investigación”, el cual, entre otros tópicos, promovía las acciones de movilidad académica de alumnos y profesores, la cooperación e intercambio de experiencias con otras ies en el ámbito nacional e internacional, y la renovación de la enseñanza y el aprendizaje con base en la interacción con diferentes instituciones, algunas de las cuales se fueron concretando. De hecho, en aquella administración gubernamental previa, en el modelo educativo de las escuelas normales, se señalaba:

			


Como parte del subsistema de educación superior, las Escuelas Normales tienen la posibilidad de fortalecer sus relaciones con universidades y otras instituciones de educación superior, tanto nacionales como internacionales. En años recientes, los vínculos y cooperación entre ies se han fortalecido para generar proyectos comunes (sep, 2018: 61).

			


En el actual sexenio y con base en la Ley General de Educación Superior (dof, 2019b), el Consejo Nacional para la Coordinación de la Educación Superior (Conaces) determinó “expedir los lineamientos para la creación y el funcionamiento del espacio común de la educación superior, que tendrá como propósito facilitar la libre movilidad de estudiantes y personal académico […] entre las instituciones de educación superior nacionales y extranjeras” (Conaces, 2023: 2).

			Igualmente, con la finalidad de promover la integración del snes, se previó, en el marco del programa correspondiente, recién publicado (dof, 2023), y del Espacio Común de Educación Superior (ecoes), “facilitar la libre movilidad de estudiantes y personal académico, el establecimiento de redes y alianzas entre las ies nacionales y extranjeras que contribuyan al desarrollo de sus funciones académicas” (dof, 2023), así como el establecimiento de mecanismos y becas de apoyo a nivel profesional y de posgrado.

			

			b) Se reitera la conformación, por parte de las autoridades, del Sistema de Formación, Capacitación y Actualización, sin que se precise qué instancias o funcionarios tendrían a su cargo tal función. Asimismo, se insiste en el derecho del magisterio de acceder al citado sistema. En estos términos se presenta el ordenamiento:

			


Las autoridades educativas, en sus respectivos ámbitos de competencia, constituirán el sistema integral de formación, capacitación y actualización, para que las maestras y los maestros ejerzan su derecho de acceder a éste, en términos de lo que determine la ley en materia de mejora continua de la educación (dof, 2019b: art. 92).

			


A su vez y contradictoriamente al parágrafo anterior, se especifica que corresponde exclusivamente a la autoridad educativa federal: “Regular el sistema integral de formación, capacitación y actualización para docentes de educación básica” (dof, 2019b: art. 113, fracción viii).

			c) En relación con la mejora continua, en esta normatividad se diserta muy indistintamente sobre el Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educación y la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación, sin deslindar con precisión su articulación o delimitar sus funciones. El primero fue formalmente establecido en el instrumento de mayo, pero en esta Ley de Educación Superior ya se introduce la nueva figura de la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación, “institución encargada de coordinar el Sistema” (dof, 2019b: art. 123).

			d) El fortalecimiento de las escuelas normales está detallado en el artículo 95 de la Ley General de Educación (dof, 2019b), a partir del cual el Estado se compromete a reforzar las instituciones de formación docente y se emplaza a las autoridades educativas a promover, entre otras acciones, la movilidad de docentes, el establecimiento de redes académicas, la integración de acervos físicos y digitales en las instituciones, la acreditación de grados académicos, la investigación y su financiamiento, y “garantizar la actualización permanente, a través de la capacitación, la formación, así como programas e incentivos para su desarrollo profesional” (dof, 2019b: art. 95, fracción viii). Sin embargo, muy acertadamente, se enfatiza la necesidad de fortalecer las normales bilingües interculturales, para lo cual se hace un llamado a ubicar a los docentes en las localidades y regiones a las que pertenecen, pero además “impulsar programas de formación, actualización y certificación de maestras y maestros en las lenguas de las regiones correspondientes” (dof, 2019b: art. 58, fracción iv).

			

			e) Es relevante la atribución otorgada al Consejo Técnico Escolar en materia de formación y prácticas docentes, pese a la innumerable cantidad de funciones que se le asignan:




			elaborar un programa de mejora continua que contemple, de manera integral, la infraestructura, el equipamiento, el avance de los planes y programas educativos, la formación y prácticas docentes, la carga administrativa, la asistencia de los educandos, el aprovechamiento académico, el desempeño de las autoridades educativas y los contextos socioculturales (dof, 2019b: art. 109).

			


Sin embargo, sólo se dispone de un tiempo sumamente reducido: una sesión mensual de cuatro o cinco horas. ¿Será esto suficiente para atender todas las tareas que le fueron asignadas?

			3. Paralelamente a la expedición de la Ley General de Educación (dof, 2019b), fue publicada la Ley Reglamentaria del Artículo 3º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia de Mejora Continua de la Educación (dof, 2019c).

			El objetivo de este instrumento legislativo era “regular el Sistema Nacional de Mejora Continua, así como el organismo que lo coordina, al que se denominará Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación y el Sistema Integral de Formación, Actualización y Capacitación” (dof, 2019c: art. 1). En este parágrafo del discurso legislativo no es posible reconocer con suficiente claridad la articulación o desvinculación entre los dos sistemas (el de Mejora Continua y el de Formación, Capacitación y Actualización) y la comisión. Se alude a un sistema nacional, a cargo de la comisión, pero no queda claro si el Sistema Integral de Formación, Actualización y Capacitación también será coordinado por la anteriormente citada comisión. 

			Destacamos tres temáticas inscritas en esta ley reglamentaria vinculadas con los maestros y su formación: la relativa al Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educación, la correspondiente al Sistema Integral de Formación, Capacitación y Actualización, y la de la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación.

			

			a) Sobre el Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educación, se indica que éste “es un conjunto de actores, instituciones y procesos estructurados y coordinados, que contribuyen a la mejora continua de la educación” (dof, 2019c: art. 4), con el objeto de “garantizar la excelencia y la equidad de los servicios educativos” (dof, 2019c: art. 5). Se puntualiza que los principios del sistema se fundan en la mejora continua de la educación; el reconocimiento de los maestros como actores fundamentales de ésta; la búsqueda de la excelencia; la cobertura universal de todos los niveles educativos, y la participación social. Si bien es cierto que se enuncia que los actores forman parte del sistema, no se aclara nada respecto de la mejora continua de los docentes que atienden la educación básica, a pesar de que en su objetivo se apunta: “contribuir a garantizar la excelencia y la equidad de los servicios educativos” (dof, 2019c: art. 5), los cuales están a cargo del más de un millón de maestros de educación básica. En efecto, pese a que se enumeran siete apartados sobre los principios de este sistema, ninguno alude a la mejora continua de los maestros y sus prácticas, sino que únicamente se les reconoce como agentes fundamentales de la educación. Se prevé, además, que el sistema cuente con un comité consultivo y deliberativo, entre cuyos integrantes se anuncia la participación de sólo “un representante de instituciones de formación inicial” (dof, 2019c: art. 7, fracción vi). 

			b) Acerca del Sistema Integral de Formación, Capacitación y Actualización, se refrenda el derecho de acceder a un sistema integral de formación, capacitación y de actualización, sin que se determinen los organismos responsables, aunque sí se especifican, entre otros, los siguientes fines:




			   I. 	La formación, con nivel de licenciatura, de maestras y maestros de educación básica […];

			  II. 	La formación continua, la actualización de conocimientos de las humanidades, las artes, la ciencia, la tecnología e innovación y otras que contribuyan a la superación […];

			III. 	La promoción de programas de especialización, maestría y doctorado para una orientación integral (dof, 2019c: art. 14).

			

			


Asimismo, se establece que la formación, capacitación y actualización deberá ser gratuita (dof, 2019c: art. 16, fracción V).

			Con la finalidad de instrumentar dicho sistema, en el artículo 15 se explicita lo que se entiende por cada uno de estos términos. Las explicaciones emitidas, lejos de aclarar las supuestas distinciones de los vocablos, generan desconcierto, tensiones y discrepancias al carecer de coherencia y de una línea argumentativa de las ideas ahí expresadas, lo que atenta contra el sentido y significado de la formación. Recogemos textualmente lo enunciado:




			Artículo 15. Para efectos de su instrumentación y con el fin de garantizar el derecho al acceso al Sistema Integral de Formación, Capacitación y Actualización, se entenderá por:

			   I. 	Actualización, a la oferta de servicios para la adquisición y desarrollo del conocimiento educativo actual, con el fin de mejorar permanentemente la actividad profesional de las maestras y los maestros;

			 II. 	Capacitación, al conjunto de acciones encaminadas a generar aptitudes, transmitir conocimientos o detonar habilidades específicas para el ejercicio de la función docente, técnico docente, de asesoría técnico-pedagógica, de dirección y de supervisión, y

			III. 	Formación, al conjunto de acciones diseñadas y ejecutadas por las autoridades educativas que imparten educación básica y media superior, y las instituciones de educación superior para proporcionar las bases teórico-prácticas de la pedagogía y demás ciencias de la educación (dof, 2019c: art. 15).

			


c) Respecto de la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación, el título cuarto de esta ley reglamentaria se asigna a establecer las directrices para la organización y funcionamiento de la comisión como un “organismo público descentralizado, no sectorizado, con autonomía operativa” (dof, 2019c: art. 24), cuyo papel nodal consistiría en coordinar el Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educación. En relación con sus atribuciones, solamente una atañe a los docentes: “Emitir lineamientos relacionados con el desarrollo del magisterio” (dof, 2019c: art. 28, fracción v).







			

			Dependencias y organismos responsables de la formación y el desarrollo profesional




			Con base en este sintético mapeo de varias de las disposiciones normativas elaboradas durante el sexenio, tendentes a reformar y ajustar las líneas de la política educativa nacional en materia de formación del profesorado, podemos comprender que las leyes y los decretos, emanados de las autoridades legislativas, son producto de las decisiones políticas generadas en el marco del proyecto de la cuarta transformación y, sustancialmente, en el ámbito educativo, de la nem, a partir de la cual se emitieron las reformas relativas a la formación de docentes de educación básica. Sin embargo, la realidad es que, con base en los instrumentos revisados, particularmente lo relativo a la formación de los maestros, les falta claridad y congruencia, así como fundamentación y precisiones conceptuales, debido a que la lógica empleada en algunos de los parágrafos evidencia el desatino y la discordancia con las ideas formuladas en algunos otros.

			De hecho, la formación docente se encuentra fragmentariamente estructurada en el país, a partir de los organismos que, de manera unilateral y no interconectada, se ocupan de tal tarea, a pesar de que en el discurso jurídico se esbozan intentos de articulación. Dichos organismos son:

			


1) 	La Dirección General de Educación Superior para el Magisterio (dgesum), creada en 2020 (dof, 2020a), dependiente de la Subsecretaría de Educación Superior y en sustitución de la Dirección General de Educación Superior para Profesionales de la Educación (dgespe).

			2) 	La Dirección General de Formación Continua a Docentes y Directivos (dgfcdd), ubicada en la Unidad de Promoción de Equidad y Excelencia Educativa, en el marco de la nueva estructura orgánica de la sep (dof, 2022a).

			3) 	La Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación (Mejoredu), anunciada desde mayo de 2019 (dof, 2019b), formalmente establecida y reiterada en septiembre del mismo año, que remplazaba al Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee), el cual había sido creado a inicios del siglo xxi durante el sexenio foxista (dof, 2002) y operó durante 17 años.

			

			


Basta con observar el organigrama de la misma sep para visualizar que dos de sus dependencias están a cargo de los procesos formativos de profesores, además de la comisión nacional, que no se encuentra adscrita a la misma secretaría.

			En realidad, hay tres instancias muy diferentes como responsables de los procesos de formación, sin que exista un titular que defina, coordine, organice y despliegue de manera integral, coherente y lógica, las políticas y los programas de formación docente. 

			Figura 1. Instituciones de la sep a cargo de la formación docente
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			Fuente: dof (2022a).

			

			





La Dirección General de Educación Superior para el Magisterio

			


Las escuelas normales, al igual que las denominadas instituciones de formación docente —universidades pedagógicas, normales rurales y los centros de actualización del magisterio— (dof, 2020a: art. 2), se encuentran adscritas a la dgesum, organismo dependiente de la Subsecretaría de Educación Superior. Llama la atención el hecho de que, si bien la denominación de esta dirección refiere específicamente al magisterio, en el Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública (dof, 2020a), en la Ley General de Educación Superior (dof, 2021), así como en el “Manual de organización general de la Secretaría de Educación Pública” (dof, 2022a), se alude a “profesionales de la educación”, los cuales no necesariamente son maestros y menos de básica. Por otra parte, se puntualizaba, en 2020, que esta dirección tenía a su cargo, entre otras funciones, “coordinar la integración de un subsistema nacional de formación de profesionales de la educación” (dof, 2020a: art. 16), cuestión que implicaría considerar no sólo a las escuelas normales, universidades pedagógicas y centros de actualización, sino a todas las universidades e instituciones públicas y privadas que ofrecen formación en educación. Esta prescripción es reproducida en el más reciente Manual de organización, de 2022, como se subrayó con anterioridad (dof, 2022a: art. 1.1.3, fracción 13).

			Respecto al Subsistema de Escuelas Normales e Instituciones de Formación Docente, se señala que “la educación normal y de formación docente tiene por objeto —entre otros—formar de manera integral profesionales de la educación básica y media superior, en los niveles de licenciatura, especialidad, maestría y doctorado” (dof, 2021: art. 31), lo que significa que la formación normalista, en cualquiera de sus modalidades y niveles, se encuentra a cargo de la citada dgesum, pese a que se reitera que se pretende formar profesionales de la educación y no maestros de educación básica.

			Es relevante resaltar la distinción entre profesionales de la educación, egresados de muy diferentes instituciones de educación superior, y maestros de educación básica, egresados de las escuelas normales. Mientras los primeros son preparados con base en una diversidad de proyectos curriculares tendentes a desempeñarse en muy diversos campos laborales, como la orientación, la planeación, la capacitación, la evaluación, la tutoría, la asesoría pedagógica, el diseño curricular, la investigación, el desarrollo de tecnología educativa, la organización y la administración, etcétera, la especificidad de la formación normalista radica en que los maestros de educación básica son formados fundamentalmente para la docencia; es decir, con base en contenidos de corte didáctico-pedagógico vinculados a los saberes de las disciplinas que enseñan, además de otras áreas de conocimiento afines al nivel en el que ejercerá el futuro docente. Dicho de otra forma, el profesional de la educación, egresado de cualquier institución superior, comúnmente no cuenta con conocimientos y capacidades para desempeñarse en la docencia de educación básica, aun cuando haya cursado uno, dos o tres cursos de didáctica o de teorías pedagógicas, psicológicas, sociológicas, en tanto que el normalista, además de haber cursado un currículum ad hoc, ha experimentado la compleja realidad del aula de preescolar, primaria o secundaria mediante las prácticas docentes contextualizadas, a partir de las cuales logra movilizar los saberes aprendidos y avanzar en su proceso de configuración identitaria como docente. Celebramos la prevalencia de la escuela normal en el país, como institución abocada explícitamente a la formación de docentes de educación básica.

			

			En suma, la dgesum es el organismo destinado a “proponer las normas pedagógicas, los planes y programas de estudio para la educación normal, y demás normativa para la formación de maestros de educación básica” (dof, 2020a: art. 16, fracción ii). Por tanto, esta dependencia tiene a su cargo la formación normalista en el ámbito nacional de lo que se suele denominar “formación inicial”. Nos preguntamos si la formación inicial corresponde exclusivamente a la licenciatura o si también integra las especialidades, las maestrías y los doctorados que actualmente están ofreciendo las escuelas normales.







			

			La Dirección General de Formación Continua a Docentes y Directivos

			


Como dependencia de la sep, la dgfcdd se encuentra adscrita a la Unidad de Promoción de Equidad y Excelencia Educativa, sin vinculación puntual con la dgesum, pero, en principio, coordinada por Mejoredu. Esta Unidad de Promoción de Equidad tiene, entre otras, la siguiente función:

			


Coordinar con las unidades administrativas competentes de la Secretaría, las autoridades educativas de los Estados y de la Ciudad de México, la elaboración de los programas, las estrategias y las acciones en materia de formación continua de docentes y directivos que se realizarán en el marco del Sistema Integral de Formación, Capacitación y Actualización (dof, 2022a: art. 1.7, fracción 6).

			


Esta dirección general es la responsable de “normar y orientar la formación hacia el desarrollo profesional del personal de educación básica, con el fin de impulsar la mejora continua de su desempeño” (sep, 2023), que opera anualmente con base en una Estrategia Nacional de Formación Continua, en la cual se pautan las directrices para promover dicha formación, sustentada en las normatividades relativas al artículo 3º constitucional y su ley reglamentaria, el reglamento de la sep y otras más. 

			El objetivo consiste en definir la política nacional de formación continua a través de las orientaciones emitidas por las autoridades educativas de las entidades federativas y de la Ciudad de México, con el objetivo de promover el desarrollo profesional de los maestros, tomando como elementos centrales los principios estipulados para la nem.

			De acuerdo con la Estrategia Nacional de Formación Continua de 2024, las prioridades de formación para este año son: ampliar la participación de los docentes en acciones de formación e intervención formativa; impulsar la formación continua con base en los principios de la nem y el plan de estudios de educación básica; atender a los maestros que trabajan en zonas vulnerables, y fortalecer los equipos de formación continua de las entidades. Los ámbitos de formación se fundamentan en los planteamientos de la nem: lenguajes; saberes y pensamiento científico; ética, naturaleza y sociedades; de lo humano y lo comunitario; pedagogía, didáctica, saberes y experiencias; liderazgo educativo y acompañamiento, y enfoque filosófico y principios del currículum (sep, 2024). Las acciones de formación pueden organizarse por medio de talleres, cursos, diplomados, seminarios, conversatorios o grupos de análisis de la práctica, los cuales operan bajo las modalidades presencial, a distancia o mixta. Los mecanismos bajo los que procede la estrategia son tres: 1) las acciones presentadas por las entidades federativas; 2) las propuestas por la autoridad educativa federal, Mejoredu o las autoridades de los estados, y 3) las de carácter nacional, formuladas por el Comité Nacional de Formación Continua.







			

			Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación

			


Establecida desde 2019 —como se indicó con anterioridad—, además de realizar investigaciones y estudios sobre los actores y las instituciones del sistema educativo nacional, a fin de establecer criterios y sugerencias para mejorar el desempeño de los alumnos y de los docentes, esta comisión tiene a su cargo definir lineamientos y programas tendentes a promover el desarrollo profesional de los maestros. Entre sus objetivos prioritarios tiene: “Fortalecer el marco regulatorio y los programas para mejorar la formación continua y el desarrollo profesional de docentes de educación básica y media superior” (dof, 2020b). A partir de esto se delinean varias estrategias y acciones puntuales, como “favorecer la articulación de las acciones de formación continua y desarrollo profesional docente desarrolladas por las autoridades de educación básica y educación media superior del país, las instituciones de educación superior y las organizaciones de la sociedad civil” (dof, 2020b).

			De hecho, Mejoredu ha desempeñado un papel fundamental en la producción de materiales educativos y de múltiples publicaciones sobre las prácticas educativas, el trabajo colaborativo, el currículum, la evaluación, etcétera, así como en la construcción de un sistema de información para el seguimiento de la mejora continua, entre otras muchas acciones de trabajo situado con los responsables de las entidades y los maestros. Por otra parte, ha promovido la constitución del denominado Sistema Integral de Formación, Capacitación y Actualización con las autoridades educativas estatales y de la Ciudad de México.

			

			En el Programa Institucional 2020-2024 de la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación se pueden observar múltiples confusiones y tergiversaciones en el discurso aprobado por la Junta Directiva de la comisión (dof, 2020b), como las que a continuación señalamos.

			1) Se afirma que “no se ha consolidado un sistema integral de formación, capacitación y de actualización docente retroalimentado por evaluaciones diagnósticas que contribuya al cumplimiento de los objetivos del sen” y que, además, hay una “insuficiencia y poca pertinencia de programas dirigidos a mejorar la formación continua y el desarrollo profesional docente de acuerdo con las características y necesidades de la práctica de docentes, directivos y personal de apoyo pedagógico” (dof, 2020b). En efecto, contrariamente al discurso oficial —reiteramos—, a la fecha, la formación docente de profesores de básica es atendida por diferentes organismos que, lejos de haberse integrado en un sistema único a cargo de una instancia general responsable de la formación durante toda la vida laboral, se caracteriza por la dispersión de políticas, programas y acciones tendentes a contribuir a la formación permanente y el desarrollo profesional del magisterio. 

			2) Se insiste en emplear las nociones que se cuestionan en el mismo documento —formación, capacitación y actualización—, debido a que se sigue aludiendo a un “sistema integral de formación, capacitación y actualización”, aun cuando en el mismo instrumento se convoca a superar la visión “fragmentaria, lineal y burocrática en que se han desenvuelto las estrategias de formación docente”; así se puntualiza: “Pensar en el desarrollo profesional de docentes más que en formación, actualización y capacitación” (dof, 2020b). 

			En síntesis, los planteamientos discursivos revelan varios mensajes confusos que carecen de congruencia y que invitan a una revisión minuciosa tanto de los lineamientos legislativos como de los programas que se han puesto en marcha.







			

			Consejo Técnico Escolar

			


Nos adherimos a la propuesta de conceptuar el Consejo Técnico como una instancia de formación en la institución, la cual se advierte como una gran oportunidad de pensar y operar una formación contextualizada, al pensarse y desplegarse con base en las necesidades más próximas de la escuela, los alumnos, los docentes, los padres y la comunidad; es decir, se podría plantear como una iniciativa local, singular, de cada uno de los centros escolares, con la participación de todos los maestros y las orientaciones de los directivos al cargo.

			Plantear la formación dentro de las escuelas significa tomar en cuenta las necesidades del colectivo docente y del entorno específico para promover la cohesión social de este grupo profesional y permitir a cada institución hacer frente a la especificidad de los diversificados contextos en los cuales se encuentran inscritos los profesores. En el trabajo de construcción identitaria, los maestros retraducen las prescripciones nacionales mediante referencias y elementos locales, comunitarios, aprendidos mediante la reflexión colectiva, con base en los retos y procesos de formalización de sus saberes construidos por la experiencia.

			Sin embargo, recientemente se publicó un acuerdo sobre los lineamientos para la organización y funcionamiento de esta instancia colegiada (dof, 2024), a partir del cual se desplaza al directivo de la institución como responsable de la conducción del Consejo Técnico y se prescribe la creación de un Comité de Planeación y Evaluación. Dicho comité será responsable de la elaboración del programa de mejora continua, con base en un diagnóstico de la escuela, y de otras muy diversas funciones, tales como sistematizar la información disponible, acordar con los maestros la estrategia de seguimiento de los objetivos del programa mencionado y vincular a la comunidad. Por otra parte, el tiempo asignado al Consejo Técnico resulta del todo insuficiente para abordar las múltiples cuestiones que le han sido asignadas y, menos aún, para trabajar sobre el rubro de la formación. Como sabemos, se trata de una sesión mensual y cinco más al inicio del año escolar. El Estado habrá de asumir la responsabilidad de dedicar tiempo a garantizar el derecho a la formación permanente de los maestros, misma que debe ser remunerada.

			

			





Hacia un continuum de la formación: pendiente en la agenda

			


Como hemos reiterado, es urgente superar la división tradicional entre las denominadas formación inicial y formación continua de los maestros, para conceptuar la formación como un proceso que corre en paralelo a la existencia de los sujetos y su vida laboral. Se trataría de cambiar de manera radical el paisaje de la formación que ancestralmente se ha reditado para dar lugar al reconocimiento del sujeto, del maestro, como autor y actor de su mismo proceso formativo, en el que se teja una fina articulación entre las ahora llamadas formación inicial y la continua. En efecto, al margen y además de la oferta gubernamental obligatoria, cada docente estaría en condiciones de optar por el camino que le conduzca hacia su desarrollo profesional con base en sus particularidades y opciones profesionales.

			Inversamente a la categoría de trayectos, que es la utilizada en los sistemas escolares y a nivel curricular por su carácter obligatorio, en la cual se marca la ruta prefijada, inamovible, inalterable —grados y semestres escolares, asignaturas, evaluaciones, etcétera— para alcanzar un diploma, un certificado, un título, en la formación del ser humano, del docente, es necesario hablar de caminos individualizados, diversificados y progresivos, porque cada maestro tiene la posibilidad de elegir, no un itinerario fijo que marque el inicio y el fin de una ruta que no puede modificarse, sino el camino que lo conduzca hacia su desarrollo personal y profesional. Sobre este camino, señala Antonio Machado: “no hay camino; se hace camino al andar”, porque en la formación, al igual que en la vida, no seguimos el camino de otros, sino que hacemos el nuestro, andando, a lo largo de nuestra vida profesional y de nuestra existencia.

			Habrá que insistir en suprimir el léxico que se ha utilizado en torno a la formación de maestros al hacer uso de diversos vocablos como sinónimos de ésta, con el propósito de construir una cultura común, una cultura de la formación como un continuum; es decir, una conceptualización que cruza los límites de cualquier política, programa y estrategia de actualización, superación y formación continua, a fin de orientar el proceso de evolución proyectado por las recientes reformas.

			

			Una inquietud en torno a la formación de docentes consiste en corregir la actual dispersión de organismos o entidades involucrados en este proceso. La creación de un sistema único de formación, a cargo de una sola entidad responsable, conduciría a establecer una verdadera organización sistémica, global, coherente, que abriera la posibilidad del acompañamiento a los maestros, colectiva e individualmente, a lo largo de su vida profesional.







			

			Hacia la transformación de las escuelas normales




			Ángel Díaz Barriga

			


Como parte del reconocimiento a los docentes como profesionales de la educación, desde el principio del sexenio se estableció un plan de mejoramiento de las instituciones educativas, que tuvo tres momentos relevantes: 1) en el parlamento abierto realizado en la Cámara de Diputados en 2019, en el marco de la modificación jurídica del artículo 3º constitucional; 2) el Congreso Nacional para el Mejoramiento y Transformación de las Escuelas Normales, que se llevó a cabo en 2019 y, después, fue declarado permanente (Díaz-Barriga, 2020), y 3) la publicación del codiseño curricular de 18 planes de estudio de estas escuelas en el Diario Oficial de la Federación (dof, 2021).

			Intensa fue la participación de la comunidad normalista, junto con diversos especialistas en educación, en el parlamento abierto. Entre sus principales demandas estaba la concesión de la autonomía curricular para que cada escuela elaborara su plan de estudios de acuerdo con sus propios fines y, en particular, que se reconociera la diferencia entre educación especial y la inclusiva.

			Ambos temas no se lograron en este momento, pues en el artículo 3º constitucional se redactó que los planes de estudio de la educación normal serían establecidos por el Estado. Pero en el marco de una política de participación e involucramiento, la entonces Dirección General de Educación Superior para Profesionales de la Educación (dgespe) emitió una convocatoria para el Congreso Nacional para el Mejoramiento y Transformación de dichas instituciones, a partir de cinco grandes rubros. 

			En la dinámica de la convocatoria se estableció que este congreso se realizaría por etapas, iniciando en cada escuela normal, y sus conclusiones se llevarían a un congreso estatal, para lo cual tenían que elegir un número de delegados. Cada entidad estableció el lugar y fecha de ese congreso, en el que se tomarían acuerdos sobre cada uno de los cinco temas y se elegirían representantes estatales para el congreso nacional.

			

			Es conveniente mencionar que, durante todo 2019, los acuerdos logrados por cada escuela normal (urbana, rural, intercultural, indígena, preescolar, primaria, secundaria, especial, etcétera) se subieron a la página de dgespe, junto con los resultados del congreso por entidad federativa.

			A partir de ello se convocó el congreso nacional en Metepec, Estado de México, con la participación de todos los delegados electos. Dicho congreso se organizó en torno a cada uno de los temas que habían sido objeto de la convocatoria. El trabajo de los congresistas, durante dos días, fue muy intenso y cada mesa presentó al pleno los resultados de la discusión realizada. En la sesión de clausura, varios delegados expresaron la necesidad de que el congreso se declarara en sesión permanente; esta propuesta fue aceptada por las autoridades educativas. 

			El congreso se realizó en tres ocasiones más, durante el mismo año, en distintas sedes. La responsabilidad, la seriedad y el dominio de los temas por parte de los congresistas fueron un rasgo característico de todas las sesiones. Los principales temas abordados giraban alrededor de recuperar la visión humanista, filosófica y pedagógica que desde su origen habían tenido las escuelas normales. Asimismo, los docentes demandaban mayor libertad curricular, de acuerdo con la finalidad de cada escuela y su contexto; a eso le llamaban “autonomía curricular”. Solicitaban que se hiciera efectivo el mecanismo de su ingreso a las normales mediante un concurso abierto, pero estableciendo entre sus requisitos que el aspirante tuviera al menos tres años de docencia en el nivel educativo específico de cada escuela normal. Postularon, también, que los directores de las escuelas fueran nombrados por un mecanismo de ternas, en donde cada aspirante presentara a la comunidad su proyecto de trabajo. Además, pedían gozar de personalidad jurídica, de suerte que los recursos que otorgara la federación llegaran directamente a estas instituciones. Un conjunto de demandas muy claras y no todas concedidas al final.

			Los acuerdos consensuados del congreso fueron inicialmente negociados con las autoridades de la sep y, al concluir la última etapa del congreso en 2019, se entregaron al subsecretario de Educación Superior, Luciano Concheiro, quien se comprometió a entregarlos al Congreso de la Unión para que procediera en consonancia con ello.

			

			El 14 de noviembre de 2019 se emitió la Estrategia Nacional para la Mejora de las Escuelas Normales (sep, 2019), documento que, a partir de la página 51, retoma de manera textual los acuerdos del congreso. Entre ellos, vale la pena destacar: una formación profesional de los docentes para la democracia, que recupere la dimensión pedagógico-didáctica, así como una formación filosófica; establecer una oferta educativa que responda a la diferenciación de los diversos campos de la educación, de acuerdo con la finalidad de que cada escuela, articulada con un proyecto humanista y equitativo, contribuya a disminuir la discriminación; formular que las diversas estructuras gubernamentales colaboren para ofrecer un financiamiento suficiente a estas instituciones; considerar que las escuelas normales son responsables de la formación continua de los docentes y se vincularán con otras instituciones de educación superior; reconocer una autonomía de gestión, curricular y pedagógica, administrativa y financiera, que se iría trabajando de manera gradual durante el sexenio. Sobre estos temas no alcanzaremos a profundizar en este texto, pero ciertamente hubo avances significativos, sobre todo en lo relativo a los planes de estudios, los cuales se modificaron en un proceso de codiseño curricular. En particular, se estableció que 50% del plan de estudios fuera de carácter nacional, mientras que la otra parte sería construida en cada entidad federativa, con el fin de adaptarla al contexto de cada zona y región del país. En los otros rubros no se ha logrado un avance significativo.

			Peculiarmente, este proceso, derivado del Congreso Nacional para el Mejoramiento y Transformación de las Escuelas Normales de 2019, significa, al mismo tiempo, un avance para el reconocimiento profesional de las maestras y los maestros en su formación inicial. Aun así, ha dado lugar a una polémica, pues hay actores de las escuelas normales que lo consideran insuficiente frente a la necesidad de transformación de estas escuelas.







			

			Análisis curricular de la licenciatura en Educación Primaria 2022 y su comparación con los modelos de 2012 y 2018

			


Bertha Orozco Fuentes

			


La reforma curricular de las escuelas normales era un asunto pendiente de años atrás y fue retomado como una política pública por el actual gobierno encabezado por Andrés Manuel López Obrador del partido Morena. Las reformas curriculares también fueron contempladas desde el inicio del siglo xxi por los anteriores gobiernos del Partido Acción Nacional (pan) y del Partido Revolucionario Institucional (pri); estos gobiernos y el sector magisterial mantuvieron tensas relaciones por las polémicas reformas educativas. En 2019, en el gobierno se observó una condición de abandono y deterioro de las normales, principalmente por la disminución de los recursos financieros y la baja de la matrícula, sobre todo en el sexenio de Enrique Peña Nieto (sep, 2019: 7).1 

			En el marco de esta complicada situación, el actual gobierno inició una política para construir un proyecto educativo alternativo en el territorio nacional y, al mismo tiempo, sentar las bases jurídicas para una estrategia nacional de fortalecimiento de las escuelas normales, así como para restablecer las relaciones con los diferentes grupos, actores y sectores de la educación.

			Los cambios de política educativa comenzaron con la modificación del artículo 3º constitucional y la Ley General de Educación, entre mayo y septiembre de 2019; en 2020, en medio de los avatares por la pandemia de la covid-19, se hizo un esfuerzo por restituir las relaciones entre el Estado y el sector magisterial mediante una política curricular que se concretó hasta 2022, cuando se promulgó el “Acuerdo número 16/08/22 por el que se establecen los planes y programas de estudio de las licenciaturas para la formación de maestras y maestros de educación básica” en el Diario Oficial de la Federación (dof, 2022b), el 29 de agosto de ese año, que contemplaba 18 licenciaturas.

			

			Presentamos algunos resultados del análisis curricular de la licenciatura en Educación Primaria en particular, aunque algunos de los aspectos encontrados pueden aparecer en todas las licenciaturas para la formación inicial del magisterio de educación básica. No está por demás decir que la atención a los asuntos curriculares de las normales tiene como antecedente importante la realización de los foros en el marco del Congreso Nacional para el Mejoramiento y Transformación de las Escuelas Normales en 2019, en cuatro etapas; participaron activamente los delegados representantes de las 32 entidades federativas y, al final, no todos los acuerdos fueron incorporados exactamente a los planes de estudio.

			Se analizan algunos componentes curriculares formales de los planes: principios declarativos y posicionamiento educativo curricular para la formación inicial del magisterio de educación básica, emanados de los cambios jurídicos y de la Estrategia Nacional de Mejora de las Escuelas Normales (enmen) (sep, 2019), instrumento de política curricular para la revalorización de la formación y la función social y pedagógica de las maestras y maestros; el perfil de formación docente; la forma innovadora del currículum integrado; el sentido del conocimiento escolar organizado en una estructura que combina contenidos nacionales y saberes locales-regionales; el enfoque del aprendizaje social, y la noción de evaluación formativa.

			El análisis también muestra puntos de contraste en relación con los anteriores planes de estudio de la licenciatura en Educación Primaria, aquellos que se reformaron en 2012 y 2018 durante los gobiernos de Felipe Calderón Hinojosa y de Enrique Peña Nieto, respectivamente. 

			Este somero análisis descriptivo y general permite apreciar la intencionalidad de un cambio de rumbo o de paradigma de la formación inicial en las escuelas normales bajo el régimen de la llamada cuarta transformación, acorde con los principios de la Nueva Escuela Mexicana (nem) que ha ido configurándose desde el inicio del actual sexenio. ¿En qué medida se logra esta nueva orientación y cambios en la formación de las y los docentes? Esto es precisamente parte de la discusión en este apartado.

			

			





Principios, posicionamiento educativo y curricular en la licenciatura en Educación Primaria 2022

			


La intencionalidad político-curricular que orienta las 18 licenciaturas para la formación inicial de educación básica, establecidas en el acuerdo número 16/08/22 (dof, 2022b), se sustenta en los principios y fundamentos del artículo 3º constitucional y de la Ley General de Educación vigentes; en los principios y en el giro onto-epistémico del Marco Curricular de la Educación Básica y de la nem, en lo que se refiere a la función social, política y pedagógica de maestras y maestros, y sobre todo, en la enmen, emanada del Congreso Nacional para el Mejoramiento y Transformación de las Escuelas Normales de 2019, instrumento de política educativa que apuntala el diseño curricular y de los planes de estudio en las normales.

			En 2019 se acordaron las bases de política curricular, los principios, el enfoque y las orientaciones curriculares que después tomarían forma en los planes de estudio de 2022. Existen dos versiones del documento sobre la estrategia nacional de mejora: el primero, titulado Estrategia Nacional de Mejora de las Escuelas Normales (Acciones para su Fortalecimiento), que se editó en el mes de octubre de 2019 y es la versión emanada de las cuatro etapas del congreso nacional en Metepec, Estado de México; San Luis Potosí, en la entidad del mismo nombre; Los Cabos, Baja California Sur, y Puebla, en el estado homónimo.

			Este documento es producto de un proceso de debate deliberativo para el cambio de rumbo curricular de las escuelas normales (Congreso Nacional, 2019: 4).2 El punto de partida fue la crítica al estado de abandono histórico de la educación normal, ya contemplado desde el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024. Dos frases estelares predominan discursivamente en este documento: “transformación educativa” y “fortalecimiento de la educación normal para el desarrollo del país”, de ahí la importancia de enfatizar la figura del maestro y la maestra como agentes de la transformación social, bajo el ideal formativo de un nuevo modelo educativo de normales, para fortalecer el carácter público de la educación y para la formación de la ciudadanía en el presente siglo. Así, se propone que las y los docentes dejen de ser transmisores de información y se formen como profesionales de la educación, con base en un modelo que promueva procesos de actualización acorde a la nem.

			

			La voz del magisterio se expresa en los resolutivos del congreso nacional en cuanto al retorno del pensamiento pedagógico y didáctico, que fundamente el por qué y el para qué del contenido educativo en función de los contextos y las necesidades sociales de las distintas regiones del país y, declarativamente, se antepone una idea de aprendizaje social y de la producción de saberes tendentes a la formación del ser humano en una sociedad situada históricamente (Congreso Nacional, 2019: 10).

			Poco después apareció la versión oficial de la enmen, publicada por la Dirección General de Educación Superior para el Magisterio de la sep, como acuerdo educativo nacional, cuyo objetivo es:

			


desarrollar una política de alcance nacional que fortalezca a las en, a partir de la formación de maestras y maestros con conocimientos, aptitudes y experiencia necesarios para el aprendizaje y el desarrollo integral de los educandos, el mejoramiento de las escuelas normales con infraestructura idónea, el desarrollo de sus programas curriculares, el fortalecimiento de sus procesos de administración y la planeación de sus modelos de ingreso (sep, 2019: 9).

			


En esta nueva versión se retoman los acuerdos tendentes a operativizar la estrategia de mejora de las escuelas normales (sep, 2019: 58-60) y se reconoce la importancia de la “formación inicial y la función de la docencia como profesión de Estado”, con el propósito de:

			

			


resignificar la educación de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes con un enfoque holístico e integral que desarrolle la identidad nacional, democrática, equitativa, inclusiva e intercultural que ponga el énfasis en la perspectiva de género y el respeto a los derechos humanos, las libertades y la cultura de paz para promover valores humanos, el desarrollo socioemocional y mejora continua de los procesos de enseñanza y aprendizaje (sep, 2019: 58).

			


La enmen reconoce la heterogeneidad de las escuelas normales, por lo que establece que la oferta educativa debe responder a las exigencias diferenciadas de formación inicial, preescolar, primaria, secundaria, media superior y superior, articuladas en un proyecto humanista para la transformación de estas escuelas y su vinculación con el entorno social en los planos local, nacional y global (sep, 2019: 60). Esta diferenciación se expresará en los planes de estudio al establecer que 50% de los contenidos de cada plan serán nacionales y el restante 50% será seleccionado en cada estado y por cada normal (dof, 2022b: anexo 5, pp. 22-23). La estrategia político-curricular marca “el camino de la autonomía de la gestión curricular y pedagógica, administrativa y financiera de cada escuela” (sep, 2019: 65). Habrá que investigar cómo ha operado este planteamiento con estudios sobre la gestión curricular y el financiamiento de las normales. 

			Las licenciaturas otorgan importancia al “trabajo colaborativo en el desarrollo de contenidos de manera interdisciplinar” y en relación con los “contextos socioculturales”, desde una pedagogía fundada en un pensamiento crítico, científico y creativo “para innovar la intervención pedagógica” (dof, 2022b: anexo 5, p. 1). 

			





El perfil de egreso de la educación normal

			

			


El perfil de egreso se constituye en un marco de referencia para diseñar el plan y los programas de estudio; consta de un perfil general y de un perfil profesional enfocados en el desarrollo de capacidades y fundados en principios filosóficos, éticos, legales y normativos, que después se expresan en “dominios de saber y desempeños docentes” a lo largo de la formación en ocho semestres de la licenciatura de Educación Primaria (dof, 2022b: anexo 5, pp. 6-7). Se plantea desarrollar “capacidades éticas, valores y actitudes del ‘ser docente’” y saberes pedagógicos para el desempeño profesional del magisterio de educación básica (dof, 2022b: anexo 5, pp. 6, 9-10).

			En la redacción del perfil de egreso se enfatiza la capacidad del docente como sujeto histórico que se posiciona frente a los problemas políticos, sociales, económicos, ecológicos e histórico-culturales de México; en este sentido, el maestro se asumirá como “agente de transformación” a través de su tarea educativa (dof, 2022b: anexo 5, p. 8).

			





Diseño del plan de estudio: forma y contenido del currículum de la formación inicial

			


La forma y el contenido del currículum son construcciones histórico-sociales (Goodson, 1995),3 con sentido y direccionalidad en la organización del conocimiento escolar que ofertan las escuelas normales. Esta propuesta reconoce su distanciamiento con la globalización de corte neoliberal y, al mismo tiempo, advierte la necesidad de situar a la nación de cara al mundo; el término glocal, que aparece en diferentes apartados del plan, alude a esto último. 

			La forma y el contenido derivan directamente de los procesos de diseño y rediseño curricular y de los lineamientos operativos de la enmen, bajo “fundamentos teórico-metodológicos que consideran los procesos y condiciones de integralidad y contextualización del ser humano, incluyendo aspectos interculturales y holísticos como parte de la formación docente” (Congreso Nacional, 2019: 22).

			

			El diseño curricular se concreta en la malla curricular que desagrega cinco trayectos formativos, que son “espacios integrados por distintos cursos que constituyen el currículo interdisciplinario y contextualizado” (dof, 2022b: anexo 5, p. 15). Éstos son: 1) fundamentos de la educación; 2) bases teóricas y metodológicas de la práctica; 3) práctica profesional y saber pedagógico; 4) formación pedagógica, didáctica e interdisciplinar, y 5) lenguas, lenguajes y tecnologías digitales.

			Después se detalla cómo cada trayecto agrupa y relaciona los “contenidos educativos y las experiencias de aprendizaje que hacen posible una intervención educativa situada y contextualizada” (dof, 2022b: anexo 5, pp. 16-20, 22-23). El desarrollo de trayectos formativos se distribuye en ocho semestres, con un total de 4 824 horas para cubrir 301.5 créditos (dof, 2022b: anexo 5, pp. 15, 22-26).

			La comunidad es el núcleo de los procesos educativos en los que se generan los aprendizajes para la vida social. Los trayectos formativos recuperan, de manera efectiva, el papel de la pedagogía desde perspectivas filosóficas, sociológicas y legales, e introducen fundamentos sobre la práctica con teorías del desarrollo del aprendizaje situado. Si bien en ellos tienen un lugar importante las teorías psicológicas del aprendizaje, que fue el énfasis de las anteriores reformas educativas, ahora es claro el posicionamiento de la apertura a lo social y a lo pedagógico para fundamentar y guiar la práctica profesional en los contextos escolares de los futuros egresados; la formación pedagógico-didáctica se percibe interdisciplinar. 




			El currículum integrado e interdisciplinario desde la perspectiva de la innovación social

			


La integración curricular se refiere a un tipo de relación y organización que articula todos y cada uno de los componentes del diseño curricular con una mirada interdisciplinar. Integración e interdisciplina se tejen en el diseño de programas de estudio y en la malla curricular que, paradójicamente, instaura cursos en compartimentos con cargas horarias y crediticias fijas.

			

			Desde décadas atrás se procuran formas no fragmentadas o no desintegradas para organizar las disciplinas escolares y los conocimientos en la construcción, organización y jerarquización de las mallas curriculares. En esa búsqueda se acudió a los debates epistemológicos sobre la multidisciplina, la interdisciplina y la transdisciplina; el debate continúa y algunos diseños curriculares logran construir formas de organizar los contenidos, ya sea por módulos, núcleos integradores o campos formativos, como en las reformas curriculares actuales, aunque con lógicas de integración diferentes. Hace falta un análisis fino acerca de cómo se apropian estas nociones y lógicas de organización del conocimiento escolar en este plan de estudios; por lo pronto, son aspectos que aparecen en los diversos apartados del diseño curricular.

			Cabe recordar que, desde el congreso nacional de 2019, el magisterio en todo el país trató de que cada escuela normal propusiera su propio plan de estudios, lo cual no se logró ya que, jurídicamente, la formación docente es facultad del Estado. Este análisis sugiere que la forma en que se incluye la flexibilidad curricular en los planes de estudio de las normales alude, directa o indirectamente, a aquella demanda. Por este supuesto puede decirse que es una flexibilidad curricular ad hoc para dar salida a la negociación académica con el magisterio de estas escuelas.

			





La flexibilidad curricular y la participación de las y los docentes en el diseño o codiseño

			


La flexibilidad curricular es otro elemento de la forma y el contenido en planes y programas de estudio; si bien se vincula a la idea de integración e interdisciplina, se extiende a la propuesta de la movilidad nacional e internacional de los estudiantes.

			En el plan de estudios de la licenciatura en comento, la flexibilidad curricular va de la mano con la idea de una formación docente integral, centrada en un “sujeto glocal que recupera la especificidad contextual, regional, nacional e internacional” (dof, 2022b: anexo 5, p. 4). Esta idea se concreta en el diseño del plan en cuatro aspectos:




			

			1) 	Flexibilidad en la enseñanza y el aprendizaje.

			2) 	Flexibilidad en el desarrollo curricular, con apoyo de dispositivos digitales y plataformas educativas.

			3) 	Flexibilidad para la movilidad académica.

			4) 	Flexibilidad en las opciones de titulación.

			


Dicha forma operativa de incorporar la flexibilidad curricular fue una de las demandas que acordaron los delegados del congreso nacional de 2019, bajo tres lineamientos operativos:

			


a. Abierto: que integre aprendizajes comunes al territorio nacional y otros complementarios de las comunidades educativas.

			b. Flexible: que se pueda adaptar a la realidad del entorno del centro educativo y de los alumnos a los que va dirigido.

			c. Inclusivo: que contemple una parte de formación para todos los alumnos a nivel nacional, y promueva la atención a la diversidad y las diferencias en la formación profesional docente (sep, 2019: 68).

			


Estos lineamientos aluden a aspectos académicos y de gestión político-académica en los que la realidad, el entorno y la inclusión son nodales para entender la noción flexibilidad, en tanto que los aspectos plasmados en el plan de estudio apuntan a un sentido restringido de la flexibilidad y apegado a aspectos de gestión de menor calado. 

			Como se dijo con anterioridad, en el acuerdo número 16/08/22 (dof, 2022b), la sep presenta formalmente los contenidos nacionales de las licenciaturas de las normales hasta en 50%; el restante 50% corresponderá a la selección que cada escuela establezca en el plano local y estatal por medio de procesos de codiseño. Lo que este análisis curricular no alcanza a observar, dado que sólo revisa los aspectos formales, son las negociones y el proceso deliberativo del codiseño estatal y local. Hace falta también el desarrollo de estudios de caso para comprenderlos, pero sí se percibe un margen de participación en el diseño curricular de las normales, pues las y los docentes de cada escuela son quienes se encargarán del codiseño de los programas de “Flexibilidad curricular” (dof, 2022b: anexo 5, pp. 22-23).

			

			Cabe mencionar que el término flexibilidad proviene del mundo de la sociología en la década de los noventa. Al trasladar el concepto a los contextos culturales, como los educativos, se producen tensiones, ya que originariamente lo flexible estaba vinculado a la productividad de procesos económicos; en cambio, en los procesos educativos, la noción se recontextualiza, según Díaz Villa (2007), y se entiende más como un principio que puede tener múltiples expresiones, según las recontextualizaciones que ocurran. Esta precisión conceptual no aparece en el plan de estudios, más bien se trata de una idea de flexibilidad curricular a modo, para dar cabida a una negociación con el magisterio y hacerlo partícipe del codiseño.

			En cada curso de “Flexibilidad curricular”, según el trayecto formativo y el semestre en el que se ubique, el plan de estudios de esta licenciatura indica los rasgos específicos de la flexibilidad, por esto mismo es un tipo de flexibilidad acotada y a modo. 

			Para entender lo anterior tomamos la cita textual de uno de estos cursos, correspondiente al quinto semestre:

			


Curso flexibilidad curricular

			Este curso pertenece al trayecto formativo Fundamentos de la Educación. El propósito formativo general del curso responde al logro de aprendizajes vinculados a las necesidades formativas de contextos específicos y contenidos regionales por entidad federativa, como expresión de la flexibilidad curricular. Cuenta con 4 horas, 4.5 créditos y se desarrolla durante 18 semanas.

			Orientación didáctica: Las actividades de aprendizaje se basan en el trabajo colaborativo, el aprendizaje basado en problemas, aprendizaje por proyectos e incidentes críticos, entre otros.

			Los contenidos curriculares fundamentales se determinan en función del carácter y enfoque del curso; así mismo, la vinculación con otros cursos, la gradualidad y la secuencialidad, responde a su ubicación en la malla curricular.

			Los criterios y procedimientos de la evaluación formativa son retroalimentaciones oportunas, conducirán a la acreditación global del curso cuya ponderación de las calificaciones de las unidades de aprendizaje que lo conforman, y su valoración no podrá ser mayor del 50%. La evidencia final tendrá asignado el 50% restante a fin de completar el 100% (dof, 2022b: anexo 5, p. 57).

			

			





Enfoque del aprendizaje social y la práctica profesional como proceso estructurado

			


El enfoque de aprendizaje social se vincula con los saberes contextualizados según el entorno de la escuela normal y la comunidad, enlazado con los dominios del saber: “saber ser y estar, saber conocer y saber hacer” (dof, 2022b: anexo 5, p. 9).

			Si bien en lo declarativo la formación docente en esta reforma se orienta nuevamente a la práctica, los argumentos que le dan sentido se alejan de los enfoques gerenciales y técnicos, de la capacitación para la acción o del enfoque de competencias, que se plasmaron en los planes de la educación básica en los dos sexenios anteriores. Ahora se produce un giro hacia un tipo de práctica profesional en sentido integral, complejo y holístico, basado en los mencionados dominios del saber.

			





Evaluación formativa y acreditación

			


Al igual que el enfoque del aprendizaje, el tema de la evaluación expresa una orientación diferente en relación con los dos anteriores planes de estudio de la licenciatura en Educación Primaria, de 2012 y 2018. Ahora, en 2022, se establecen dos funciones de la evaluación: la formativa, que favorece y evidencia el logro de las capacidades y los aprendizajes orientados por el plan de estudios, y la sumativa, que define la acreditación de los aprendizajes (dof, 2022b: anexo 5, p. 28).

			La propuesta de evaluación, declarativamente, permite a docentes y directivos dar seguimiento a los resultados y logros de capacidades y aprendizajes. La calificación se obtiene de las evaluaciones de los cursos por niveles de logro acordes con los desempeños contemplados en los perfiles de egreso y mediante una calificación global, en una escala del 5 al 10, a criterio del docente, conforme los logros de los estudiantes.

			

			





Los planes de 2012 y 2018, aspectos de contraste o comparación con el plan de 2022

			


Todas las licenciaturas de las escuelas normales se propusieron tomar distancia de las directrices educativas y curriculares anteriores, al modificar la forma y el contenido de la estructuración formal de los planes antecedentes que adaptaron las políticas educativas y curriculares globales y pusieron el acento en el enfoque centrado en el aprendizaje, en competencias genéricas y profesionales, y en la orientación de las prácticas docentes para situar a México en las tendencias de la reforma educativa en el mundo, basadas en el avance de las ciencias de la educación.

			Desde 2008, en el marco de la Alianza por la Calidad de la Educación, creada durante el gobierno de Felipe Calderón Hinojosa, se sentaron las bases y los acuerdos para la modificación del plan de estudios de la educación básica. La estrategia de educación de calidad, derivada del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, continuó en el gobierno de Enrique Peña Nieto, si bien adquirió un significado particular desde el inicio de ese sexenio al establecerse un Sistema de Profesionalización Docente y la Ley del Servicio Profesional Docente, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de septiembre de 2013 (dof, 2013), la cual establecía criterios, términos y condiciones de ingreso, promoción, reconocimiento y permanencia en el servicio de directivos, docentes y personal de apoyo técnico-pedagógico. Esto provocó fuertes tensiones con el magisterio, en general, y el disidente, en particular, durante todo el sexenio. 

			El concepto estelar en estas dos reformas de planes de estudios es el de calidad, y si se mira bien el contexto, con su adopción se actuó en sentido inverso al cambio curricular de 2002: es el contexto global el que rige para estar en sintonía con las políticas internacionales. En la reforma de 2022, el punto de partida es el contexto local y regional para mirar lo global, de ahí que se acuñó el término glocal.

			Con base en el análisis de estos planes anteriores, en términos comparativos se habla también de mejora de las normales y del principio de autonomía de las escuelas, pero sin tocar el diseño de los planes de estudios, ya que éstos estuvieron prescritos en su totalidad por la autoridad central, la sep. 

			

			En 2022, la autonomía otorgada a los docentes los situó en un proceso participativo y deliberativo del diseño curricular, mediante el principio de flexibilidad y el codiseño. Sin embargo, en la puesta en marcha, no todas las licenciaturas han podido hacerlos efectivos. 

			En los planes de 2012 y 2018 el enfoque del aprendizaje centrado en el estudiante apuntaba a fortalecer los procesos cognitivos basados en los planteamientos conceptuales constructivistas, que derivaron en lo que podemos denominar un uso político del aprendizaje por parte de las instancias rectoras del sistema educativo nacional. Si bien estos planteamientos fomentaron el trabajo “colaborativo” entre estudiantes, al entrecruzarse con el enfoque de competencias derivaron en una tendencia de formación de individualidades. 

			La cognición hegemonizó los procesos de aprendizaje en los dos planes de estudios anteriores al de 2022. Por eso, los maestros en el congreso nacional de 2019 clamaron por el retorno de la pedagogía y la didáctica, para descentrarse de la exclusiva dimensión psico-cognitiva del aprendizaje. No es que las perspectivas y conceptualizaciones del constructivismo pongan el énfasis en sujetos individualistas y competitivos, sino que fue el uso que le dieron a este fundamento las propuestas curriculares en los dos sexenios anteriores.

			





Fundamentaciones de los planes de 2012, 2018 y 2022

			


La fundamentación de los planes de estudios, tanto de 2012 como de 2018, es similar en cuanto a recuperar las tendencias que para la formación docente circularon en aquel entonces; en ellos se destacaron las perspectivas teórico-metodológicas de las disciplinas que inciden en la educación básica y en el proceso educativo (en singular) para enfatizar la importancia del contexto (en singular). Es ahí donde se aprecia una relación de secuencia entre el establecimiento de políticas educativas y políticas curriculares de manera procesual, contingente y a veces contradictoria entre estos dos planos de políticas, a fin de encauzar la educación en México hacia la tendencia del contexto mundial, cambiante y complejo. 

			

			En 2012, acorde con los objetivos de la Alianza por la Calidad, apareció la idea de la “educación integral de las personas en todo el sistema educativo”, aunque, contradictoriamente, se afirmó que los “contenidos fundamentales de estudio” se organizan por “asignaturas u otras unidades de aprendizaje” (dof, 2012). 

			Cabe mencionar que la dimensión institucional señalaba que la transformación de las escuelas normales implicaba su incorporación en el nivel de educación superior, lo cual hizo que los normalistas incursionasen en áreas que antes no desarrollaban, como la investigación, la difusión de la cultura y la extensión académica, las cuales son sustantivas para las instituciones de educación superior desde que se gestaron en los siglos xix y xx (dof, 2012).

			Por último, bajo estos enfoques de 2012 y 2018, se apuntaló el logro de un perfil de egreso de la educación normalista basado en competencias genéricas y profesionales que pretendía formar al magisterio en el pensamiento crítico y creativo para la solución de problemas, de manera permanente y colaborativa, con sentido ético, y convertir en acciones sus habilidades comunicativas en diversos contextos; se insistía en el uso de las tecnologías de la información y la comunicación. El perfil de egreso del plan de 2022, en cambio, habla de un perfil general y uno profesional.

			Parecieran similares estos planteamientos de criticidad, creatividad y comunicación, pero el énfasis en el perfil de egreso, que define a los docentes como agentes de transformación y vínculo con la comunidad —misma que se pone en el centro—, es lo que distingue a la propuesta formativa de 2022.

			





El enfoque centrado en el aprendizaje y en las competencias de los planes de estudios de 2012 y 2018, y su distancia o diferencias con los de 2022

			


La política del aprendizaje centrado en el alumno y en su instrucción y el discurso de las competencias se mantuvieron en los planes de estudio de 2012 y 2018. El aprendizaje fue concebido como un proceso activo y consciente, cuya finalidad era la construcción de significados y que los contenidos cobraran sentido en las experiencias de la persona que aprende. El aprendizaje centrado en la actividad se planteó como la coordinación de la relación que se da entre intención-acción-reflexión y los estudiantes y docentes.

			

			El contraste con el plan de estudios de la licenciatura en Educación Primaria de 2022 consiste en que, si bien se mantiene en lo metodológico el trabajo colaborativo y el aprendizaje mediante proyectos, éstos cobran significado con base en el posicionamiento glocal; es decir, se toma como núcleo del proyecto escolar y los proyectos de intervención pedagógica el entorno escolar y la comunidad. De esta manera, el enfoque de aprendizaje es social y se construye mediante la articulación entre contenidos nacionales y saberes y experiencias del entorno social de las escuelas y las comunidades.

			El cambio curricular para la formación inicial del magisterio en 2022 toma distancia del enfoque por competencias y lo elimina de los planes y programas de estudio de ésta y de todas las licenciaturas para la formación de docentes de educación básica.

			





La evaluación de aprendizajes y competencias en los planes de estudios de 2012 y 2018 de las licenciaturas en Educación Primaria

			


Sobre este punto, el presente análisis reporta, entre 2012 y 2018, un pasaje forzado entre la evaluación como medición para la acreditación/certificación y aquella para el desarrollo de competencias centradas en evidencias y criterios de desempeño. En el plan de estudios de 2018, a esto se nombra evaluación integral, individualizada y permanente.

			El enfoque del aprendizaje reconoce y especifica la capacidad del sujeto de aprender a partir de sus experiencias y conocimientos previos, además de los que la institución y los medios tecnológicos le aportan. Continúa la idea de la vinculación de los aprendizajes con situaciones de la vida real y aparece la variante del aprendizaje autónomo a lo largo de la vida.

			

			El enfoque por competencias se mantuvo en 2018, aunque tomó un cariz particular al buscar la integralidad y la movilización de conocimientos conceptuales, procedimentales y actitudinales en la situación en la que se desarrolla la práctica docente. Se definió a las competencias como la capacidad de integrar distintos tipos de conocimiento para resolver problemas de distinto orden: personal, profesional y laboral. En términos de evaluación, se mencionó la evaluación formativa mediante la identificación de niveles de logro y dominio. Por eso la insistencia en el establecimiento de parámetros y criterios de desempeño; así, se subordinó la evaluación sumativa a las cohortes o niveles identificables que el estudiante ha de demostrar como producto de desempeño, aunque la evaluación se mantuvo individualizada y permanente, porque no se usaron escalas de puntuación, sino que se realizó en términos de la relación del sujeto con su situación y actividad, concibiéndola como proceso y no sólo sobre la base de resultados. 







			La flexibilidad

			


Otro elemento de continuidad en el plan de estudios de 2018 respecto al de 2012 son los trayectos formativos que definen la estructura curricular y se convierten en ejes vertebradores de la formación profesional del egresado normalista. 

			La idea de la participación consistió en que, a través de colegiados de profesores en las escuelas normales, se entablara una relación con las autoridades educativas locales para proponer contenidos regionales. Asimismo, se introdujeron sistemas de tutorías y asesoría para acompañar y apoyar la toma de decisiones en la resolución de los problemas de los estudiantes. Algo novedoso en la formalización de este plan de estudios de 2018 fue el tema de la movilidad nacional e internacional con el propósito de diversificar las experiencias profesionales y personales. Por último, se mencionó la diversificación de las opciones de titulación basadas en las competencias profesionales de sus egresados.

			El punto de diferencia clave entre los planes antecedentes y el que se establece para la educación primaria en 2022 radica en que la flexibilidad abre la posibilidad de la participación de maestras y maestros de cada normal para elegir, organizar y dar forma a los programas de estudio con los contenidos locales. Hace falta continuar el análisis para conocer cómo cada escuela normal se ha ido apropiando de la noción de flexibilidad curricular para organizar contenidos en sus programas y cómo se relacionan dichos contenidos con los nacionales.

			

			En síntesis, si bien en la terminología de los planes de estudios de 2012, 2018 y 2022 para la formación inicial en las escuelas normales pueden encontrarse términos comunes, el significado de éstos en la trama discursiva es distinto. Hay similitudes entre los dos primeros planes de estudio; en cambio, al compararlos con el correspondiente de la educación primaria de 2022, y en general de los 18 planes de ese año, se encuentran diferencias de sentido y significado, dado que son enfoques distintos. Otra distinción notoria es que en los dos primeros planes la prescripción es fuerte y está centralizada en la sep, mientras que la propuesta de la flexibilidad, del codiseño de 50% de selección de contenidos y codiseño de programas sí abre un margen de autonomía relativa, pero no absoluta.

			En algunos acercamientos a grupos de maestros de normales se han observado distintas formas de apropiación de la lógica y de la conceptualización del plan de 2022, por lo que se requiere la formación del profesorado a fin de comprender las diferencias conceptuales y metodológicas de nociones como autonomía curricular, codiseño y flexibilidad, entre otras. Por esto mismo se insiste en la necesaria formación de los maestros de las normales de manera permanente y continua, pues, como sostiene Ducoing en este mismo capítulo, existe una desarticulación entre la formación inicial y la actualización continua de los docentes. Hacen falta estudios más específicos sobre estos temas. 







			

			Los currículos normalistas frente al modelo curricular de educación básica
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En este apartado pretendemos efectuar una reflexión analítica respecto a los modelos curriculares de la escuela normal y los relativos a la educación básica, en el marco de la Nueva Escuela Mexicana (nem). Para este fin, iniciamos con el reconocimiento de algunos de los elementos que sustentan el proyecto curricular de la citada educación básica y su articulación y coherencia con las propuestas correspondientes a la formación docente en las escuelas normales, a efecto de revisar los puentes que se anuncian entre el primero y las últimas, tal como se subraya en el Plan de Estudio para la Educación Preescolar, Primaria y Secundaria:

			


La formación docente tiene como propósito crear puentes entre el saber que plantean el Plan y los Programas de Estudio [de la educación básica], así como los saberes docentes desarrollados en su formación inicial a lo largo de su desempeño profesional. Es un diálogo que establecen profesoras y profesores con diferentes instancias que aportan conocimientos para la comprensión, seguimiento y construcción de soluciones a los problemas de la escuela, la didáctica, la integración curricular (sep, 2022: 5; el énfasis es añadido).

			


Como se sabe, la integración curricular representa una de las tendencias que han promovido teóricos de la educación, tanto a escala nacional como internacional, para luchar contra la fragmentación, la atomización y la segmentación del conocimiento, propia de los planes de estudios estructurados por asignaturas, que fracturan el saber en partes, en pedazos, en disciplinas, subdisciplinas y temáticas; con ello impiden la mirada global, holística de la realidad social, humana, educativa y natural, y eluden la complejidad de lo real, tal como la vivimos en la cotidianidad de la vida y de la escuela, y que incluso padecemos en algunos casos. 

			

			Es de destacar que, en México, en la década de los sesenta se promovieron e instauraron innovaciones importantes en torno al discurso curricular y, en especial, aquellas referentes a la integración de los contenidos. De alguna forma, despuntaron como transformaciones relevantes en la manera de conceptualizar, organizar y desarrollar el currículum. Resulta imprescindible aludir, aunque brevemente, a por lo menos tres muy meritorias propuestas: la del Colegio de Ciencias y Humanidades (cch) de la Universidad Nacional Autónoma de México (unam, 1971), correspondiente a la educación media superior; la de la Facultad de Medicina de la unam, y la de la Universidad Autónoma Metropolitana unidad Xochimilco (uam-Xochimilco), como modelo generalizado para todas las carreras que ahí se impartían y las que actualmente se ofrecen.

			El cch surgió como una propuesta innovadora e integradora en 1971 para abatir el enciclopedismo y conceptuar al maestro como orientador, guía y acompañante de los alumnos, con base en un plan de estudios organizado por áreas. Hoy por hoy, el modelo curricular mantiene las orientaciones filosófico-educativas de su origen y se encuentra organizado en cuatro áreas: matemáticas, ciencias experimentales, histórico-social y lenguaje y comunicación, que preservan la perspectiva globalizadora de los aprendizajes.

			La Facultad de Medicina de la unam formuló y puso en marcha, en 1973, el denominado Plan de Estudios Experimental de Medicina General Integral, mejor conocido como el Plan A-36, denominado así por la conformación de sólo 36 alumnos en cada grupo y fundado en módulos como elementos integradores de los contenidos. En este modelo se pretendía formar médicos generales con base en un enfoque multidisciplinar, que buscaba conducir el aprendizaje en situaciones reales, evitando la disociación entre teoría y práctica y promoviendo una visión integradora de la medicina y su práctica comunitaria, a diferencia del plan de estudios por asignaturas que siguió funcionando paralelamente a éste (García y Morales, 1993).

			

			La uam-Xochimilco, fundada en 1974, se creó con base en un modelo de enseñanza modular que buscaba vincular la enseñanza y el aprendizaje con las problemáticas de la realidad, a fin de transformarla. Dichos problemas fueron conceptuados como objetos de transformación, los cuales recogen una visión integradora de la realidad social y humana desde diversas disciplinas. El modelo formativo que busca el desarrollo del pensamiento crítico y la comprensión global de la realidad se funda en el sistema modular, en el que cada módulo se encuentra conformado por un objeto de transformación, es decir, por un problema de la realidad. Esta propuesta curricular sigue vigente a la fecha (uam, 1994).

			Contrariamente, la forma de organización curricular segmentada en educación básica o superior parte del supuesto de que el egresado de cualquier nivel es capaz de comprender la sociedad, la naturaleza, el hombre, la educación, sumando los “pedazos”, las fracciones, las cápsulas, expresados en los contenidos de las asignaturas encasilladas que cursó.4 De esta forma, un maestro de educación básica que se forma en un modelo curricular fragmentario habrá de enfrentar, día con día, problemas complejos en el aula, sean relativos a la diversidad de ritmos de aprendizaje, de lengua, de cultura, de etnia; sean referentes a alumnos cada vez más exigentes que reclaman atención individualizada; sean de aquellos que no manifiestan interés por aprender; sean de otros que molestan a sus compañeros; sean de algunos más que se resisten a las autoridades; sean de quienes son hiperactivos o de los que son rechazados por todos, etcétera. Por tanto, deberá supuestamente unir los saberes adquiridos correspondientes a muy diversas asignaturas: pedagogía, didáctica, psicología, filosofía, antropología, sociología, ética, evaluación, tutoría, legislación, organización, gestión, desarrollo emocional ­­—entre otras muchas—, más los conocimientos propios de lengua, matemáticas, historia, ciencias naturales, ciencias sociales, etcétera. 

			

			Es preciso reiterar que ningún problema áulico puede predecirse y menos aún avanzar en su solución, debido a que trabajamos con sujetos capaces de acción y de palabra, las cuales son imposibles de anticipar en cada grupo y en cada uno de los alumnos. De ahí el reconocimiento de la complejidad y multirreferencialidad de lo educativo y su inscripción en lo humano, lo social, lo histórico, lo singular, en la unidad y la diversidad, y en la irreversibilidad (Ardoino, 1993). 

			La docencia no es un asunto técnico ni de técnicas, es una profesión de lo humano, del sujeto con sujetos. Es una actividad que, como cualquier acción del hombre, avanza en medio de la incertidumbre y de la inseguridad de cara a los desafíos que constantemente se nos presentan. Se trata de un terreno humano y no productivo, en donde no basta con “aplicar” u “operar” normas y prescripciones de los programas —enfoques, metodologías, saberes—, sino de pensar, construir, crear y emprender acciones que son irreversibles, fundadas prioritariamente en los saberes didáctico-pedagógicos y éticos que permiten acompañar a los alumnos en su proceso formativo.

			En síntesis, aplaudimos el esfuerzo relativo a la integración curricular emprendido en la educación básica, el cual se precisa concretamente en dos de los elementos que tejen y fundamentan la propuesta:




			I.  Integración curricular: expresada en los campos formativos-ejes articuladores, los cuales establecen los contenidos fundamentales previstos en el artículo 29, fracción ii de la lge, mientras que los propósitos de formación general de la fracción i del mismo artículo se expresan en el “Perfil de egreso” […].

					La integración curricular articula el trabajo interdisciplinario, la problematización de la realidad y la elaboración de proyectos […].

			II. La comunidad como el núcleo integrador de los procesos de enseñanza y aprendizaje, así como la relación de la escuela con la sociedad (sep, 2022: 4).

			


Como se sabe, la integración curricular de educación básica se concreta en cuatro campos formativos, comprendidos como construcciones en las que interactúan y articulan determinados contenidos esenciales, capitales, prioritarios y no secundarios, marginales o insignificantes, que conducen hacia aprendizajes integradores y posibilitadores de un acercamiento a la realidad humana, social y natural con base en una visión holística: lenguajes; saberes y pensamiento científico; ética, naturaleza y sociedad, y de lo humano y lo comunitario.

			

			Al igual que la educación básica se fundamenta en los preceptos filosófico-pedagógicos de la nem, entre los que se subraya la visión integradora de los conocimientos, en la organización curricular de las diferentes licenciaturas de las normales también se asume la perspectiva globalizadora para el aprendizaje de los contenidos: “La formación docente en las Escuelas Normales requiere que se atiendan los principios del Modelo Educativo de la Nueva Escuela Mexicana para resignificar la educación de las niñas, los niños, adolescentes y jóvenes con un enfoque holístico e integral” (dof, 2022b: anexo 1, p. 2).

			Inversamente a la estructuración disciplinar, los enfoques globalizadores van de la mano con la complejidad, como una perspectiva onto-epistemológica de la realidad, a partir de la cual se pretende que el futuro docente sea capaz de comprender e interpretar las situaciones y las relaciones educativas para poder intervenir ahí. Se trata, en efecto, de la intervención docente en una realidad contextualizada que no está dividida en segmentos, sino que se nos presenta como un todo complejo, y no simple ni lineal, como lo subraya en sus grandes aportaciones Edgar Morin. El surgimiento de la complejidad en nuestro mundo actual y en el mundo educativo, en particular, representa la superación de la segregación unidisciplinaria, caracterizada por descomponer los objetos, destruir los conjuntos, disociar los elementos de su entorno. Es por ello que, en el modelo curricular previsto para la formación de profesores, se plantea: “Su diseño está constituido de un perfil de egreso basado en capacidades que integran dominios de saber y desempeños, cursos y contenidos que permiten que todo egresado de una licenciatura pueda ser docente en todos los territorios de México” (dof, 2022b: anexo 1, p. 10).

			Ciertamente, las propuestas curriculares no sólo articulan los distintos tipos de saberes, habilidades, capacidades y actitudes de los futuros maestros, sino también su movilización en el ejercicio de las prácticas docentes contextualizadas. La práctica profesional establecida en los diferentes planes de estudios de la escuela normal deviene en el eje articulador por excelencia que demanda al estudiante no sólo la capacidad para vincular la teoría y la práctica, sino aquella para enfrentar en la práctica profesional los problemas y las especificidades del grupo y de los alumnos que atiende, y también de la institución y de la comunidad a la que pertenece.

			

			Ahora bien, podemos proponer dos reflexiones que se advierten relevantes y que, de cierta forma, se oponen a la perspectiva epistemológica y pedagógica de la globalización e integración de los currículos normalistas, puesto que quebranta y atenta contra el postulado de la complejidad que permite comprender los procesos sociales y educativos a la luz del pensamiento holístico, global, de conjunto.

			De las 18 propuestas curriculares de formación docente, 10 corresponden a la educación secundaria: licenciatura en Enseñanza y Aprendizaje de la Biología, de la Física, de la Química, de la Geografía, de la Historia, del Español, del Inglés, de las Matemáticas, de la Formación Ética y Ciudadanía, de Telesecundaria. Al respecto, las cuestiones que nos planteamos para abrir el debate aluden a la formación normalista unidisciplinar de docentes de historia y de geografía, por una parte, y por otra, de química y física, formaciones que se oponen al manejo de los contenidos que se entreteje tan exitosamente en el currículum y en los libros de texto de la educación básica y que dan cuenta de la complejidad de la realidad física, social y humana.

			En relación con la separación disciplinar en la formación de profesores de geografía y de historia, que se opone al tratamiento de los contenidos que se manejan en la educación secundaria, cabría preguntarse:5




			1) ¿Qué significa formar profesionalmente a los docentes para la enseñanza y el aprendizaje de la geografía, por un lado, y de la historia, por otro? 

			

			2) ¿La comprensión de la configuración actual del mundo, identificando sus herencias, no requerirá esencialmente de la visión integrada de estas dos materias como una pareja interdisciplinar?

			3) ¿Es posible enseñar geografía eludiendo el proceso histórico que condujo a la conformación del mundo europeo, asiático, africano, americano, y de Oceanía y la Antártida, así como las demarcaciones administrativas al interior de un país?

			4) ¿Cómo comprender los sismos y las placas tectónicas en la actualidad sin reconocer el proceso que marcó rupturas, espacios y épocas?

			5) ¿La geografía sólo estudia la dimensión física o también se ocupa de la geografía humana, es decir, la distribución del ser humano en la Tierra, así como de sus interacciones con el entorno social, político y económico, demandando por ello los saberes históricos?

			


A nuestro parecer, la visión holística de ambas disciplinas significaría integrar tres dimensiones básicas: las sociedades, la temporalidad y el espacio, las cuales están presentes en el currículum de educación básica, para lo cual habría que incorporar la formación de docentes de historia y geografía en un solo modelo curricular que permita lograr que los alumnos aprendan la realidad del mundo natural, social y humano.

			Análogamente, cuestionamos la formación de docentes en torno a la enseñanza de las ciencias físicas, biológicas y químicas, que también está planteada separadamente, cuando en realidad lo que se busca con estas disciplinas es promover una cultura científica que fomente en los alumnos la capacidad de observación, creatividad, investigación y espíritu crítico, así como de interés por los avances que en materia científica se están registrando en muy diversos ámbitos, los cuales demandan acercamientos multidisciplinares: el genoma humano, el agua en Marte, la nanotecnología, la energía renovable, nuevas especies marinas, biología sintética, la huella de carbono en la Tierra, medicamentos, vacunas, el cambio climático, entre otros muchos.

			La Organización de las Naciones Unidas (onu) ha promovido reiteradamente, hasta la fecha, el acercamiento de la sociedad y de los alumnos en particular hacia los avances científicos que conducen a buscar soluciones para la problemática socioeconómica y medioambiental a fin de lograr un desarrollo sostenible. Esta agencia internacional concibe la ciencia como una unidad, como una ciencia de lo complejo, a decir de Morin, que puede dar cuenta de la complejidad de la realidad, contribuir a la construcción de la paz y coadyuvar a alcanzar el desarrollo sostenible. La perspectiva de la onu respecto a la ciencia queda expresada en el siguiente discurso): 

			

			


La ciencia es la herramienta que el ser humano ha creado tanto para comprender el mundo que le rodea como para aplicar esos conocimientos en su beneficio […]. Acercar la ciencia a la sociedad es fundamental para que los individuos tengan los conocimientos necesarios y, de esta forma, puedan elegir sus opciones profesionales, personales y políticas. Además, sirve para atraer a los ciudadanos hacia el apasionante mundo de la investigación.

			[Se pretende] movilizar a todos los actores en torno al tema de la ciencia para la paz y el desarrollo, desde los funcionarios gubernamentales hasta los medios de comunicación y los alumnos de las escuelas (onu, 2023: s. p.).

			


El manejo del currículum integrador de la educación básica requiere que la formación de docentes, lejos de continuar encasillada en monodisciplinas, tendría que transformarse en modelos curriculares interdisciplinares. Hoy por hoy, no podríamos entender un profesor de química que no maneje elementos básicos de biología, física y matemáticas, porque todos habremos de aceptar que las fronteras disciplinares han cruzado, desde hace décadas, los límites que tradicionalmente existían. De ahí que los objetos de conocimiento tendentes a resolver los problemas de la realidad contemporánea demandan las aportaciones intervinculantes de diversas ciencias y el permanente diálogo interdisciplinar. 

			Finalmente, es necesario pensar en una trans-formación de la formación si pretendemos que los maestros logren que los niños y jóvenes aprendan el mundo en su complejidad e interdependencias.
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Preámbulo

			


La formación inicial de docentes en interculturalidad nace a finales de la década de los noventa con algunas experiencias alternativas en las entidades, a partir de la reorganización o incorporación de cambios curriculares locales para contextualizar dicha formación inicial y retomar el acervo acumulado de las licenciaturas en educación preescolar y primaria para el medio indígena de la Universidad Pedagógica Nacional (upn). 

			Durante el sexenio 2000-2006 y los subsecuentes se diseñaron e implementaron las licenciaturas en Educación Preescolar y Primaria Intercultural Bilingüe, las cuales institucionalizaron este tipo de formación académica, al tiempo que generaron saberes, experiencias e identidades profesionales específicas en las normales. Lo anterior logró la conformación de redes académicas de intercambio durante poco más de dos décadas y, ante las condiciones de posibilidad del cambio curricular, el Colectivo Nacional de Normales Interculturales Bilingues (cnnib) ha aportado, sin duda, cambios estructurales en dicha reforma.

			Su planta académica especializada en las lenguas y culturas indígenas nacionales ha tenido un doble papel en la reforma de 2022, pues ha colaborado en los cimientos del trabajo de codiseño en el colectivo nacional y, por tanto, ha liderado las labores con el resto del personal docente para todas las licenciaturas. Este doble papel es un primer elemento a destacar, porque es poco usual que las docencias indígenas lideren los procesos de cambio curricular, cuestión que no sucedía en reformas anteriores. Esto ha supuesto tensiones significativas en cuanto prácticas de autonomía curricular en el marco del codiseño nacional.

			

			





El codiseño como política curricular

			


El codiseño parte de la contextualización pertinente a los escenarios de diversidad cultural, asumiendo el reto de construir planes y programas de estudio desde lo local, invirtiendo las bases de la tradición prescriptiva que privó en reformas curriculares anteriores. Los procesos de codiseño que se consideraron en el proceso de reforma de 2022 contemplaron la determinación de ciertos porcentajes para elaborar los contenidos: 50% del mapa curricular es nacional y el otro 50% se divide, a su vez, en 25% de cursos y el restante 25% para definición específica de cada normal.

			Para el caso de las normales interculturales, la autonomía curricular se organizó de manera distinta y con mayor profundidad que en el resto de licenciaturas. El colectivo diseñó 80% del mapa curricular que, en sí mismo, ya es un proceso de diseño contextualizado, y 20% para definición de cada normal. De ahí que los mismos equipos de trabajo local podían tener también participación nacional.

			La noción de codiseño6 surge en el seno del trabajo del cnnib, cuando propuso a la Dirección General de Educación Superior para el Magisterio (dgesum) una visión propia de la formación inicial de docentes. Ésta supone varios principios:




			

			1)	El codiseño parte de la noción de currículum, siguiendo a De Alba (1991), como proyecto político educativo en donde existen diversos sujetos de la decisión, es decir, que contienden por que se incluyan o excluyan distintos elementos de la síntesis que supone dicha propuesta de formación.

			2)	Las docencias de las normales se asumen como sujetos de esa decisión en oposición a la lógica de desarrollo que, al menos desde 1997 hasta 2018, implicó diseñar los planes y programas de manera centralizada por los equipos técnicos de la secretaría, con participaciones discrecionales de profesores de las normales. Tales planes y programas se socializaban y analizaban con equipos de trabajo, quienes tenían como encargo pasar la información a los claustros de docentes. En suma, una visión vertical y altamente prescriptiva.

			3)	El codiseño supone entonces una lógica curricular en donde el centro representa la tensión nacional-local (Gallardo, 2014). Lo anterior alude a que lo nacional es un particular que se asumió como universal; por ejemplo, se volvió una tradición que los contenidos referidos al desarrollo de las infancias estuvieran sólo basados en la psicología de corte constructivista, sin retomar otros aportes como los estudios antropológicos sobre pautas de crianza, ni que decir tiene de los conocimientos sobre la crianza de las culturas indígenas, que son los espacios en donde laborarán los estudiantes de estas licenciaturas. Las asignaturas dedicadas a estas temáticas no admitían la posibilidad de incorporar otros saberes, activando el efecto universal de entender el objeto de estudio desde una mirada disciplinar que, a veces, poco tenía que ver con el contexto. Otro ejemplo al respecto: en un campo agrícola en San Quintín (Baja California) los practicantes normalistas debían diseñar actividades multigrado con estudiantes desde 5 hasta 13 años en el mismo salón, con cinco lenguas distintas presentes y niñas cuyo bilingüismo en español era más avanzado que el de sus compañeros de 12 años. La visión del aprendizaje como un proceso progresivo, lineal, apegado a las edades de los estudiantes, hacía agua en situaciones que son recurrentes para los futuros docentes de educación intercultural. 

			

			4)	Admitir que los contenidos son una decisión académico-política para incluir cuestiones que antes sólo se admitían en el espacio de lo didáctico y no de lo curricular, o estrategias, como la llamada “adaptación de contenidos”, mostraron contundentemente la necesidad de diseñar desde el contexto y para el contexto. Esta negociación no fue fácil, pero al final las normales interculturales marcaron el paso de la reforma nacional.

			5)	El codiseño asume que las decisiones sobre lo que se incluye son procesos que tienden a la democratización vía la deliberación curricular, en el sentido de Schwab (1974). Tal deliberación implica explicitar, desde el inicio, la estructura de participación en el cambio curricular para avanzar a partir de una perspectiva práctico-deliberativa, que al inicio se llamó equipos académicos y después el colectivo las denominó “comunidades de gestión académica”.

			


Bajo estos principios comenzaron las negociaciones con la dgesum, quien mantuvo ciertos elementos del diseño curricular en la tradición de 2012 y 2018, a los cuales volveremos al final de este recuento.

			El codiseño quedó como una directriz del proceso de diseño curricular nacional, de ahí que todas las normales del país tuvieran comunidades de gestión académica al menos en tres pistas distintas: el codiseño nacional, que se hizo de manera colectiva; el codiseño estatal, que quedó al final del proceso, sólo para las licenciaturas generales, y el codiseño institucional. Sobre este último, se realiza el análisis de caso de lo que hasta ahora se ha abordado como política curricular en su sentido más amplio.

			





El codiseño como operación del currículum

			


Para observar esta política curricular nacional, se tomó como punto de referencia el trabajo realizado por la Normal del Valle de Mezquital, ubicada en el estado de Hidalgo, en la región hñähñu. Esta escuela organizó un diplomado de diseño curricular para avanzar en la elaboración de los programas de estudios locales. El diplomado se organizó en cinco fases:

			

			


1)	Análisis y lectura de la realidad estructural-coyuntural, en el sentido de Zemelman (2006), de la región, del estado y de la normal, en términos de la situación educativa, social, cultural y económica.

			2)	Identificación y definición de líneas de formación que permitieran la articulación de los espacios curriculares por diseñar, basadas en el acuerdo de las finalidades de la formación local. El punto nodal fue la diversidad como condición de la realidad y la interculturalidad como forma de abordaje curricular, pedagógico y didáctico.

			3)	Análisis de los tejidos y mapas curriculares de las licenciaturas para identificar el sentido, secuencia y organización de los porcentajes nacionales, estatales y locales, para relacionarlos con las líneas de formación y, a partir de ahí, derivar en los cursos y unidades de estudio a diseñar.

			4)	Delimitación de los objetos de estudio de los cursos y unidades de estudio mediante su descripción y alcances, así como su relación con otros cursos.

			5)	Definición de una estructura abierta para el diseño de los programas de estudios que abundara en el objeto de los aprendizajes del curso, así como en la lógica desde donde se construyó, lo que cualquier docente necesitaría saber para operarlo mediante la redacción de orientaciones didácticas y para la evaluación.

			


Este proceso ha sido arduo y a mediano plazo, a pesar de los intentos de la dgesum por apresurar las entregas. Tres pasajes que ilustran los procesos de deliberación como formas específicas de prácticas de autonomía curricular son:

			


1)	Las licenciaturas de preescolar y primaria intercultural son las más fortalecidas en el tema debido a los procesos de codiseño nacional. El equipo que debía diseñar las 10 unidades de estudio local tenía la idea de continuar con contenidos referidos a los temas de diversidad e inclusión. Sin embargo, la reflexión derivó en que el elefante en la sala era el aprendizaje o desarrollo de la lengua hñähñu, así como los contenidos de enseñanza de esa lengua como L1 y L27 debido a los contextos de migración. Al respecto se había previsto que esta necesidad se solventara en talleres extracurriculares; sin embargo y a pesar del adelanto que ya se tenía de otros programas, el equipo asumió la tarea de reivindicar en un espacio formal del currículum la lengua y la cultura hñähñu, asumiendo, también, que varios académicos deberían aprender el idioma. Lo anterior podría sonar paradójico, pero hay un número importante de docentes en estas licenciaturas que no hablan la lengua indígena oficial de la región. Así, podemos ver que las prácticas de autonomía son complejas y contradictorias y dotan de sentido a la construcción del currículum.

			2)	También en el registro del ámbito étnico-lingüístico está la relación con el grupo de docentes que imparten inglés, puesto que la asimetría entre estas lenguas se desplaza a disputas jerárquicas por cuáles son los contenidos pertinentes y las formas significativas de enseñar esta lengua. Por un lado, está aspirar al inglés de Cambridge y, por otro, al inglés de la migración de las personas de esa región a Estados Unidos, bajo una mirada intercultural y no colonial. Este tipo de tensiones se manifestó incluso en el estatus laboral del equipo docente de inglés y de hñähñu, aludiendo a quién tenía mayor rango de plaza como forma clasista de organización de la estructura de participación en el codiseño.

			3)	La formación normalista tiene la tradición de ubicar la teoría y la práctica como dos opuestos; ello se manifiesta en los planes anteriores y actuales (en su porcentaje nacional), al incluir cuestiones teóricas al inicio y dejar las prácticas a partir de quinto semestre y fortalecerlas al final de las carreras. Lo anterior implicó una fuerte presión con la lógica de codiseño local, al fomentar el diseño y la operación de proyectos de educación popular en forma de cursos desde el segundo semestre. Las discusiones al respecto son harto interesantes, pues llegan hasta la misma conformación del objeto educativo, su naturaleza práctica y las trampas de que lo teórico es sólo un ejercicio de abstracción y no una práctica de comprensión e intelección.

			

			4)	Las tensiones con la dgesum en torno a la estructura del programa de estudios para los cursos nacionales y los estatales han sido un episodio muy ilustrativo de los retos de una visión distinta del desarrollo curricular. Si bien los principios de la reforma aluden al codiseño como punto nodal, la centralización y alta prescripción como inercia son muy poderosas, pues se ha pedido a los equipos estatales y nacionales que detallen en los programas las actividades de aprendizaje (secuencias didácticas), los instrumentos de evaluación, así como la antología de materiales a trabajar. Como puede inferirse, todo el reconocimiento de la autonomía curricular inicial se ha ido estrechando, por lo que se ha regresado a prácticas verticales como en reformas pasadas.

			


Estos pasajes muestran la complejidad de un proceso en el cual las y los docentes de la normal afirman haber aprendido lo suficiente para transferirlo a sus tareas de codiseño nacional y estatal, al tiempo que la normal es reconocida por su liderazgo en el tema. El trabajo de la Escuela Normal del Valle del Mezquital es una muestra de las múltiples presiones, resistencias y avances de una política curricular que tiende a la justicia cognitiva y al reconocimiento de la diversidad como punto de partida de la acción educativa.

			

			





Conclusión: hacia una reconceptualización de la formación de docentes de educación básica

			


Patricia Ducoing Watty

			Bertha Orozco Fuentes

			





De entrada, podemos reiterar que el vocablo formación es comúnmente utilizado en muy diversos ámbitos de la vida social, política, administrativa y de la academia, en ocasiones, de manera negligente. Tendríamos qué preguntarnos qué se entiende por formación y, en específico, en lo que se refiere a la formación del hombre, porque siguiendo la conceptualización arendtiana de la acción, la formación se inscribe en la acción del hombre y no en el hacer humano, propio de la producción, sin poder remplazar la primera por el segundo. Como subraya Hannah Arendt (1998), la acción se encuentra estrechamente enlazada con el discurso, con la palabra, porque acción y palabra develan la aparición del hombre, del sujeto: los hombres somos sujetos a través de la palabra y la acción: “Sin el acompañamiento del discurso, la acción no sólo perdería su carácter revelador, sino también su sujeto” (Arendt, 1998: 202). A su vez, la acción se vincula con la existencia, y ésta con la formación, en cuanto que el discurso y el actuar son cualidades específicas de los humanos, igual que la formación compete de manera exclusiva al hombre.

			Si reconocemos que la formación es una prerrogativa de los humanos, al igual que la acción y la palabra, y que, además, no se agota, sino que se mantiene siempre en la incompletud, en el inacabamiento, entonces la formación como posibilidad del hombre concierne a la vida entera del sujeto y no finaliza sino hasta su muerte, ya sea en un marco institucional formalizado o en uno informal. En otras palabras, no podemos hablar de clausura o de cierre de un proceso formativo, cualquiera que éste sea, debido a que la formación es la condición de posibilidad de lo posible: de formar-se como una acción de sí y para sí que corre a lo largo de la vida, si consideramos que el sujeto no deja de autoconstruir-se, de crear-se, de ex-istir con la existencia del otro, de los otros. En el ámbito de la formación, análogamente al de la acción y la palabra, lo inesperado, lo imprevisto tiene un lugar (Ducoing, 2003).

			

			El reconocimiento de la noción de formación a lo largo de la vida traza una perspectiva clara respecto de la formación de docentes, que ha marcado una ruptura con la clásica y fragmentaria visión que ha tendido a signar la política educativa en México —igual que en otros países— en relación con esta temática, al fraccionar el proceso formativo en formación inicial y continua y, en consecuencia, en la definición de políticas desarticuladas, desconectadas y encasilladas, dirigidas hacia una y otra. En efecto, desde esta perspectiva, enfrentar el problema de la formación de docentes tiene implicaciones relevantes en materia de las políticas educativas, a fin de transformar la lógica actual del sistema de formación: implica adoptar una posición política integradora, como principio esencial, por parte del Estado y de los diferentes actores, para así conceptualizarla y organizarla como un proceso que se despliega durante toda la vida laboral de los maestros. En suma, la formación docente no puede pensarse y ponerse en marcha sin una visión de conjunto que articule la inicial —y aquí incluimos no sólo la licenciatura, sino la maestría y el doctorado como dispositivos institucionales— con la permanente, siendo esta última mucho más importante que la primera, porque, como sabemos, la docencia se despliega en la soledad: el aislamiento de los docentes es uno de los rasgos que caracteriza a nuestro sistema educativo. Y, por otro lado, la docencia es una profesión en constante evolución, como muchas otras.

			Se trataría de pensar en una refundación de la formación docente si acordamos que, como reiteradamente se ha formulado por parte de las agencias internacionales e incluso nacionales, el rol que desempeñan los maestros es crucial para hacer la educación básica más justa, inclusiva y equitativa de cara a las diversas situaciones que el profesorado debe enfrentar, tales como las condiciones coyunturales y estructurales de las instituciones, las necesidades de atención de un alumnado cada vez más heterogéneo y la irrupción de demandas sociales, también cada vez más acuciosas y emergentes.

			

			Si bien aplaudimos la ubicación de la formación normalista en el ámbito de la educación superior, ningún egresado de la escuela normal, de la universidad (incluso con doctorado o posdoctorado) o del nivel técnico está en condiciones de sobrevivir profesionalmente con base en la llamada formación inicial, y menos aún un maestro, cuya carrera docente implica un desarrollo personal y profesional permanente.

			En síntesis, la integración de la formación inicial y continua representa un gran desafío al que debe enfrentarse el Estado, como un momento de inflexión, para dirigir una política de formación permanente, coherente y articulada, si es que aspiramos a promover en los docentes una carrera real, flexible y abierta, para lo cual se requiere una reorientación conceptual y de gestión del sistema de formación de maestros: reorganización de las estructuras institucionales vigentes y novedosos lineamientos normativos, acompañados de un sistema de financiamiento. Habrá que repensar el papel y las responsabilidades del gobierno y de los otros actores que participan para avanzar en la construcción de un sistema de formación considerado como un continuum, que inicia a partir del ingreso en la escuela normal y, aunque formalmente se cierra con el retiro, perdura durante toda la vida como una opción de los seres humanos.

			En estos seis años de cambios educativos, con giros distintos para tomar distancia de las políticas educativas y curriculares anteriores y hasta 2018, son innegables los logros y cambios de sentido de lo educativo, lo pedagógico, la educación, el currículum y lo didáctico, transformaciones que van más allá del término reforma acuñado por las políticas globales bajo la direccionalidad del neoliberalismo. Honestamente, también hay que reconocer las tareas inconclusas, fragmentadas, tensiones, contradicciones y ausencias, como hemos tratado de documentar en esta obra; ahí están otras tantas tareas por resolver. Seis años son insuficientes para transformar un sistema complejo, rígido, vertical, atravesado por el habitus del currículum prescriptivo vertical y de los fines e intereses político-educativos anteriores. 

			

			Un cambio o “reforma” que intenta un giro onto-epistémico real requiere más camino por andar, más autocrítica, sin bajar la guardia y el compromiso responsable con la educación de las presentes y futuras generaciones y, así, sostener el paso con firmeza, bajo la convicción del compromiso y el anhelo de una vida digna, democrática, incluyente y políticamente comprometida. 

			Ante esta idea esperanzadora, la formación docente y su currículum, en términos de continuum, desde la perspectiva de la formación humana y en relación con los principios de la Nueva Escuela Mexicana, también tienen muchas problemáticas por resolver en el camino que “se hace al andar”. Se han dado pasos contundentes sin duda alguna, aun cuando las tensiones, fragmentaciones, brechas y tareas inconclusas todavía atraviesan el camino y sus veredas; valoremos los “pasitos” o “grandes pasos” logrados, según se quiera ver.

			Cerremos este brevísimo apartado de conclusiones, además de lo ya acotado arriba, con lo concerniente al significado social del ser y hacer de maestras, maestros y profesores formadores de formadores, cuando se les reconoce como sujetos de decisión, como agentes humanos y políticos para la transformación, cuando no se les regatea ni un ápice su responsabilidad consciente y su compromiso con la educación del país para un futuro democrático y esperanzador. En términos de la formación como acción humana es un logro, que ahora podemos concluir con un par de aristas. La primera se refiere a la participación de estos sujetos enseñantes desde el parlamento abierto, en los foros de consulta o en el Congreso Nacional para el Mejoramiento y Transformación de las Escuelas Normales, pues si no se logró del todo la autonomía curricular, sí se abrieron espacios de participación importantes, al asumir la idea del codiseño como una política de participación del magisterio tanto para el currículum de la formación básica como de la formación inicial —en el sentido aquí conceptuado como continuum—. El codiseño, si bien orienta el logro de una autonomía didáctica de los colegiados o colectivos docentes en sus escuelas, tal como se aborda en el último apartado de Ana Laura Gallardo, se torna como una condición de posibilidad del diseño curricular y de planes y programas de estudio; sólo recordemos ese 80% de codiseño en el caso de las licenciaturas de educación intercultural y bilingüe y el restante 20% de cada norma intercultural. Otra arista de logros es 50% del codiseño en las licenciaturas de las normales para la formación inicial del magisterio en educación básica. Un logro más, importantísimo, consistió en la influencia y el empuje que desde el ámbito de la interculturalidad recibió la idea de codiseño como un componente fundamental del cambio curricular a escala nacional, esto es inédito.

			

			¿Dónde quedó entonces la frontera del currículum prescriptivo vertical de antaño, normalizador y homogeneizador de la formación de sujetos educativos? No desaparece la prescripción porque los planes de estudio siguen siendo jurídica y normativamente prerrogativa del Estado. Pero ya no todo es del Estado, se movieron —en algo— las fronteras del currículum prescriptivo vertical, se replegaron —en algo— las directrices centralistas y verticalistas en el currículum para la formación de maestros de educación básica. No es una autonomía total ciertamente, y esa apertura ha sido riesgosa, con tropiezos, con avatares en el camino; la prescripción persiste, pero es innegable que adopta un carácter distinto, sobre lo que hay que profundizar en nuestras investigaciones. Es una prescripción a la que no le damos nombre todavía, pero sí abre márgenes de autonomía relativa para la participación de las y los docentes de educación básica, a través del codiseño como política. Y el camino sigue.

			

			





Agenda pendiente. Sobre la refundación de la formación y la reunificación de las instancias a cargo de la formación de docentes de educación básica
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La noción de agenda pública renvía a diferentes problemas —en este caso la formación de docentes y de los docentes— que conducen al tratamiento de este objeto por parte de las autoridades del sector público y, en consecuencia, a la toma de decisiones en materia de política educativa. Aludimos a las prioridades, las preocupaciones, las líneas de acción del gobierno a ser atendidas con base en un proceso específico que conduzca, en el mediano y largo plazo, a la definición de resoluciones por parte de los actores involucrados, cuyas implicaciones son de orden político-académico, organizacional, administrativo, de gestión y financiero. 

			Aquí interpelamos a los maestros de educación básica, a los profesores normalistas —a todos los actores de la educación—, a los sindicatos y a las autoridades a fin de abrir el debate, la investigación, el análisis, la elucidación de la situación problemática en torno a la formación, para comprender este proceso en toda su especificidad, con el propósito de precisar líneas de política que definan y estructuren los campos de decisión y de acción. Es de destacar la emergencia, la configuración y la institucionalización del problema de la formación y de los docentes para que adquiera su verdadero estatus como “problema público” legitimado, susceptible de alcanzar un lugar en la selección y jerarquización del conjunto de dificultades que enfrentan todas las administraciones gubernamentales en el marco del sistema educativo del país. 

			Si aceptamos:




			

			•	que es urgente conceptualizar la formación docente y el desarrollo profesional como un proceso continuo que se inicia en la escuela normal y recorre toda la vida laboral de los maestros; 

			•	que los maestros normalistas son académicos, al igual que los universitarios, al haberse atribuido a las escuelas normales las mismas funciones que cualquier institución de educación superior;

			•	que es un derecho, establecido por el Estado, el acceso a la formación permanente y al desarrollo profesional a lo largo de la vida laboral, tanto de los profesores normalistas como de los docentes de educación básica y los media superior en servicio;

			•	que es una obligación del Estado crear las condiciones favorables para que el profesorado de normales —al igual que el de educación básica y como una prerrogativa de cualquier ser humano— construya su opción formativa a lo largo de su desempeño docente; 

			•	que la formación de docentes de educación básica se encuentra fragmentariamente organizada y controlada por diversas instancias gubernamentales: la Dirección General de Educación Superior para el Magisterio (dgesum), dependiente de la Subsecretaría de Educación Superior; la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación (Mejoredu) y la Dirección General de Formación Continua a Docentes y Directivos (dgfcdd), dependiente de la Unidad de Promoción de Equidad y Excelencia Educativa.

			


Podemos acordar:




			•	que el ámbito de la formación de docentes convoca una reconceptualización del proceso formativo como un continnum, susceptible de una ruptura con las tradiciones y prácticas gubernamentales que han prevalecido como modelos de formación inicial y continua, a cargo de diferentes dependencias que obstaculizan una direccionalidad sostenida y renovada de este proceso y del desarrollo personal y profesional de los maestros;

			•	que se requiere la integración de las dependencias de la sep encargadas del proceso de formación, a fin de lograr que ésta se concrete con base en prácticas institucionales permanentes a cargo de una sola entidad responsable —que podría ser la dgesum— y en acciones de acompañamiento formativo a lo largo de la vida de la planta docente normalista y de educación básica;

			

			•	que al margen de las normatividades y programas gubernamentales de formación, los normalistas y los docentes de educación básica merecen el reconocimiento como autores y actores de su proceso formativo, es decir, como decisores de su propio camino personal, formativo y laboral;

			•	que la enseñanza en educación preescolar y primaria es de carácter polivalente, porque los maestros deben dominar varias disciplinas y desarrollar múltiples capacidades para desplegar su práctica docente en contextos particulares, lo que hace de la docencia una tarea compleja que exige una formación permanente, integradora e interdisciplinaria;

			•	que la formación de profesores de secundaria no puede seguir sosteniéndose en asignaturas, sino que debe fundarse en la perspectiva interdisciplinar, propia del marco curricular y de los programas correspondientes;

			•	que el trabajo docente se despliega usualmente de manera solitaria, por lo que el acompañamiento continuo y el trabajo colectivo se revelan como dispositivos de formación de los consejos técnicos, los cuales exigen contar con mucho más tiempo del actualmente asignado, o bien habría que abrir otros espacios formativos en cada una de las instituciones;

			•	que dada la complejidad de la docencia en cualquier nivel del sistema escolar, sería plausible que tanto el profesorado normalista como el de educación básica contaran con un año sabático destinado a su formación permanente, como una prerrogativa relevante para avanzar en su desarrollo personal y profesional, así como en la configuración de su identidad y de la específica identidad institucional.

			





Autonomía curricular relativa y acotada

			

			


El tema de la autonomía de las escuelas ya aparecía desde la reforma curricular en El modelo educativo 2016 (sep, 2016: 24-27), vinculada a la gestión de las escuelas bajo el “liderazgo” del director para mejorar la toma de decisiones y contrarrestar la visión estandarizada de la gestión en sentido administrativo. Se acuñó la premisa de “la escuela al centro” a fin de renovar la cultura y la organización de las escuelas. 

			La diferencia con la reforma educativa y la política curricular a partir de 2019 se advierte en lo jurídico, al reconocerse la autonomía del magisterio. Y, desde 2022, con el establecimiento de las licenciaturas para la formación inicial, se abre la participación de los maestros y las maestras y de comunidades escolares organizadas colegiadamente en el ejercicio de la autonomía, cuando se vincula al proceso del diseño de sus programas de estudio y la selección de sus contenidos en 50%, como ya se señaló. 

			Sin duda, la reforma de los planes de estudio es un avance, aunque todavía no podemos concebir una autonomía completa sino acotada, porque no se alcanzó lo que pedía la voz magisterial en el parlamento abierto en la Cámara de Diputados en 2019: crear sus propios planes de estudios, ya que es al Estado al que le corresponde su establecimiento.

			En términos de agenda pendiente en cuanto al tema complejo de la autonomía, este estudio general y descriptivo deja algunas interrogantes: ¿cómo se desarrollan actualmente las prácticas colegidas de la autonomía curricular, no tanto en el diseño de los programas de estudio, sino en el proceso de la gestión curricular de esos programas, lo que tiene que ver con una práctica de autonomía del magisterio que desde su escuela entra en contacto con las comunidades sociales de sus entornos cercanos? ¿Cuáles principios ético-pedagógicos movilizan las prácticas de autonomía y cómo se construyen las relaciones intersubjetivas y de poder entre maestras, maestros, personal directivo y de supervisión para un ejercicio de la autonomía curricular en su complejidad? La agenda que aquí se recomienda es tomar como un eje de investigación curricular el tema complejo de la autonomía curricular en sus múltiples dimensiones y referentes.

			

			





Los avatares del currículum integrado en la formación inicial del magisterio de educación básica

			


Otro aspecto en el ámbito de la gestión es lograr que se cumpla el principio y la forma del currículum integrado. Hay avances innegables como el ser un currículum abierto, flexible e integral; no obstante, la integración exige un proceso de gestión curricular que cuide, coordine y supervise las estrategias de organización de los espacios colegiados, de la gestación y de la gestión del aprendizaje por proyectos interdisciplinarios, tanto en los programas analíticos como en los proyectos de vinculación comunitaria. Estos aspectos no son suficientes en lo declarativo, habrá que profundizar, vía las investigaciones en las escuelas, para conocer cómo se trabajan dichos proyectos. ¿Cómo se han formado las y los maestros en el trabajo por proyectos? ¿En este momento podrían defender los maestros un proyecto escolar construido autónoma y colegiadamente? Sobre estos temas habrá que seguir investigando también para profundizar y socializar los hallazgos por medio de debates y difusión de los resultados de investigación.

			El tema del currículum integrado tiene que ver con otros temas complejos y desafiantes, como el de la multi e interdisciplina, o la transversalización del currículum. El caso más crítico se presenta en el nivel secundaria. Los maestros de secundaria en sus prácticas de enseñanza están apegados a las disciplinas por dos motivos prácticos. El primero consiste en que lo que saben y entienden como contenido de la enseñanza y de los procesos de aprendizaje son las disciplinas; han sido docentes experimentados en la enseñanza de su asignatura disciplinaria por muchos años. El segundo motivo es de orden laboral; los maestros son contratados como profesores por asignatura con determinada carga horaria, por lo que el currículum integrado precisa del trabajo colegiado multi e interdisciplinario. Para ello, la reforma curricular requiere enfrentar y resolver la dimensión laboral que media lo curricular y el trabajo de un plan de estudios integrado.

			Se enfrenta la exigencia de des-disciplinar su forma de enfrentar la lectura del programa y sus contenidos, de articular conocimientos de múltiples disciplinas e incorporar experiencias y saberes comunitarios. Esto se torna un proceso complejo y desafiante para la enseñanza de las y los docentes de secundaria. 

			

			En síntesis, la concepción de un currículum integrado tendría que enfrentar estos problemas y, quizá, otras eventualidades que se presentan en los procesos de participación colegiada. Por esto mismo, la idea de integración curricular es otro gran tema junto con la transversalidad del currículum, sin dejar de lado los sentidos de la flexibilidad curricular en los que se requiere seguir formando a las y los maestros, así como abrir un proceso de acompañamiento en las prácticas tendientes a des-disciplinar el currículum por medio de proyectos escolares para vincularse con proyectos comunitarios.

			Una reforma educativa y curricular que parte de un gran giro ontológico, epistémico, conceptual de las ciencias de la educación y de un enfoque centrado en el aprendizaje social resulta un enorme desafío para su puesta en marcha. Por esto mismo, el acompañamiento a los procesos de colegialidad y autonomía docente debe reforzarse y destinarle los recursos suficientes.

			





Convocatoria a documentar los procesos que se están experimentando en las escuelas normales

			


Durante el siglo xx y el inicio del xxi, las reformas educativas atravesaron todos los continentes, pero en particular a partir de la década de los noventa, en el marco de la educación para todos y las declaraciones emitidas en Jomtien (unesco, 1990), en Dakar (unesco, 2000) y en Incheon (unesco, 2015). México no ha sido la excepción, al haber promovido reformas relevantes en el escenario del sistema escolar y de la formación y la condición de docentes de la educación básica; reformas que, superponiéndose una sobre otra, respondían a las particularidades de los diversos contextos en que se emprendieron, cuyas definiciones políticas y acciones estratégicas fueron abriendo nuevos senderos hacia otras perspectivas y tendencias que han signado la evolución de nuestro sistema educativo.

			

			Indiscutiblemente toda reforma se encuentra asociada al cambio que, por lo general, se inicia con las reformas legislativas, en un primer nivel, y después, con las disposiciones normativas secundarias vinculadas con las modificaciones pedagógicas y administrativas. La realidad de los esfuerzos reformistas es que olvidamos que son los docentes quienes, al interpretar y resignificar las prescripciones curriculares, organizacionales e institucionales, hacen de la reforma otra “reforma”, la suya, la propia. No es la reforma gubernamental la que transforma la cotidianidad del aula y de la institución, sino que son los maestros quienes, en un escenario institucional determinado, reforman las escuelas y la educación con base en el sentido que conceden a las normativas oficiales a partir de lo que ellos son —de su formación, sus principios y valores, su experiencia docente, sus percepciones, su imaginario, sus representaciones sociales, su identidad—, siempre situados en el mundo y en la institución a la que pertenecen, porque el sentido y el entorno se perciben indisociables.

			Lamentablemente, en el caso de nuestro país, son muy escasos los estudios que hayan reportado los procesos seguidos por parte de los actores que emprendieron muy diversas acciones —en el marco de las últimas reformas educativas—, orientadas hacia la transformación de sus prácticas y la renovación de contenidos curriculares. En las últimas décadas, la educación normal ha experimentado dos reformas previas, la de 2013 y la de 2018, cada una de las cuales, en su turno, desplazó a la anterior, sin haberse sometido a un análisis crítico de sus limitaciones y avances. Es ésta la historia de las reformas educativas del país y, posiblemente, de muchas otras regiones, razón por la cual la reforma que se está promoviendo en la actualidad representa una espléndida oportunidad para su estudio.

			No acercarse al proceso que están atravesando las instituciones normalistas de cara a la reforma curricular sería un gran desacierto tanto de las autoridades del sector público como de los investigadores interesados en la temática. Por ello, se advierte inaplazable la urgencia de iniciar la documentación de lo que están viviendo los profesores, los estudiantes, los directivos, la comunidad normalista en su conjunto, en el seno de cada una de las diversas escuelas del país.

			

			La convocatoria para acercarse a la vida normalista nada tiene que ver con un proceso de control o de evaluación curricular o institucional, debido a que no es de interés verificar el grado de conformidad o de coherencia del desarrollo curricular y de los programas nacionales con las normatividades y disposiciones didáctico-pedagógicas predefinidas, sino que, de manera inversa, la intención es acompañar las vivencias y experiencias de los profesores y los estudiantes en el escenario específico de la cotidianidad de su institución, vivencias y experiencias siempre signadas por la heterogeneidad, la temporalidad y la singularidad, como todo lo educativo. 

			Hablamos de heterogeneidad porque, por un lado, el abanico multicolor que conforma el subsistema normalista del país es grande y sumamente relevante y, por otro, resulta imposible hablar de homogeneidad de este subsistema, a pesar de reconocer y aceptar las pautas nacionales que lo rigen. Además, como puntualiza Ardoino (2000), la complejidad de lo educativo sólo puede pensarse a partir de la heterogeneidad de lo vivido —como una de sus dimensiones constitutivas— por parte de los actores institucionales y de sus múltiples interacciones. La heterogeneidad se nos impone a través del encuentro con el Otro, con los Otros, al devenir el límite de nuestro poder.

			Hablamos de temporalidad y de la complejidad de las temporalidades en educación porque, si bien la reforma marca transformaciones significativas, su análisis, al igual que todo lo educativo, implica un dimensión temporal, no de acercamiento cronométrico y como factor externo, sino como un marco que posibilite la visualización de las maneras en que cada comunidad educativa evoluciona y avanza en las diferentes prácticas promovidas por esta propuesta transformadora, sea en el codiseño, en la articulación teoría-práctica, en el desarrollo de los programas o en la marcha de los cuerpos colegiados. Si se considera que las prácticas en educación son productoras de temporalidades que direccionan los cambios y los ritmos, igual que las continuidades y las rupturas, es fundamental reconocer la pluralidad de las temporalidades implicadas en la puesta en marcha del proceso de reforma en cada una de las instituciones normalistas.

			

			Hablamos de singularidad, porque los procesos educativos, humanos y sociales pertenecen al orden de lo singular, lo que significa que las particularidades cruzan cada escuela normal, cada aula, cada profesor, cada estudiante, cada comunidad educativa, cada intervención en el campo de la educación, cada contexto; es decir, las instituciones, los actores y las situaciones educativas son únicos e irrepetibles, al estar signados por la historicidad y la pluralidad de los sujetos.

			En síntesis, convocamos un acercamiento al proceso de construcción de esa realidad plural, nacional y, a la vez, local, particular y cotidiana de las escuelas normales; acercamiento que, como abordaje micro, habrá de generar aportaciones sustantivas para aprender esa realidad que se mueve, que tiene vida y que se está construyendo respecto a la puesta en marcha de la reforma. Como dice Edgar Morin, lo vivo es la unitas multiplex (1990), que significa la existencia de unidad y diversidad al mismo tiempo. El acompañamiento del proceso, como una lectura de la realidad normalista, sustentado en enfoques epistemológicos sean fenomenológicos, dialécticos o hermenéuticos, permitirá recoger y documentar las palabras, las ideas, las acciones, las situaciones, los acontecimientos, las vivencias, los imaginarios, las experiencias, los hechos y los valores que configuran la cotidianidad institucional como un proceso complejo, único y homogéneo, a la vez que diverso y heterogéneo, imposible de descomponerse en partes.
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						1 La matrícula en el ciclo escolar 2008-2009 de las escuelas normales fue de 133 286 y disminuyó a 90 333 para el ciclo 2018-2019 (sep, 2019b: 19).


						2 El documento consta de 72 páginas, cuyo índice muestra los temas destacables: “Justificación”, “Tendencia presupuestal”, “Resolutivos del Congreso Nacional para el Fortalecimiento y Transformación de las Escuelas Normales Públicas”, “Líneas de Estrategia Nacional de Mejora de las Escuelas Normales”, “Anexo”.


						3 Para Ivor F. Goodson (1995: 74-75) la forma y el contenido del conocimiento escolar y de los contenidos curriculares tienen que ver con la historia social, cultural y política de cada país, institución, tendencia o grupo social con poder y capacidad de determinar la selección de contenidos disciplinares y conocimientos que se enseñan en las escuelas.


						4 Aun cuando en la administración de Enrique Peña Nieto hubo un intento por integrar los contenidos a través de campos formativos, la lógica subyacente fue muy diferente a la que actualmente sustenta el modelo curricular de la Nueva Escuela Mexicana.


						5 Véanse, por ejemplo, los libros de texto de secundaria, en los cuales se detallan las articulaciones entre procesos que se explican a partir de dimensiones historiográficas y geográficas.


						6 El antecedente de esta noción de codiseño se dio en el marco del proyecto de telesecundaria para América Latina, que diseñó Pesquisas y Proyectos Necesarios, A. C. en 2005. En este modelo pedagógico se consideró necesario reconocer el papel de lo local como forma explícita y válida en el mapa curricular, abriendo espacio a los saberes y conocimientos de cada país de la región, lo cual completaba los contenidos a enseñar. En los inicios del proceso de reforma de las normales, en 2022, se retomó esta categoría y se redefinió en términos operativos. También es importante mencionar que, durante el proceso, se trató de articular esta categoría en la visión de diseño curricular de la Universidad Campesina Indígena en Red y se siguieron algunos principios, pero ya no continuó por esa línea, por lo que el codiseño se fue recreando a partir de la experiencia y saberes, primero del colectivo de escuelas interculturales y ahora del de todas las normales del país. 


          	7 Por L1 se entiende a la lengua materna, es decir, el idioma que se adquiere en los primeros años de vida (que suele ser el de la madre) y con el que se estructura el sistema lingüístico de las personas. Es la lengua que se comprende y se maneja con fluidez, la de uso cotidiano y el medio de comunicación principal. Por su parte, L2 se refiere a la o las lenguas adicionales a la materna. Con la estructura de la lengua materna se construyen las segundas lenguas y se transfieren las habilidades aprendidas en la L1, de ahí que, cuando se aprende a leer y escribir en una segunda lengua, se complejicen los procesos de adquisición de estas habilidades.


				

			
		

		


		

		
			Capítulo 3. Las reformas curriculares en el sexenio: educación básica y educación media superior







			Ángel Díaz Barriga y Ana Laura Gallardo Gutiérrez 

			(coordinadores)

			





Introducción 

			


Este capítulo expone el tema de las reformas curriculares en los niveles básico y medio superior durante el sexenio 2018-2024. Cabe señalar que cuando nos referimos a la educación básica aludimos a la educación preescolar, primaria y secundaria, aunque reconocemos que también incluye a la educación inicial. Y cuando nos referimos al nivel medio superior, hablamos de las más de 19 familias curriculares que cohabitan este ecosistema. 

			Ambas reformas fueron aprobadas en 2022 y se enmarcan en la narrativa de la Nueva Escuela Mexicana (nem), significante que ha aglutinado los cambios y giros más importantes en la dimensión simbólica de la educación, esto es, en sus contenidos, métodos y materiales, así como en la dimensión de su operación como política curricular. 

			En este sentido, el capítulo reúne las contribuciones de seis investigadoras y cuatro investigadores del Instituto de Investigaciones sobre la Universidad y la Educación (iisue), quienes desde sus respectivas líneas de investigación analizan los principios, los valores y las orientaciones de la nem. Es importante señalar que este capítulo se enfoca en la discusión pedagógico curricular; por ello, se asume la complejidad que conlleva analizar cambios en los planos estructural y formal del currículum, pero también en el áulico y didáctico. Lo anterior supone problematizar las visiones que resumen el balance en torno a acciones, de manera lineal o como causa-efecto, en el ámbito educativo del autollamado gobierno de la cuarta transformación. Interesa, entonces, identificar los procesos y las prácticas del desarrollo curricular como entramados complejos sobre la implementación de las políticas curriculares, para dar cuenta de la amplia gama de sentidos que genera un fenómeno como el que ha ocurrido en estos dos niveles educativos. 

			

			Las autoras y los autores, en conjunto, producen siete apartados, antecedidos por esta introducción, en los cuales abordan ángulos de análisis sobre los principales elementos, componentes y la estructura de las propuestas curriculares del gobierno obradorista. La primera parte está dedicada a la educación básica, la cual, a su vez, se aborda en dos grandes líneas de discusión: por un lado, los debates en torno a los aspectos curriculares, pedagógicos y didácticos del plan y programas de estudios de 2022; ahí se ubican tres textos, uno de Ángel Díaz Barriga, Bertha Orozco y Rosalina Romero, otro de Carlo Rosa, y uno final de Ángel Díaz Barriga. Por otro lado, se discuten los libros de texto gratuitos de la propuesta curricular, tema que agrupa los apartados de Sebastián Plá y Patricia Ducoing. 

			Gabriela de la Cruz, Olivia Mireles y Juan Fidel Zorrilla escriben la segunda parte del capítulo, correspondiente al nivel medio superior. Esta sección tiene el objetivo de hacer una descripción y un análisis de los ejes que definieron su última transformación curricular. En primer lugar, se expone de manera sucinta una reflexión sobre uno de los puntos de inflexión de la educación media: el tema de la obligatoriedad. En segundo lugar, se abordan los antecedentes y lineamientos generales de la reforma. En tercero, se detalla la configuración del nuevo Marco Curricular Común de la Educación Media Superior, de acuerdo con los principios de la nem y se enuncian de manera breve las orientaciones pedagógicas y su concreción en las llamadas progresiones de aprendizaje. Para finalizar, se pone el acento en los retos del trabajo docente en este proceso de reforma.

			En suma, el capítulo contribuye a distinguir diversos planos y niveles de análisis, fundamentados en teorizaciones y conceptualizaciones de las y los investigadores, en cuanto locus de enunciación de sus posicionamientos, asumiendo la dimensión histórica y política del conocimiento científico. Aportan críticamente elementos epistémicos, teórico-conceptuales y metodológicos para analizar la direccionalidad político-cultural e ideológica del amplio movimiento de reformas emprendidas en este sexenio y ofrecen categorías específicas para el análisis de lo curricular, lo pedagógico y lo didáctico. 
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Desde su campaña en mayo de 2018 en Guelatao, Andrés Manuel López Obrador formuló 10 compromisos por la educación, entre los que destacan: la educación no es un privilegio sino un derecho; cancelar la “mal llamada” reforma educativa; fortalecer las escuelas normales y a la Universidad Pedagógica Nacional; elaborar un plan educativo con participación de diversos sectores sociales; retomar las propuestas educativas de cada entidad e impulsar la educación indígena, así como respetar la independencia y la autonomía del magisterio.

			Estos compromisos orientaron, de una forma o de otra, el proyecto de la transformación educativa del país.

			En diciembre de 2018, en el marco de la Consulta Nacional por una Educación de Calidad con Equidad, se anunció la configuración del proyecto educativo y pedagógico denominado Nueva Escuela Mexicana (nem), filosofía educativa a partir de la cual se desarrollaron los términos, los principios, los fundamentos y las finalidades de la nueva propuesta curricular. La noción calidad aún formaba parte del lenguaje utilizado por el secretario Esteban Moctezuma Barragán y su grupo político, sobre todo en términos conceptuales y programáticos. En septiembre de 2019, el Congreso de la Unión mantuvo este concepto en la nueva Ley General de Educación. Por su parte, el titular de la sep lo siguió empleando como un recurso retórico y se plasmó en el Programa Sectorial de Educación (pse) 2020-2024.

			El pse 2020-2024 recoge el espíritu de los principios, valores y posicionamientos para construir el proyecto educativo y coadyuvar al cambio de paradigma. Para el secretario de Educación, el “cambio” se tradujo en una adecuación curricular, al señalar que “los planes y programas de estudio se revisarán y adecuarán a las necesidades y desafíos actuales para lograr una educación integral y de calidad desde la primera infancia hasta la educación superior” (dof, 2020). La propuesta educativa fue elaborada por la Dirección General de Desarrollo Curricular.

			

			Con el ascenso de la maestra Delfina Gómez Álvarez a la Secretaría de Educación Pública (sep) en febrero de 2021, se mantuvo el equipo de Desarrollo Curricular que trabajaba en una adecuación del currículum y en la elaboración de un documento de circulación interna denominado La Nueva Escuela Mexicana. Modelo Educativo y Planteamiento Curricular (sep, 2021a); al mismo tiempo, se permitió el trabajo paralelo de otro grupo de pedagogos, quienes formularon el proyecto Principios del Marco Curricular (sep, 2021b), que ya apuntaba a un cambio radical para la educación básica.

			Con la aparición del Marco Curricular y del Plan de Estudios para la Educación Preescolar, Primaria y Secundaria, en enero de 2022, se realizó una consulta con distintos sectores de la sociedad, en particular con niños, docentes, padres y madres de familia, pueblos originarios, afrodescendientes, organizaciones empresariales y civiles. Al mismo tiempo, se impulsó una amplia discusión con sectores interesados en la educación, medios de comunicación y redes sociales, quienes llevaron a cabo análisis y balances en pro y en contra de este proyecto curricular. El conjunto de aportaciones fue retomado en la versión final que se aprobaría en agosto del mismo año.

			En el Marco Curricular se plantearon términos derivados de varias corrientes teóricas y pedagógicas: común, comunidad-territorio, justicia social, justicia curricular, integración curricular, ciudadanía democrática, solidaridad con el medio ambiente, educación democrática, libertad académica, praxis, buen vivir, emancipación, colonial, decolonial, interculturalidad crítica. Los conceptos aludían a un cambio curricular que se pretendía fuese estructural. Además, se plasmaron nuevos derechos educativos (educación inicial, intercultural, sexual y reproductiva, atención a los problemas de género, cuidado del medio ambiente) para instaurar la nem como filosofía educativa. El plan de estudio aprobado para la educación preescolar, primaria y secundaria buscó revertir la racionalidad eficientista al plantear como finalidad “el interés de las comunidades que componen la sociedad, a partir de la articulación de lo común con lo diverso” (dof, 2022b: 65). Sus aspiraciones, finalidades y principios éticos, filosóficos, políticos y pedagógicos revelaron un cambio en la manera en que se concibió la educación: el papel democrático de la escuela, el currículum integrado, la autonomía curricular y profesional, el sujeto inmerso en relaciones comunitarias, la coparticipación de las familias y la comunidad, la interdisciplinariedad y la problematización de la realidad.

			

			La propuesta curricular privilegió el vínculo entre la escuela y la comunidad mediante la idea de un currículum que integrara contenidos, experiencias y saberes de estudiantes, docentes y sectores no hegemónicos. En cada escuela, el personal docente y sus directivos conocerían e interpretarían los planes y programas de estudio y podrían adecuarlos por medio de la elaboración de proyectos escolares en relación con la comunidad.

			Siendo secretaria, la maestra Delfina Gómez Álvarez promovió la publicación en el Diario Oficial de la Federación (dof) del Plan de Estudio de Educación Preescolar, Primaria y Secundaria, con el cual quedaba oficialmente establecida esta reforma curricular. De inmediato asumió el cargo la maestra Leticia Ramírez Amaya, a quien le correspondió poner en marcha, entre otras reformas curriculares, la propuesta de la educación básica 2022, en medio de una lucha jurídica de amparos que impidieron la aplicación de la etapa piloto del plan y, sobre todo, de los programas de estudio del curso escolar que iniciaría en agosto.

			Ante esta situación, se estableció la estrategia de socializar el plan y los programas sintéticos de estudios entre los maestros de preescolar, primaria y secundaria, para lo cual se reformuló el funcionamiento de los Consejos Técnicos Escolares (cte). Se eliminó la definición de tiempos que éstos tenían que destinar a alguna actividad o tarea; en su lugar se establecieron diferentes insumos para que el colectivo docente se diera a la tarea de analizar diversos componentes del plan, tales como: fundamentos, estructura, perfil de egreso, programas sintéticos de los cuatro campos formativos y de los siete ejes articuladores, entre otros.

			

			En este sentido, el plan y los programas sintéticos se apoyaron en una concepción de integración curricular que buscaba superar el anquilosamiento histórico con el que los planes se estructuraban a partir de disciplinas; esto es, des-disciplinar el currículum (Dussel, 2020). Para ello, se establecieron campos formativos en donde los contenidos estaban integrados por la selección de algunos “elementos de la realidad” que experimenta un grupo de estudiantes. De esta manera, en el plan no sólo se formulan campos formativos y ejes articuladores, buscando una integración curricular (Beane, 2010; Torres, 2006), sino que se propone un proyecto curricular, determinando que sea el análisis del contexto el punto de partida para el trabajo escolar. 

			Una de las expresiones didácticas de la integración curricular funciona a través del establecimiento institucional de programas sintéticos, que son la base para que, en colectivo, los docentes del cte realicen un análisis de su contexto escolar, de las realidades diversas que se dan en cada escuela, para que articulen los elementos, propuestos en el plan, en torno a la conformación colegiada de un programa analítico o, mejor dicho, de una etapa del programa analítico que oriente la planeación didáctica que cada docente realizará para el trabajo con su grupo escolar. Éste es el sentido pleno que tiene la perspectiva de codiseño curricular que asume el plan de estudios, en la búsqueda de una amplia participación de los docentes en la reconfiguración del proyecto curricular. No se trata de hacerlo de nuevo, sino de construir las estrategias para vincular saberes con problemas significativos. 

			En este rubro es donde corresponde al colectivo docente, en cada una de las sesiones del cte, analizar, discutir y tomar decisiones sobre las articulaciones entre los programas sintéticos y las realidades que afectan el contexto escolar, la vinculación con la comunidad y con su entorno. Esto permite construir una interpretación del programa sintético, que es una forma de reconocer la necesidad de adecuar los elementos formales que establece el plan con las realidades que viven y afectan a los estudiantes, y desde ahí, empezar a conformar una línea de saberes que pueden ser promovidos en el ámbito escolar.

			La interpretación para esta contextualización constituye una forma de efectuar una deliberación curricular (Schwab, 1974; Westbury, 2002). Esta actividad, además de responder a una perspectiva del campo curricular que no había tenido impacto en el país, nombra una acción que todos los docentes realizamos frente a un proyecto curricular: contextualizarlo, interpretarlo y adaptarlo al grupo escolar con el que trabajamos, al mismo tiempo que se toman en cuenta los principales problemas identificados en el entorno inmediato o mediato escolar, a partir de la perspectiva de trabajar cuestiones relativas al aula, la escuela o la comunidad; lo anterior posibilita una concreción de la autonomía profesional del docente que reconoce el plan de estudios.

			

			Se parte, a la vez, de cuestionar la existencia de planes de estudios que presenten un exceso de contenidos aislados; por el contrario, la deliberación curricular constituye una opción para integrar los saberes que se promueven en un currículum, a fin de impulsar que la práctica curricular se vincule con la realidad que rodea al estudiante (Westbury, 2002).

			De ahí la necesidad de realizar un trabajo de construcción entre saberes de los programas sintéticos con los ejes articuladores y ese conjunto de elementos que surjan en la discusión del cte, para definir un problema que sea significativo para los estudiantes y desde el cual armar el trabajo escolar. A esta acción se le denomina construcción del programa analítico, que en realidad es una construcción temporal que refleja una etapa del desarrollo del curso. 

			Éste probablemente ha sido uno de los grandes problemas a los que se ha enfrentado la reforma, pues en primer término surgió una pregunta por parte de los docentes, directores, supervisores y jefes de sector sobre cuáles son los elementos que contiene el programa analítico. Las respuestas que ofrecieron distintos actores educativos se orientaron a formalizar este trabajo intelectual y a traducirlo a muy diversos formatos, lo que anuló el significado del trabajo colectivo que los docentes estaban realizando. Es difícil aceptar que un programa analítico no sea la reconstrucción de los programas sintéticos y, además, que esté redactado en un lenguaje que refleja una compleja estructuración que demanda un nuevo formato, con mayor número de elementos; todo ello burocratiza el trabajo docente, haciéndolo más complicado. El programa analítico es el resultado del proceso de contextualización curricular, en el cual el colectivo docente realiza y local-iza los contenidos y procesos de desarrollo del aprendizaje y, en su caso, incorpora algún elemento significativo en su entorno educativo, lo que conocemos como codiseño.

			

			Dos elementos en la práctica afectaron significativamente la realización de esta tarea. El primero fue la formalización del programa analítico, mediante estructuras muy diversas, que exigían a los docentes elaborar por escrito un proyecto curricular particular, con las múltiples exigencias que cada director, supervisor o actor en redes sociales propuso que contuviera dicho programa; en segundo lugar, se llegó a presuponer que, al principio del curso escolar, los programas analíticos tendrían que estar claramente configurados. Lo primero, en los hechos, contradice la integración y la deliberación curricular, mientras que lo segundo impide que la dinámica de la realidad, en permanentemente cambio, fuese un elemento estructurante del trabajo escolar. 

			A ello hay que agregar los diversos posicionamientos que surgieron ante las observaciones realizadas a los cte y las entrevistas formales o informales a docentes, en los que se encuentran expresiones naturales de incertidumbre ante un proyecto que impulsa este tipo de cambios: una interrogación constante sobre la forma en que se puede realizar; una aceptación parcial de algún elemento de la reforma; una dificultad estructural, más evidente en el caso de las escuelas secundarias, sobre los diferentes tipos de contrataciones docentes, así como la postura de un grupo de docentes que prefieren trabajar como hasta entonces lo habían hecho antes que asumir la propuesta de cambio que contiene el plan 2022.

			Los relatos de las experiencias de los maestros relacionadas con diversos elementos de este plan, como la asunción de un problema de la comunidad como ordenador de las tareas que el cte se compromete a realizar durante todo el curso escolar e integrar, a partir de ello, los saberes que se desprenden de los campos formativos, o bien, la experiencia puntual de la forma en que se abordó un problema de la comunidad en la integración de varios elementos de procedencia disciplinar, se suman a las declaraciones de los profesores acerca de que aún trabajan con sus estudiantes de la misma manera en que lo hacían antes. El impacto que el proyecto curricular tiene en cada comunidad educativa y en cada docente es muy diferente, si tomamos como referencia este primer año de funcionamiento del plan. Sin embargo, varios temas que impulsa el plan de estudios van formando parte de una nueva realidad escolar: vinculación con la comunidad, integración de saberes, autonomía profesional de las y los docentes, son temas que se expresan en las diferentes escuelas y en los diversos contextos escolares, y se ponen en funcionamiento de muy variadas formas.

			

			Un elemento importante en la perspectiva amplia de esta deliberación curricular es que dicha tarea la inicia el colectivo docente durante la reunión del cte y se concreta en la planeación didáctica que realiza y adecua cada uno para su grupo. Ya que sólo a través de una perspectiva didáctica, apoyada en una serie de principios construidos a lo largo de la historia de esta disciplina, es que el maestro cuenta con algunos elementos que pueden orientar sus decisiones pedagógicas. Éstas las materializa al realizar su planeación didáctica y cuando, al entrar en contacto directo con sus estudiantes, lleva a cabo ajustes, cambios o replanteamientos para adecuarla a las condiciones específicas que demanda el “aquí y ahora” de la dinámica del salón de clase (Edelstein, 2023).

			Los principios didácticos consisten en una serie de planteamientos que orientan, pero no definen pasos o etapas a seguir en el trabajo del aula, pues cada problema articulador de saberes, la situación específica y, sobre todo, la experiencia del trabajo en el salón de clase permiten y posibilitan que un docente conciba, plantee y recree situaciones de aprendizaje para y con sus alumnos.

			Ésta es la gran diferencia con otros modelos —en general orientados por la psicología educativa— que prescriben pasos a realizar en el trabajo docente. Ciertamente, una orientación puede consistir en el planteamiento de actividades de apertura, desarrollo y cierre (Díaz-Barriga, 1996), pero este esquema orientador es tan amplio que no requiere que el docente redacte dicha tarea en un formato, justo porque la docencia es una actividad compleja (Tardif, 2010).

			Precisamente a través de su formación profesional, su experiencia docente, la articulación de saberes y su contacto en el “aquí y ahora” con sus estudiantes, el maestro acude a su creatividad, inventiva y capacidad didáctica para concretar su autonomía profesional.

			

			De esta manera, el Plan de Estudios 2022 está construido a partir de la perspectiva de recuperar una visión pedagógico-didáctica que restaure la función docente, como la de un profesional que desde su formación y experiencia ejerce su autonomía profesional para trabajar en un colectivo de maestros; vincular problemas de la comunidad o territorio con los saberes que emanan del programa sintético, y crear una estrategia de enseñanza acorde con las características del grupo escolar con el que labora.

			

			





Ejes articuladores: capacidades humanas para una sociedad democrática y plural. Luces y algunos claroscuros

			


Carlo Rosa

			





Introducción


			


Los ejes articuladores refieren a dos principios fundamentales de lo que se conoce como la Nueva Escuela Mexicana (nem): la integración curricular y el derecho humano a la educación. La primera concibe la articulación como la conexión de los conocimientos y los saberes de las disciplinas que conforman los campos formativos y la vinculación de los procesos de enseñanza con las experiencias de la vida cotidiana de los estudiantes. En este sentido, los ejes articuladores facilitan otros dos aspectos centrales del Plan de Estudios 2022: 1) la interdisciplinariedad, para contrarrestar el reduccionismo y la especialización que derivan de un manejo a menudo burocrático y utilitarista del tradicional modelo disciplinar (Morin, 2001), y 2) el vínculo escuela-comunidad, para reconocer que la escuela se encuentra ontológicamente inserta dentro del complejo entramado de relaciones comunitarias.

			Esta valorización del vínculo escuela-comunidad, lejos de minimizar la autonomía de la escuela ante el resto de los procesos, las instituciones y los actores sociales, la fortalece desde una perspectiva pluralista; es decir, resalta la necesidad de cuestionar la universalidad de las formas, las estructuras, las prácticas y los procedimientos escolares, ante la heterogeneidad cultural y social de las diversas comunidades que conforman la nación. Esto precisa de un proceso de reapropiación y resignificación del saber y de la educación escolar a partir de la propia comunidad-territorio, la cual es local y, sin embargo, se interseca con lo nacional e internacional de manera recursiva en cuanto que estas dimensiones son comprendidas y significadas desde el propio locus de enunciación.

			

			La atención a la diversidad remite a otro principio fundamental de la nem: el derecho humano a la educación. Tal derecho implica no sólo garantizar el acceso, la permanencia y la conclusión de la trayectoria formativa, sino también la integración sustantiva de los alumnos en su diversidad (cultural, lingüística, social, de género, de orientación sexual, capacidad y ritmos de aprendizaje), desde el currículo, las relaciones de enseñanza y aprendizaje, hasta la evaluación, la planeación y la gestión (dof, 2022b). Desde esta perspectiva, la diversidad ya no se concibe como el problema educativo del Otro por asimilar o incorporarse bajo modelos pedagógicos homogeneizadores, sino como un recurso que exige deconstruir los valores que, desde la época posrevolucionaria, se han instalado como referentes identitarios y epistémicos a través del nacionalismo, el mestizaje, la cultura de la clase media y urbana, y el positivismo (Gallardo, 2022). 

			En el marco de estos principios, los siete ejes articuladores manifiestan su propósito: ético, en cuanto a la centralidad de la relación con la diversidad; ontoepistémico, dada la atención a los procesos diferenciales de subjetivación y de construcción del saber, y pedagógico, en cuanto a la recuperación de la autonomía docente y la valoración de la enseñanza como labor crítica, frente a la deriva de la learnification (Biesta, 2022); es decir, el giro neoliberal hacia una enseñanza centrada en el aprendizaje del niño con miras al logro de objetivos y no a su formación.

			





El enfoque de las capacidades

			


Los ejes articuladores se basan en una perspectiva filosófica y pedagógica centrada en las capacidades. ¿A qué nos referimos cuando hablamos de capacidades? Una lectura detallada del plan de estudios revela que este término se emplea de dos formas: una general y —como comentaré más adelante—, ambigua, como una alternativa a los enfoques por competencias, y otra más específica, referida a las capacidades humanas. En una segunda acepción, los ejes articuladores “contienen los rasgos propiamente humanos” (dof, 2022b: 91) de la formación de ciudadanas y ciudadanos de una sociedad democrática y plural como la mexicana. Estos rasgos están relacionados con la realización de una vida digna, libre de discriminación y violencia, caracterizada por la justicia social (dof, 2022b: 91).

			

			Este concepto de capacidades humanas hace referencia a la filosofía ético-política de Martha Nussbaum. Para la autora, un enfoque centrado en las capacidades, es decir, las respuestas a la pregunta: “¿Qué es capaz de hacer y de ser cada persona?” (Nussbaum, 2012: 30), representa una alternativa humanista a las métricas que, para evaluar la calidad de la vida, se basan exclusivamente en el desarrollo económico. Según Nussbaum, cada sociedad debe asegurar el desarrollo de las capacidades internas, tanto innatas como aprendidas, y abordar las injusticias y desigualdades sociales arraigadas, especialmente aquellas relacionadas con la discriminación o marginación que impiden el pleno funcionamiento de estas capacidades en todos los ciudadanos (Nussbaum, 2012: 30). 

			Este marco filosófico permite comprender la función de los ejes articuladores: trabajar explícitamente el tema de la justicia social desde y para una educación humanista crítica.

			





Luces: avances hacia el reconocimiento efectivo del pluralismo

			


Los ejes articuladores abordan temáticas que ya han sido incluidas en las políticas curriculares del país, como la discriminación étnica y racial, de género, la migración y el cambio climático. Sin embargo, a diferencia de los anteriores planes de estudios (2011 y 2017, por ejemplo), que trataban estos temas a escala meramente declarativa, sin materializarlos en contenidos específicos, el plan de estudios actual propone que se aborden como ejes centrales para dirigir el trabajo pedagógico y didáctico hacia la realidad social, a fin de reflejarse como temas y contenidos en los libros de texto gratuitos. 

			Otra novedad destacable consiste en la forma de trabajar estas temáticas, a través de los más recientes enfoques críticos en las ciencias sociales, como la perspectiva decolonial, la epistemología del Sur y la teoría de género;1 esto ha generado numerosas distorsiones mediáticas y ataques tanto al plan de estudios como, en particular, a los libros de texto gratuitos. En mi opinión, la principal razón de estas embestidas radica en que los enfoques adoptados centran la atención en las causas de la discriminación y la exclusión. Esto desestabiliza las certezas arraigadas sobre la sociedad y la escuela como entidades homogéneas, y sobre los valores de la clase dominante. De hecho, es a través de una puesta en discusión radical de estos valores que los ejes de “Inclusión”, “Interculturalidad crítica”, “Pensamiento crítico” y “Vida saludable” proponen alternativas significativas. No se adaptan pasivamente a los términos con los que las anteriores reformas han abordado la diversidad y la marginalización (integración, tolerancia, diálogo, respeto...), sino que buscan problematizarlos y replantearlos a partir de una comprensión profunda de los mecanismos históricos y sociales que, al reproducir la desigualdad, obstaculizan repetidamente su realización efectiva. 

			Desde esta perspectiva, la inclusión no se reduce a la educación por incorporar a los grupos marginalizados, sino a una comprensión de las causas de la exclusión, las cuales radican en la perpetuación de las dinámicas de la colonialidad, como la cara oculta que acompaña el proyecto de modernización del país y la región. De la misma forma, la interculturalidad crítica se concibe como un proyecto destinado no solamente a la población indígena o afrodescendiente, sino a toda la nación, con el propósito de superar las causas de la discriminación, transformar la estructura social y repensar la identidad nacional a partir de la diversidad cultural. Desde el punto de vista pedagógico —un elemento de certera novedad en las políticas educativas del país—, la interculturalidad crítica otorga igual valor a los aprendizajes y enseñanzas que se realizan en las comunidades locales y los conocimientos “universales” de la escuela, la ciencia y la innovación tecnológica. Esta igualdad de valor se refleja también en los ejes “Apropiación de las culturas a través de la lectura y la escritura” y “Artes y experiencias estéticas”, en los que se muestra una alta atención a la diversidad cultural, epistémica y artística del país.

			

			Desde esta misma perspectiva, el pensamiento crítico se concibe como el desarrollo de las capacidades para establecer relaciones entre diferentes formas de conocimientos y saberes, para la construcción de relaciones y mapas dialógicos de comprensión del mundo. La educación para la vida saludable no es vista sólo desde un punto de vista médico, individual y psicologicista, sino como el reconocimiento del impacto de los diferentes tipos de exclusión y marginalización en el cuidado del cuerpo y del medio ambiente. De la misma manera, la igualdad de género se propone como un tema de educación que cuestione las prácticas institucionalizadas que asignan a cada persona no sólo una identidad de género, sino también una orientación sexual predefinida, que terminan por establecer situaciones de discriminación, desigualdad y exclusiones cruzadas (sexuales, raciales, de género, de clase y de capacidad) en los ámbitos social, laboral y educativo. 

			





Claroscuros

			


Como investigador en educación intercultural, diálogo de saberes y epistemologías indígenas, reconozco los avances significativos de los ejes articuladores en abordar pedagógicamente la diversidad y la exclusión social. No obstante, en consonancia con el análisis teórico de este documento, considero importante señalar al menos dos ambigüedades en cuanto a la aplicabilidad de dichos ejes.

			La primera ambigüedad surge en torno al concepto capacidades. Este término, cuando se presenta de manera general y no específica respecto de los ejes articuladores, en algunos casos parece incluir o referirse a habilidades y conocimientos (dof, 2022b: 11), mientras que, en otros, se deslinda claramente de estos conceptos (Ley General de Educación, 2024: 2), sin aclarar si requieren tratamientos diferenciados para su desarrollo. Lo mencionado genera una confusión que me lleva a la siguiente consideración: queda claro que el concepto capacidades pretende representar una alternativa al de competencias, ya que su articulación con el saber —como forma de apropiación subjetiva del conocimiento— denota la intencionalidad de la nem de superar la visión tecnocrática e instrumental de la educación neoliberal. Sin embargo, esta intención no elimina, por sí sola, la ambigüedad declarativa y operativa del término, que requiere de mayor especificación para su realización en la práctica docente.

			

			Una segunda ambigüedad se relaciona con la aplicabilidad de los siete ejes articuladores. En mi opinión, esto deriva de la excesiva libertad otorgada a los docentes sobre la pertinencia de trabajar con uno u otro eje, “de acuerdo con sus saberes y experiencias pedagógicas, sociales, culturales y comunitarias” (dof, 2022b: 93). Aunque esta libertad resalta la necesaria autonomía del magisterio, principio fundamental de la nem, la decisión de abordar temas críticos de relevancia nacional —como la igualdad de género, la vida saludable y la interculturalidad— no debería estar sujeta a la discreción individual de los docentes. Más bien, debería evidenciar la necesidad de complementar el bagaje pedagógico y didáctico especializado de cada maestro y maestra, ya que los ejes articuladores conforman el núcleo humanista del plan de estudios y, además, configuran los diez puntos del perfil de egreso. En conclusión, me parece que tal confusión sobre la pertinencia de trabajar uno u otro eje articulador puede generar malentendidos respecto de cómo llevar a cabo la contextualización por medio del programa analítico, la cual no debería entenderse como la posibilidad de elegir cuáles capacidades humanas educar, sino cómo desarrollarlas, todas y cada una, adaptándolas a las especificidades de las diversas comunidades-territorios donde opera la escuela. 

			

			





Construir otra concepción de evaluación del aprendizaje: la evaluación formativa y la calificación

			


Ángel Díaz Barriga

			





El Plan de Estudios 2022 desarrolla una vinculación entre la concepción pedagógico-didáctica que emana del proyecto curricular y la construcción de la evaluación del aprendizaje. La evaluación no es una tarea solamente técnica, que privilegia instrumentos sobre los complejos procesos de aprendizaje generados en el trabajo cotidiano con los alumnos, sino que su concepción y práctica se derivan de una perspectiva pedagógica. Al mismo tiempo, la evaluación del aprendizaje no puede observarse desde una visión psicométrica que ha sido dominante en el campo, ni desde una perspectiva de las disciplinas de administración y gestión que la vinculan con un abstracto llamado calidad. Los complejos debates conceptuales sobre la didáctica abren la puerta para reconsiderar el significado pedagógico de la misma.

			Un punto de partida en el contexto actual es la reforma del artículo 3º constitucional de 2019, en la que se establece la necesidad de asumir una concepción de la evaluación que contenga aspectos diagnóstico-formativos desde una formación integral. El Plan de Estudios 2022 instaura el sentido didáctico con el cual se promoverá la evaluación formativa, diferenciando esta actividad de los entregables que los alumnos presentan para obtener una calificación (Díaz-Barriga, 2023a). Para mayor claridad en esta sección, trabajaremos inicialmente la conceptualización y sus derivaciones para la práctica de la evaluación formativa y, posteriormente, se abordará lo referido a la calificación.

			El término evaluación formativa no es nuevo en el escenario pedagógico ni en las propuestas que se han hecho para ser retomadas en el aula, aunque en general se presentan como una limitación al estar centradas en la aplicación de instrumentos particulares, como rúbricas y listas de cotejo, que finalmente derivan en un puntaje, tal como se establece en los cuadernillos publicados para uso de los docentes en documentos previos (sep, 2012). En ellos, la cualificación pretendida es traicionada al concluir en puntajes, pero lo más delicado es que no logran que el sujeto de la educación se involucre de manera consciente en lo que significa su realización.

			

			Una revisión histórica permite observar que, desde el inicio del uso del término en los años sesenta y principios de los setenta del siglo pasado, se fueron diferenciando paulatinamente dos perspectivas. La dominante, vinculada con la conformación de instrumentos, que derivaron en puntajes, y otra, centrada en impulsar procesos en donde sean los estudiantes quienes reconozcan su situación de aprendizaje por medio de una reflexión personal, apoyada por sus compañeros, con el fin de que asuman su responsabilidad y retos frente a sus procesos de aprendizaje (Allal y Mottier, 2005).

			El camino de la evaluación formativa que se ha seguido en el país ha favorecido mucho más la primera opción, omitiendo la parte más relevante que consiste en abrir un espacio de autorreflexión y análisis de los procesos de aprendizaje por parte del estudiante, el cual necesita ser realizado por los sujetos de la educación, si se desea que tenga algún impacto en la mejora de la educación.

			Desde esta perspectiva, la evaluación formativa tiene como punto de partida el estudiante, como sujeto que debe asumir el compromiso de analizar el proceso que está desarrollando y sus logros, y también aquellas carencias que necesita superar. Desde esta visión, la tarea formativa puede efectuarse a través de dos procesos: uno informal o no planificado, que surge del trabajo cotidiano en el aula, y otro planificado, promovido desde una planeación didáctica. Por otra parte, la realización de este tipo de evaluación cumple con dos funciones complementarias: la ponderación que cada estudiante realiza sobre su proceso de aprender, así como las estrategias que los docentes puedan idear para generar procesos de retroalimentación.

			Partimos de principios que orientan esta tarea, el primero y más relevante es que el estudiante se involucre y asuma su realización (Scallon, 1988), despierte entusiasmo en él, se genere un espacio de reflexión sobre su proceso de aprendizaje, sus logros y los aspectos que necesita mejorar. Pero el punto de partida es lograr que el alumno se implique; las niñas y niños pequeños podrán hacerlo a través de dibujos, representaciones, uso de plastilina o cualquier otro elemento que los docentes consideren adecuados; mientras que, conforme van creciendo, puede ser mediante frases o momentos de reflexión individual y en los grupos donde trabajan proyectos.

			

			En cuanto que se considera una etapa informal de la evaluación formativa, significa que no es planificada por el docente, sino que se genera a partir de un evento que surge en el trabajo escolar, que puede ser una dificultad colectiva en el aprendizaje, la percepción del docente de que los estudiantes no están comprendiendo o realizando determinada actividad escolar, o incluso un acontecimiento imprevisto que afecta el trabajo en el aula, bien sea porque los estudiantes se muestren inquietos, excitados o impactados por algún incidente, entre otros.

			En todos estos momentos, el docente puede interrumpir las actividades de los estudiantes con la finalidad de abrir un espacio para promover una discusión o alguna expresión grupal que permita a los estudiantes reflexionar o analizar las razones que ocasionan tal dificultad. Por ello hemos hablado de un timing (Díaz Barriga, 2023b) en la realización informal de la evaluación formativa. En virtud de que su realización es provocada por algún elemento que el docente percibe, éste toma una decisión en el “aquí y ahora” del trabajo escolar para pausar la tarea que realizan los estudiantes, con el fin de abrir un espacio de análisis de lo que está afectando el trabajo del grupo o de las dificultades originadas por diversas razones, tales como el impedimento de comprender la tarea asignada, la falta de información o la necesidad de obtener información previa para llevar a cabo la tarea propuesta.

			Pero también puede existir un momento formal, o sea, una planeación didáctica en la que se establezca algún momento para realizar la evaluación formativa; por ejemplo, al finalizar un conjunto de proyectos o un periodo de evaluación escolar, sólo teniendo claro que lo realizado en esta acción no influye en la calificación. En este caso se puede utilizar una serie de actividades diversas, que impulsen a los estudiantes a reflexionar sobre la forma en que han trabajado para su aprendizaje. Steiman (2023) sugiere algunas expresiones que pueden ser útiles para la realización de esta etapa, tales como completar de manera individual frases como las siguientes y luego comentarlas en grupo: 




			

			a) 	Lo que más me llamó la atención en estos días fue…

			b) 	Al terminar este o estos proyectos me quedé pensando en… 

			c) 	Me gustaría haber trabajado más estos problemas de mi realidad…

			


Los docentes pueden idear muchas frases como éstas que fomenten la reflexión. La finalidad de ejercicios como éste o similares es, precisamente, provocar en cada uno de los estudiantes un punto de reflexión sobre sus aprendizajes y sobre los retos que toda enseñanza genera. Esta primera función de la evaluación formativa parte de involucrar al alumno en el análisis de los compromisos y las responsabilidades que asume frente a su aprendizaje.

			La segunda función de esta tarea, que no necesariamente está separada del proceso ya descrito, guarda relación con la forma en que cada docente analiza e interpreta lo que está aconteciendo en su grupo escolar, sea para modificar su planeación didáctica en el “aquí y ahora” del trabajo escolar, o sea para generar otras estrategias en su labor a lo largo del curso escolar o con posterioridad al mismo. Hemos de aceptar que los profesores siempre estamos frente al reto de superar nuestro trabajo, ya que nunca se cuenta con una planeación didáctica acabada; tal como expresa Meirieu (2004), el docente nunca acaba de aprender.

			Sin embargo, cuando hablamos de retroalimentación también tenemos que abordar el concepto con detenimiento, pues, tal como lo afirman Allal y Mottier (2005), en el ámbito del pensamiento sajón, la retroalimentación se vincula más al concepto corrección, mientras que desde una perspectiva francófona o didáctica la retroalimentación se asocia más con la forma en que cada estudiante asume su responsabilidad frente a su aprendizaje; es más un mecanismo para su autorregulación. No se trata de un acto para corregir o señalar el error al estudiante, sino para abrir la posibilidad de que sea él mismo quien enfrente su situación y asuma lo que le corresponda (Anijovich-Cappeletti, 2017). El Plan de Estudios 2022 atiende esta perspectiva compleja para la realización de la evaluación formativa, a partir de una visión de acompañar el trabajo didáctico del docente y no de sobrecargar sus actividades; fundamentalmente, pretende evitar la burocratización de su tarea.

			

			Por otra parte, en el plan se establece con precisión una clara diferenciación entre la visión didáctica de la evaluación formativa y las acciones necesarias para asignar una calificación al estudiante. Se plantea que la calificación es una necesidad del sistema educativo, que se expresa en un número, mismo que ha dado como resultado una inadecuada clasificación de los estudiantes, ya que no logra reflejar la complejidad del procedimiento de aprendizaje en el que está inmerso el sujeto que aprende, como los procesos de “abstracción síntesis, análisis, deducciones, inferencias, el desarrollo de lenguajes incluyendo el digital, braille y el de señas, la psicomotricidad fina, ni cómo se relaciona esto con las motivaciones, obstáculos y condiciones del contexto en el que se aprende” (dof, 2022b: 80).

			El origen de la calificación está claramente vinculado al establecimiento de los sistemas educativos a partir del siglo xix (Barbier, 1983), bajo la perspectiva de enviar un mensaje al mundo laboral y, al mismo tiempo, generar un sistema de jerarquías entre los estudiantes. Paulatinamente, la calificación, aunque en ocasiones se le conciba como evaluación sumativa, se fue convirtiendo en una actividad que vertebraba todo el trabajo educativo —desde las formas de planeación docente hasta los trabajos o tareas escolares—, con la idea de impulsar a los estudiantes a mejorar sus puntajes, no sus aprendizajes, hasta convertir a la calificación en la finalidad del acto educativo

			La calificación expresa el plan de estudios y se obtiene a partir de ciertos entregables que los docentes solicitan en el periodo escolar en los que se establecen las calificaciones a los estudiantes. Éstas se obtienen mediante una diversidad de entregables que cada docente puede seleccionar, tales como exámenes, tareas, presentación del trabajo por proyectos, cuadernos, exámenes, laboratorio o talleres en su caso. Para diferenciar estas actividades que permiten sustentar una calificación de la complejidad de los procesos de aprendizajes, en el plan se evitó emplear la expresión “logros de aprendizaje”.

			

			Los procesos por los cuales se obtiene una calificación son bastante claros en la experiencia escolar de cada uno de los sujetos de la educación. Si bien hay que cuidar que la obtención de un número no se convierta —ni para los docentes ni mucho menos para los estudiantes— en la finalidad de la educación. 

			A lo largo de las notas que acompañan esta presentación, se ha buscado clarificar el sentido con el que el Plan de Estudios 2022 construye otra concepción de evaluación del aprendizaje y de la calificación sustentada en la perspectiva pedagógico-didáctica que orienta la construcción del mismo.







			

			Los libros de texto de la Nueva Escuela Mexicana

			


Sebastián Plá

			





Los libros de texto son una tecnología escolar que ha acompañado a la escuela desde hace más de siglo y medio. Es difícil imaginarla sin ellos. Por lo general, es una obra escrita y diseñada para su uso dentro de las aulas, por lo que sus contenidos, tipografías e imágenes están pensados para ser trabajados en los procesos de enseñanza-aprendizaje. Su historia es variada y se modifica según las asignaturas de enseñanza y los niveles educativos. En México tendemos a vincularlos directamente con la educación primaria y, en especial desde 1959, con la creación del libro de texto único, obligatorio y gratuito. En educación secundaria, en cambio, los libros de texto estuvieron íntimamente relacionados con la industria editorial privada. A partir de los años noventa del siglo pasado, con la obligatoriedad de la educación secundaria, los libros de texto siguieron en manos privadas, pero el Estado mexicano los compraba y los distribuía gratuitamente a la población escolar. La accesibilidad casi universal a los libros de texto los convirtió, casi de facto, no sólo en el material didáctico más importante, sino en el programa de estudios obligatorio y en el centro de los procesos de enseñanza y aprendizaje de la escuela mexicana.

			Con la reforma educativa del gobierno de Andrés Manuel López Obrador (2018-2024), conocida como Nueva Escuela Mexicana (nem), el lugar del libro de texto, su diseño y su relación con la industria editorial privada cambiaron. La creación del libro de texto único, obligatorio y gratuito para los tres años de secundaria es quizá una de las transformaciones más significativas de la nem, por lo menos para este nivel educativo. Esta reforma rompe de tajo con la pluralidad relativa de los libros de texto de generaciones anteriores (relativa porque la sep siempre mantuvo un control central férreo sobre contenidos y enfoques de enseñanza) y deja fuera a la industria privada; la estructura, el diseño y la didáctica de la nem promueven nuevos usos de esta tecnología escolar en el aula. 

			Los libros de texto de la nem se escribieron bajo tres principios: 1) la organización de los saberes escolares por campos de conocimiento y no por disciplinas; 2) la autoría múltiple o polifonía en sentido bajtiano,2 según declaraciones explícitas de los responsables de los libros de texto, y 3) la desaparición de la estructura didáctica para favorecer la autonomía docente y facilitar la implementación del método de proyectos. A continuación exponemos cómo estos tres principios se manifiestan en los textos para educación secundaria.

			La nem prescribió un plan de estudios organizado en campos formativos, con la finalidad de eludir el conocimiento fragmentado que caracteriza a los programas centrados en disciplinas científicas. Así, el libro Saberes y conocimiento científico incluyó los contenidos de matemáticas, biología, física y química, y el de Ética, naturaleza y sociedades a historia, geografía y formación cívica y ética. Esta propuesta, similar a la reforma mexicana de 1972, a los ya centenarios Social Studies en Norteamérica y a los Núcleos de Aprendizaje Prioritarios en Argentina, entre otros, pretende poner sobre la mesa escolar el conocimiento desde una perspectiva holística, integral. Sin embargo, los libros de texto siguen una lógica disciplinar. Por ejemplo, los tres libros de Saberes y conocimiento científico se dividen, según grado escolar, en matemáticas y biología, matemáticas y física, y matemáticas y química, exactamente igual, para los casos de biología, física y química, que en la propuesta foxista para la educación secundaria de 2006. En otras palabras, el cambio en el enfoque integral de conocimientos de los planes y programas de estudios se diluye e incluso se contrapone a lo expuesto en los libros de texto.

			La propuesta bajtiana polifónica, entendida como la multiplicidad de voces autónomas que en su conjunto dan sentido a la narración, se interpreta en los nuevos libros de texto como un listado de temas escritos por distintas autoras y autores sin que se articulen en una narración armónica. Esto implica, de hecho, contenidos repetidos, falta de diálogo entre los diferentes textos que trabajan temas comunes, desorganización de contenidos (se enseña la Edad Media antes que el Imperio romano sin explicar por qué la ruptura con la organización cronológica) y se crean vacíos de conocimientos que dificultan enormemente el aprendizaje de un contenido. Este último aspecto es relevante porque los libros de textos únicos, obligatorios y gratuitos, incluso los de las editoriales privadas aprobados por la sep para su distribución en las escuelas públicas, se diseñaron bajo la idea de que fueran, en lo posible, autónomos, capaces de enseñar un contenido sin tener que consultar otras fuentes. Esta condición trataba de atender las necesidades de aprendizaje de los sectores más vulnerables de la población, que estudia en escuelas sin acceso a otras fuentes físicas o digitales, y a la posibilidad de que los libros fueran utilizados también por los adultos en casa. La incapacidad de los libros de texto para la educación secundaria de responder a las condiciones de estas escuelas, a los y las estudiantes y a las familias más pobres del país se contrapone con los principios de justicia social que guían a la nem. A nuestro modo de ver, ésta es una de las debilidades más significativas de esta generación de textos escolares.

			

			Finalmente, la eliminación de las estructuras didácticas es una innovación que presenta diversos matices. Dichas estructuras tenían la intención de guiar a estudiantes y docentes en el uso de los libros de texto y, por tanto, en cierta medida, reducían la autonomía del o la profesora a la hora de tomar decisiones dentro del aula. Lo único didáctico que se conserva en los libros actuales, por ejemplo, en los de Ética, naturaleza y sociedades, son mínimos ejercicios reflexivos y éticos para el análisis de los contenidos. De esta manera, los libros tienen la potencialidad de abandonar su lugar central en los procesos de enseñanza y aprendizaje para convertirse, básicamente, en un libro de consulta de contenidos, pero pierden la posibilidad de apoyar al docente en el diseño didáctico.

			Los libros de texto de la nem presentan otras características relevantes que no trataremos aquí, como la baja calidad gráfica y el ineficiente uso de las imágenes como contenido de aprendizaje y recurso de enseñanza. Lo que hemos tratado de hacer en este capítulo es exponer los cambios más relevantes de dichos textos en relación con su historia dentro del sistema educativo mexicano. Sin lugar a dudas, la creación del libro único, obligatorio y gratuito para la educación secundaria es quizá el cambio de mayor calado de toda la reforma. En segundo lugar, dependiendo de los usos que se le den en el aula, la reducción o más bien la eliminación del aparato didáctico también implica un cambio relevante en el lugar histórico que ha ocupado en las relaciones de enseñanza dentro del aula. En sentido inverso, cabe suponer que la falta de integración de los conocimientos disciplinares en campos integrales del saber producirá una fractura significativa entre los enfoques de enseñanza del plan de estudios de la nem y su puesta en práctica dentro del aula. Asimismo, la pretensión polifónica de los libros de texto está muy mal llevada a cabo, por lo que muchos libros están desorganizados, son repetitivos y presentan ausencias graves de contenidos para el trabajo dentro y fuera del aula. Más allá de estas transformaciones, los libros de texto en la nem seguirán siendo, como lo han hecho por décadas, la principal tecnología escolar para prescribir y condicionar los procesos educativos dentro de la escuela.

			

			





Integración curricular y libros de texto gratuitos

			


Patricia Ducoing Watty

			





De cara a la reforma educativa actual de la Nueva Escuela Mexicana (nem), que pretende formar un nuevo tipo de ser humano para un nuevo proyecto de sociedad, se han redefinido las finalidades de la educación y se ha reorientado todo el sistema de educación básica y, en especial, el currículum, en el que se definen los saberes escolarizables. Sin embargo, no hay que olvidar que estos saberes escolares integrados en el currículum —comprendido como construcción social y dispositivo político— definen normatividades que vienen a regular las prácticas educativas y, en nuestro caso, los programas y los libros de texto de la educación básica que se convierten en el material fundamental para alumnos y maestros desde hace tiempo. Como apunta Popkewitz:

			


Fijadas en la retórica de la reforma, las pautas de la escolarización y de la formación del profesorado […] son procedimientos, reglas y obligaciones múltiples y regionalmente organizadas que ordenan y regulan cómo se debe contemplar el mundo, actuar sobre él, sentirse y hablar de él. El poder descansa en los complejos conjuntos de relaciones y prácticas mediante los cuales los individuos construyen sus experiencias subjetivas y asumen una identidad (1994: 26).

			


En este marco, es necesario reconocer que el uso de los libros de texto está supeditado a múltiples saberes. Desde el punto de vista didáctico es importante distinguir entre los saberes producidos por las diversas disciplinas y los saberes escolares que enseñamos en las aulas, incluso cuando como profesores debemos manejar los primeros, debido a que constituyen la fuente para hacer evolucionar los segundos. Los saberes escolares implican una particular construcción didáctica para ser trabajados en la escuela, como bien puntualiza Chevallard (1997) al formular su planteamiento respecto a la transposición didáctica, conceptualizada como el tránsito del saber sabio al saber enseñado, transposición que se advierte como una herramienta capaz de ejercer la vigilancia epistemológica entre las ciencias de origen y las escolares.

			

			Hay diferencias relevantes entre estos dos tipos de saberes aun cuando se encuentran enlazados. En los disciplinares se consideran, mínimamente, las condiciones en las que fueron producidos, los métodos empleados y las fuentes utilizadas para poder ser legitimados en el interior de un campo de conocimiento determinado y así enriquecer la producción científica que evoluciona de manera continua. En la historia de los sistemas educativos, los saberes escolares —los que enseñamos y pretendemos sean aprendidos por los estudiantes— han sido considerados como verdaderos, válidos y legítimos; son aquellos que se fueron imponiendo a través de las diferentes reformas educativas y, simultáneamente, desplazaron a otros que, en su momento, se consideraron valiosos. 

			Además de estos dos tipos de saberes, es imprescindible reconocer los saberes docentes que, por una parte, se encuentran en la base de la formación profesional de los maestros, es decir, aquellos configurados en el currículum por el conjunto de elementos de corte didáctico-pedagógico, en los que confluyen, entre otros, los conocimientos de corte psicológico, sociológico, filosófico y político y, por otra parte, los saberes experienciales que aluden al desarrollo de saberes adquiridos por los docentes en la cotidianeidad de sus prácticas educativas en la institución escolar. 

			Dichos saberes experienciales, que no necesariamente se adquirieren en la normal, se despuntan a partir del acercamiento de los futuros maestros a las escuelas de práctica y se desarrollan a lo largo de la vida profesional. Son éstos, asociados a los conocimientos didáctico-pedagógicos adquiridos en la formación normalista, los que les permiten la toma continua de decisiones en situaciones complejas e imprevistas que se presentan en contextos áulicos e institucionales determinados. Por tanto, los saberes docentes refieren tanto a los conocimientos teóricos vinculados a los procesos de enseñanza-aprendizaje para la intervención en el aula, es decir, sobre las prácticas docentes, como a los saberes adquiridos en la práctica del servicio educativo como una fuente de conocimiento empírico.

			

			Al reconocer que estos saberes median las relaciones entre los contenidos, el uso de los libros de texto y las formas de enseñanza y aprendizaje que suceden en las aulas, es pertinente advertir cómo el diseño de los libros contribuye a lograr los propósitos de la reforma curricular y su relación con los campos formativos que organizan los contenidos, para entender su traducción en actividades de aprendizaje.







			La integración curricular en el Plan de Estudios 2022


			


Entre los temas que se pretendía superar de las reformas curriculares precedentes se encuentra el relativo a la fragmentación del conocimiento, respecto de la cual se puntualizan las siguientes consideraciones críticas de aquellos modelos reformistas de 2013 y 2018:

			


• […] el currículo se sigue configurando por asignaturas, estructura que organiza el conocimiento de tal manera que promueve una visión fragmentada de la realidad.

			• […] ha dado como resultado a [sic] la fragmentación del conocimiento enseñado y aprendido.

			• […] las políticas educativas han reducido el trabajo de las profesoras y los profesores a meros operadores de programas de estudios que instruyen de manera normativa los objetivos de aprendizaje, las competencias o aprendizajes clave.

			• Esta condición fraccionada del conocimiento en la educación preescolar, primaria y secundaria se profundiza en la medida en la que los programas de estudios se diseñan a partir de aprendizaje, competencias o aprendizajes clave. En ellos se prescriben los contenidos para que las y los estudiantes de cada grado y nivel, alcancen los objetivos de cada asignatura.

			• […] que ha dado como resultado la fragmentación del conocimiento enseñado y aprendido, así como un empobrecimiento del papel de la escuela y la educación en la construcción de una ciudadanía crítica, emancipada, bien preparada.

			

			• Sin embargo, se sigue aumentando la cantidad de contenidos del currículo en cada reforma, por encima de su pertinencia y relevancia, incorporando discursos políticamente correctos, pero que no impactaron la estructura, sentido y finalidad de los contenidos.

			• Al magisterio se le redujo a la función de facilitador en el cumplimiento de los objetivos de aprendizaje, competencias y aprendizajes esperados que se producen desde la sep de manera fragmentada (dof, 2022b: 52, 57, 39 y 44).

			


De hecho, por nuestra formación con base en diseños curriculares organizados por asignaturas, aprendimos a separar, aislar, descomponer, y no a enlazar, conjugar, asociar y hacer dialogar las diversas disciplinas. Como señala Morin (1990), se trata de buscar las relaciones entre el todo y las partes, sin reducir el conocimiento a sus elementos constitutivos, debido a que ese todo es más que la suma de las partes. En adelante habrá que formar a los niños y jóvenes en el pensamiento complejo que tendemos a ignorar cuando somos portadores de una visión simplificadora de las cosas. Es con base en esta perspectiva holística, integradora, que fue construido el plan de estudios de la nem durante esta administración.

			La intención de promover la integración curricular sustentada en una reorganización de los contenidos que, desplazando las asignaturas, diese lugar a una configuración interdisciplinar, en concordancia con la realidad social y natural, quedó concretada inicialmente con lo que se denominó “campos formativos”, como dispositivos articuladores que cruzan sobre un mismo objeto de conocimiento una mirada global, holística, tal como se puntualiza:

			


En el Plan y los Programas de Estudio se plantea un currículo integrado en donde los contenidos de las disciplinas se relacionan con ejes de articulación que vinculan el saber y el conocimiento con situaciones de la realidad, todo ello organizado en cuatro campos formativos (dof, 2022b: 75).

			En suma, se construyeron cuatro campos formativos del currículum de educación básica:




			1) 	Lenguajes.

			

			2) 	Saberes y pensamiento científico.

			3) 	Ética, naturaleza y sociedad.

			4) 	De lo humano y lo comunitario.

			


Dichos campos agrupan los distintos contenidos que, después, se despliegan a través de actividades didácticas y de los libros de texto.

			





Libros de texto de primaria

			 

			


En primer lugar, nos preguntamos por qué se dividieron los proyectos en tres tipos en el currículum de primaria, si éstos son conceptualizados como una modalidad didáctica integradora del trabajo de los alumnos, tal como se puntualiza en el Plan de Estudios 2022:

			


Integración curricular: expresada en los campos formativos-ejes articuladores, los cuales establecen los contenidos fundamentales de estudio previstos en el artículo 29, fracción ii de la lge, mientras que los propósitos de formación general, de la fracción I del mismo artículo se expresan en el “Perfil de egreso”. Por su parte, los contenidos referidos en el artículo 30 de la lge se encuentran desarrollados en los Programas de Estudio.

			La integración curricular articula el trabajo interdisciplinario, la problematización de la realidad y la elaboración de proyectos. Con ello se atiende la demanda histórica de promover una formación integral, así como situar los procesos formativos en los contextos en los que aprenden las y los estudiantes, y enseñan las profesoras y profesores, como lo establece el artículo 14, fracción iv de la lge (dof, 2022b: 4).

			


La disociación de los proyectos representa un atentado contra el enfoque relacional e interdisciplinar y un sinsentido del proyecto promovido en la nem. Consideramos que para evitar la dispersión de conocimientos habría que integrar los proyectos como un todo global, holístico, en el que se conjuguen el aula y la escuela con la comunidad, si es que se consideran con base en el pretendido enfoque integrador, porque el aula y la escuela se encuentran necesariamente vinculadas con el entorno comunitario, tal como se tiene previsto en el Plan de Estudios 2022  (dof, 2022b). 

			

			Desde otro ángulo, nos preguntamos sobre la elaboración de un solo libro de texto específico, el de Múltiples lenguajes, correspondiente al primer campo, mientras que los demás campos carecen de un texto determinado para el trabajo de los contenidos.

			Si bien es cierto que los lenguajes representan la puerta de entrada para cualquier ámbito de conocimiento, también lo es matemáticas, que ameritaría igualmente un tratamiento en otro libro, dado su lugar para la comprensión del mundo en general y de otras muchas disciplinas como la física, la química, la biología, la medicina, la informática, la geología e incluso las ciencias humanas, la psicología, la gestión, la economía, la sociología, etcétera. Las matemáticas son un lenguaje relevante para el desarrollo del pensamiento lógico y del razonamiento crítico, de ahí su valor en la formación de niños y adolescentes. Por otra parte, en los tres libros de proyectos —de aula, de escuela y de comunidad— de los diferentes grados reaparece el campo “Lenguajes”, al lado de los otros campos formativos.

			Es de destacar que, en los proyectos de aula, de escuela y comunitarios, el saber matemático se encuentra prácticamente ausente, salvo algunos incipientes tratamientos que pueden encontrarse de manera muy colateral, cuestión que merecería una reflexión y resolución apremiante.

			En los libros Proyectos de aula, Proyectos escolares y Proyectos comunitarios, las intenciones integradoras se desdibujan en varios de los diferentes campos formativos, al presentarse temas aislados que carecen de relación, de integración, de secuenciación y de coherencia, los cuales, además, son repetitivos en algunos casos. Varias de las situaciones presentadas en los proyectos se pudieron abordar al integrar y relacionar elementos de las ciencias naturales y sociales, y en cada una de éstas también se podría haber convocado a diversos ámbitos del saber. Habrá que remplazar el desmembramiento del conocimiento por la visión interdisciplinaria y la interrelación de saberes.

			Para el caso de matemáticas, se presenta una relación muy compleja, pues, por un lado, en los programas sintéticos aparecen en una tabla los contenidos de matemáticas y en otra los de ciencias naturales, lo que representa la especificidad disciplinaria, y se señala que éstos serán el punto de abordaje de los contenidos de matemáticas como una forma de integración. Pero, por otro lado, este tipo de relación es poco rastreable en los proyectos de de aula; es decir, en el marco del aprendizaje de los alumnos, se desdibuja la relación integrada de las matemáticas mediante proyectos de ciencias, por lo que se debilita la enseñanza del pensamiento lógico-matemático.

			

			Si lo que queremos es romper con la lógica y los límites de las asignaturas, sustituyéndolas por proyectos, es preciso reconocer que éstos no consisten solamente en lograr la participación de los niños en la indagación, la planeación, la reflexión, la comprensión, el análisis, la síntesis, la acción, el trabajo colectivo, la interacción con los otros, sino en el tratamiento relacional y dialógico de los saberes, debido a que los proyectos interdisciplinares se encuentran más cercanos a su realidad, a su misma forma de pensar y a sus vivencias experienciales, a partir de las cuales pueden otorgar significado a los conocimientos. No es con temas aislados que se puede hacer converger conocimientos y promover capacidades diversas, sino con unidades, áreas, situaciones o problemas que, de manera imprescindible, requieren del rencuentro y el engarce entre saberes provenientes de diversos campos disciplinares. En consecuencia, habrá que repensar los proyectos que actualmente fueron prescritos en los seis libros de primaria, a fin de que sean promotores de interrelaciones de saberes y de la visión compleja de la realidad social y natural.







			Libros de texto de secundaria

			


A pesar de que se editó un libro de Proyectos para la educación secundaria, que más adelante comentamos, a diferencia de los libros de texto de primaria, en los de este nivel se rompe totalmente el enfoque integrador, aunque por sus denominaciones se correspondan con los campos formativos del Marco Curricular. En efecto, cada texto, independientemente del campo al que aluda, se encuentra conformado por contenidos perfectamente encasillados en las diversas asignaturas, como tradicionalmente se habían prescrito, de manera fragmentaria, en las reformas anteriores. Baste con observar los libros de dos campos: el de Saberes y pensamiento científico y el de Ética, naturaleza y sociedades, en los que los contenidos se encuentran distribuidos de forma separada a partir de las diversas asignaturas (véase cuadro 1).

			

			


Cuadro 1. Asignaturas de dos campos

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Grados

						
							
							Campos formativos

						
					

					
							
							
							Saberes y pensamiento 

							científico

						
							
							Ética, naturaleza y sociedades

						
					

					
							
							Primero

						
							
							Matemáticas y biología

						
							
							Geografía, historia y formación cívica y ética

						
					

					
							
							Segundo

						
							
							Matemática y física

						
							
							Historia y formación cívica y ética

						
					

					
							
							Tercero

						
							
							Matemáticas y química

						
							
							Historia y formación cívica y ética

						
					

				
			

			Fuente: sep (2023a).

			


De ahí que la organización curricular definida para la educación básica no fue desarrollada en la secundaria. La estructura del currículum se encuentra lamentablemente seccionada: la intención integradora en la primaria y la organización fragmentaria en la secundaria. Esta última que, al parecer, es la más sencilla y fácil de ponerse en marcha, propia de las tradiciones curriculares, reproduce la lógica de la acumulación de conocimientos y la visión cientificista y ordenadora de las temáticas de las disciplinas.

			Es importante reconocer que el desdibujamiento de la integración de matemáticas en primaria, por la situación anterior, no ocurre en el caso de secundaria. Pero ello es doblemente adverso, porque los propósitos de integrar las matemáticas con otros saberes se logran poco en primaria y en secundaria de plano no operan. Lo anterior se explica porque en el caso de la secundaria, los docentes de este nivel no han cambiado las formas de contratación, al seguir trabajando por hora-clase, y la integración vía los campos sale por la ventana, incluida la situación con los contenidos de matemáticas.

			Y es que el análisis, la comparación, la generalización, la síntesis, la inducción, la deducción y la abstracción representan operaciones fundamentales para el desarrollo personal de los niños, las cuales se promueven en las matemáticas y cuyo tratamiento debería abordarse de mejor manera en los libros de primaria, con proyectos que integren de mejor forma tales contenidos. Experiencias en las escuelas francesas y otras de Europa han mostrado que, cuando las matemáticas se integran con las artes u otros saberes, se logran aprendizajes significativos para que los alumnos cuenten con elementos básicos del pensamiento matemático y del analítico-crítico. De ahí la importancia de conceder un lugar y un estatus al pensamiento matemático en el currículum de toda la educación básica. 

			

			Evidentemente, la organización curricular por asignaturas en secundaria impide dar continuidad a la de preescolar y primaria, porque prevalece el enfoque parcelarizado de la formación, con base en disciplinas compartimentalizadas. Como apuntábamos en el capítulo precedente, por ejemplo, los historiadores necesariamente deben contar con saberes de naturaleza geográfica, y los geógrafos que carezcan de saberes históricos se verían imposibilitados de explicar y comprender el espacio terrestre actual si no cuentan con recursos relacionados con la temporalidad. De hecho, ambas enlazadas, historia y geografía, permiten comprender las comunidades actuales, sus ideologías, religiones, elementos identitarios, cosmovisiones y tradiciones, signados todos por las rupturas y las continuidades que permiten complementar las miradas sincrónicas con las diacrónicas.

			De igual forma, las disciplinas que refieren a la naturaleza, biología, química y física exigen una perspectiva relacional e interdisciplinar que, a la fecha, no se ha logrado concretar ni en los programas de secundaria, ni en la formación normalista, a pesar de los nuevos planes de estudio recientemente decretados. 

			Por último, nos preguntamos qué profesor, de qué especialidad, será el responsable de trabajar con los alumnos el texto de Proyectos, en el cual se reúnen los cuatro campos formativos, o bien se distribuirán los contenidos de ese texto entre los diferentes especialistas del magisterio para atender los proyectos de su correspondiente campo formativo.

			Para cerrar, de cara a la fragmentación, compartimentalización y dispersión del conocimiento, es preciso reiterar la urgencia de la formación interdisciplinar y relacional de niños, adolescentes y jóvenes, fundada en la complejidad de lo real como un desafío que debe enfrentar la educación básica e incluso la superior, reto que implica tanto un cambio epistemológico como una transición relevante que conduzca hacia la comprensión de la compleja realidad del universo y de la sociedad contemporánea, en contra de su reducción a lo elemental y simple.
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Este apartado tiene por objeto hacer una descripción y un análisis de los ejes que definieron la última transformación curricular del tipo medio superior. La tarea resulta necesaria, ya que el proceso se ha vivido de manera un tanto desordenada. La información se dio a conocer en diferentes momentos, desarticuladamente. En medio de la pandemia de la covid-19 llegaron los primeros documentos generales, mientras que otros aparecieron en el contexto del regreso a la presencialidad. Luego, algunos más se difundieron poco antes de iniciar su implementación y unos últimos se publicaron recientemente. Así, cuando el sexenio está por concluir y la primera etapa de esta reforma se ha hecho realidad en el ciclo escolar 2023-2024, se requiere mirar y valorar el conjunto de documentos, proposiciones y acciones para el cambio.

			En primer lugar, se expone de manera sucinta una reflexión sobre uno de los puntos de inflexión de la educación media, que es el tema de la obligatoriedad. En segundo lugar, se abordan los antecedentes y los lineamientos generales de la Nueva Escuela Mexicana (nem). En tercero, se detalla la configuración del nuevo Marco Curricular Común para la Educación Media Superior (mccems) y se enuncian, de manera sucinta, las orientaciones pedagógicas y su concreción en las llamadas “progresiones de aprendizaje”. Para finalizar, se pone el acento en los retos del trabajo docente en este proceso de reforma. 







			La obligatoriedad de la educación media superior y las condiciones de la reforma

			


Este nivel educativo atiende, típicamente, a jóvenes entre 15 y 18 años que buscan una preparación propedéutica para la educación superior, una cualificación básica para el trabajo o ambas. Su importancia radica, entonces, en que es la encargada de la formación de los nacientes ciudadanos, de las nuevas generaciones de universitarios y de dotar de algunas herramientas para su incorporación en el mundo laboral. Estas características la sitúan en un lugar estratégico para el desarrollo del país; no obstante, fue hasta 2012 que se estableció como obligatoria.

			El mandato constitucional de la obligatoriedad para la media superior se decretó el 9 de febrero de 2012, cuando se reformaron los artículos 3º y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Méxicanos (sep, 2024a). En la declaración de motivos respectiva, se señaló que la cobertura total de la población en edad de cursar este tramo educativo, es decir, la universalización, debería alcanzarse en el ciclo escolar 2021-2022. Sin embargo, para 2018, en el Panorama Educativo de México, elaborado por el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee), se reportó que “la asistencia escolar de la población de 15 a 17 años (tasa bruta) aumentó 3.9 puntos porcentuales en el periodo analizado, al pasar de 71.1%, en 2012, a 75%, en 2016, es decir, un incremento de 1 punto por año” (inee, 2019: 108). Debe recordarse que la tasa bruta hace referencia a la proporción del dato censal sobre la población de 15 a 17 años en el país, para un año determinado, que representa el número total de alumnos registrados en el sistema escolarizado en cuestión, para ese mismo año.

			Adicionalmente, desde el inicio del primer ciclo escolar (2019-2020) en este sexenio, la cobertura total de la educación media superior empezó a menguar justo  antes de que se iniciara la pandemia de la covid-19. Para el ciclo escolar 2020-2021, la cobertura mostraba 4 985 000 inscritos, por debajo de los 5 236 000 estudiantes inscritos en el sistema escolarizado que se había alcanzado en el último año de la anterior administración federal, durante el ciclo 2018-2019, que resultó la cifra de alumnado más alto en la historia educativa del país. Las cifras posteriores en el sistema escolarizado de este nivel se han mantenido por debajo de esa cota (Gobierno de México, 2023). Esta nueva propensión a mantener la cobertura por debajo de lo obtenido en 2018 marca un cambio en la tendencia de incrementos constantes anuales registrados, por lo menos, desde 1950 (Zorrilla, 2021). En efecto, a lo largo de este periodo de más de 70 años, el subsistema creció en cobertura de manera notable, todos los años, al multiplicarse el alumnado 140 veces, a partir de los 37 000 alumnos de 1950 hasta los 5 236 000, como ya se dijo, en 2018-2019. Desde esa perspectiva, al llegar al año escolar 2019-2020 se observó que la política educativa en la actual administración tomaba, en los hechos, como máximo los datos de 2018.

			

			Actualmente, en 2024, a 12 años de haberse establecido la obligatoriedad, la universalización de la oferta educativa se encuentra más lejos de alcanzarse de lo que estaba al inicio del sexenio. En efecto, la cobertura bruta es de 75.1% vs. 78.5% en 2018-2019 (Gobierno de México, 2023). A esta ralentización en el cumplimiento con la obligatoriedad, debe agregarse otro dato negativo que hace referencia a la proporción de todos aquellos que, habiendo entrado a la educación media superior, no la concluyen. Este proceso se manifiesta con el indicador de eficiencia terminal, que se calcula al identificar el número de alumnos que egresan de un determinado nivel educativo en un ciclo escolar por cada 100 alumnos inscritos en la cohorte escolar inicial del mismo nivel (sep, 2021c: 8). De este modo, se pondera la capacidad lograda por el sistema para que los alumnos inscritos cumplan con la educación completa de este nivel, en los tiempos establecidos reglamentariamente, con lo que obtienen el certificado de estos estudios. Este indicador resulta, entonces, muy relevante, ya que al observar a lo largo del periodo sobre el que se cuenta con datos comparativos al respecto, que es de 1980 a 2021, hay un promedio histórico que apenas rebasa 60% (Zorrilla, 2008: 233 y 243). 

			Si se examinan los valores de la eficiencia terminal de 2012-2013 —primer año de la obligatoriedad— y de 2018-2019, los valores respectivos fueron de 63.0% y 63.3% (inee, 2019). Lo anterior quiere decir que más de una tercera parte de quienes ingresaron a este nivel educativo no lo terminaron en tiempo y forma, y que éste sigue teniendo, en su funcionamiento efectivo, un carácter muy selectivo respecto del total de la cohorte, para quienes resulta obligatoria y que habían logrado entrar a la educación medio superior. Ahora bien, si se toma en cuenta la eficiencia terminal para identificar la proporción de la tasa bruta que egresa, se obtiene que sólo 48% de los jóvenes en edad de estudiar el bachillerato efectivamente lo cursan y obtienen el certificado de estudios correspondientes. Quedan, de ese modo, fuera de la educación media superior obligatoria completa 52% del total de jóvenes que tienen derecho a ella.

			

			Por lo dicho, el cumplimiento de la norma constitucional relativa a la obligatoriedad de la educación media superior y la atención a la cobertura y eficiencia terminal son temas que requieren atención y que deben considerarse frente a cualquier iniciativa de cambio curricular. Sin embargo, aunque los datos son parte del diagnóstico oficial, no se observan medidas paralelas para su pronta atención. 







			La Nueva Escuela Mexicana y la educación media superior: un breve recuento

			


Los incesantes cambios en materia curricular a lo largo de los últimos tres sexenios evidencian disputas y tensiones en el México contemporáneo, más aún con cambios en las cúpulas del gobierno federal, con agendas diferentes y, en ocasiones, contrapuestas. Así, el currículum es la arena donde se busca concretar las decisiones políticas sobre los procesos de escolarización y, con ello, la formación de las nuevas generaciones a través de la educación formal.

			Con respecto a la educación media, han sucedido una serie de cambios importantes desde principios del siglo xxi. La Reforma Integral de la Educación Media Superior (riems), creada durante el gobierno de Felipe Calderón (2006-2012), representó una vía para perfilar un Sistema Nacional de Bachillerato (snb); en este proceso, se puso en marcha por vez primera el Marco Curricular Común con base en competencias (disciplinares genéricas, disciplinares básicas, disciplinares extendidas y profesionales), las cuales quedaron desglosadas de manera detallada en el acuerdo número 444 (dof, 2008). 

			

			En el sexenio de Enrique Peña Nieto (2012-2018), el Marco Curricular Común con base en competencias fue refrendado en la Ley General de Educación de 2013. Empero, en el marco del Nuevo Modelo Educativo se advirtieron distintos problemas que serían subsanados por medio de: 1) el fortalecimiento del marco curricular común; 2) la definición de aprendizajes clave para cada campo disciplinar; 3) la restructuración de los programas de estudio; 4) el desarrollo gradual y en secuencia de aprendizajes esperados, y 5) la incorporación de la transversalidad. 

			Con la llegada del nuevo gobierno encabezado por Andrés Manuel López Obrador (2018-2024) y de acuerdo con los postulados de la llamada cuarta transformación, se vislumbró la necesidad de un cambio de rumbo de toda la educación en el país a largo plazo, pues su diagnóstico indica que en el pasado la educación se concibió de manera fragmentada, sin articulación entre los distintos niveles y con un enfoque centrado en perspectivas individualistas y de libre mercado que reprodujeron la desigualdad y la pobreza. 

			De tal manera que los esfuerzos se dirigieron a formular una nueva propuesta educativa, que se concretó en la nem. De acuerdo con los documentos oficiales, se reconoce que la educación es el “principal faro” de la transformación del país, lo que se traduce de manera directa en el combate a la desigualdad económica y social que ha prevalecido históricamente y que aqueja a la mayoría de la población. Esto implica un reconocimiento tácito de la educación como un derecho y mecanismo de movilidad, cuyo garante y rector es el Estado. La educación se considera, a la vez, como el vehículo para promover la identidad nacional y fomentar la responsabilidad ciudadana. Ahora bien, se sostiene que la educación se concibe desde una perspectiva humanista, que pone de relieve a las personas y el respeto a la dignidad humana. Asimismo, tiene un enfoque crítico que alude al uso del conocimiento para la comprensión del contexto. A ello se suma una clara intención de transformación y vinculación con los diferentes sectores de la sociedad, como la familia, las empresas y otras instituciones (sep, 2019).

			De tal manera que la nem sostiene las bases para la transformación de todo el sistema educativo con una visión de trayectoria que va de los 0 a los 23 años. En esta propuesta se concentran los argumentos de carácter ideológico, estructural y pedagógico que quedaron plasmados en los documentos oficiales, y posteriormente se definieron las particularidades para cada tipo educativo. Se observa que los planteamientos de dicha propuesta explicitan una fuerte orientación contra el neoliberalismo. 

			

			Para la educación media superior se estableció, como tarea primordial, la necesidad de transformar el currículum basado en competencias que venía operando desde los dos sexenios previos. Se pensó que habría que cambiar el modelo en su conjunto, de tal manera que el objetivo general de la educación media superior se definió como “formar mujeres y hombres como ciudadanos con una preparación integral, que sean capaces de conducir su vida hacia su futuro de bienestar y satisfacción” (dof, 2023a: 20). Esto se traduce en el conocimiento, aceptación y ejercicio de los derechos y responsabilidades, pero no sólo individuales, sino también en favor del “bienestar social”; se sustenta en la honestidad como valor fundamental y en el compromiso de participación para el cambio social. A esto se suma el reconocimiento y la valoración de la interculturalidad, la promoción de la cultura de la paz y el cuidado del medio ambiente como ejes del cambio. 

			





La concreción del modelo educativo en el nuevo Marco Curricular Común

			


El cambio de fondo en materia curricular en este nivel educativo se concreta en el nuevo Marco Curricular Común de la Educación Media Superior (mccems). Éste hace referencia al Marco Curricular Común que fue introducido por el Modelo Educativo para la Educación Obligatoria 2017 de la sep, que se definió entonces como un esquema de organización curricular basado en competencias genéricas, disciplinares (básicas y extendidas) y profesionales (sep, 2017: 209). El cambio se justificó después de un análisis de la política en sexenios anteriores, que concluyó que las propuestas en materia educativa para el tipo medio superior no lograron resultados satisfactorios en la formación de los educandos (lo que se refleja en los magros resultados de las pruebas internacionales como pisa), ni contribuyeron a disminuir los problemas propios del subsistema (como las altas tasas de desafiliación escolar o la falta de pertenencia social) y solamente favorecieron la formación de personas competitivas y desvinculadas del entorno.

			

			Con esta intención, se definió un objetivo tan general como ambicioso, que reza de la siguiente manera:




			formar estudiantes que conformen una ciudadanía, capaces de conducir su vida hacia su futuro con bienestar y satisfacción, con sentido de pertenencia social, conscientes de los problemas sociales, económicos y políticos que aquejan al país, pero también de su entorno inmediato, dispuestos a participar de manera responsable y decidida en los procesos de democracia participativa y a comprometerse en las soluciones de las problemáticas que los aquejan y que tengan la capacidad de aprender a aprender en el trayecto de su vida. En suma, que sean adolescentes y jóvenes capaces de erigirse en que sean agentes de transformación social y que fomenten una cultura de paz y de respeto hacia la diversidad social, sexual, política y étnica; solidarios y empáticos. Se trata de fomentar una educación que admita y aliente la capacidad creadora, productiva, la libertad y la dignidad del ser humano (dof, 2023a: 32).

			


En esa lógica, el mccems tiene como objetivo

			


formar estudiantes que puedan comunicarse y expresar sus ideas gracias a Lengua y Comunicación; que generen un pensamiento crítico a partir de quiénes son y cuál es su contexto apelando a la Conciencia Histórica, que indaguen tanto como quieran aprender, siempre de manera responsable gracias a la Cultura digital y que a través del Pensamiento Matemático reflexionen y puedan resolver problemas (sep, 2022: 36).

			


Para el logro de lo anterior, el nuevo mccems se organizó en tres grandes secciones:

			


1) 	El currículo fundamental está integrado por los recursos sociocognitivos necesarios para aprender (lengua y comunicación, pensamiento matemático, conciencia histórica y cultura digital) y los contenidos agrupados por áreas de conocimiento (ciencias sociales, ciencias naturales, experimentales y tecnología, humanidades).

			

			2) 	El currículo ampliado que considera los recursos socioemocionales (responsabilidad social, cuidado físico corporal, bienestar emocional afectivo) y los ámbitos de formación socioemocional (práctica y colaboración ciudadana, educación para la salud, educación integral en sexualidad y género, actividades físicas y deportivas, actividades artísticas y culturales).

			3) 	El currículo laboral contempla competencias laborales básicas y extendidas en la formación para el trabajo, de acuerdo con el sector productivo. Está dirigido únicamente a los bachilleratos que imparten carreras técnicas o tecnológicas, y retoma el enfoque por competencias vinculado al enfoque humanista (sep, 2023e). Lo anterior, en el entendido de que se necesita dotar de herramientas para desempeñarse en el mundo del trabajo, pero esto debe ir asociado a la comprensión de los ámbitos social, político, cultural y ético, para evitar que impere la lógica reduccionista del mercado (dof, 2023a).

			


Para trabajar en conjunto el currículum fundamental, el ampliado y, en su caso, el laboral, se propuso partir de una estrategia transversal para evitar la fragmentación del conocimiento, como ocurría en el pasado. Se trata de una propuesta integradora, “donde la importancia de la acción y la experiencia se anteponen para rebasar un aprendizaje memorístico y aislado” (sep, 2024b: 5). 

			El Programa Aula, Escuela y Comunidad (paec) se diseñó como un mecanismo para hacer posible la transdisciplinariedad. En éste se propusieron cuatro etapas: diagnóstico, elaboración del Proyecto Escolar Comunitario (pec), puesta en práctica y seguimiento (sep, 2024c). Además, dicho mecanismo se creó con la intención de abrir la escuela a la comunidad y, a su vez, convertir el conocimiento en algo útil y significativo en la vida cotidiana.

			

			Por supuesto que todo esto va concatenado con los aprendizajes de trayectoria a partir de los contenidos propuestos en los programas del currículo fundamental y ampliado que se explican en lo que sigue.







			Orientaciones pedagógicas, programas y progresiones de aprendizaje

			


Una cuestión que resalta en esta reforma es que se puso especial énfasis en explicar las orientaciones pedagógicas que la sustentan. Éstas aparecen en la nem, después en el rediseño del mccems; posteriormente, se explican, de manera detallada y diferenciada, las orientaciones para cada una de las áreas de conocimiento, para cada uno de los recursos sociocognitivos y los distintos ámbitos de formación socioemocional. Esto abre un abanico muy amplio, imposible de tratar en estas páginas, por lo que primero enunciamos los elementos que permean en toda la propuesta pedagógica:

			


• 	Se busca una formación integral y se establecen aprendizajes de trayectoria.

			• 	El profesor es el actor fundamental para el logro de los aprendizajes; se le reconoce como agente innovador y de transformación social, y se le atribuye autonomía didáctica.

			• 	Los estudiantes son el centro del proceso de aprendizaje.

			• 	El aprendizaje debe ser contextualizado, útil y significativo. Para lo cual es necesario la construcción de ambientes de aprendizaje que se centren en la experiencia cotidiana.

			• 	Se privilegia el uso de metodologías didácticas activas y participativas. 

			


Con esta base común, se trabajan los currículos fundamental y ampliado a partir de tres ámbitos de integración para conseguir los aprendizajes de trayectoria. A manera de ejemplo se expone el área de Humanidades:

			

			


• Orientaciones pedagógicas del área Humanidades. Se busca la práctica, valoración y apropiación de las tradiciones humanísticas, no sólo occidentales (latinoamericana, mexicana, africana, prehispánica). El área tiene dos vertientes: configuración problemática (asumirse como coagente en el intercambio de saberes) y epistemológica (contenidos de formación filosófica). Se imparte en tres semestres que son un continuum entre lo lógico, epistémico, ético y la praxis (sep, 2023b).

			• 	Programas de estudio del área Humanidades I, II, III. Se imparten sucesivamente en los tres primeros semestres del bachillerato. Se establecen los aprendizajes de trayectoria que aluden al cuestionamiento, crítica, argumentación y a la posibilidad de reconocerse y asumirse como agente de sí mismo y de la colectividad. Incluye tres categorías: vivir aquí y ahora, estar juntos y experiencias, mismas que corresponden a cada uno de los semestres, y se trabajarán de acuerdo con las progresiones (sep, 2023c).

			• 	Progresiones de aprendizaje del área Humanidades. Se trata de unidades didácticas que plasman una descripción secuencial de los aprendizajes, es decir, expresan de forma gradual los saberes cognitivos, procedimentales y actitudinales que el estudiantado debe apropiarse y aplicar en su trayecto (sep, 2023d).

			


Como puede observarse, un elemento innovador del mccems es el constructo de progresiones de aprendizaje, por lo que conviene analizarlo con detenimiento porque subyacen diferentes interpretaciones que esbozan algunos retos en su implementación.

			En primera instancia, las progresiones se definen como la descripción secuencial de aprendizajes que implican un dominio gradual, de lo simple a lo complejo, “construidas desde la multidisciplina y contemplando cuando sea posible la transversalidad”, con el propósito de alcanzar los aprendizajes de trayectoria (sep, 2022: 64). Una definición más amplia se encuentra en el documento Progresiones de Aprendizaje del mccems:

			

			


La descripción del recorrido adecuado de los aprendizajes, en una graduación creciente de complejidad, desde las etapas más simples hasta el logro de las metas de aprendizaje establecidas en el programa para cada semestre. Este proceso lleva al logro de los aprendizajes de trayectoria, que el estudiantado podrá en adelante profundizar o especializarse, en el horizonte de su formación superior, o en su incorporación al ámbito laboral, y en general a lo largo de su vida (sep, 2024a: 12).

			


Además, se precisa que las progresiones incluyen una descripción de conocimientos y habilidades que nutren las actividades de aprendizaje en el aula, a la par de fungir como herramientas para orientar la planeación didáctica. Las progresiones de aprendizaje adquieren relevancia en la educación media superior, donde se apela, de manera gradual, al pensamiento abstracto y se enfatiza el dominio de conocimientos disciplinares y científicos. En palabras de Talanquer:

			


Algunas progresiones de aprendizaje incluyen descripciones de formas de pensar intermedias que pueden facilitar la eventual comprensión de los conocimientos científicos de interés. La identificación de estos “trampolines conceptuales” puede ayudar a los docentes a diseñar actividades de aprendizaje que sacan ventaja de los conocimientos previos de los estudiantes y dirigen su atención a formas productivas de pensar sobre un concepto. Las progresiones de aprendizaje también pueden resultar de gran utilidad en el desarrollo de evaluaciones que revelen de manera más fidedigna el nivel de progreso alcanzado por los alumnos en diversas etapas educativas (2013: 362).

			


Si bien la incorporación del constructo progresiones de aprendizaje resulta relevante en cuanto a que alude a la graduación, articulación y transversalidad del currículum, hay cuestionamientos y tensiones que han surgido en el proceso de implementación, amén de la autonomía didáctica de las y los docentes. Por ejemplo, mientras que a los alumnos se les requiere que cumplan con el número y la graduación creciente de las progresiones, que marca la propuesta específica para cada unidad del programa de una asignatura específica del mccems 2022, las progresiones pueden devenir en prescripciones cerradas que limitan las trayectorias de aprendizaje y las actividades en el aula. Al estar indicado el recorrido en un documento general, se estaría haciendo un señalamiento, para todo el país y para todas las instituciones, sobre la forma de trabajar en cada unidad en la que está dividido el programa de cada asignatura de los primeros semestres de todo el bachillerato nacional.

			

			Entonces, asumir el carácter progresivo del aprendizaje implica generar condiciones institucionales que promuevan el trabajo colaborativo docente; esta situación contrasta con las magras condiciones laborales de un porcentaje relevante de las y los maestros de educación media superior en nuestro país, cuyos contratos suelen ser por horas o medio tiempo, dejando pocos espacios para el trabajo conjunto.

			Adicionalmente, las progresiones son componentes evaluables del trabajo en cada asignatura, al ser una de las formas fundamentales de actividad para los alumnos. Dado el tiempo señalado para cada unidad del programa, cuando uno, varios o muchos alumnos llegasen a realizar las progresiones de manera incompleta o errónea, el avance programático indicado para cada unidad impediría que los estudiantes y el profesor trabajaran los contenidos o habilidades hasta su dominio satisfactorio. En la práctica, se sabe que el maestro está conminado a recorrer y cubrir los contenidos de toda la unidad, lo que implica dejar de lado la garantía de que todos los alumnos tengan un dominio decoroso de los contenidos, a partir de los avances que se muestran en las progresiones efectivamente realizadas.

			De tal suerte que esta propuesta, altamente estructurada en la forma de recorrer de manera adecuada los contenidos del programa de cada asignatura, puede conllevar rigidez en el proceso de enseñanza-aprendizaje; es decir, forzar a que todos los grupos de alumnos del país sigan un mismo formato y obligar, de alguna manera, a los maestros a cubrirlo y cumplirlo en el tiempo asignado para esa unidad, con independencia de la manera en que los estudiantes específicos hayan avanzado en el manejo de los contenidos o habilidades y hayan resuelto, o no, de modo adecuado las progresiones respectivas. Lo anterior entra en tensión con los principios de inclusión, el reconocimiento a la diversidad y los ritmos de aprendizaje individuales.

			

			Así, el mccems puede interpretarse como un avance programático centralizado; al ser así, difícilmente da cabida a los ritmos diferentes de los alumnos y a la necesidad de que el docente retroalimente su trabajo, con el afán de que todos cubran adecuadamente el programa. Este escenario puede derivar en la no acreditación de las asignaturas y el mantenimiento de las bajas tasas de eficiencia terminal. La continuidad de esta situación dilataría y complicaría, aún más, la inaceptable omisión de cumplir con la universalización de la educación media superior que marca la Constitución desde 2012.

			Lo anterior resulta particularmente preocupante cuando una característica fundamental de la educación media superior en México es, precisamente, la diversidad de formas de definición institucional, organización académica, identificación de los perfiles profesiográficos para cada materia, acreditación gremial, prácticas didácticas, vinculación con los servicios y la producción locales, promoción de la formación continua y las culturas escolares de cada plantel.

			De obtenerse la dinámica centralizada —que aquí se identifica como una posibilidad efectiva, propiciada y facilitada por el mccems 2022 a lo largo y a lo ancho del país—, este cambio se mostraría como una política perjudicial para la equidad y el avance hacia la universalización de este nivel educativo, que exige el decreto de obligatoriedad.

			Por otro lado, es importante observar que otros ministerios de Educación en la región latinoamericana han incorporado el constructo de progresiones de aprendizaje en sus propuestas curriculares, en particular en la educación básica (De la Cruz, 2023), de los cuales se pueden extraer algunas lecciones. Por ejemplo, el Ministerio de Educación del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Argentina, define las progresiones de aprendizaje para la educación primaria y secundaria como “recorridos posibles y pertinentes para la enseñanza y el aprendizaje de contenidos fundamentales de la trayectoria escolar” (Ministerio de Educación del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2019: 8). 

			En este marco, se aprecia que dichas progresiones no son lineales y se reconoce la naturaleza situada de los contextos escolares; por ello, la evidencia de aula y la investigación didáctica se vuelven imprescindibles para monitorear los aprendizajes con perspectiva formativa. Desde este enfoque, se reconocen los progresos dispares de las trayectorias escolares, con lo cual se subrayan distintos ritmos en los recorridos de áreas o asignaturas y su potencial para individualizar la enseñanza.

			

			Otro ejemplo se aprecia en la República Oriental del Uruguay, donde, en 2022, se publicó el documento Progresiones de Aprendizaje. Transformación Curricular Integral, en el marco de una transformación curricular. En este material se definen las progresiones como “descriptores de la evolución del continuo de cada competencia y facilitan el reconocimiento de los procesos cognitivos de cada estudiante. Evidencian el desarrollo gradual de las competencias y brindan insumos para planificar estrategias de enseñanza (incluida la evaluación) facilitadoras de los procesos de aprendizaje” (Administración Nacional de Educación Pública, 2022: 11). Además, se destaca la transversalización del currículum y la relevancia del trabajo colaborativo, contextualizado en los diferentes niveles educativos por donde transita cada estudiante, reconociendo distintos ritmos y, con ello, la diversidad e inclusión de todo el estudiantado.

			Un tercer ejemplo lo ofrece el Ministerio de Educación de Chile, a través del constructo progresiones de aprendizaje en espiral. Éste se define como un instrumento que integra secuencias de objetivos de aprendizaje para la educación básica. Sus propósitos no son prescriptivos, sino que orientan el sentido, el significado y la trascendencia de los objetivos de aprendizaje, los cuales poseen continuidad para organizar las experiencias de enseñanza y aprendizaje a lo largo de la trayectoria escolar.

			Ciertamente, éstas y otras cuestiones deberán explorarse en el futuro próximo, pues, como se dijo ya, a un año de iniciarse la implementación de la reforma, que se puso en marcha únicamente durante los dos primeros semestres del ciclo de tres años de la educación media superior, todavía es temprano para indicar los logros o fracasos. 







			

			La problemática docente en torno a la implementación del mccems

			


En 2019, con el cambio de gobierno, se anunció que en el ámbito educativo se haría una reforma de gran calado. No obstante, ese proceso de cambio se vio desplazado por la crisis sanitaria causada por la covid-19, que sacudió el mundo entero y modificó la dinámica escolar. De tal manera, fue hasta 2022 cuando empezaron a cobrar notoriedad los documentos que contenían algunos principios orientadores de la nem para la educación media superior, que se dieron a conocer principalmente a través de medios digitales (Arroyo y Pérez, 2022). De manera paulatina, se publicaron versiones más amplias sobre el rediseño del mccems, las orientaciones pedagógicas, así como los principios y los ejes prioritarios. Poco a poco se fue difundiendo más información, hasta que finalmente se anunció que, en agosto de 2023, al inicio del ciclo escolar, se pondría en marcha la primera etapa de la implementación de la reforma, que se enfocaría en atender a los alumnos de nuevo ingreso (dof, 2022a). Semanas antes de iniciar aquel ciclo lectivo se dieron a conocer las regulaciones y los programas que entrarían en vigor, disposiciones que los profesores deberían adoptar prácticamente de inmediato (dof, 2023a). 

			Es preciso señalar que, como se dijo antes, el modelo pedagógico de la reforma critica el modelo por competencias; se opone a la visión tradicional de la enseñanza; pondera los recursos socioemocionales en el proceso de aprendizaje; pretende establecer una vinculación social con la comunidad y, sobre todo, reconoce la autonomía del docente para proponer su propio andamiaje didáctico en sintonía con los ejes de la nem (sep, 2024a). Lo anterior deja ver que la reforma conlleva, en principio, cambios radicales en cuanto a las exigencias pedagógicas y al papel que debe desempeñar el profesor en adelante; esto le exige cumplir con tareas bastante exigentes y, además, da cabida a diversos aspectos para analizarla, justo cuando el sexenio está por concluir. Enunciamos brevemente algunas cuestiones que saltan a la vista.

			Lo primero que hay que señalar es que la puesta en marcha de esta reforma se ha dado en el contexto de la pospandemia. Esta condición no debe obviarse, pues el regreso a las aulas fue un proceso paulatino después del distanciamiento social y la estrategia de “Aprende en casa” que duró casi dos años. Este acontecimiento, vivido como un cisma, sin duda causó diferentes efectos en profesores y estudiantes, tanto a nivel personal como social y escolar (Guzmán, 2021; Medina-Gual et al., 2021), que tuvieron que atenderse al regreso a clases a los recintos escolares. Restablecer la dinámica escolar presencial fue el principal reto para todos los actores educativos, lo cual no se logró de inmediato ni ha sido un cambio automático, más aún si se considera que pasar dos años fuera de las instalaciones escolares generó varias dificultades, entre ellas el rezago educativo. Con lo anterior se quiere señalar que la reforma llegó en un contexto adverso, por decir lo menos, para los docentes que en los últimos años tuvieron la responsabilidad de migrar a la educación a distancia y, después, enfrentar el regreso al modo presencial.

			

			En segundo lugar, se debe considerar que, en vista de la instrumentalización de la reforma, en los primeros meses de 2023, se impartieron algunos cursos a los docentes con el fin de explicar, en líneas generales, en qué consistía la llamada Nueva Escuela Mexicana. Se trató de una actividad introductoria que esclarecía los postulados genéricos de esta política. Esta temporalidad obliga a cuestionar la puesta en marcha de la reforma, pues se dio de manera apresurada y sin sentar las bases para que el profesorado conociera bien a bien los principios pedagógicos que la sustentan. Más allá del contenido, cada reforma tiene un fundamento teórico y una visión de la educación que debe analizar el profesor, que es quien tendrá que comprender la propuesta y llevarla a la acción en el salón de clases. Así las cosas, conviene preguntarse si un curso introductorio resulta suficiente para poner en funcionamiento una transformación de gran envergadura.

			En tercer lugar, con el tiempo apremiante, apenas unas semanas antes de iniciar el ciclo escolar 2023-2024, se publicaron los programas de estudio de la primera etapa. Esto implicó que los profesores tuvieran muy poco tiempo para trabajar en él y planear sus actividades bajo un modelo completamente distinto, del cual no tenían ningún antecedente en su experiencia o formación. Aunado a esto, los profesores, que además impartían cursos en el segundo y tercer año de bachillerato, tendrían que dar continuidad al modelo educativo anterior, lo que sumó otra dificultad para desempeñar su labor al tener que transitar por dos caminos todos los días. Por si esto fuera poco, debe recordarse que la mayoría de la planta docente de la educación media tiene un contrato por horas frente a grupo, lo que implica que no se le asigna tiempo suficiente para la planeación, la preparación de material didáctico y la evaluación, por lo que es pertinente cuestionar si los profesores, en particular los de asignatura, que son los más numerosos, pueden concentrarse en la propuesta de reforma cuando carecen del tiempo y de los conocimientos necesarios.

			

			En cuarto lugar, vinculado a lo anterior, en este nivel educativo se insiste en la autonomía del trabajo docente. Con esto se reconoce que el maestro es un profesional de la docencia que puede y debe tomar decisiones en su trabajo diario a partir de los lineamientos generales que se imponen institucionalmente. Esta cuestión es muy importante después de que durante años se le consideró como el operador de los programas de estudio diseñados por expertos. No obstante, el docente no está formado para trabajar con autonomía, y la reforma no propicia las condiciones para que la asuma, pues por lo visto se da por sentado que basta con entregar la autonomía por escrito. Es decir, se parte de la idea de que el profesor de este nivel educativo es un profesional de la docencia que está formado en el terreno pedagógico-didáctico, por lo que, al reconocerle su autonomía, en automático puede hacer una lectura holística de la reforma y, a partir de ahí, aplicar su criterio para programar, planear y ejecutar su quehacer educativo. No obstante, esta suposición puede ser el principal obstáculo para que esta reforma, y cualquier otra, pueda llevarse a cabo, pues la profesionalización de la docencia para la educación media superior continúa siendo uno de los retos mayúsculos de nuestro sistema educativo. Para comprender lo anterior, es necesario recordar que los profesores de este nivel son, en primera instancia, profesionales en diversos campos del conocimiento (químicos, físicos, matemáticos, ingenieros, lingüistas, comunicólogos, filósofos, historiadores, psicólogos, entre otros), que encuentran en la docencia una fuente de ingresos para la que no necesariamente han sido formados. Esto remite a un viejo debate que se actualiza cada que se prescribe una reforma, pues son los actores quienes ponen en marcha aquello que queda por escrito, así que lo primordial sería que estuvieran suficientemente formados para enfrentar los retos.

			

			En quinto lugar, debe señalarse que el presupuesto destinado a la infraestructura, a los recursos materiales y a los humanos es también un asunto pendiente. En los hechos, las instalaciones que albergan a la educación media superior no siempre cuentan con los medios para llevar a cabo las actividades que responden al nuevo modelo. Aquí también se incluye el problema de las plazas y las contrataciones de profesores, porque sigue creciendo el número de docentes a quienes se les contrata por horas, en lugar de crear plazas de tiempo completo que podrían proporcionar mejores condiciones laborales y, sobre todo, el tiempo suficiente para diseñar, planear y evaluar el aprendizaje de los grupos tan numerosos, característicos de este tipo educativo.

			En este escenario, en las aulas y en el día a día los docentes se ven obligados a realizar proyectos y planificaciones a partir del mccems, así como de las orientaciones pedagógicas que sostienen esta propuesta educativa. De manera general, se les ha dotado de diversos materiales de apoyo cuyo objetivo es difundir, explicar y ejemplificar lo que se pretende lograr con esta propuesta curricular; todo esto se encuentra en la página web de la sep, a la cual se puede acceder sin restricciones. También se han ofrecido algunos talleres en los planteles para dar a conocer la reforma y los cambios en los programas. Aunado a ello, la Coordinación Sectorial de Fortalecimiento Académico (Cosfac) comenzó a impartir cursos en línea enfocados, principalmente, en los aspectos didácticos. No obstante, los principios pedagógicos que sostienen la propuesta no se comprenden con propuestas desarticuladas; se requiere, sin duda, de un proceso continuo y sistemático de formación docente. Baste mencionar que para entender temas como la transversalidad; la inter, multi y transdisciplinariedad; las progresiones de aprendizaje; el clima escolar positivo, y el humanismo, entre muchos otros, no es suficiente con leer las definiciones ni acercarse a los conceptos que se enuncian en los documentos ejecutivos, sino que se requeriría de una formación más completa e integral en temas educativos.

			

			De lo dicho surgen algunas preguntas: ¿cómo podrá ejercer su autonomía el profesor, recién egresado de la licenciatura en Ingeniería o Ciencias de la Comunicación, que se enfrenta a un grupo por vez primera, a quien sólo se le paga por horas efectivas frente a grupo? ¿Cómo podrá ejercer su autonomía un maestro que ha trabajado los últimos quince años bajo el modelo de competencias y que hoy en día se le exige cambiar de paradigma sin mayor herramientas que infografías, videos y uno que otro taller de estrategias didácticas? ¿Cómo abordará, sin formación específica, las áreas curriculares de humanidades, por ejemplo, cuando su formación y práctica docente ha sido disciplinaria, digamos filosófica? ¿Cómo podrá trabajar con las progresiones de aprendizaje e incluir la diversidad de los grupos y formas de aprendizaje? ¿Cómo hará viables los proyectos escolares, de aula y comunitarios, cuando transita de una escuela a otra con el fin de cumplir con su contrato por horas-clase?

			En resumen, las condiciones del contexto generan incertidumbre sobre las posibilidades de éxito de esta política, pues, a dos meses del cambio de gobierno, los docentes se preguntan qué ocurrirá: ¿se dará continuidad o se implementará otro plan de educación con principios y ejes rectores distintos de los planteados en la actualidad? Las condiciones laborales que generan, por un lado, sobrecarga de grupos sin tiempo pagado para las diversas tareas de planeación y, por el otro, la inestabilidad de los contratos y la ausencia de una formación sistemática respecto de las orientaciones pedagógicas, dan lugar a cuestionamientos sobre si los docentes podrán asumir el compromiso con la reforma.







			

			El horizonte por-venir: a manera de cierre y agenda

			


Ana Laura Gallardo Gutiérrez

			





A lo largo de este capítulo se han presentado distintos planos y niveles de análisis en torno a las reformas curriculares, tanto de educación básica como de media superior. Tales planos implican revisar el diseño o la estructura formal del currículum; también el ámbito de la operación o implementación de una propuesta curricular y, como vector transversal, la situación de la formación docente inicial y continua para ambos niveles educativos.

			Respecto del primer plano se ha expuesto la apreciación de un giro estructural importante bajo el significante Nueva Escuela Mexicana (nem). Se coincide en que los puntos centrales estriban en su distanciamiento con la continuidad del cambio curricular de los últimos 30 años, con aquellas reformas que vincularon la noción de aprendizaje a lo cognitivo, lo individual y la idea de superación personal; cuestiones que ahora aparecen en el opuesto del espectro. Lo comunitario, el bien común, la diversidad y la educación como un derecho son elementos centrales que destacan en las exploraciones de los autores y que aterrizan en estrategias analíticas para observar la organicidad de los diferentes aspectos del cambio curricular. En el caso de la educación básica, se centra la atención en aspectos como ejes articuladores, programas sintéticos y programas analíticos.

			Destaca la profundidad de los ejes articuladores pues concreta, en términos no retóricos, la importancia de lo que desde hace varias décadas se ha llamado “temas emergentes en educación”. Es sobresaliente el análisis que hace Carlo Rosa al señalar que estos ejes deberían adquirir un carácter más prescriptivo, pasando del cuál abordar a cómo se abordan; esta diferenciación podría ayudar a seguir construyendo ámbitos de la autonomía curricular que, a decir de los autores, es un elemento sensible. Al pensar en la agenda de investigación que ofrecen estas reflexiones, se posiciona de manera central cómo la investigación participativa permite indagar en los procesos de operación de los ejes articuladores en el marco del trabajo de los programas analíticos; investigaciones en las que docentes y académicos construyan saberes de distinta raigambre para seguir operando la reforma. 

			

			Por su parte, el abordaje de la evaluación formativa ubica tendencias y articula el sentido que ésta adquiere en el marco del nuevo plan de estudios. Este deslinde cobra relevancia por los múltiples debates que ha establecido la diferencia entre calificación y evaluación, cuestiones que indagan sobre si es pertinente seguir pagando a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) la prueba pisa, toda vez que contraviene de manera central los postulados en torno a la evaluación en el plan de 2022. Es importante cuestionar, entonces, si las pruebas estandarizadas muestran los aprendizajes o si su naturaleza es más bien otra; es decir, saber si lo que se aprende es una práctica didáctica por excelencia o una prueba estandarizada que intenta clasificar y jerarquizar de acuerdo con puntajes. Esta diferencia, como lo señala Díaz Barriga, no es admitida o siquiera escuchada en el debate, dada la naturalización que se ha hecho de la relación medición-aprendizaje. Este punto es un elemento central de la agenda de investigación educativa, pues implica proponer nuevos derroteros teóricos y conceptuales, que permitan comprender el aprendizaje sin la primacía de la psicología cognitivo-conductual. Una visión multidisciplinaria permitirá advertir una comprensión compleja de los procesos de aprendizaje y proponer nuevas formas de evaluar y, si es preciso, construir equivalencias que permitan comparar a gran escala lo que sucede.

			Para cerrar lo dedicado a la educación básica,  basta decir que el análisis de los libros de texto gratuitos aporta nuevas miradas, después de la polémica mediática que se desató a partir de su aparición. Su abordaje implica la particular tensión que supone la congruencia interna en los distintos componentes curriculares, esto es, los principios del plan de estudios y su lejanía con estos materiales de aprendizaje; en particular, en lo referente a la integración curricular y la aspiración multidisciplinaria frente a su desdibujamiento en los libros de secundaria. Hay acentos en los trabajos de Plá y Ducoing que es necesario recuperar: por un lado, la emergencia de nuevas formas de organizar el papel protagónico de los libros y, por otro, más importante, el impacto de las reformas anteriores. En una visión histórica, la conformación de este tramo educativo comparte con la educación media superior que ambas se basan  en la lógica positivista y disciplinaria que Gabino Barreda y Moisés Sáenz plantearon como eje novedosísimo en los orígenes del sistema educativo nacional. Esta organización epistemológica dirige, a la fecha, las formas de contratación de docentes y, con ello, el abaratamiento del trabajo docente, entre otros grandes males que tienen un efecto en la relación entre los componentes curriculares; por ende, hay una alteración significativa en el plano de la implementación, como lo señalan los autores de este capítulo.

			

			En el caso de la educación media superior, destaca la noción de progresiones de aprendizaje, en cuanto organizadores que operan el principio de la autonomía curricular de los docentes. Se afirma que se trata de una propuesta altamente estructurada, al señalar que hay formas homogéneas de trazar las trayectorias de aprendizaje. Esta situación, hay que señalarlo, es parte de la agenda de investigación por explorar, pues apunta hacia una doble discusión: por un lado, la naturaleza de los procesos de traducción y resignificación del currículum, las problematizaciones en torno a qué se aspira cuando se afirma que una reforma fue exitosa o fue un fracaso, qué criterios y desde qué locus de enunciación se hace, y por otro lado, en estrecha vinculación está la investigación sobre las docencias. 

			Como puede observarse, el plano de la implementación es consustancial al del diseño; sus múltiples imbricaciones apuntan a un vector que los atraviesa, esto es, las docencias y su formación. Si bien el capítulo anterior está dedicado a esta revisión, en los análisis sobre las reformas es imposible no coincidir con algunas de las aseveraciones expresadas, como la fragmentación del sistema de formación, la necesidad de que los profesionistas de la educación media superior puedan formarse en los ámbitos pedagógico-didáctico, entre otros aspectos.

			

			Sin embargo, existe una distancia interesante cuando se plantea el tema desde la arista de la autonomía docente, pues, como se ha insistido, necesitamos investigar más y mejor en torno a la “falta de herramientas o capacidad de los docentes para asumir la autonomía”. Cabe partir de la tesis de que en nuestro país hubo un proceso planeado y sostenido de desprofesionalización como política docente, que tuvo su epítome en la escena de Nochixtlán, Oaxaca, en la que maestras y maestros disidentes, así como la población de este municipio, fueron atacados por las fuerzas policiales, cobrando vidas inocentes.

			Pensar que los docentes no pueden asumir su autonomía es un sesgo común que, como toda tendencia, posee parte cierta y parte mentira. ¿Por qué las políticas se inclinan a pensar que los docentes no pueden asumir esta conciencia de su actuar? ¿Por qué la investigación alude a factores individuales de los docentes y no a cuestiones estructurales? ¿Por qué pensamos que un docente recién egresado no tiene las herramientas para asumir su autonomía? ¿Esperamos lo mismo de otras profesiones? Sin duda, es un tema en la agenda de investigación por venir.

			Otro tema que forma parte de la tradición investigativa en torno a las políticas educativas es el referido a la cobertura y la eficiencia terminal, condiciones que atraviesan las reformas curriculares. Es pertinente mencionar que ambos indicadores apuntan a la ralentización de la obligatoriedad en la educación media superior, por lo que también queda pendiente analizar si la disminución de la matrícula o que los estudiantes no permanezcan en la escuela se explican no sólo por la falta de financiamiento, sino por la falta de relevancia y pertinencia de los contenidos, es decir, el tipo de conocimientos, saberes y valores que se promueven en el currículum de este nivel educativo y su influencia en el origen de estos dos fenómenos educativos. ¿Que haya una escuela cerca garantiza que asistan y terminen sus estudios? ¿Podemos seguir haciendo una separación entre cobertura y relevancia, significatividad y pertinencia de los contenidos?

			Hasta aquí se han anotado algunos temas y líneas de investigación que podrían aportar elementos importantes para la toma de decisión; es decir, el giro que las políticas educativas necesitan para concretar los cambios estructurales que se propuso la cuarta transformación. 

			

			Para el sexenio, haber puesto una pica en Flandes conlleva:




			1)	Planear de manera articulada y sostenida en el tiempo las políticas curriculares, de materiales educativos, de infraestructura y, sobre todo, de formación docente.

			2)	Es pertinente la primacía del modelo pedagógico sobre los otros componentes de las políticas educativas, porque de éste depende la orientación de los cambios, como se advierte entre lo que dice el plan de estudios y los materiales educativos, o el tipo de equipamiento de escuela necesario para un planteamiento como el de la nem.

			3)	Proponer estrategias de seguimiento a la implementación de las reformas curriculares, ligadas a la convergencia de la investigación y de la docencia, desde parámetros de ciencia abierta y de responsabilidad social. Es necesario alejarse de visiones como “capacitación docente” y formación en cascada, entre otras fórmulas tradicionales, que no se adaptan a la profundidad de los cambios que se precisan.

			


La implementación de una reforma curricular es, en el trasfondo, un proceso de deliberación y ésta, a su vez, es el proceso político académico de construcción de sentidos compartidos en torno a la nem. Lo anterior conlleva entender la operación de las políticas curriculares como una forma de negociación y no de aplicación, de apropiación y no de capacitación. Dirigir la mirada hacia estos planteamientos puede contribuir a construir el segundo piso de la transformación de la vida pública de México.
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					          	1 Estas corrientes de pensamiento se han originado en el llamado Sur global, es decir, en las regiones oprimidas de los distintos países del mundo. Proponen la reflexión en torno a la desigualdad, el racismo, el colonialismo, el patriarcado y otros grandes componentes del modelo económico, político, social y educativo actual. Los movimientos sociales integrados por poblaciones indígenas, de mujeres, personas de la diversidad sexual, entre otros, han puesto sobre la mesa la necesidad de producir conocimiento desde el Sur para actuar de manera crítica y alternativa ante dicho modelo. 


          	2 El término polifonía (Bajtin, 2005) se refiere a la forma particular de organización o arquitectura de la novela rusa del siglo xix que él analiza, en las cuales, las voces del autor, del narrador, de los personajes, pero sobre todo de los discursos pasados y futuros que coexisten a manera de contexto en dichas novelas, conforman voces. “La auténtica polifonía de voces autónomas [se combina en] la pluralidad de las conciencias autónomas con sus mundos correspondientes, formando la unidad de un determinado acontecimiento y conservando su carácter inconfundible” (Bajtin, 2005:15).
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Introducción 

			Durante el gobierno de Andrés Manuel López Obrador se implementó una serie de reformas significativas en el ámbito de la educación superior, así como en materia de ciencia y tecnología en México. Estas reformas, articuladas a través de la Ley General de Educación Superior (lges) y la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación (lgmhcti), buscan transformar de manera profunda el sistema educativo y científico del país. El presente capítulo se propone revisar estas políticas desde tres perspectivas: lo que se proyectó en un inicio, lo que efectivamente se hizo y lo que queda por hacer.

			El primer punto del capítulo analiza la implementación de la lges, aprobada en diciembre de 2020 y entrada en vigor desde abril de 2021. La lges estableció un enfoque de derechos humanos e igualdad sustantiva, y destacó la obligatoriedad y gratuidad de la educación superior, la interculturalidad. En particular, se revisa cómo estos objetivos se han traducido en políticas concretas, como la instauración del Consejo Nacional para la Coordinación de la Educación Superior, un organismo de gobernanza encargado de armonizar la ley y sentar las bases para la conformación del sistema nacional de educación superior. Uno de los aspectos que se hace notar es la existencia de una brecha entre la nueva normativa y las restricciones financieras que ha enfrentado la educación superior a lo largo del sexenio, en particular a la luz del Fondo Federal Especial para la Obligatoriedad y Gratuidad de la Educación Superior.

			

			Asimismo, se revisa la creación del Sistema de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior, una iniciativa que se ha intentado consolidar en distintos periodos, bajo diferentes modalidades, y que se considera clave para garantizar la calidad educativa. En la sección se anotan los documentos y mecanismos mediante los cuales se diseña dicho sistema, así como los desafíos que pueden enfrentarse en su implementación y los avances logrados hasta la fecha. Se discute la importancia de la evaluación continua y la acreditación de programas de estudio para promover la excelencia y la pertinencia de la educación superior.

			El tercer punto se concentra en explorar la relación entre las universidades estatales y el gobierno federal, en especial en términos de autonomía y financiamiento, dos de los componentes sensibles e ineludibles del vínculo que sostienen las instituciones y las autoridades gubernamentales. Durante el gobierno de López Obrador se registraron varios intentos de reforma a las leyes orgánicas de las universidades, procesos en los que la autonomía ha sido el punto de controversia y tensión, tanto como las políticas restrictivas en materia de financiamiento. Al respecto, en esta sección se analiza el impacto de esta situación en las universidades estatales, sus implicaciones y las tensiones que surgen entre la autonomía universitaria y las políticas gubernamentales. 

			Otro punto es la revisión de las propuestas dirigidas a ampliar las oportunidades educativas para los sectores más desfavorecidos, concretamente el subsistema de universidades interculturales y las Universidades para el Bienestar Benito Juárez García. Aquí se exploran las vicisitudes en la instauración de nuevas instituciones, así como el impacto que han tenido en términos de lucha contra las desigualdades en el nivel superior, con énfasis en la cobertura educativa, la calidad de la infraestructura y las condiciones laborales del personal docente. Estos proyectos, aunque ambiciosos, han enfrentado críticas y desafíos que se abordan de manera puntual.

			Posteriormente, se abordan dos líneas de implementación de la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación. No son programas novedosos, pero sí han registrado modificaciones importantes en el periodo y de seguro tendrán un impacto tanto en el desarrollo de los estudios de alto nivel como en la orientación y regulación de la productividad del personal dedicado a la investigación científica y al desarrollo tecnológico. Por una parte, se examina la transición desde el Programa Nacional de Posgrados de Calidad al actual Sistema Nacional de Posgrados, así como las reformas en la asignación de becas y la evaluación de programas de posgrado. Por otra parte, se abordan las controversias y los desafíos derivados de los cambios implementados en el Sistema Nacional de Investigadoras e Investigadores durante este periodo.

			

			Finalmente, se incluye un panorama general de las políticas y recomendaciones que, en materia de tecnologías de la información y la comunicación, robótica e inteligencia artificial, han sido elaboradas por organismos internacionales como la unesco, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos y la Unión Internacional de Telecomunicaciones, y la manera en que dichas políticas se han incorporado a diversos ordenamientos legales en la legislación mexicana. 

			El capítulo, cuyo objetivo es abrir la discusión sobre la política sectorial durante el gobierno de López Obrador, ofrece una visión de conjunto respecto de lo que se propuso, lo que efectivamente se hizo y lo que queda por hacer en este ámbito estratégico de la educación en México.







			

			Implementación de la Ley General de Educación Superior y de la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencia, Tecnología e Innovación

			


Alejandro Canales Sánchez

			





La educación superior en México ha tenido un desarrollo notable desde mediados del siglo pasado y con especial énfasis en los años setenta. A lo largo de esa década, según las cifras de la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (anuies, 2000), la matrícula pasó de 220 000 a 853 000; una década después alcanzó 1.2 millones de alumnos, y para el final de los años noventa casi sumaban dos millones. Actualmente, al cierre del ciclo escolar 2022-2023, la cifra total de alumnos suma más de cinco millones, si se consideran todas las modalidades, los niveles y los sectores público y privado, mientras que el número de planteles rebasa los siete mil, siendo un tercio de carácter público y dos tercios privados (Presidencia de la República, 2023). El gobierno federal, desde los años ochenta, intentó poner en marcha un modelo de coordinación para las instituciones de educación superior y, después, a la década siguiente, una sobrerregulación con las políticas de evaluación y financiamiento (Mendoza, 2002).

			Lo notable es que las iniciativas, la expansión del sistema y el crecimiento de la oferta particular transcurrieron sin que se modificara el principal ordenamiento normativo del sector. La Ley para la Coordinación de la Educación Superior fue promulgada en 1978 y permaneció vigente durante las siguientes cuatro décadas. En 2016, antes de la promulgación del nuevo marco normativo, la anuies integró una comisión para elaborar un proyecto de ley, cuya versión preliminar fue puesta a consideración de académicos y especialistas. El trabajo culminó, según lo expresó el secretario general de la asociación, con un anteproyecto de Ley General de Educación Superior y “coincidió con el cambio de gobierno federal, cuya intención manifiesta ha sido reformar el sistema educativo nacional” (Valls, 2019).

			

			En efecto, al inicio del sexenio 2018-2024, se llevó a cabo la reforma del artículo 3º constitucional y el mandato de establecer nuevas leyes secundarias, lo cual permitió, finalmente, la reforma del marco normativo para la educación superior y también para el sistema científico y tecnológico. Sin embargo, las normas de este último, a diferencia del primero, sí experimentaron modificaciones relevantes desde la creación del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt). Una primera norma, la Ley para Coordinar y Promover el Desarrollo Científico y Tecnológico, fue promulgada en 1985 y estuvo vigente durante 14 años (dof, 1985). Después, en 1999, fue sustituida por la Ley para el Fomento de la Investigación Científica y Tecnológica que sólo estuvo en operación por tres años, porque en 2002 fue sustituida por la Ley de Ciencia y Tecnología, que prevaleció con sucesivas reformas hasta la expedición de la ley general en la materia en el sexenio 2018-2024.

			Las nuevas regulaciones representan cambios significativos, tanto para la educación superior como para la ciencia y la tecnología, no sólo por sus respectivas estructuras, sino también por lo que establecen sus lineamientos y los efectos que se producirán al ponerlas en marcha, como podremos apreciar a continuación.







			Ley General de Educación Superior

			


La reforma de los artículos 3º, 31 y 73 constitucionales de mayo de 2019, medio año después de iniciado el periodo de gobierno, estableció cambios relevantes en materia educativa, científica y tecnológica, entre ellos, un enfoque de derechos humanos e igualdad sustantiva en el sector, así como la obligatoriedad y gratuidad de la educación superior, la interculturalidad, el desarrollo sostenible o el derecho a la ciencia y a gozar de los beneficios del desarrollo científico y sus aplicaciones (dof, 2019a). Los cambios constitucionales implicaron la elaboración de nuevas leyes secundarias, como lo dispuso el artículo 6º transitorio, donde quedó especificado que el Congreso de la Unión debía expedir, a más tardar en 2020, las “Leyes Generales en materia de Educación Superior y de Humanidades, Ciencia, Tecnología e Innovación” (dof, 2019a). 

			

			La Ley General de Educación Superior (lges) quedó aprobada en tiempo y forma por el Senado el 9 de diciembre de 2020 y los diputados hicieron lo mismo unos meses después, aunque el decreto de ley y su entrada en vigor fue hasta el 20 de abril de 2021. La nueva norma refrendó la garantía constitucional de autonomía, a diferencia de la primera versión de reforma constitucional que por un “error de transcripción” omitió la fracción VII relativa a la autonomía universitaria, según precisó Esteban Moctezuma Barragán, entonces secretario de Educación Pública (Aristegui Noticias, 2018). Además, la nueva ley especificó que cualquier reforma a las leyes orgánicas de cada institución debe “contar con los resultados de una consulta previa, libre e informada a su comunidad universitaria” y con “una respuesta explícita de su máximo órgano de gobierno colegiado” (lges, 2021: art. 2º, parágrafo tercero).

			La lges también definió lo que se entiende por sistema nacional de educación superior:




			conjunto orgánico y articulado de actores, instituciones y procesos para la prestación del servicio público de educación superior que imparta el Estado, sus órganos desconcentrados y organismos descentralizados, así como los particulares con autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios y todos aquellos elementos que contribuyen al cumplimiento de los fines de la educación superior (lges, 2021: art. 21, parágrafo segundo).

			


A su vez, quedó establecido el Consejo Nacional para la Coordinación de la Educación Superior (Conaces) como órgano directivo colegiado de “interlocución, deliberación, consulta y consenso para acordar las acciones y estrategias que permitan impulsar el desarrollo de la educación superior” (lges, 2021: art. 52). Un órgano coordinado por la persona titular de la Subsecretaría de Educación Superior e integrado por más de un centenar de personas representantes de dependencias, instituciones, subsectores y regiones del sistema; una composición amplia y plural.

			La misma norma, para dar cumplimiento a lo estipulado en la Constitución y como disposición general en materia de financiamiento, estableció que el monto anual destinado por el Estado sería conforme a los términos del artículo 119 de la Ley General de Educación, esto es, no menor al equivalente de 8% del pib y, de ese monto, se destinaría 1% del pib para educación superior y para investigación científica y humanística. Además, precisó que dicha cifra no podría ser “inferior a lo aprobado en el ejercicio inmediato anterior” (lges, 2021: art. 62), aunque no quedó especificado si sería en términos corrientes o reales. Adicionalmente, para dar cumplimiento a la gratuidad y a lo indicado en artículo transitorio de la reforma constitucional, creó el Fondo Federal Especial para la Obligatoriedad y Gratuidad de la Educación Superior, un fondo que sería diferente a los recursos ordinarios asignados (lges, 2021: art. 64). 

			

			También, como atribución de la autoridad educativa federal y estatal, dispuso la instauración y coordinación de dos sistemas. Uno, el Sistema de Información de la Educación Superior, como instrumento de consulta pública y de apoyo a los procesos de evaluación y planeación. Otro, el Sistema de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior para diseñar y articular las acciones en la materia y atender la interrelación con los sistemas nacionales de Mejora Continua de la Educación y el de Ciencia y Tecnología “en sus respectivos procesos de evaluación y acreditación” (lges, 2021: art. 59, fracción X).

			La nueva ley también dispuso la elaboración del Programa Nacional de Educación Superior —en correspondencia con lo indicado en la Ley de Planeación, el Plan Nacional de Desarrollo y el Programa Sectorial de Educación.

			Los artículos transitorios de la ley marcaron las fechas para cumplir lo establecido. Por ejemplo, estipuló que a partir del ciclo 2022-2023 se implementaría de forma progresiva la gratuidad de la educación superior en función de la suficiencia presupuestal, para lo cual proveería los recursos financieros desde el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación (pef) para el Ejercicio Fiscal 2022 y, en ese mismo instrumento, se incluirían los recursos del Fondo Federal Especial para la Obligatoriedad (lges, 2021: art. 3º transitorio).

			El pef de 2022 y los años siguientes registró, en términos reales y con diferencias entre instituciones, incrementos marginales de unas pocas centésimas de punto porcentual respecto del año previo; es decir, en sentido estricto, se cumplió con lo dispuesto en la ley, aunque el gasto por alumno experimentó una disminución, porque la matrícula se expandió en mayor proporción, tal como se menciona en el análisis del presupuesto educativo en el tercer capítulo de esta obra. 

			

			La mayor dificultad es que ni el pef 2022 ni los siguientes incluyeron el denominado Fondo Federal Especial para la Obligatoriedad y la Gratuidad. De hecho, para el presupuesto de 2023, la Subsecretaría de Educación Superior presentó una propuesta técnica para convertir un programa presupuestario (U079) en el fondo previsto en la Constitución, una estrategia aprobada en la tercera sesión ordinaria del Conaces del 22 de febrero de 2022 (sep, 2022b). La propuesta, en términos generales, planteaba la importancia de contar con los instrumentos de política presupuestaria para cumplir con el derecho humano a la educación superior y la meta de cobertura comprometida en el programa sectorial. Esta última implicaba pasar de 42.5% a 50% en la tasa bruta de cobertura, lo que suponía incrementar entre 2022 y 2024 “la matrícula total de educación superior en 277 000 estudiantes anualmente; y la matrícula pública en 184 000 estudiantes” (sep, 2022b: p. 19). Para lograrlo, se proponía crear el fondo con un presupuesto de 9 486 000 pesos. No obstante, dicha propuesta no prosperó y el programa U079 continuó en operación con recursos, en cifras redondas, de 752, 795 y 833 millones de pesos, para 2022, 2023 y 2024, respectivamente (sep, s. d.; sep, 2024), un monto muy por debajo de las estimaciones de los recursos necesarios. La meta de cobertura tampoco se alcanzará, pues pasó de 42.5% a 43.5% entre 2022 y 2023, y será imposible incrementar alrededor de cinco puntos porcentuales en el último año de gobierno.

			El Conaces, principal órgano de gobernanza y coordinación de la educación superior, se instaló conforme lo previsto el 18 de agosto de 2021; lo presidió la Secretaría de Educación Pública y quedó un Secretariado Técnico Conjunto de la Subsecretaría de Educación Superior y la anuies. En aquella primera sesión, aparte de aprobar sus lineamientos de funcionamiento y calendario de sesiones, presentó y acordó una docena de proyectos estratégicos, entre ellos:




			

			1)	Modelo y Política de Financiamiento para la Obligatoriedad y Gratuidad de la Educación Superior, proyecto que se presentaría al año siguiente, pero que, como ya se indicó, no fue recuperado para la instauración del Fondo Federal de Gratuidad. 

			2)	Un plan de acción para la igualdad de género y asegurar que las instituciones de educación superior sean espacios libres de violencia, especialmente de género y discriminación hacia las mujeres, una acción que forma parte del Programa Nacional de Educación Superior 2023-2024, pero que apenas se publicó el 28 de diciembre de 2023 (dof, 2023a).

			3)	La instalación o reinstalación de las Comisiones Estatales para la Planeación de la Educación Superior (Coepes) en cada entidad federativa; según lo reportado en el quinto informe de gobierno, las 32 comisiones quedaron establecidas en 2023. 

			4)	El Espacio Común de Educación Superior (ecoes), cuyos lineamientos fueron elaborados por una comisión del Conaces nombrada en su sesión de febrero de 2023 (Conaces, 2023b).

			5)	Un Marco Nacional de Cualificaciones y del Sistema Nacional de Asignación, Acumulación y Transferencia de Créditos Académicos; la propuesta también fue presentada en el Conaces y los lineamientos entraron en vigor el 1 de marzo de 2024 (dof, 2024).

			6)	El Programa Nacional de Educación Superior y los programas estatales de educación; el primero, como ya se anotó, fue publicado el 28 de diciembre de 2023 y los segundos se publicaron gradualmente desde el decreto del Programa Sectorial de Educación.

			7)	El Sistema de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior y el Sistema de Información de la Educación Superior. Sobre este último, la unam y la sep firmaron un convenio para desarrollar el Sistema Integrado de Información de la Educación Superior (siies), que ya está en operación (Hernández y Romero, 2021). En lo que respecta al Sistema de Evaluación, en el seno del Conaces se presentó a fines de 2022 un documento con las bases generales para poner en marcha dicho sistema (Propuesta de Política Nacional de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior). Uno de sus principales rasgos es que plantea una evaluación orientada a la mejora continua y como medio para la transformación institucional. Según lo previsto, previa entrega de ejercicios de autoevaluación y coevaluación, el sistema será coordinado por el Conaces y habrá una coordinación ejecutiva, pero será hasta el final de 2024 cuando se tenga una primera evaluación del sistema nacional de educación superior; por ahora no hay resultados.

			

			8)	Instancias de Vinculación, Consulta y Participación Social. Según lo reportado en el penúltimo informe de gobierno, en cada una de las 121 universidades tecnológicas se instaló un Consejo Social y Consejo de Vinculación (Presidencia de la República, 2023: 252).

			


Uno de los principales retos del Conaces es sostener la participación equilibrada y periódica de más de un centenar de personas, la operación de sus comisiones de trabajo y, muy importante, la relación con las 32 Coepes ya instaladas. Estas últimas, como se ha hecho notar, constituyen un importante órgano de gobernanza que podría permitir una nueva etapa de concertación entre el gobierno federal y las entidades federativas (Rodríguez, 2022a). El Conaces, hasta marzo de 2024, ha realizado una decena de reuniones y sus iniciativas, como se precisó en cada caso, están en marcha. Algunas no se han considerado en un primer intento, como su modelo de financiamiento; otras apenas están en fase preliminar, como el sistema de evaluación y acreditación, y unas más, probablemente, concluirán con su diseño, pero no llegarán a la fase de implementación. En este último caso está el Programa Nacional de Educación Superior o los órganos de vinculación. Los resultados globales están por demostrarse, si persisten las iniciativas.







			Ley General en Materia de Humanidades, Ciencia, Tecnología e Innovación

			


La aprobación de la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencia, Tecnología e Innovación (lgmhcti), a diferencia de la correspondiente a la educación superior, no se dio en el plazo que disponía el artículo 6º transitorio constitucional. La ley fue aprobada por el Congreso en la última semana del periodo ordinario de sesiones de abril de 2023, es decir, más de dos años después de lo indicado por la norma, y lo hizo en medio de la polémica y de los cuestionamientos del bloque opositor y de una parte importante del sector académico. Esto se debió a que no se celebró el total de las sesiones de parlamento abierto que se habían acordado y a las irregularidades en los procedimientos legislativos. De hecho, la ley enfrenta dos acciones de inconstitucionalidad presentadas por legisladores de la oposición; la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) deberá resolver al respecto, aunque hasta el final de marzo de 2024 aún no se había pronunciado.

			

			A la denominación de la ley se le añadió la palabra humanidades y entró en vigor el 8 de mayo de 2023 (dof, 2023b). La norma, como lo establece el artículo 3º constitucional, debía ser de orden general, esto es, establecer los ámbitos de responsabilidad y competencia de los tres órdenes de gobierno, así como hacer efectivo el derecho de toda persona a gozar de los beneficios del desarrollo de la ciencia y la tecnología, garantizar el acceso abierto a la información que se derive de la investigación y “proveer recursos y estímulos suficientes” (dof, 2023b: art. 3, fracción IV).

			Sin embargo, probablemente por la demora en la expedición de la ley general, el organismo rector de la política científica y tecnológica realizó múltiples y variados cambios en su marco normativo, antes de contar con la ley general. Un principio básico de jerarquía normativa indica que los reglamentos internos, los estatutos y los acuerdos deben subordinarse a la ley superior, pero en este sector, a lo largo del periodo, operó a la inversa, así ocurrió con el propio estatuto orgánico del organismo, los reglamentos del Sistema Nacional de Investigadores y el de Becas, entre otros. 

			La lgmhcti incluye las bases de integración y coordinación del Sistema Nacional de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación, la gobernanza del sector y de financiamiento, entre otros aspectos. Por ejemplo, por su carácter de ley general, distribuye las competencias y responsabilidades sobre el sistema entre la federación, las entidades federativas y los municipios. No obstante, reserva para la federación la formulación, conducción, ejecución y evaluación de “la política nacional en la materia, conforme a los fines, principios y bases de las políticas públicas previstos en esta Ley”, así como la coordinación de la Agenda Nacional (lgmhcti, 2023: art. 22, fracción i). En esta última se establecen las líneas de acción acerca de los asuntos estratégicos, prioritarios y de interés público nacional. 

			

			De hecho, el órgano máximo de gobierno y administración del Consejo Nacional de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación (Conahcyt) y de todo el sector es la Junta de Gobierno del consejo (lgmhcti, 2023: art. 67 y ss.). La junta es presidida por el titular del consejo y se integra por los representantes de 13 secretarías y un instituto: Agricultura y Desarrollo Rural; Bienestar; Comunicaciones y Transportes; Cultura; Economía; Educación Pública; Energía; Hacienda y Crédito Público; Defensa Nacional; Marina; Medio Ambiente y Recursos Naturales; Relaciones Exteriores; Salud, y el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. Además, se añaden ocho personas más de la comunidad y de los sectores social y privado, todas ellas a invitación del titular del Conahcyt, previa propuesta de la coordinación del Órgano Interno Consultivo. A las sesiones también pueden acudir personas invitadas con voz, pero sin voto, entre ellas un representante de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (cndh).

			No hubo explicación pública, ni en la exposición de motivos de la ley ni en las presentaciones posteriores, sobre la participación en la Junta de Gobierno de las secretarías de la Defensa Nacional y de Marina, tampoco de la cndh. La integración de la junta y sus atribuciones tienen un papel clave en el sector y en el marco normativo, porque esa instancia concentra prácticamente todas las decisiones respecto del sistema y las ha tomado, sea sobre programas como el sectorial, el de becas de posgrado, el Sistema Nacional de Investigadores o la Agenda Nacional, o bien, sobre el cambio de normas y el financiamiento.

			Respecto a los recursos financieros, la ley general dispuso que el Estado “proveerá de recursos y estímulos suficientes, oportunos y adecuados, conforme al principio constitucional de progresividad y no regresión” (lgmhcti, 2023: art. 29). También especificó que, en el pef, “el monto anual que se destine a la investigación humanística y científica, el desarrollo tecnológico y la innovación no podrá ser inferior a lo aprobado en el ejercicio inmediato anterior, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables” (lgmhcti, 2023: art. 30).

			

			La ley anterior estableció, en 2004, que el gasto nacional en la materia no podría ser menor a 1% del pib y que debía alcanzarse en 2006, pero no se cumplió ni en ese año ni en los siguientes. Ahora, la nueva ley general no establece una meta cuantificable en materia de financiamiento, sólo indica que debe seguir el principio de progresividad y que el monto no sea inferior al ejercicio fiscal anterior. Sin embargo, como también ocurrió con la ley homóloga de educación superior, no se precisa que el monto sea en términos reales, así que se puede sostener el mismo nivel de gasto o aumentarlo ligeramente y se cumplirá con la norma. La baja inversión en el sector es ilustrada por el indicador de Gasto en Investigación Científica y Desarrollo Experimental (gide) como Proporción del pib (Siicyt, s. d.). De acuerdo a los datos de la administración del periodo anterior, en 2018 el gide era de 0.47% respecto al pib (Presidencia de la República, 2018b); en 2021, de acuerdo con el penúltimo informe de gobierno del periodo 2018-2024, ese indicador es de 0.28%, es decir, apenas sobrepasa la mitad de lo que representaba al inicio (Presidencia de la República, 2023). El gobierno actual ha precisado que la disminución se debe a que recalculó la forma de reportar ese indicador. A pesar de que la cifra es una proporción que depende del comportamiento anual del pib y sea cual sea la razón de la disminución, es un dato relevante que en México el gide sea de 0.21% respecto al pib, porque el promedio de los países de América Latina y el Caribe es de 0.61% y, si se considera Iberoamérica, es de 0.77 por ciento.

			Los procesos de diseño y puesta en marcha de la lges y la lgmhcti han sido diferentes, pero en ambos casos establecen nuevos marcos de referencia y definiciones relevantes tanto para la educación superior como para la ciencia y la tecnología. La integración de los respectivos sistemas, las formas de gobernanza en uno y otro, los montos de financiamiento y algunas propuestas entre sí son contrastantes. Estos elementos constituyen un marco de regulación y una estructura a partir de la cual habrán de estructurarse las políticas sectoriales durante el próximo sexenio, de ahí que sus alcances reales y sus limitaciones están aún por verse.







			

			La evaluación en la educación superior

			


Mario Rueda Beltrán 

			





La evaluación en la educación superior ha tenido un papel central en los últimos seis programas sectoriales, situación manifiesta en el diseño de las políticas públicas para orientar las acciones de todo el sistema educativo. A lo largo de más de tres décadas se han visto surgir organismos especializados en evaluación y estrategias para evaluar al propio sistema, a las instituciones, a los programas y al desempeño de los académicos, además de las tradicionales pruebas de aprendizaje aplicadas a los estudiantes. Estas iniciativas se justificaron oficialmente con la intención de mejorar cada uno de los objetos evaluados y fueron empleadas con muy diversos propósitos, como la rendición de cuentas, la distribución de recursos adicionales a las instituciones y los programas de incentivos al personal académico.

			Las experiencias acumuladas en cada una de estas iniciativas han mostrado los beneficios y limitaciones de reconocer a la evaluación como el eje central de las políticas gubernamentales, por lo que habrá que ampliar la identificación de otros elementos igualmente relevantes para, en efecto, garantizar la excelencia del sistema.

			Estamos frente a un nuevo ciclo de políticas que intenta crear, una vez más, un sistema de evaluación y acreditación de la educación superior, que sería deseable recuperara todo el conocimiento y la experiencia acumulada tanto de las instituciones como de los actores involucrados en estos procesos, para, de esta forma, hacer posible la continuidad de los esfuerzos colectivos en favor del desarrollo del sector educativo.

			





Lo planeado

			

			


La creación del Sistema de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior (seaes) es la iniciativa más destacada en materia de evaluación educativa en este nivel escolar. Sus bases legales se identifican en el Programa Sectorial de Educación, en la Ley General de Educación Superior y en las declaraciones oficiales del Consejo Nacional para la Coordinación de la Educación Superior (Conaces). 

			En el Programa Sectorial de Educación destaca, en particular, la intención de garantizar el derecho de la población a una educación de excelencia, pertinente y relevante en los diferentes tipos, niveles y modalidades del sistema educativo nacional, asumiendo el compromiso de asegurar una educación obligatoria con carácter universal, inclusivo, público, gratuito y laico (dof, 2020).

			Igualmente, se enfatizan los aprendizajes de los estudiantes, la pertinencia del currículum, los materiales y contenidos, y la relevancia de los aprendizajes para el desarrollo regional, nacional y mundial. Esto se argumenta con datos referidos a las evaluaciones de Planea y pisa de 2017 de educación básica y media superior. Para el nivel superior se hace referencia a la eficiencia terminal, los datos de tránsito escolar y la movilidad social. La argumentación se complementa con el incumplimiento de la movilidad social, la ocupación diferente a los estudios realizados y la sobre o subcalificación en el empleo, entre otros (dof, 2020).

			Para garantizar el derecho a una educación de excelencia se plantea lograr la pertinencia de los planes y programas de estudio a través de la evaluación, la acreditación y la certificación de los programas, así como la vinculación de sus resultados para orientar las decisiones de las autoridades y la construcción de indicadores pertinentes y relevantes para valorar las funciones sustantivas del sistema educativo nacional en el ámbito local, regional y nacional. Para el seguimiento de los avances en la educación superior se menciona un porcentaje de eficiencia terminal para 2024 de 29.7% y un porcentaje de abandono escolar en una tendencia descendente, así como una cobertura de 50% (dof, 2020).

			En la Ley General de Educación Superior (lges, 2021) sobresale la creación del seaes a cargo del Conaces para diseñar y coordinar estrategias y acciones para la evaluación y la acreditación, sin menoscabo, dice la norma, de la autonomía de las universidades, la diversidad de los subsistemas y la soberanía de las entidades federativas. A los procesos de evaluación y acreditación se les atribuyen propiedades que van desde la función diagnóstica y de mejora hasta la de autoevaluación, así como su apego a criterios académicos universales para garantizar su objetividad y sentido ético, al tiempo de contar con la participación de los actores y las instituciones del sistema nacional de educación superior (snes), a quienes se les delega la responsabilidad de las iniciativas. Al consejo le corresponde impulsar el desarrollo de la educación superior bajo los principios de corresponsabilidad, participación propositiva y respeto al federalismo. En su programa de trabajo destaca la instauración del seaes, integrado a partir de una convocatoria a las instituciones de educación superior (ies), a las instancias de evaluación y acreditación, al personal académico, a los especialistas y a los sectores interesados, así como la participación de un comité técnico que reúne todas las propuestas.

			

			En septiembre de 2022, en el marco de la quinta sesión ordinaria del Conaces, se presentó el documento que expone las bases generales para poner en marcha el sistema de evaluación, denominado Propuesta de Política Nacional de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior. Una propuesta, se dijo en la reunión, dialogada con numerosas instituciones, comisiones, entidades federativas y entidades evaluadoras. El sistema está constituido por una Comisión Consultora, un Comité Técnico y una Coordinación Ejecutiva. El Marco General del Sistema de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior (Conaces, 2023d) precisa los conceptos centrales que guiarán al seaes, como el de mejora continua y la evaluación como medio de transformación institucional, así como los ámbitos de intervención y sus criterios transversales. 

			Según el calendario previsto, a partir del segundo semestre de 2023, por medio de convocatorias, se organizarían los ciclos de evaluación y mejora continua, los procesos de autoevaluación institucional de carácter diagnóstico y ejercicios piloto de coevaluación en ies de los diversos subsistemas; se ofrecería también acompañamiento, acceso a recursos educativos y participación en talleres de formación continua para la evaluación (Conaces, 2022 y 2023c). 

			

			Las ies participantes, las entidades federativas y los subsistemas, se afirma, deberán reportar anualmente el logro de sus metas de mejora y la Coordinación Ejecutiva del seaes presentará ante el Conaces un reporte de seguimiento nacional. De acuerdo con lo planeado, para 2024 se realizaría la primera evaluación del sistema nacional de educación superior y de los respectivos sistemas estatales (Conaces, 2022).

			





Lo reportado




			A partir del escrutinio de los informes oficiales (sep, 2019, 2020, 2021, 2022a y 2023c), aunque para esos años no estaba en operación el seaes, se puede dar seguimiento a los avances en educación superior. El análisis revela un ligero crecimiento en la eficiencia terminal, que pasó de 70.5% en el ciclo 2017-2018 a 71.1% en 2022-2023, y calculada a partir del número de alumnos que concluyen sus estudios de nivel superior 16 años después de su ingreso a la educación básica, en 2018 fue de 23.7% y en 2022 de 27.6% (de 29.7% previsto para 2024), mientras que el abandono escolar en este nivel pasó de 8.4% a 8.1% en 2022. Además, se refiere un ascenso en la cobertura de 4.5 millones de estudiantes en el ciclo 2017-2018 a 5.2 millones en el ciclo 2022-2023, por lo que alcanzó a 43.5% de la población de 18 a 22 años, aunque seguramente no se conseguirá la meta de 50% para 2024, como se había prometido. La modalidad escolarizada entre 2020 y 2022 observó una reducción de cerca de 57 000 estudiantes, pasando de 4 061 644 alumnos a 4 004 680 al final de 2022 (sep, 2022a). Además, se manifiesta un impacto negativo durante la emergencia sanitaria (por la pandemia de la covid-19) en la absorción de los egresados de bachillerato (sep, 2021), que disminuyó de 72.2% a 63.6 por ciento.

			Para asegurar el derecho de toda la población a una educación de excelencia, pertinente y relevante, se desarrollaron programas especiales como el Fortalecimiento a la Excelencia Educativa; programas para el desarrollo institucional; programas institucionales de tutorías para la prevención de la deserción escolar; nodos de impulso a la economía social y solidaria; consejos de vinculación y pertinencia, y el Modelo Mexicano de Formación Dual. En los reportes de los resultados obtenidos en estos programas, por lo general, se da información acerca de las instituciones participantes, las poblaciones beneficiadas, los recursos económicos asignados y los propósitos perseguidos. En los informes anuales, las cifras presentadas en conjunto muestran un aumento gradual en casi todos los ámbitos; no obstante, puede considerarse deficiente la especificación de la vinculación entre los efectos alcanzados y las metas planteadas, aunado a que en algunos casos las cifras muestran una disminución gradual de los presupuestos asignados y en otros no se especifican cantidades. 

			

			De los programas mencionados, el que tiene una mayor relación con los procesos de evaluación y acreditación es el de Fortalecimiento a la Excelencia Educativa, referido los dos primeros años como Fortalecimiento de la Calidad Educativa. En los primeros resultados se alude al número de programas educativos acreditados y proyectos aprobados, mientras que en los más recientes (sep, 2022a y 2023c) se pone énfasis en el fortalecimiento de las instituciones públicas de formación docente, planteando otro objetivo en 2023. Además, los datos en los informes oficiales hasta 2022 contrastan con lo presentado por la Secretaría de Hacienda sobre el Presupuesto de Egresos de la Federación 2022 (Mendoza, 2022), con una variación de 2018 a 2022 de -59.5 por ciento. 

			En los informes oficiales no se presentan los avances en el cumplimiento de las metas del seaes. Sin embargo, en el sitio web de la Subsecretaría de Educación Superior está la primera convocatoria para la Autoevaluación Institucional, publicada en agosto de 2023 y a la espera del envío de las retroalimentaciones a las instituciones y la difusión de los resultados en el primer trimestre de 2024 (Conaces, 2023a). 

			





Los retos

			


A partir de lo reportado, se hace evidente el largo camino que queda por recorrer para alcanzar las metas propuestas en términos de eficiencia terminal y cobertura, que en un principio se tomaron como indicadores de la excelencia educativa. No obstante, se reconocen los esfuerzos realizados para recuperar y avanzar paulatinamente hacia dichas metas después de los efectos de la contingencia por la covid-19.

			

			Asimismo, el nuevo marco normativo establece un notable cambio en materia de evaluación con posibles implicaciones relevantes para la educación superior, porque prevé un sistema orientado a la mejora continua y a la transformación institucional. Aunque todavía no se muestran las evidencias de su puesta en marcha y, más importante, de sus resultados, se destaca de manera especial el ánimo por promover la participación amplia de las instituciones, organismos y académicos especializados en los temas, para dar continuidad a lo diseñado y contribuir a su implementación. 

			El reto ahora es conservar las características propuestas para el seaes y garantizar su continuidad durante el próximo sexenio, en particular lo referido al apego de las directrices técnicas y éticas de los procesos de evaluación y acreditación para la mejora continua, en coincidencia con las normas internacionales. Asimismo, es necesario contar con un informe preciso de los resultados obtenidos, que proporcione elementos adicionales a la eficiencia terminal, el porcentaje de abandono escolar, la cobertura académica, el tránsito escolar y la movilidad social, para dar cuenta de los avances en la excelencia, la pertinencia y la relevancia de la educación superior. El diseño de estrategias accesibles y claras para comunicar los avances, tanto a los participantes directos en los distintos niveles de la acción como a los interesados en general, se extenderá a una coordinación de esfuerzos colectivos más efectiva para sumarse a las diversas etapas de los procesos.

			Igualmente, para coadyuvar en la mejora del snes es indispensable el desarrollo de un diagnóstico detallado de la situación actual, a partir del cual se ajusten las metas comprometidas, se garanticen los mecanismos para su monitoreo, se otorguen los recursos materiales y el apoyo del personal especializado. La valoración de las iniciativas previstas y hasta ahora realizadas para la evaluación, como el acompañamiento, el acceso a recursos educativos y la participación en talleres de formación continua, constituirán elementos del balance de lo logrado y, al mismo tiempo, la oportunidad de aminorar los efectos no deseados.

			

			En este sentido, el diagnóstico es un elemento clave de la planeación, con repercusiones fundamentales para clarificar el punto de partida y, también, representa la oportunidad de recuperar los aprendizajes adquiridos durante el periodo y definir las previsiones económicas y humanas, a fin de garantizar las futuras metas y la coordinación de todos los participantes. No obstante, la diversidad de instituciones reconocidas en la planeación no se observa reflejada en los procesos realizados, sobre todo si se reconoce el poder de la evaluación para orientar las acciones de los objetos evaluados en vías de asegurar la excelencia.

			La acreditación y la evaluación son recursos que permiten una valoración de los objetos específicos seleccionados que verán limitada su influencia si no son capaces de identificar la distancia entre la situación actual y lo deseable, así como los requerimientos indispensables para contar con los recursos materiales y las personas necesarias para alcanzarlas.







			

			Universidades estatales y autonomía

			


Denisse Cejudo Ramos

			





En mayo de 2018, previo a la elección federal, se realizó un simulacro con la finalidad de sondear las tendencias de sufragio entre los actores académicos de las universidades del centro de México. En este ejercicio, los resultados favorecieron de manera contundente al entonces candidato a la presidencia, Andrés Manuel López Obrador, quien obtuvo alrededor de 70% de los votos emitidos (Sánchez, 2018a: 14); esto se sumó a las diferentes encuestas de preferencias compiladas por el Instituto Nacional Electoral que develaron el apoyo mayoritario al aspirante en diversas comunidades insertas en las instituciones públicas. 

			Un mes más tarde, el candidato expuso dos compromisos con la educación superior del país que se enfocaron en los estudiantes: toda persona que ingrese o esté inscrita en la universidad pública recibiría una beca y se garantizaría el derecho a la educación con una política de no rechazados (López, 2018). Lo anterior, agregado a la afinidad del sector educativo, proyectó un buen escenario para las universidades que parecía inclinarse hacia una mayor inversión estatal y, a su vez, hacia la expansión del sistema de educación superior en México.1

			Durante la campaña electoral hubo diversos momentos en los que surgió la idea de universidad en los discursos públicos del próximo presidente; principalmente, le asignó a ésta la capacidad de incidir en el desarrollo económico nacional y en el mejoramiento de la calidad de vida de la ciudadanía, cuestión que se sumó a las expectativas positivas del sector. Al acercarnos cuidadosamente a los detalles discursivos, podemos evidenciar que la narrativa sobre estas instituciones estuvo ligada, por un lado, al posible aumento de los recursos económicos y, por el otro, al mal uso de éstos en diferentes universidades, pues atrajo de manera constante el planteamiento de que, como presidente, no toleraría otra “estafa maestra” (Monroy, 2018), refiriéndose al conocido caso de corrupción estatal que involucró a varias universidades públicas en el sexenio anterior.

			

			Durante el periodo de transición, el nuevo gobierno tuvo distintos acercamientos con sectores universitarios a finales de agosto de 2018. Un primer encuentro se presentó con la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (anuies), a fin de generar acuerdos para el inicio de su mandato, en diciembre de ese mismo año. Durante la primera reunión que sostuvieron con López Obrador y el próximo secretario de Educación, Esteban Moctezuma, los representantes de las universidades se encontraron con planteamientos entusiastas sobre la continuidad del financiamiento y la posibilidad de ser escuchados como colectivo para la toma de decisiones en el ámbito universitario, tanto público como privado. Destaca en las notas de prensa el compromiso sugerido por el mandatario de conservar el presupuesto del año anterior, pero además indexar la inflación a los recursos que aportaría el gobierno federal, cuestión que auguraría la estabilidad financiera. El ánimo de los presentes puede resumirse en la siguiente expresión que exclamó uno de los asistentes: “De entrada, con eso ya la hicimos”, y en el mismo tenor otros señalaron que les daba certidumbre y tranquilidad para forjar una relación armoniosa con el Ejecutivo (Olivares y Poy, 2018: 3).

			Unos días más tarde, en el patio central del Palacio de Minería, el presidente electo se reunió con actores universitarios, representantes de sectores privados y colectivos científicos; en el evento también lo acompañó María Elena Álvarez-Buylla, investigadora universitaria, quien sería la próxima directora del Conacyt. Después de escuchar los posicionamientos de distintos oradores, López Obrador definió el neoliberalismo como el enemigo a vencer, especialmente desde las universidades, y expuso que buscaría garantizar que el presupuesto para éstas aumentara o que en “el peor de los casos, no se reduzca” (Sánchez, 2018b: 3). 

			

			Durante su toma de posesión, el 3 de diciembre, el presidente enunció 100 compromisos de su gobierno; entre los primeros 10 encontramos los que se referían a las universidades: 1) abrir en el primer año 100 nuevas universidades públicas adaptadas a las necesidades de los espacios en que se inaugurarían, asegurando la calidad y la gratuidad; 2) cancelar la reforma educativa para garantizar la gratuidad en todos los niveles de escolaridad; 3) no agraviar nunca más a maestros y maestras; 4) implementar un sistema de becas para todos los estudiantes de educación superior y, finalmente, 5) promover la investigación científica y tecnológica con becas y estímulos para el beneficio del conocimiento (Presidencia de la República, 2018).

			Días después, el primer proyecto de presupuesto federal llegó a la Cámara de Diputados y se inició una discusión pública sobre la notoria disminución —alrededor de 5 000 millones de pesos— en los recursos asignados a las universidades, lo que distintos actores consideraron contradictorio ante la narrativa presidencial. La respuesta del mandatario fue inmediata, señaló que su compromiso era claro: no reduciría el financiamiento, lo mantendría, pero a cambio pedía a los rectores que se ajustaran a la austeridad y fueran íntegros en el manejo de los recursos, pues él sería respetuoso de la autonomía mientras se pudiera “hacer más con menos” (Hernández, 2018). 

			Al mismo tiempo, en la Cámara de Diputados se recibió el proyecto para reformar el artículo 3º constitucional referente a la educación y, tras la primera revisión, algunos diputados de la oposición señalaron la falta del término autonomía y el cambio en las disposiciones de la fracción vii que atiende las facultades de autogobierno de aquellas universidades con carácter autónomo, tema que se había consolidado desde la década de los ochenta (Jiménez, 2011: 104).2 Al igual que el presidente con el presupuesto, el secretario de Educación argumentó que era se trataba de “una falsa polémica” debido a que consideraron que era una cuestión de forma y que en ningún momento se buscó la eliminación de esta garantía constitucional (García, 2018). 

			

			En este escenario, la relación que se vislumbraba como tersa viró, pues —según se interpretó— las autoridades federales pusieron en duda la capacidad institucional de las universidades e instituciones de educación superior (ies) para deliberar sobre su gestión y manejo administrativo. Lo anterior fue nutrido por los duros señalamientos de funcionarios y representantes en la legislatura, afines al nuevo gobierno, quienes caracterizaron estos espacios como corruptos, opacos y privilegiados (Mendoza, 2019: 79).

			Desde ese momento podemos identificar los elementos que supeditaron la relación con las universidades: el presupuesto y los límites permeables de la autonomía. Las omisiones, aunque corregidas, generaron una intensa discusión pública sobre la condición precaria y la quiebra económica de una parte del sistema de educación superior nacional, pero, al mismo tiempo, el presidente anunció el inicio del programa Universidades para el Bienestar Benito Juárez, que contempló la apertura de 100 planteles a lo largo del país (Presidencia de la República, 2020). Este programa surgió con el objetivo de garantizar una educación de calidad a los sectores excluidos e históricamente rezagados; por ello, generó expectativas económicas y sociales en las comunidades, pero en la práctica supuso un reto en términos presupuestales, así como para cumplir con las metas de excelencia y libre acceso, tema que se profundiza en el siguiente apartado.

			La historia de la autonomía universitaria ha definido el lugar que tienen los agentes de gobierno en la toma de decisiones sobre estas instituciones, pero es claro que la gestión de sus leyes orgánicas está bajo la tutela de los congresos locales o federales, según sea el caso. En los primeros tres años de gestión fue dentro de las legislaturas estatales donde se erigieron espacios de debate sobre la misión de diversas universidades públicas, en los que, bajo el argumento del déficit presupuestario, plantearon cambios en sus normativas. 

			En 2019, 11 de las 34 universidades estatales estaban en quiebra (Ugalde, 2019).3 Esto no era una novedad, pues desde sexenios anteriores operaban con déficit que era resarcido generalmente con recursos federales, pero la situación da cuenta de un sistemático e histórico descuido del proyecto de educación superior en el país. En 2019, con patrocinio de la sep, se publicó un estudio sobre las condiciones de las universidades públicas estatales que, desde la primera línea, da cuenta del diagnóstico que sustentaría la toma de decisiones en adelante: “el modelo de financiamiento y gasto de las Universidades Públicas Estatales es insostenible” (Integralia, 2019: 11).

			A mitad del sexenio, con la emergencia sanitaria, los esfuerzos se dirigieron a sostener las actividades académicas por medios virtuales, lo que significó todo un reto para instituciones que no contaban con las herramientas logísticas ni materiales para adaptarse a la coyuntura, pues no sólo era cambiar de un formato presencial a uno a distancia, sino que requirió de una nueva planeación académica y el ajuste presupuestal. La situación dio cuenta no sólo de la desigualdad del estudiantado para acceder a las herramientas tecnológicas y de servicios, sino de la precariedad del profesorado que, en su mayoría, tiene contratos determinados.

			Con esta situación como marco, los argumentos en el espacio público sobre el cambio en la naturaleza legal de las universidades parecían ineludibles; por un lado, desde la perspectiva gubernamental, se justificó como un sustantivo beneficio económico y para la erradicación de la corrupción y, por otro, desde los análisis críticos, se planteó como un terreno fértil para la sujeción política ante el partido en el gobierno. Aunque el impulso a las modificaciones de las leyes orgánicas estuvo sujeta a las culturas políticas estatales, lo cierto es que, desde 2021, con la aprobación de la lges, se concretaron los ejes bajo los que buscarían reformar la red de ies públicas: autonomía, libre acceso, obligatoriedad, gratuidad y la educación superior como un derecho (lges, 2021). 

			Durante la primera mitad del sexenio se impulsaron nuevas leyes orgánicas en seis universidades que no prosperaron,4 pero algunas de ellas lo harían años más adelante, ya con representación mayoritaria de diputados de Morena en los congresos o con sus aliados. Para ejemplificar, en la Universidad Autónoma de Sinaloa, tras varias discusiones legislativas, se aprobó, en 2023, una nueva ley orgánica que hizo cambios sustantivos en la estructura del gobierno universitario y para ampliar la representatividad de la comunidad. Lo mismo sucedió en la Universidad de Sonora, en la que diversos grupos internos pugnaron por importantes modificaciones, lo que derivó en un cambio en la estructura organizativa institucional que modificó los órganos de gobierno y abrió espacios de deliberación.5 

			Es importante detenernos en estos dos casos para presentar algunas inferencias sobre las reformas que se realizaron durante el sexenio, pues nos orientan sobre la dimensión que sedimentó el proyecto federal. Si bien las reglamentaciones cambiaron de manera profunda, podemos decir que se trató de una reforma política, debido a que se enfocaron en la discusión de la toma de decisiones, los espacios de deliberación y ajustar la balanza de poder interna en las instituciones. Lo anterior da lugar para cuestionarnos si se trata del primer paso para que, más adelante, se diseñen las reformas de carácter académico. 

			Durante este periodo presidencial, es posible identificar un debate político importante en las universidades estatales; temáticas como la definición de los cargos internos, el uso de los recursos, los sueldos del profesorado, las prestaciones del personal, entre otras, formaron parte del debate público. Las universidades fueron medidas desde el punto de vista de la racionalidad económica y, en segundo plano, quedaron los aspectos relacionados con los procesos académicos y la revalorización del profesorado. 

			

			En diciembre de 2023, a meses del cierre de la administración de Andrés Manuel López Obrador, se publicó el Programa Nacional de Educación Superior. Los objetivos se enfocan en: 1) ampliar la cobertura; 2) integración del sistema nacional de educación superior; 3) nueva política de financiamiento; 4) formación de excelencia a estudiantes, y 5) impulso al compromiso social de las ies. Estos planteamientos son coherentes con los discursos gubernamentales, ya que logran sistematizar un enfoque general para los cambios que prevén.

			Lo más relevante del documento no son sólo las propuestas, sino el diagnóstico que se presenta del estado actual de la educación superior, que caracterizan como “de diversidad institucional”. En el documento reconocen que los rezagos pueden resumirse en: 

			


baja tasa de acceso y cobertura; elevados niveles de abandono escolar; marcada heterogeneidad en la calidad de la oferta educativa profesional y de posgrado; desigual y débil vinculación de las ies con sus entornos sociales y económicos; insuficiencia y desconexión de los mecanismos de financiamiento público con los requerimientos de desarrollo de la es, y diversos problemas financieros estructurales, que requieren transitar hacia un nuevo modelo de financiamiento de la es (dof, 2023d).

			


Como podemos observar, tanto los objetivos prioritarios como el diagnóstico en el que se basan dan cuenta de un avance lento en la reconfiguración de las universidades estatales. Algunas instituciones han hecho esfuerzos por incrementar la matrícula, en otras optaron por bajar los sueldos de altos funcionarios y en algunas más los programas de becas del gobierno federal ayudan al estudiantado, en ciertos casos, a resolver el pago de matrícula en las ies públicas.

			Lo anterior da cuenta de que la planificación y la legislación sobre las universidades han estado sujetas al tema del saneamiento de las finanzas; para ello, se han dado pasos en la configuración normativa a fin de generar una cultura de transparencia y rendición de cuentas, pero esto sigue respondiendo a disposiciones instrumentales que no expresan las repercusiones en el ámbito académico y la experiencia cotidiana. Pensar en una adaptación natural, de que cuando se resuelva lo político le seguirá lo académico, sería ingenuo, porque para ello es importante plantearse proyectos intelectuales que sostengan el crecimiento educativo y el desarrollo del conocimiento en los diversos campos.

			

			Pensar en la autonomía y las universidades estatales en el sexenio que analizamos sugiere, en especial, una narrativa condicionada por el financiamiento, como lo expresó tempranamente Javier Mendoza (2019: 79). Claudia Sheinbaum, cuando era todavía candidata de Morena al Ejecutivo federal, declaró en diferentes momentos que quería ser recordada como “la presidenta de la educación pública” y, para ello, buscó conciliar con los sectores académicos, científicos y universitarios, lo que evidenció un desgaste en la relación de éstos con el mandatario saliente.

			El nuevo proyecto se enfoca, una vez más, en la ampliación de la matrícula y la gratuidad. Para ello, será necesario reunir un equipo de trabajo comprometido que, fundamentalmente, tenga conocimiento de las condiciones actuales de las universidades más allá de sus presupuestos. El reto que deja el gobierno de López Obrador es reconocer que las tradiciones institucionales son importantes para la construcción de un sistema de educación superior eficiente, que proporcione, sobre todo, un espacio para la construcción ciudadana y la formación profesional que están dispuestas en las reglamentaciones, pero de las que poco se ha hablado en los últimos años.
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Universidades interculturales

			


Una de las propuestas de equidad social del gobierno de López Obrador fue expandir el acceso a la educación superior para estudiantes de minorías étnicas, en particular miembros de los 68 grupos originarios en el país. Al tomar protesta, en diciembre de 2018, el presidente enumeró 100 compromisos de gobierno, empezando por “darle [sic] atención especial a los pueblos indígenas de México” (Presidencia de la República, 2018). En el discurso, afirmó que “es una ignominia que nuestros pueblos originarios vivan desde hace siglos bajo la opresión y el racismo, con la pobreza y la marginación a cuestas. Todos los programas del gobierno tendrán como población preferente a los pueblos indígenas de las diversas culturas del país” (Presidencia de la República, 2018).

			Como parte de esta estrategia, su administración ha creado ocho universidades interculturales (ui), elevando a 19 el número de instituciones que forman parte del subsistema de la Secretaría de Educación Pública. El gobierno de Vicente Fox Quesada (2000-2006) inauguró la primera ui en 2003, en el Estado de México, y para 2012 hubo un total de 11 instituciones operando en los estados de Chiapas, Guerrero, Hidalgo, México, Michoacán, Puebla, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa,6 Tabasco y Veracruz.7 El modelo intercultural busca promover la revitalización y rescate de las lenguas y culturas indígenas, a través de un currículo que incorpore los conocimientos y las tradiciones de las comunidades originarias. También aspira a formar profesionistas e intelectuales indígenas comprometidos con el desarrollo sustentable de sus comunidades de origen (Lloyd, 2023b). Se ofrecen carreras novedosas como Salud Intercultural, Lengua y Cultura e Ingeniería en Agroecología y Soberanía Alimentaria, que pretenden responder a las necesidades de las comunidades indígenas y rurales. 

			

			No obstante, durante el sexenio de Enrique Peña Nieto (2012-2018), no se fundó universidad intercultural alguna y fue hasta el tercer año del gobierno de López Obrador que se retomaría la expansión del subsistema. Entre 2021 y 2024 se crearon nuevas universidades interculturales en los siguientes estados: Aguascalientes, Baja California, Campeche, Colima, Guanajuato, Jalisco, Sonora y Tlaxcala. Destaca el hecho de que muchas de las nuevas instituciones se encuentran en estados con poblaciones indígenas relativamente reducidas. A su vez, la más nueva de ellas, la Universidad Intercultural de la Igualdad, en Aguascalientes, parte de una visión más amplia de la interculturalidad, al dirigirse a alumnas y madres solteras como parte de una “política de igualdad sustantiva” (sep, 2023a).

			Una de las tensiones en torno al modelo se centra en las distintas definiciones de la interculturalidad. En América Latina, ésta ha sido entendida como educación para indígenas y, en algunos casos, para afrodescendientes, mientras que la unesco y otras instancias internacionales promueven una visión más amplia, que pone el acento en el diálogo de saberes en condiciones de igualdad entre todos los grupos, sean minoritarios o no. También se ha señalado la necesidad de “interculturalizar” la educación superior convencional, a través de currículos que incorporen saberes “otros”, así como políticas que promuevan la inclusión de grupos desfavorecidos. No obstante, en México, se sigue privilegiando la creación de nuevas universidades interculturales, sin incidir en el sistema en su conjunto; tal situación podría obedecer al hecho de que la mayoría de las universidades públicas federales y estatales cuentan con autonomía académica y de gestión, que limita el rango de influencia del gobierno federal.   

			

			Dicho lo anterior, la expansión del subsistema permitió ampliar la cobertura de estudiantes indígenas y otros grupos históricamente subrepresentados en más de la mitad de las entidades del país; las instituciones también reciben a estudiantes de otras entidades, en donde no existe la oferta intercultural. Entre los periodos de 2018-2019 y 2022-2023 —el último año en que hay datos disponibles—, la matrícula de las ui creció de 14 655 a 21 493 estudiantes (anuies, 2024; execum, s. d.). La cifra no incluye la matrícula de cinco de las ocho nuevas instituciones y se espera que aumente el número de alumnos de forma importante en los próximos años.

			Además, en 2023, se crearon otras dos universidades públicas dirigidas a minorías étnicas: la Universidad de las Lenguas Indígenas de México (ulim), en la Ciudad de México, y la Afrouniversidad Politécnica Intercultural, en la costa de Oaxaca. La ulim busca formar profesionales en idiomas originarios y “trabajar por la revitalización y florecimiento de las lenguas indígenas” (inpi, 2023), mientras que la Afrouniversidad es la primera en el país en dar prioridad a las comunidades afromexicanas (Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Oaxaca, 2023) —una población que ha sido prácticamente invisible en la política pública en México—. El Censo de Población y Vivienda de 2020 fue el primero en incluir entre sus apartados a la población afromexicana; como resultado, 2.5 millones de mexicanos (2% de la población) se reconocieron como afrodescendientes (Quiroga, 2021). 




			Cuadro 1. Nuevas universidades interculturales y año de creación

			
				
					
					
				
				
					
							
							Nuevas universidades interculturales

						
							
							Año de creación

						
					

					
							
							Universidad Intercultural de Baja California

						
							
							2021

						
					

					
							
							Universidad Intercultural de Campeche

						
							
							2022

						
					

					
							
							Universidad Intercultural de Colima

						
							
							2022

						
					

					
							
							Universidad Intercultural del Estado de Guanajuato

						
							
							2022

						
					

					
							
							Universidad del Pueblo Yaqui (Sonora) 

						
							
							2022

						
					

					
							
							Universidad Intercultural para la Igualdad 

							   (Aguascalientes)

						
							
							2023

						
					

					
							
							

							Universidad Intercultural de Tlaxcala

						
							
							2023

						
					

					
							
							Universidad Intercultural de Jalisco

						
							
							2024

						
					

					
							
							Otras universidades interculturales

						
							
							 

						
					

					
							
							Universidad de las Lenguas Indígenas de México

							   (cdmx)

						
							
							2023

						
					

					
							
							Afrouniversidad Politécnica Intercultural (Oaxaca)

						
							
							2023

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en el Boletín Oficial. Órgano de Difusión del Gobierno del Estado de Sonora (2022), Congreso del Estado de Jalisco (2024), dof (2023b), Dirección General de Universidades Tecnológicas y Politécnicas (2023), El Estado de Colima (2022), Gobierno del Estado de Baja California (s. d.), Periódico Oficial del Gobierno del Estado (2022), Periódico Oficial del Estado de Campeche (2022), Periódico Oficial de Tlaxcala (2023) y scjn (2023).

			





Retos y tensiones del modelo de las universidades interculturales

			


Si bien el gobierno de López Obrador ha impulsado una gran expansión en el subsistema de universidades interculturales, el modelo enfrenta fuertes retos al tratar de cumplir con su misión de atender a poblaciones históricamente marginadas, en los que se incluyen: escasez de recursos (financieros y humanos), falta de autonomía, precariedad laboral, intromisión de partidos políticos y la baja correspondencia entre el currículo intercultural y las demandas del mercado de trabajo. Aunado a ello, existen fuertes debates en torno a la propia definición de la interculturalidad: entre una interculturalidad “funcional” al sistema dominante y otra que parte de una perspectiva “crítica” y que busca propiciar cambios más profundos en la sociedad (Lloyd, 2023a).

			A pesar de la promesa de López Obrador de darle prioridad a la población indígena, el presupuesto de las ui se ha mantenido sin cambios durante el periodo, con un subsidio ordinario de 74 millones de pesos en 2023 (Moreno y Cedillo, 2023). Como resultado, el gasto por estudiante ha caído. A su vez, el gobierno redujo drásticamente los fondos extraordinarios para las ui y otras instituciones estatales y de apoyo solidario —de 11 612 millones de pesos, en 2016, a 117 millones, en 2024—, minando la capacidad de las instituciones de fortalecer sus instalaciones y plantas docentes (Moreno y Cedillo, 2023). 

			

			Por otro lado, sólo una de las instituciones —la Universidad Autónoma Indígena de México, en Sinaloa— cuenta con autonomía constitucional y únicamente tres pueden incidir en el nombramiento de sus rectores y otros altos directivos. En las demás instituciones, los rectores son nombrados por los gobernadores del respectivo estado, y una pequeña minoría proviene de comunidades originarias. Incluso, una queja frecuente por parte de profesores y estudiantes de las ui es que los directivos son escogidos más por su cercanía al gobernador en turno que por sus conocimientos del modelo intercultural. A su vez, es común que se les pida a los estudiantes —particularmente los que provienen de comunidades indígenas— que participan en eventos políticos vestidos en sus trajes típicos, una folcorización de la cultura con fines partidarios (Lloyd, 2023b). 

			Tal situación contradice las legislaciones nacional e internacional relacionadas con los pueblos indígenas, que reconocen su derecho a la autodeterminación.8 En el caso de México, eso incluye el derecho a ser educados en su idioma original, en todos los niveles del sistema educativo, y de ser participantes activos en el proceso (Lloyd, 2023a). La falta de autonomía de las instituciones mexicanas contrasta con el modelo de educación superior intercultural implementado en otros países latinoamericanos, en donde las instituciones han surgido “desde abajo” —es decir, desde las organizaciones comunitarias o de la sociedad civil— (Dietz, 2009). 

			Por último, existen debates en torno al desfase entre el currículo intercultural y las demandas del mercado laboral. Ante la escasez de trabajos bien remunerados para los egresados, algunas instituciones ofrecen carreras “convencionales” como Contaduría, Derecho y Medicina, al lado de programas interculturales (Lloyd, 2023a), con la intención de ampliar las posibilidades laborales de sus egresados. En el proceso, sin embargo, se diluye la misión de estas instituciones de promover el rescate y la revitalización de las lenguas y culturas indígenas.

			

			En este contexto, urge que el gobierno cumpla con sus propios mandatos legales y constitucionales para fortalecer el modelo, tanto en términos financieros como en la autonomía de gestión. Además, debe dejar de utilizar a las universidades interculturales como botín político y trabajar para crear una alternativa viable de educación superior para la población más marginada del país.

			Universidades para el Bienestar Benito Juárez García

			Sin duda, una de las promesas más ambiciosas del gobierno de la 4T fue la creación de un nuevo subsistema de universidades con capacidad para 300 000 alumnos en localidades de alta y muy alta marginación y sin acceso a la educación superior. Para el primer año de su gobierno, López Obrador prometió que: “En 2019 estarán funcionando 100 universidades públicas, con carreras acordes a cada región del país para atender con educación de calidad y sin pago de colegiatura a 64 mil estudiantes del nivel superior” (Presidencia de la República, 2018). A principios de 2024, el gobierno reportó 203 sedes de estas universidades que operaban en 31 estados del país (ubbjg, 2024). La distribución varía por región, con la mayor concentración de sedes en los estados del sureste: Puebla, con 21; Oaxaca, 23, y Chiapas, 27. Tal distribución corresponde a la escasez de instituciones de educación superior en dichas entidades, así como a los altos niveles de marginación y de poblaciones indígenas. En contraste, Baja California Sur no tiene ninguna Universidad para el Bienestar Benito Juárez García (ubbjg), mientras que Baja California, Colima y Nuevo León tienen una (ubbjg, 2024).




			

			Gráfica 1. Distribución por entidad federativa de las sedes de la ubbjg

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia con datos de la página oficial de las ubbjg (2024).

			


No obstante, las ubbjg enfrentan fuertes retos para cumplir con lo prometido. Durante los primeros cuatro años, la matrícula no rebasó los 40 000 alumnos y, para 2023, hubo 62 000 inscritos en 37 carreras (sep, 2023b). A su vez, si bien se duplicó el número de sedes proyectadas, las ubbjg difícilmente pueden considerarse universidades. La mayoría opera en instalaciones provisionales, poco adecuadas para salones de clase. También faltan equipamientos y materiales para las carreras de ingenierías y de la salud, en particular. La mayoría de las sedes sólo ofrece una carrera y la proporción de estudiantes por profesor —de casi 60 a 1— está muy por arriba del promedio del sistema de educación superior en general. Además, los 1 369 docentes que reportó el gobierno en 2023 trabajaban en esquemas de outsourcing disfrazado y sin las mínimas prestaciones laborales (Sáez, 2022). 

			Las malas condiciones del subsistema contrastan con el tamaño de la inversión, que aumentó de 1 000 millones de pesos por año al principio del sexenio a 1 500 millones en 2023 (González, Mejía y González, 2021; Maya, 2023). La cantidad es relevante, como la dimensión del proyecto también lo es. Sin embargo, el mayor problema consiste en que no es posible conocer en qué y cómo se han distribuido los recursos, porque la coordinación no tiene a disposición pública la información sobre el programa ni es una estructura administrativa que forme parte de la Subsecretaría de Educación Superior. El subsistema de las ubbjg no ha reportado datos a través de los formatos 911 de la sep (execum, 2024), por lo que no es posible corroborar la información sobre la matrícula o los profesores que ha anunciado el presidente en sus conferencias de prensa. El Organismo Coordinador para las ubbjg argumentó que es responsabilidad de la sep proporcionar la información, alegato que ésta rechaza, debido a que dicho organismo es una entidad pública descentralizada y cuenta con “personalidad jurídica, patrimonio propio, autonomía técnica y de gestión” (sep, 2019).9 

			A pesar de que el gobierno afirmó que la selección de carreras obedeció a las necesidades regionales, no se ha hecho público ningún estudio de factibilidad (Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, 2020). Al principio del programa, nueve de las 100 sedes ofrecían la licenciatura en Educación Física, con especialidad en béisbol, una elección que parecía obedecer más a los gustos personales del presidente que a la demanda real del mercado de trabajo (Milenio, 2019). Actualmente, la mayoría de la oferta curricular se concentra en las ingenierías agropecuarias y en la salud. Por ejemplo, las siguientes cinco carreras concentran 37% de la oferta: Ingeniería en Procesos Agroalimentarios, ofrecida en 26 sedes; Licenciatura en Medicina Integral y Salud Comunitaria (20 sedes), Licenciatura en Enfermería y Obstetricia (11 sedes), Ingeniería Agroforestal e Ingeniería en Desarrollo Regional y Sustentable, ambas en nueve sedes. Mientras tanto, sólo 9% de las sedes ofrece licenciaturas en Administración, Ciencias Sociales o Humanidades, y únicamente dos carreras están disponibles en más de una sede: la Licenciatura en Patrimonio Histórico, Cultural y Natural (6 sedes) y la Licenciatura en Estudios Sociales (4 sedes) (ubbjg, 2024). Es decir, a pesar de la gran extensión del subsistema, la oferta curricular para estudiantes está extremadamente limitada y orientada hacia ciertas áreas de conocimiento.

			

			Varias investigaciones también han señalado irregularidades en la asignación de sedes de las ubbjg. Aunque el programa establece que las universidades deben ubicarse en zonas de alta y muy alta marginación, y sin acceso a la educación superior, apenas 36% de las casi 100 sedes creadas en 2019 cumplieron con esos requisitos (Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, 2020). Otro estudio realizado por el Centro Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) encontró inconsistencias en la información proporcionada por la coordinación del programa y en el manejo de los recursos; además, en 2019, por lo menos 18% de las sedes no había obtenido sus claves de autorización ante la sep (Ortega, 2020).

			Las evidencias de los estudios han puesto en relieve las serias dificultades administrativas del programa e incluso los problemas legales. Desde 2019 se han presentado numerosas demandas ante la Junta Especial de Conciliación y Arbitraje por el despido de más de 200 docentes de distintas sedes de la ubbjg. Aunque muchos de los juicios han resultado favorables para los profesores, no han sido reinstalados en sus puestos (Camarillo, 2023).

			A su vez, han surgido protestas de los estudiantes por la falta de maestros, las malas condiciones de las aulas y las trabas en los procesos de titulación, entre otros problemas. No obstante, en general, las quejas han caído en oídos sordos. La respuesta de la coordinadora del programa, Raquel Sosa Elízaga, a una demanda por parte de alumnos de las ubbjg en 2022 da cuenta de ello: “En vez de que nos estemos agriando todos porque ustedes no tienen la sede que deben tener, no anden por la calle nada más protestando, mejor hagan un trabajo útil”, dijo la también profesora de Ciencias Políticas de la unam (Rodríguez, 2022b).

			En efecto, el subsistema de las ubbjg está lejos de cumplir su misión de ofrecer una educación superior de calidad para poblaciones marginadas. No representan verdaderas opciones educativas ni preparan a los estudiantes para insertarse exitosamente en el mercado laboral; es decir, en vez de abrirles oportunidades, les cierra su futuro. Probablemente hubiera sido más eficaz fortalecer la oferta en las instituciones existentes, incluyendo las universidades interculturales, el sistema tecnológico y las universidades autónomas estatales. Esto podría lograrse por medio de la creación de nuevas sedes regionales o de programas de acción afirmativa en las universidades públicas para estudiantes de zonas rurales e indígenas, como se ha hecho Brasil, Colombia y otros países de la región. Si, en cambio, se decide continuar con el modelo de las ubbjg, urge mejorar las condiciones académicas, laborales y de infraestructura. Además, el subsistema debe cumplir con las normas de transparencia y rendición de cuentas, como sí hace la vasta mayoría de las ies en el país. 
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Estudios de posgrado y asignación de becas, 2018-2024

			


¿Qué se intentó?


			


Durante este periodo se llevaron a cabo dos grandes cambios a lo que hasta entonces había sido el statu quo en la política de evaluación y acreditación de los estudios de posgrado, así como en el otorgamiento de becas. Ambos se derivaron de la nueva Ley General de Educación Superior (lges) y de la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación (lgmhcti). Una de las modificaciones más notables en la evaluación y acreditación de los programas de posgrado a cargo del Consejo Nacional de Humanidades, Ciencias y Tecnologías (Conahcyt) fue la desaparición del Programa Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc). Con ese cambio se puso fin a tres décadas de existencia de diversos instrumentos que aseguraban la calidad de los programas de posgrado impartidos, en su mayoría, por instituciones públicas y también privadas. Desde 1991 y hasta 2021, el entonces Conacyt había desarrollado tres programas distintos para evaluar y acreditar los estudios de posgrado. El primero de ellos fue el Programa Nacional de Posgrados de Excelencia (pnpe) (1991-2000); posteriormente se puso en marcha el Programa de Fortalecimiento del Posgrado Nacional (pfpn) (2001-2006), y el tercero fue el Programa Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc) (2007-2021) (Alcántara, 2022). 

			Al cumplirse 30 años del inicio de los programas para evaluar las especializaciones, maestrías y doctorados, se anunció la desaparición del pnpc y su sustitución por el Sistema Nacional de Posgrados (snp). Las razones que se dieron para la creación del nuevo sistema fueron, en primer lugar, el tránsito hacia un modelo de formación e investigación “con mayor solidez epistemológica, rigor científico e incidencia social, acorde con la transformación que vive el país” (Conahcyt, 2021). Además, se subrayó que el snp tenía como propósito principal favorecer el avance del conocimiento y mejorar la formación de nuevas generaciones de investigadores, “ponderando los principios de pertinencia científica y social, equidad de género y no discriminación” (Conahcyt, 2021). La puesta en marcha del nuevo sistema se haría en coordinación con la Subsecretaría de Educación Superior (ses), tal como ahora lo establece la nueva Ley General de Educación Superior (lges). Asimismo, otra de las razones primordiales para la creación del snp fue que:

			

			Al igual que otras iniciativas emprendidas en el periodo neoliberal, se priorizó una visión productivista y la competencia; el centralismo y la evaluación cuantitativa de los programas, además de que se desvincularon los posgrados de la investigación en humanidades, ciencias, tecnologías e innovación que necesita el país (Conahcyt, 2021).

			En junio de 2022 se dieron a conocer las bases generales del registro de los programas inscritos en el snp. En ellas se estableció que serían las propias universidades, las instituciones de educación superior (ies) y los centros públicos de investigación quienes tendrían la responsabilidad de sus programas y del aseguramiento de su calidad. Antes del cambio, esta función estaba a cargo del Conacyt a través del pnpc. En cuanto a la validez de los programas de posgrado, ésta quedaría a cargo de la Dirección General de Profesiones de la ses. Asimismo, se indicó que los programas que hasta entonces estaban acreditados por el pnpc podrían incorporarse a la plataforma del snp, lo cual facilitaría que los estudiantes de tales programas solicitaran una beca de manera directa y sin intermediarios. De acuerdo con el procedimiento establecido para registrar un programa de posgrado en la plataforma del snp, se debía acompañar del formato del registro que se hizo de dicho programa ante la Dirección General de Profesiones de la sep, con el número del Registro de Instituciones y Empresas de Ciencia y Tecnología (Reniecyt).

			

			En este sentido, el nuevo modelo para el otorgamiento de becas a los estudiantes de los programas incorporados al snp superaría la limitación de su pertenencia al extinto pnpc, lo cual era motivo de distorsiones y exclusión de algunas áreas del conocimiento, como las artes y las humanidades. La nueva propuesta planteaba que la asignación de las becas se hiciera con base en la disponibilidad presupuestal —mencionada siempre que se hace referencia al financiamiento— y mediante criterios de inclusión. Con ello se pretendía, también, que el área de conocimiento no fuera una restricción para que los alumnos pudieran obtener el apoyo del Conahcyt. De esta manera, se favorecerá que la elección del programa de posgrado se realice “por vocación y no sólo por motivos económicos” (Conahcyt, 2022).

			Se argumentó, igualmente, que el cambio propuesto simplificaría los procedimientos necesarios para avanzar hacia un nuevo paradigma, no sólo en lo administrativo, sino en la manera de concebir la evaluación y la acreditación de la educación superior en México. Se estaría transitando, así, de una “evaluación punitiva, mercantilizada y competitiva”, generadora de diferencias y segmentación entre las ies, a otra “con fines diagnósticos, formativos e integrales” (Canales, 2022b).

			En cuanto al registro de los programas de posgrado, sería el Conah-cyt la instancia encargada de la clasificación de los programas registrados en el snp, de acuerdo con su orientación hacia la investigación o hacia la práctica profesional. El estímulo y el fortalecimiento a la formación de los nuevos científicos e investigadores incidiría en el avance del conocimiento en beneficio de la sociedad mexicana. En este mismo sentido, la meta también sería garantizar la cobertura universal de becas a los estudiantes de posgrado admitidos en los programas públicos, orientados tanto a la investigación en las ciencias, humanidades y artes como a la profesionalización en las áreas médicas y las ciencias de la salud. Además, se buscaría la colaboración con la industria para apoyar la formación de profesionales y tecnólogos con el propósito de fortalecer algunas ramas estratégicas del país. 







			¿Qué pasó?

			

			


De acuerdo con los Lineamientos del Sistema Nacional de Posgrados (Conahcyt, 2023b), los programas se clasifican en cuatro grandes categorías:




			   I.	Programas de posgrado impartidos por universidades, instituciones de educación superior y centros de investigación del sector público, que estén orientados a la investigación en ciencias y humanidades, incluidas las disciplinas creativas;

			  II.	Programas de posgrado impartidos por universidades, instituciones de educación superior y centros de investigación del sector privado, que estén orientados a la investigación en ciencias y humanidades, incluidas las disciplinas creativas;

			III.	Programas de posgrado impartidos por universidades, instituciones de educación superior y centros de investigación del sector público, que estén orientados a la profesionalización de las personas, y

			 IV.	Programas de posgrado impartidos por universidades, instituciones de educación superior y centros de investigación del sector privado, que estén orientados a la profesionalización de las personas (Conahcyt, 2023b: art. 7).

			


A partir de esta clasificación, el portal de consultas del snp registra la situación de los programas de posgrado según los lineamientos establecidos por la Junta de Gobierno del Conahcyt, en su sesión del 26 de julio de 2023. Con base en el artículo 8º de dichos lineamientos, los programas de investigación de las ies, tanto públicas como privadas, deben cumplir con cuatro requisitos para que sus estudiantes puedan obtener una beca:

			


  I.	Al menos diez profesores investigadores de tiempo completo con reconocimiento vigente en el snii acreditados en el programa de posgrado;

			 II. 	Una planta académica en la que al menos el sesenta por ciento de sus profesores investigadores acreditados en el programa de posgrado cuenten con reconocimiento vigente en el snii; 

			III.	Un proceso de acompañamiento al estudiante durante el desarrollo de su investigación para la obtención de grado en el que se garantice que cada profesor investigador con reconocimiento en el snii o profesor investigador de tiempo completo acreditados en el programa de posgrado atienda un máximo de cinco estudiantes, y 

			

			 IV.	Garantizar que se exima a las personas becarias de cualquier pago de colegiatura o conceptos equivalentes, en términos del transitorio tercero de los presentes Lineamientos (Conahcyt, 2023b: art. 8).

			En el caso de los programas de posgrado profesionalizante, los requisitos son los siguientes:

			I. 	Contar con una planta académica con profesores investigadores o profesionales de tiempo completo acreditados en el programa de posgrado, que incluya al menos ocho con reconocimiento vigente en el snii;

				[…]

			 II.	Tener planes de estudios que fomenten la realización de prácticas inmersivas en el sector público, social o privado; 

			III.	Incluir un proceso de acompañamiento al estudiante durante su actividad para la obtención de grado en el que se garantice que cada profesor investigador de tiempo completo acreditado en el programa de posgrado atienda un máximo de cinco estudiantes, y

			IV.	Garantizar que se exima a las personas becarias de cualquier pago de colegiatura o conceptos equivalentes (Conahcyt, 2023b: art. 12). 

			


De acuerdo con los datos portal de consultas del snp (Conahcyt, 2023a), los programas de investigación aprobados, tanto en ies públicas como privadas, fueron 1 248 y rechazaron 17 (14 y 3, respectivamente). Cabe señalar que el mayor número de programas no aprobados se encuentra en la oferta identificada como profesionalizante, con un total de 642 programas, la gran mayoría impartidos por instituciones públicas (véase cuadro 2). A diferencia de los programas de posgrado de investigación en instituciones públicas y privadas, donde el incumplimiento se debe al cobro de cuotas y no está sujeto a reconsideración, los programas profesionalizantes públicos en incumplimiento tienen derecho a revisión.




			Cuadro 2. Programas que cumplen o incumplen con los lineamientos del Conahcyt

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							

							Programas

						
							
							Cumplen

						
							
							Incumplen

						
							
							Subtotal

						
					

					
							
							ies públicas de investigación

						
							
							1 216

						
							
							14

						
							
							1 230

						
					

					
							
							ies públicas de profesionalización

						
							
							896

						
							
							555

						
							
							1 451

						
					

					
							
							Subtotal público

						
							
							2 112

						
							
							569

						
							
							2 681

						
					

					
							
							ies privadas de investigación

						
							
							32

						
							
							3

						
							
							35

						
					

					
							
							ies privadas de profesionalización

						
							
							26

						
							
							69

						
							
							95

						
					

					
							
							Subtotal privado

						
							
							58

						
							
							72

						
							
							130

						
					

					
							
							total

						
							
							2 170

						
							
							641

						
							
							2 811

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la información del portal de consultas del snp (Conahcyt, 2024).

			


Además del importante número de programas rechazados, es posible afirmar que tanto los procesos de revisión como la creación de convocatorias especiales respondieron al descontento generado por la cancelación de miles de becas a jóvenes, así como a la forma en que los propios criterios del Conahcyt terminaron por afectar con más fuerza a los estados con mayor rezago educativo, como Guerrero, Chiapas y Veracruz. En primer lugar, las críticas y las movilizaciones estudiantiles fueron notorias, pues los criterios se aprobaron e implementaron en 2023, en un momento en que los procesos de admisión al posgrado no habían concluido. A fines de agosto, el Frente Nacional de Estudiantes de Posgrado, una organización que aglutinó jóvenes matriculados en programas en incumplimiento, denunció que los nuevos lineamientos privaron de beca a poco más de 10 000 estudiantes (Poder Ciudadano, 2023).

			En segundo lugar, al momento de establecer los criterios de inclusión y exclusión, la Junta de Gobierno no consideró el impacto que éstos tendrían en las ies situadas en contextos de alta marginación educativa. En septiembre de 2023, el propio Portal de Consultas del snp reconocía que 263 programas se encontraban en esta situación. Para ello, se crearon tres convocatorias especiales, a saber: 1) becas de especialidades en áreas de la salud; 2) becas nacionales para estudios de posgrado en entidades federativas con mayor rezago social, y 3) becas de posgrado para estudios en Humanidades y Ciencias de la Conducta. De cara a las convocatorias de estos años, el Conahcyt reconoce 219 programas orientados a la profesionalización en ies públicas susceptibles de participar en estas convocatorias.







			

			¿Qué queda por hacer?


			


Puede decirse, de manera general, que el mayor reto para los próximos años es la consolidación y el fortalecimiento de los programas de posgrado. Un elemento notable durante este periodo fue el cambio que significó pasar del pnpc al snp. En el sexenio, los cambios realizados en los instrumentos regulatorios de las funciones del Conahcyt y de la Subsecretaría de Educación Superior solamente permitieron comenzar los procesos de transformación, cuyos resultados se podrán apreciar en los próximos años. Asimismo, la nueva política en los mecanismos de asignación a los estudiantes aceptados en los programas de posgrado marcó un hito importante para el desarrollo del posgrado nacional. También será interesante observar lo que pasará con los posgrados de las universidades e ies particulares, en virtud de que su presencia en el snp es muy baja, en comparación con el peso que tiene el crecimiento de su matrícula en los últimos años. Un elemento adicional será apreciar el efecto que tendrá la reducción del número de becas al extranjero, pues las que se otorgaron fueron principalmente a las especialidades médicas a realizarse en Cuba.







			

			Sistema Nacional de Investigadoras e Investigadores

			


Héctor Vera

			





El Sistema Nacional de Investigadoras e Investigadores (snii) —antes llamado Sistema Nacional de Investigadores (sni)—, que forma parte del ahora Consejo Nacional de Humanidades, Ciencias y Tecnologías (Conahcyt), fue creado en la década de los ochenta para aminorar el efecto de la caída de los ingresos de los científicos universitarios en México, en un contexto de altas tasas de inflación y crisis económica. El fin de esa crisis económica no significó el fin del snii, que se convirtió, mediante la entrega de bonos de productividad, en uno de los instrumentos institucionales más influyentes en la academia mexicana.

			En términos simples, el snii es un programa de distribución de becas y reconocimientos simbólicos. Dado que es una beca, pertenecer al snii no significa relación laboral alguna entre los investigadores y el Conahcyt. Buena parte de los miembros del snii reciben una recompensa monetaria o “apoyo económico”. Todos los miembros del sistema son evaluados de manera periódica y su ingreso, continuidad y promoción en el sistema dependen, principalmente, de demostrar una producción sostenida de publicaciones científicas. Sin embargo, aunque todos son evaluados, no todos reciben el incentivo pecuniario (se abundará en esto más adelante) (Vera, 2021a).

			El snii es un sistema imperfecto de suplemento al salario, a veces opaco y no pocas veces injusto. Dadas las condiciones salariales de los trabajadores académicos (donde los salarios base son bajos), el snii se convirtió en un sistema necesario. Al inicio del sexenio 2018-2024, muchos esperaban que el sistema perdiera su razón de ser y que, en su lugar, aumentaran los salarios base de los académicos y que éstos fueran dignos para todos.

			

			Las críticas a los efectos no deseados del sistema de bonos a la productividad académica vinieron del interior de la administración federal. A inicios del sexenio, el subsecretario de Educación Superior llegó a declarar que el snii formaba parte de un esquema donde




			hay élites y hasta ‘hiperélites’ […]. El sistema de reconocimientos es desigual, tiene una estructura llamémosle ‘aspiracional’, recargada en la defensa de los privilegios de los que más tienen. Ese sistema […] atomizó los equipos de investigación, favoreció el trabajo individual, descalificó el trabajo colectivo y ha dejado de corresponder a verdaderos estímulos (Fernández y López, 2019).

			


Otra crítica explícita provino de la directora del Conahcyt, quien caracterizó al sistema como una visión muy restringida de lo que se entendía por ciencia y conocimiento. Para cambiar eso, se prometió que la política del gobierno federal se abriría al “encuentro de saberes [y] a la pluralidad epistémica” (Álvarez-Buylla, 2019). Esto incluiría una reivindicación de conocimientos tradicionales (o “saberes originarios”, como ella los denominó) haciendo, por ejemplo, una defensa de corpus cognitivos, como la herbolaria y la medicina no occidental.

			A pesar de este tipo de declaraciones, los cambios sustantivos no llegaron. El snii se mantuvo como un esquema de recompensa individualizada a la productividad. Los vicios más importantes de ese sistema que ha unido sólidamente la evaluación con la entrega de estímulo monetarios —vicios que pueden resumirse en cuatro: productivismo, reduccionismo, cuantofrenia y simulación (Vera, 2018)— se han mantenido en esencia intactos. Y la transición a una “pluralidad epistémica” no pasó del discurso.

			Entre las pocas transformaciones palpables que se verificaron en este periodo está el aumento en el número de personas que recibieron la distinción honorífica de ser “investigador nacional”. Los miembros del snii pasaron de ser 28 000 en 2018 a casi 44 000 en 2024 (Conahcyt, 2024a). La composición de las comisiones evaluadoras del snii —en las que se decide el ingreso, permanencia o promoción de sus miembros— también se reformó. Antes había comisiones fijas, una por cada área del conocimiento, integrada por 14 personas, y sólo podían ser parte de ellas miembros del snii con nivel III o emérito. Esto concentraba mucho trabajo y decisiones en un reducido número de individuos y abría la puerta a juicios superficiales y fallos discrecionales. En la actualidad, las comisiones dictaminadoras se conforman por insaculación de todas las personas con reconocimiento en el snii y cada año se determina el número de comisiones revisoras necesarias, con base en el número de solicitudes recibidas durante ese periodo.

			

			Como en el resto del Conahcyt, el periodo 2018-2024 del snii fue convulso y con pocos avances sustantivos. La desorganización institucional fue una constante, las acusaciones de arbitrariedad dirigidas en contra de las autoridades nunca cesaron y los cambios a la reglamentación fueron constantes (Muñoz, 2022; Canales, 2022a; Toche, 2022). Los problemas se presentaron incluso en ámbitos inesperados, como las plataformas informáticas que sirven para administrar la información y las solicitudes de los miembros el snii, las cuales fueron cambiadas en su totalidad con resultados contraproducentes (Valderrama, 2024).

			Un episodio en particular puede servir para encapsular las controversias del snii en estos años. En 2021, Alejandro Gertz Manero —quien desde dos años atrás fungía como fiscal general de la república— fue inesperadamente admitido como miembro del snii. Lo sorpresivo se debió a que: 1) Gertz Manero no se dedicaba en ese momento a la academia; 2) en cinco ocasiones anteriores las comisiones evaluadoras del snii le había negado el ingreso por considerar que su perfil tenía “insuficiente producción científica” (Guillén, 2021); 3) bajo la nueva administración del Conahcyt no sólo fue admitido, sino que ingresó directamente al escalafón más alto (nivel III), un reconocimiento que tienen menos de 10% por ciento de los miembros del snii y alcanzarlo significa muchos años —o décadas— de trabajo constante por parte de los investigadores.

			Aunque Gertz Manero había sido catedrático de Derecho en las décadas de los sesenta y setenta y había publicado libros de divulgación —como biografías y antologías de personajes políticos—, no contaba con publicaciones en revistas especializadas con arbitraje. Su labor en educación superior se había concentrado en puestos administrativos: había sido rector de una universidad privada (Universidad de las Américas) y presidente del consejo del Centro Nacional de Evaluación para la Educación Superior (Ceneval). Tras una disputa legal de 11 años, Gertz Manero logró que se revaluara su solicitud una vez más cuando la oficina del gobierno federal encargada de prevenir la discriminación (Conapred) instó al Conahcyt a reconsiderar el caso (Roldán, 2021). La directora del Conahcyt nombró una comisión ad hoc para revaluar su expediente y esta vez el fiscal fue aceptado en el snii. Para otros miembros del sistema dicho resultado no fue producto de una evaluación académica adecuada y ponía en entredicho a las comisiones evaluadoras (El Universal, 2021).

			

			El escándalo por el affair Gertz Manero se agudizó por eventos posteriores que marcaron la imagen del snii. Primero fue la acusación, dada a la luz en la prensa, de que en los trabajos de Gertz Manero había plagios. En artículos de periódicos de circulación nacional (Sheridan, 2021) se señalaba, por ejemplo, que en una biografía de Guillermo Prieto (Gertz, 1967), el futuro fiscal había copiado sin el crédito correspondiente párrafos de libros de Salvador Ortiz Vidales (1939) y Malcolm McLean (1960). A pesar de la información presentada en su contra, él negó los hechos. La gravedad del tema obligó a que la Junta de Honor del snii se pronunciara sobre el asunto. Aunque miembros de ese cuerpo declararon que Gertz Manero sí había incurrido en prácticas de deshonestidad académica, la Junta de Honor se declaró incompetente para juzgar el caso (El Universal, 2022). Nuevamente quedó en el aire la sospecha de que la resolución fue más política que académica —en especial si se considera que en otras ocasiones la Junta de Honor sí retiró del snii a otros académicos acusados de plagio.

			El último, y más crítico, momento en que la figura de Gertz Manero impactó al snii y al Conachcyt fue cuando la fiscalía a su cargo presentó denuncias contra científicos que pertenecían al Foro Consultivo Científico y Tecnológico (entre quienes se encontraban miembros activos del snii y exfuncionarios de Conahcyt) acusándolos del delito de “crimen organizado” (Canales, 2023). Aunque la propia directora del Conahcyt intentó deslindarse (González Alvarado, 2021), el suceso afianzó la imagen de que las instituciones públicas en materia de ciencia y tecnología estaban siendo conducidas de manera parcial. Dicha impresión se reforzó por otros casos donde aliados de la directora del Conahcyt, como el director del Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide), también fueron sorprendidos cometiendo plagios académicos e igualmente fueron absueltos por el Conahcyt (Aguilar Sosa, 2022). Lo mismo con casos donde académicos con alto perfil político y cercanos al gobierno federal recibieron promociones dentro del snii a pesar de que su producción académica no parecía justificar tales recompensas, como sucedió con la profesora de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla, Beatriz Gutiérrez Müller (Flores, 2023). Prácticas similares se presentaron hasta el último momento del sexenio, cuando el mismo director del cide, a quien la revista Trimestre Económico le había retirado un artículo por prácticas de deshonestidad académica en 2022 (opinión ratificada por la Comisión de Ética del cide), fue nombrado en 2024 investigador emérito del snii, que es el grado más alto que otorga el sistema (Sarabia, 2022; Conahcyt, 2024b; Torres, 2024).

			

			Otro hecho definitorio del snii durante este sexenio fue la decisión de excluir a los académicos de universidades privadas del derecho a recibir el estímulo económico. Estos académicos podían acceder al nombramiento simbólico de investigador nacional que se otorga a los miembros del snii y a la subvención monetaria, siempre y cuando las instituciones en las que laboraban firmaran un convenio con el Conahcyt.

			Esta situación se modificó en 2020, cuando el Conahcyt les anunció a los rectores de varias universidades privadas que ya no se renovarían los convenios existentes, lo cual dejaría sin el apoyo económico a los miembros del snii de esas instituciones. Esa decisión fue reforzada poco después con reformas al reglamento del snii, donde se puntualizaba que sólo podrán recibir el bono monetario aquellos adscritos a alguna institución o centro de investigación del sector público.

			Entre la comunidad académica hubo posiciones encontradas sobre esta medida. Unos opinaron que algunas universidades privadas tienen presupuestos abundantes y cobran colegiaturas muy altas como para que se les otorgue dinero público. Otros sumaban a esto su negativa a que destine parte de los escasos recursos del gobierno a universidades donde se educan a los miembros de las élites. Estas posturas partían de un par de malentendidos. Primero, dado que en algunas universidades privadas hay estudiantes que provienen de los estratos económicos más altos, algunos imaginan que sus profesores pertenecen a la misma clase social y reciben sueldos más altos que los profesores de universidades públicas. Esto es falso, los ingresos de los profesores de tiempo completo de las universidades privadas son equiparables a los de los profesores de universidades públicas. Segundo, las universidades no reciben ni administran los recursos del snii, son apoyos para los investigadores, no para las instituciones (Vera, 2020).

			

			Muchos profesores de las universidades privadas consideraron que retirarles el apoyo económico del snii significaba un acto discriminatorio y varios de ellos se ampararon contra estas medidas. Los jueces, sistemáticamente, les han dado la razón (Torres, 2022; Sánchez, 2023). Al margen de las derrotas legales del Conahcyt, esta medida representó una modificación sensible de los principios que habían guiado el apoyo a las labores de investigación científica en México. El apoyo económico del snii estaba destinado directamente a los trabajadores académicos, nunca a las instituciones donde laboran, sean públicas o privadas. Así que la modificación de los procedimientos del snii no ha significado retirar el apoyo a las instituciones privadas, sino a los trabajadores. Por otra parte, la postura del Conahcyt ha significado un desdén a las aportaciones que hacen esos investigadores a la ciencia en México. Los académicos de universidades privadas imparten clases y asesoran a estudiantes mexicanos, dictaminan artículos para revistas científicas de universidades públicas, forman parte de comités de posgrados de esas mismas instituciones y están imbricados en redes multiinstitucionales de investigación. Son, pues, parte integral del sistema de ciencia y tecnología nacional (Vera, 2021a).

			En general, esta etapa del snii puede resumirse en que hubo mucho ruido y pocas nueces en los asuntos sustantivos. En lo que respecta a cuestiones de integridad académica y ética de la investigación se observaron numerosos retrocesos.







			

			Políticas y legislación de la inteligencia artificial y robótica en la educación superior en México




			Rocío Amador Bautista

			





Políticas y legislaciones mundiales de ia y robótica

			


En las dos primeras décadas del siglo xxi, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) y la Unión Internacional de Telecomunicaciones (uit) consolidaron sus alianzas precedentes de la última década del siglo xx con el propósito de integrar redes de instituciones de educación superior, investigación científica e innovación tecnológica con redes y sistemas de telecomunicaciones, informática, cómputo, inteligencia artificial (ia) y robótica. En 2019, la unesco publicó el Consenso de Beijing sobre la Inteligencia Artificial y la Educación con miras a cumplir los objetivos de desarrollo sostenible a 2030. En 2021, la unesco y la ocde firmaron el Primer Acuerdo Mundial sobre la Ética de la Inteligencia Artificial y emitieron la Recomendación sobre la Ética de la Inteligencia Artificial, con más de 140 recomendaciones en las que se reconocen los principios y valores fundamentales y complementarios, las potencialidades y los riesgos inaceptables de alto impacto en los ecosistemas naturales, sociales y cibernéticos. En 2024, el Consejo de la Unión Europea (ue) aprobó la primera Ley de Inteligencia Artificial, referente jurídico mundial que entrará en vigor en 2026 y, en el mismo año, el Parlamento Europeo aprobó la Ley de Ciberseguridad de la ue.

			Políticas y legislaciones nacionales de ia y robótica

			

			En México, el presidente Andrés Manuel López Obrador propuso el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 (pnd) con fundamento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el cual fue aprobado por el Congreso de la Unión. En dicho documento se establecen las políticas, estrategias y acciones gubernamentales de un nuevo contrato social de las interacciones entre los diferentes sectores sociales, económicos y políticos para impulsar la cuarta transformación del país. El pnd 2019-2024 está estructurado con base en 12 ejes rectores para fortalecer el crecimiento económico, la productividad, la competitividad y asegurar el empleo, la educación, la salud y el bienestar general de la población, así como para impulsar el desarrollo científico, tecnológico y humanístico de la educación superior.

			En 2019, el Congreso de la Unión aprobó la Ley General de Educación en la que se reconoce la importancia del uso de las tecnologías de la información y la comunicación (tic) en la enseñanza y el aprendizaje en los sistemas de educación presenciales y a distancia, y el uso de las plataformas digitales con acceso abierto a la población. En 2020, cuando surgió la pandemia de la covid-19 a escala planetaria, la Organización Mundial de la Salud (oms), en alianza con la unesco, la ocde y la uit, emitieron comunicados conjuntos de alerta y recomendaciones para proteger a la población en general y, en particular, a las comunidades educativas que fueron confinadas en sus hogares. En 2021, en el contexto de la pandemia de la covid-19, se aprobó la Ley General de Educación Superior.

			En los ciclos escolares 2020-2021 y 2021-2022, las instituciones mexicanas de educación superior intensificaron las operaciones de las redes de telecomunicaciones, informática y cómputo, y el uso de las herramientas digitales disponibles para dar continuidad a los procesos enseñanza-aprendizaje vía remota. Sin embargo, en numerosos hogares de docentes y estudiantes se evidenciaron las asimetrías prexistentes y emergentes de las profundas brechas sociales, económicas, educativas y tecnológicas por la carencia de equipamiento, conectividad y acompañamiento académico que impactaron en el rezago escolar.

			

			En 2023 se aprobó la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación y se designó al Consejo Nacional de Humanidades, Ciencias y Tecnologías (Conahcyt), de reciente creación, como responsable del Sistema Nacional de Información, integrado por los Ecosistemas Nacionales Informáticos de los Programas Nacionales Estratégicos; el Repositorio Nacional de Acceso Abierto a Recursos de Información Científica, Tecnológica y de Innovación de Calidad e Interés Social y Cultural, así como el Repositorio Nacional en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación.

			Posgrado, investigación básica, desarrollo e innovación con ia y robótica

			Acorde a las iniciativas de políticas públicas, regulaciones jurídicas y estrategias digitales mundiales y nacionales para el desarrollo de ia y robótica se impulsó la creación de institutos, centros y laboratorios de investigación y programas de especializaciones, maestría y doctorado incorporados al Sistema Nacional de Posgrados, con financiamiento para proyectos de investigación, desarrollo e innovación, y becas para estudiantes en posgrados nacionales y extranjeros, otorgadas por el Conahcyt y por el Programa de Mejoramiento del Profesorado de la Secretaría de Educación Pública (sep). Los programas de posgrado se implementaron fundamentalmente en los campos de cómputo, electrónica, físico-matemáticas, ingeniería, nanotecnologías y neurociencias, entre otras áreas afines.

			El subsistema de educación superior de la sep quedó integrado principalmente por programas de formación a nivel posgrado, investigación básica y desarrollo e innovación con ia y robótica: universidades públicas federales y estatales, institutos tecnológicos, universidades tecnológicas, universidades politécnicas, Universidad Pedagógica Nacional, Universidad Abierta y a Distancia de México, escuelas normales públicas, centros públicos de investigación humanística y científica, desarrollo tecnológico e innovación, la Coordinación General de Universidades Tecnológicas y Politécnicas.







			

			Balance de las políticas públicas y regulaciones institucionales de ia y robótica 

			


En el sexenio del presidente Andrés Manuel López Obrador se planteó el reto de transformar las estructuras políticas y jurídicas predominantes del modelo neoliberal de la economía de mercado —que se encontraban vigentes desde la década de los ochenta—, con el fin de impulsar un nuevo contrato social con fundamento en leyes para la integración del sector de la educación superior, la investigación científica y la innovación tecnológica, con la convergencia del sector de telecomunicaciones, informática y cómputo. Dichas leyes, dada la extrema complejidad de la materia, han generado polémicas y controversias debido a los intereses de las empresas multinacionacionales y nacionales en juego.

			En 2019, el Congreso de la Unión aprobó la lge y la lges como ejes estructurales de la transformación del sistema educativo nacional, en las que se reconoció la importancia del uso y el aprovechamiento de las tic en la educación superior. Sin embargo, el Centro de Estudios Constitucionales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y las comisiones de ciencia y tecnología de las cámaras de diputados y senadores han planteado la problemática de la falta de un marco de regulación jurídica de las redes y los sistemas de telecomunicaciones, informática y cómputo para garantizar la seguridad de las personas e instituciones —problemática que se ha planteado desde hace varias décadas.

			En 2021, se aprobó el “Acuerdo por el que se expide la Estrategia Digital Nacional 2021-2024” (dof, 2021a) para garantizar el derecho de acceso a las tic, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones e internet. En 2023, se envió al Congreso la iniciativa de Ley de Regulación Ética de la Inteligencia Artificial y la Robótica (dof, 2023c) y, en 2024, la Ley Federal de Ciberseguridad (Grupo Parlamentario del pvem, 2024) para garantizar la protección de datos personales como tema prioritario de derechos humanos y de seguridad nacional. Sin embargo, dada la complejidad de los procesos legislativos y la falta de consensos, dichas iniciativas no fueron aprobadas durante el sexenio, como estaba previsto, en razón de que los referentes jurídicos —mandatos propuestos por los organismos mundiales— fueron aprobados hasta marzo y abril de 2024.

			

			En ese contexto político y jurídico, las instituciones de educación superior han emprendido la creación de programas de formación, investigación científica e innovación tecnológica en el uso y desarrollo de ia y robótica, frente a la incertidumbre de normativas sobre la ética (respeto a los derechos de autor y propiedad intectual) y la ciberseguridad (protección de datos personales e institucionales), que son temas cruciales para garantizar el desarrollo nacional de la ciencia, la tecnología, la innovación, las ciencias sociales y las humanidades. En consecuencia, considerando la acelerada evolución de la ia y la robótica, continúa pendiente fortalecer las políticas gubernamentales para asegurar el derecho humano al acceso a las tecnologías digitales y actualizar las leyes vinculantes, con base en la ética, como eje transversal de todos los ordenamientos jurídicos, que garantice el desarrollo científico y tecnológico nacional y el bienestar de la sociedad.







			

			A modo de cierre

			


Las políticas de educación superior, ciencia y tecnología durante el sexenio de López Obrador se desarrollaron en el marco de una amplia reforma del artículo 3º constitucional y las correspondientes leyes secundarias para regular las políticas sectoriales. La Ley General de Educación Superior (lges) y la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación (lgmhcti) establecieron un nuevo marco normativo que busca transformar los estudios superiores y la actividad científica en México. Se trata de leyes que introducen principios fundamentales como la obligatoriedad y la gratuidad de la educación superior, así como la interculturalidad y el derecho humano a la ciencia. Las y los autores del presente capítulo coinciden en que estas leyes son relevantes para orientar el desarrollo y futuro de estos sectores, pero su horizonte se ve limitado por las restricciones financieras y la brecha que éstas abren entre la normativa y la realidad de la educación superior y la ciencia en nuestro país. El hecho de que no se haya materializado aún el Fondo Federal Especial para la Obligatoriedad y Gratuidad de la Educación Superior, la alta concentración de las instancias de toma de decisión en el ámbito científico y los nuevos requisitos del Sistema Nacional de Posgrados se han traducido en un mecanismo para justificar el recorte de becas. 

			Las disposiciones normativas inauguran nuevas posibilidades de mejoramiento de la educación superior que podrían ponerse en marcha si se realizan los ajustes apropiados, si se cuenta con mayores recursos financieros y si hay la voluntad política. El Sistema de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior (seaes), analizado en este capítulo, es una iniciativa prometedora que busca institucionalizar mecanismos para asegurar e incrementar la calidad educativa. Si bien existen antecedentes de esta iniciativa en la acreditación de programas, los desafíos en su horizonte de implementación son evidentes. In primis, las grandes desigualdades y asimetrías que caracterizan a nuestro sistema de educación superior y la falta de un lenguaje común en lo que se refiere a la definición de los currículos en los estudios superiores. Al respecto, uno de los mandatos de la lges, como se señaló en este capítulo, es la creación del Espacio Común de Educación Superior (ecoes) y el Marco Nacional de Cualificaciones (mnc), elementos cuyas características, temporalidad y escala de implementación están todavía por verse, pero que podrían desempeñar un papel importante dentro del seaes. 

			

			Otro aspecto abordado en estas páginas es la preponderancia de la dimensión política en cuestiones puntuales de la agenda educativa del nivel superior. Es el caso de la postura crítica del gobierno frente a las universidades autónomas estatales. Estas instituciones, que ya estaban atravesando una situación financiera delicada, han sorteado, en más de una ocasión, la posibilidad del impago de salarios y pensiones, riesgo que han superado temporalmente gracias a las negociaciones de último minuto con las autoridades federales. A pesar de lo que ahora establece la ley general correspondiente, la tensión y los conflictos han sido crecientes por los diferentes intentos de reformar de manera unilateral las leyes orgánicas de las universidades por parte de los congresos estatales, un rasgo que también se ha leído como un indicador de la presunta animadversión del gobierno de López Obrador hacia los organismos autónomos. Si bien esta opinión no se encuentra del todo sustentada —porque en ella se tiende a soslayar la dimensión local de la política sectorial—, la conflictividad resultante se suma al ambiente de crispación experimentado en diferentes momentos del sexenio obradorista. 

			Otro componente abordado en el capítulo es la deseable ampliación de oportunidades educativas para los jóvenes de los sectores más desfavorecidos, a través de la creación de las Universidades para el Bienestar Benito Juárez García y las universidades interculturales. Las primeras fueron presentadas como un mecanismo para aumentar la cobertura del nivel superior, al atender a jóvenes de zonas marginadas; sin embargo, dichas instituciones enfrentan graves problemas de infraestructura, condiciones laborales precarias para su planta de personal académico y administrativo, así como fuertes cuestionamientos sobre su oferta profesional y la escasa calidad educativa que ofrecen. Por su parte, las universidades interculturales, cuyo propósito ha sido mejorar el acceso a la educación superior de los estudiantes de los pueblos originarios, han enfrentado problemas como la falta de recursos financieros y humanos, la ausencia de autonomía institucional, la intromisión de partidos políticos y una desconexión entre su currículo y las demandas del mercado laboral, entre otros.

			

			Los cambios implementados en el Programa Nacional de Posgrados (pnp) y el Sistema Nacional de Investigadoras e Investigadores (snii) marcaron una transformación significativa en la política educativa y científica de México. La sustitución del Programa Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc) por el Sistema Nacional de Posgrados (snp) buscó superar las limitaciones del modelo anterior, al favorecer un enfoque más inclusivo y equitativo en la asignación de becas y la evaluación de programas. Sin embargo, estos cambios han sido cuestionados debido a su influencia en contextos de alta marginación educativa y también por la improvisación de procedimientos y acuerdos entre autoridades universitarias y sectoriales. Las nuevas políticas, aunque bien intencionadas, provocaron la cancelación de miles de becas y generaron insatisfacción entre los estudiantes y académicos debido a la ambigüedad e, incluso, arbitrariedad de los criterios de evaluación, así como la falta de apoyo financiero suficiente. A pesar de los esfuerzos por simplificar procedimientos y promover una evaluación más integral y diagnóstica, la implementación de estas reformas aún requiere ajustes para alcanzar sus objetivos de manera efectiva. En cuanto al snii, la integración de criterios más rigurosos y la necesidad de una mayor vinculación con los requerimientos del país subrayaron la importancia de fortalecer la formación de investigadores y profesionales de alta calidad. No obstante, la consolidación de estos cambios y su efecto positivo a largo plazo dependerán de una mejor coordinación, el financiamiento adecuado y la capacidad de adaptación a las realidades educativas y científicas del país.

			Finalmente, en términos de política y legislación de la inteligencia artificial y la robótica en la educación superior, se observaron avances importantes con la aprobación de la Ley de Regulación Ética de la Inteligencia Artificial y la Robótica y la Ley Federal de Ciberseguridad. Estas leyes buscan garantizar la protección de datos personales y promover el acceso a las tic y servicios de telecomunicaciones, alineándose con los referentes jurídicos de organismos internacionales.

			

			La expedición de la lges y de la lgmhcti ha significado un cambio notable al statu quo que por décadas se había mantenido tanto en el terreno de la educación superior como en el de la ciencia y la tecnología. Es un punto de quiebre que representa un desafío y, a la vez, una oportunidad para avanzar en el desarrollo de ambos sectores, pero el esfuerzo requiere del examen puntual de logros y problemas, lo mismo que de un consenso y una participación conjunta. En el espíritu de los ordenamientos legales de estos sectores, se subrayan los principios que se derivan de la reforma del artículo 3º constitucional, en cuanto a la gratuidad, universalidad y progresividad. No obstante, hasta ahora su implementación no ha logrado alcanzar de manera satisfactoria dichos principios, en parte porque no ha estado acompañada de los recursos suficientes o porque ha faltado claridad y precisión en las nuevas medidas, también debido a la discrecionalidad con la que se han tomado las decisiones políticas —en el caso, por ejemplo, de la política científica—. Asimismo, un factor adicional ha sido la falta de cumplimiento en los plazos para la expedición de las leyes y los reglamentos. Habrá que esperar que en los próximos años y ante la inminencia de un nuevo gobierno, se corrijan las insuficiencias y se consoliden las propuestas que hasta ahora se comenzaron a implementar. 
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						1 El sistema de educación superior mexicano está conformado por, al menos, 12 tipos de instituciones; para este apartado nos referimos a las universidades en específico, pues consideramos el acercamiento desde la dimensión política y la narrativa estatal que presentó las discusiones en estos términos.


						2 La autonomía universitaria, como ha planteado Renate Marsiske (2004), es un concepto que nació inacabado y que no puede pensarse como una sola definición, aunque, históricamente, existe el consenso de que se trata de una garantía ganada por las comunidades universitarias para generar sus propias formas de ordenamiento y les asigna la capacidad de gobernarse a sí mismas en cuanto a maneras de organización político-administrativas, académicas y financieras, en el marco de los límites estatales. Fue por lo que, en el contexto de la polémica de 2018, la oposición consideró que la falta del término autonomía en la propuesta implicaba una regresión de facto hacia la centralización de estas facultades al Estado y la negación de dicha garantía para las universidades.


				          	3 Se trata de las universidades públicas estatales de Morelos, Oaxaca, Zacatecas, Chiapas, Estado de México, Tabasco, Veracruz, Michoacán, Nayarit, Guerrero y Baja California.


          	4 Universidad Autónoma del Estado de México, Universidad Autónoma de Colima, Universidad Autónoma de Sinaloa, Universidad de Sonora, Universidad Autónoma de Baja California Sur y Universidad Autónoma de Querétaro. 


						5 Este año también se impulsaron por parte de los congresos locales cambios en las normativas de la Universidad de Guanajuato, Universidad Autónoma de Oaxaca, Universidad de Guadalajara y Universidad de Quintana Roo.


						6 La Universidad Autónoma Indígena de México fue creada en 2001 por un grupo de antropólogos de la Universidad Autónoma del Occidente, en Sinaloa, y se incorporó al subsistema de las universidades interculturales de la sep en 2005.


						7 La Universidad Veracruzana Intercultural es la única de las ui que forma parte de otra institución, en este caso de la Universidad Veracruzana, y como tal no es integrante oficial del subsistema. Sin embargo, pertenece a la Red de Universidades Interculturales en México y sigue un modelo curricular muy similar a las demás ui. 


						8 El artículo 3º de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, de 2007, establece lo siguiente: “Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural” (onu, 2007). A su vez, la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobada por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (oea) en junio de 2016, consagra el derecho a la libre determinación en sus artículos 3º y 21 (oea, 2016).


          	9 Respuesta de la sep, el 17 de octubre de 2019, a una solicitud de datos a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, con el folio 0001100474519.


				

			
		

		


		

		
			Conclusiones y la agenda para el nuevo sexenio




			Este libro ha sido elaborado por investigadores del Instituto de Investigaciones sobre la Universidad y la Educación (iisue), quienes buscan ofrecer perspectivas acerca de lo que sucedió en el sistema educativo mexicano en el sexenio del presidente Andrés Manuel López Obrador. Presenta diversas panorámicas de análisis, cuyo conjunto pretende avanzar en la comprensión de los complejos procesos de orden político, social, cultural, organizativo, pedagógico, curricular y didáctico que se expresan en una diversidad de acciones educacionales durante un periodo específico de la vida de México.

			Se trata de una obra que se construyó no sólo desde diferentes ángulos o contenidos disciplinarios, que conllevan en sí mismos una posibilidad epistémica de observar un conjunto de discursos y acciones educativas gestadas en el sexenio, sino que también se realiza desde el posicionamiento conceptual que cada académico tiene para delimitar un recorte de la realidad transformado en objeto de estudio. Ésta es precisamente la riqueza del material que se ha expuesto a lo largo de las secciones que integran la obra. La intención es tratar de salir de la lógica causa-efecto, blanco o negro, todo está bien o mal.

			Las construcciones que se presentan en los diversos capítulos expresan la complejidad de analizar lo educativo, porque tal tarea puede ser efectuada desde diferentes aproximaciones disciplinarias e interdisciplinarias, como desde muy distintas orientaciones conceptuales e, incluso, ideológicas que se manifiestan no sólo en el conjunto de la obra, sino que se pueden identificar en las diversas secciones que componen cada capítulo.

			De tal forma que las y los investigadores de temas educativos que participan en esta obra reconocen que la complejidad de perfilar como objeto de estudio la educación es, en realidad, un problema con distintos planos y registros, una especie de caleidoscopio en donde los objetos de análisis se entrecruzan, de ahí la riqueza del conjunto de trabajos que forman parte de este libro. Riqueza que muestra el compromiso del iisue para seguir estudiando la educación desde la diversidad, que lleva a un prisma de aproximaciones e interpretaciones.

			

			La obra constituye un esfuerzo por conjuntar el análisis riguroso propio de los especialistas con el quehacer de la divulgación, con el fin de llegar a un público amplio que supere el ámbito de la academia (Mendoza, 1999). Su objetivo central, en el marco del cambio de gobierno, consiste en contribuir a los debates y decisiones sobre el rumbo del sistema educativo nacional.

			Cabe resaltar que las participaciones de esta obra se concluyeron en vísperas de las elecciones del 2 de junio de 2024, lo que explica, en cierta forma, la incertidumbre acerca de la continuidad de las políticas impulsadas en el sexenio 2018-2024. Incertidumbre presente en cada cambio de gobierno, pues, por lo general, la llegada a la presidencia de una facción partidista diferente a la del gobernante que concluye ha significado la cancelación del modelo educativo anterior y la construcción de uno propio. Si bien esta situación es preocupante por los cambios que representa para el sistema educativo en su conjunto, se comprende como parte de los procesos democráticos mediante los cuales el pueblo de México elige a sus gobernantes. Sin embargo, no deja de representar un gran reto, pues, cuando ocurre, usualmente los cambios realizados por el gobierno anterior no han llegado a consolidarse cuando ya hay que dar otro viraje al rumbo del sistema.

			En este sentido, la llegada de la doctora Claudia Sheinbaum Pardo como presidenta permite considerar cierta continuidad al proyecto educativo implementado por el gobierno lopezobradorista; esperemos que esto sea así. Las reformas en la materia requieren tiempo para consolidarse y también para valorarse de forma adecuada. Una distancia razonable permite realizar los ajustes que sean necesarios y brindar mejores resultados, como lo sugiere la mayor parte de las participaciones de este libro. Así, confiamos que el carácter propositivo de esta obra contribuya a nutrir los debates para mejorar la operación y los resultados de nuestro sistema educativo nacional. 

			Como el lector pudo apreciar, la obra se estructuró en un proemio y cuatro grandes secciones, de las cuales cabe recuperar algunos hilos transversales que se abordaron desde distintas perspectivas a lo largo del volumen.

			

			Un primer debate es el que alude al financiamiento, a partir de una tesis básica que lo posiciona como condición prioritaria para la implementación del cambio normativo de gran calado que supuso este sexenio para la educación. En distintos apartados de los capítulos se argumenta esta relación central y se identifican grandes programas a los cuales se han dedicado recursos sustanciales, tales como el extenso programa de becas para los jóvenes, mismo que posteriormente se ampliaría a la educación básica, así como la creación de nuevos programas tales como La Escuela es Nuestra. La visión generalizada es que hay un desfase entre el avance normativo encaminado a garantizar el derecho a la educación de la población en general, especialmente en las edades típicas para asistir a la escuela, con respecto a los recursos presupuestarios que se brindaron al sistema educativo para respaldar dicha iniciativa. También se reconoce que existen otros factores que intervienen en esta brecha y, como posible punto de la agenda de investigación, se debe indagar acerca de los mecanismos de redistribución presupuestal en programas y proyectos que se desplazan hacia otros focos y a qué apuntan, tal es el caso de la dispersión directa y sus posibles riesgos de clientelismo. 

			Aspectos que se perciben como positivos de la reforma en la educación básica son los esfuerzos realizados para fomentar la participación de los actores educativos (maestros y padres de familia) en la gestión escolar; no obstante, también se aprecia que las medidas instrumentadas para ello resultan inciertas debido a la falta de mecanismos que brinden claridad sobre su funcionamiento y eficacia. Tal es el caso de programas como el ya citado La Escuela es Nuestra y el funcionamiento de los Consejos Técnicos Escolares, uno orientado a distribuir recursos a las escuelas con la participación de los padres de familia y el otro dirigido a tomar las decisiones técnico-pedagógicas para mejorar los logros de aprendizaje de los alumnos. De esta forma, aunque parece pertinente incrementar la participación de los actores en la toma de decisiones en las escuelas, es poco lo que se sabe sobre su funcionamiento y resultados, lo cual limita la posibilidad de corregir, ajustar o apoyar el desarrollo de este tipo de estrategias, sobre todo porque sólo ha funcionado en tres ciclos escolares.

			

			Resalta, en varios apartados, la necesidad de ampliar los esfuerzos gubernamentales para concretar muchas de las propuestas contenidas en la reforma educativa que todavía distan de cumplir su cometido y avanzar en el establecimiento de mecanismos que hagan posible la exigibilidad y justiciabilidad del derecho a la educación, sirviendo de respaldo y defensa a todos aquellos que vean vulnerado este derecho.

			Al mismo tiempo, se asume la necesidad de involucrar otras variables importantes al estudio del financiamiento a la educación, como el factor tiempo frente a programas que chocan frontalmente con la inercia de las políticas de asignación de recursos consolidadas en la Secretaría de Educación Pública (sep) en al menos los últimos 30 años. Esta impronta pone en marcha la creatividad de las autoras y los autores de este volumen, en el sentido de problematizar las herramientas teóricas y metodológicas tradicionales de análisis de políticas. Incluso sin los planteamientos de la llamada cuarta transformación, es muy sugerente la posibilidad de analizar este objeto de estudio con la incursión de otros enfoques como parte de nuestra propia agenda.

			Un segundo tema transversal, que se aborda en distintos apartados, refiere a que el reto principal de la reforma educativa de López Obrador consistió en proponer la formación de un nuevo tipo de ciudadano, que sirviera para contrarrestar los principios meritocráticos e individualistas presentes en el modelo educativo anterior. La propuesta de crear la Nueva Escuela Mexicana (nem) tuvo el objetivo de virar los procesos de formación hacia un modelo crítico, humanista y comunitario que sirviera al bienestar de las mayorías, así como el de garantizar el acceso a la educación de los 0 a los 23 años y procurar una mejor integración entre los distintos niveles educativos, bajo un modelo de excelencia, inclusivo, pluricultural, colaborativo y equitativo.

			Como se puede advertir, el reto no es minúsculo y sólo puede significar un esfuerzo a largo plazo que involucra distintos planos. El primero refiere a las docencias en al menos dos grandes dimensiones: por un lado, el análisis de las tensiones entre el principio sexenal de revalorización docente, pero sin la desaparición o transformación del sistema de evaluación que entronó la reforma del sexenio peñista, y por otro, la tensión-fragmentación del sistema de formación de maestros, tanto inicial como continua, en el marco de la reforma curricular de 2022 que va del nivel preescolar al medio superior. 

			

			Al mirar la obra en su conjunto, es posible señalar que los análisis en torno a las docencias se distancian de los estudios sobre el financiamiento, en el sentido de introducir la lógica de las tensiones para analizar este tipo de políticas.

			En la línea de mejoramiento y transformación de las escuelas normales, se observa una mayor participación de dichas instituciones en la construcción de los planes de estudio mediante la estrategia del codiseño, cuestión que ha contribuido fuertemente a la autonomía curricular y, con ello, a articular en el ámbito local los procesos de formación inicial.

			En cuanto a la formación continua, es importante añadir a la tensión entre la fragmentación de este sistema y el codiseño, la necesidad de reflexionar en torno a este tipo de formación en el marco de una reforma curricular, en tanto plano diferenciado de la trayectoria profesionalizante de las docencias; es decir, independientemente de que las maestras y los maestros cursen posgrados o especializaciones. Esta distinción muestra que la visión escolarizante sobre lo que se necesita para operar un cambio curricular no responde a la materia prima de dicho cambio, que es la práctica. Un curso en línea, cursos en cascada, entre otras acciones de formación escolarizante, no necesariamente parten de la experiencia docente como objeto de un proceso de cambio, vía la interpelación de los planteamientos centrales de la reforma curricular como proceso de construcción de sentido. Esta discusión lleva al terreno de los modelos de implementación y desarrollo curricular, pues la visión tradicional de aplicar cambios curriculares está mostrando sus límites, por lo que la agenda política apunta a un giro necesario respecto de la formación docente de cara a la puesta en marcha de la nem.

			El segundo plano alude, propiamente, al campo del currículum correspondiente a las reformas de la educación preescolar, primaria y secundaria, así como la realizada para la educación media superior.

			

			Las ideas iniciales a partir de las cuales se estableció la política educativa de este sexenio no contemplaban la realización de reformas curriculares, pues en el Programa Sectorial de Educación sólo se expresó la necesidad de realizar algunas adecuaciones al respecto. Empero, tuvieron lugar reformas radicales, como la que se impulsó en las escuelas normales, en la educación básica y la media superior.

			La autonomía profesional del magisterio finalmente fue reconocida con mayor claridad en las reformas curriculares realizadas en la educación básica, media superior y en los planes de estudio de las normales. Este tema, que asume el profesionalismo de las y los docentes del país, reconoce el espacio que tienen para argumentar y realizar ajustes en el trabajo didáctico que realizan con sus estudiantes.

			Mención singular merece la reforma al Plan de Estudios de la educación básica publicado en el Diario Oficial de la Federación en agosto de 2022, el cual, de manera explícita, establece que está fincado en cuatro principios: la integración del currículo, la autonomía profesional de las y los docentes, el establecimiento del vínculo escuela-comunidad y el reconocimiento del derecho a la educación. Con el vínculo escuela-comunidad se pretende que cada plantel busque articularse a las necesidades, la cultura y el contexto del entorno que la rodea, a partir de lo cual lleve a cabo una reinterpretación de los contenidos expresados en los programas sintéticos.

			Dicha tarea deberá llevarse a cabo en los Consejos Técnicos Escolares, cuya función fue redefinida en 2023, lo que los dotó de una serie de insumos y orientaciones para la realización de tal encomienda. Si bien se dio seguimiento al funcionamiento de los consejos, tanto institucional como por grupos de investigación de diversas instituciones públicas, no siempre se logró que su forma de trabajo respondiera a lo que se esperaba de ellos. Ciertamente, habrá necesidad de reconocer que las actividades que se les pedía realizar en cada sesión rebasaban de manera significativa los tiempos de trabajo destinados. Sin embargo, se superó la visión de asignarles tareas claramente cronometradas y se estableció una orientación educativa, para lo cual se ofrecieron diversos recursos e insumos que permanecieron en la página web de la sep, misma que fue rediseñada en su estructura.

			

			Las y los docentes tuvieron múltiples reacciones ante la reforma, el proceso de apropiación no fue sencillo y las respuestas han sido muy variadas. En todos los casos, ésta generó incertidumbre, ya que el plan de estudios no proponía una serie de pasos a seguir para el trabajo en el aula. La coherencia entre autonomía profesional y el codiseño curricular creó diversas dificultades. La forma de enfrentarlas dependió tanto del liderazgo académico que pudiera ejercer el director como de la participación de los integrantes del Consejo Técnico Escolar.

			En educación secundaria esta tarea se volvió altamente compleja, pues en los hechos los campos formativos se agruparon en las materias que de manera tradicional existen en el plan de estudios. Los nombramientos asignados a los docentes en este nivel influyeron claramente en dicha situación. Esto los llevó a buscar muchas formas de llevar a la práctica lo que interpretaban del Plan de Estudios; hubo quienes hacían una separación entre lo que se discutía y acordaba en el consejo y lo que realizaban en su clase, y aquellos que abiertamente rechazaban la propuesta.

			Un año es muy poco tiempo para juzgar el impacto de la reforma. No obstante, en este contexto, es innegable que ha sido la más discutida en el país, en donde especialistas, docentes, edutubers y muchos otros sectores interesados en la educación expresaron puntos de vista a favor y en contra. Igualmente, ha sido la más judicializada en virtud de la cantidad de amparos que desde diversas organizaciones sociales se promovieron para detener o suspender su avance.

			La elaboración de una nueva familia de libros de texto gratuitos fue campo de debate en el país y en las escuelas. En particular, la eliminación de varias opciones editoriales para los libros que se emplean en secundaria causó incomodidades importantes.

			La organización de una familia de textos elaborada por docentes, con apoyo de un grupo de académicos universitarios, quienes estuvieron acompañando el proceso, significó un elemento importante en la construcción de dichos textos escolares. Éstos, organizados por proyectos, buscaron adecuarse a la estructura del plan de estudios por campos formativos, pero se estructuraron desde la perspectiva de proyectos de aula, de escuela y de comunidad, dejando a los Consejos Técnicos Escolares y a los docentes, en el uso de su autonomía profesional, la decisión respecto de cómo asumir dicha organización escolar. Lo anterior se complementa con un libro denominado Nuestros saberes, que contiene lecturas y orientaciones para estudiantes, maestras y maestros, así como para padres y madres de familia o quienes realicen la actividad de tutoría de los estudiantes. De igual forma, se construyó un libro sobre Múltiples lenguajes, cuya tarea es acercarlos a muy diversos temas que pueden ser de interés educativo.

			

			En el caso de los libros de secundaria, quedó claro que la búsqueda de la integración curricular mediante campos formativos se convirtió en una dificultad en el mayor número de escuelas secundarias, dado que los nombramientos de los docentes son por disciplina, razón por la cual el campo formativo está presentado en secciones que representan las diversas disciplinas que se abordan en este nivel. La formalización de contratos docentes se convirtió en un impedimento para lograr la integración curricular establecida. Tema aparte es el caso de las telesecundarias, en donde el trabajo de un curso en un grado escolar recae en uno o dos docentes, lo que permitió avanzar en la integración en este nivel educativo.

			En torno a los cambios en la educación media superior, el Marco Curricular Común de la Educación Media Superior (mccems) representa una propuesta alternativa en términos ontológicos, epistemológicos y pedagógicos, aunque con asuntos de fondo por resolver para su implementación. Las llamadas progresiones de aprendizaje y el necesario trabajo colegiado entre las y los docentes requieren de la construcción de entramados institucionales que favorezcan la formación del magisterio, así como el trabajo multi e interdisciplinario. Lo anterior compromete el aprendizaje de las y los alumnos, más cuando se reconoce la relevancia de la educación media para la cristalización de aprendizajes base para continuar con la educación superior o la incorporación al campo laboral, así como el ejercicio pleno de la ciudadanía. 

			Como puede observarse, la relación entre formación docente y cambio curricular es un debate de primer orden para el sexenio por venir, pues es notable que las reformas, tanto de las normales como del nivel medio superior y básico, necesitan reforzarse en los proyectos y programas gubernamentales que luchen contra inercias muy arraigadas en el magisterio mexicano; desmontar décadas de desprofesionalización y de esperar recetas requiere de políticas que generen condiciones básicas para el trabajo colectivo y llevar a cabo los procesos de deliberación curricular. Lo anterior apunta, necesariamente, a la revisión de las condiciones laborales de las docencias. En el sexenio analizado, se basificaron 960 000 docentes y se aumentaron los sueldos en 48% (Presidencia de la República, 2024), sin duda un avance que se espera mantenga una trayectoria creciente, en aras de generar mejores condiciones para construir los cambios educativos echados a andar. 

			

			Un cuarto eje es el análisis de las políticas en materia de educación superior y de ciencia y tecnología que se concentraron en el cuarto capítulo. 

			La política sexenal fue de fuertes contrastes entre el marco jurídico, sumamente ambicioso, y los resultados concretos, muchas veces contradictorios, deficientes o inexistentes. Gran parte de los esfuerzos quedaron en el papel, en particular el referido a la gratuidad de la educación superior. Dado que a pesar de que la ley estipula la creación de un fondo federal especial para la obligatoriedad y gratuidad de la educación superior, con el fin de subsanar los ingresos perdidos por parte de las instituciones en materia de cuotas a cargo de las familias de los estudiantes, la política de la gratuidad no se concretó. Como resultado, la meta de alcanzar 50% de cobertura en educación superior durante el periodo también quedó trunca; para el final del sexenio, la tasa bruta de cobertura llegó apenas a 43.5 por ciento. Es decir, el país está lejos de alcanzar la prometida gratuidad y universalización de la educación superior.

			A su vez, el nuevo subsistema de las Universidades para el Bienestar Benito Juárez García, con más de 200 sedes en 31 estados —equivalente al doble de lo propuesto para el sexenio—, no tuvo los resultados esperados en términos de la matrícula ni de la calidad deseada. Al contrario, el programa se caracterizó por su alto nivel de conflictividad, sobre todo en la contratación y dimisión de profesores, y en la respuesta a las protestas por parte de las y los alumnos, quienes exigieron mejores condiciones de infraestructura. En cuanto a las universidades interculturales, el presupuesto no siguió el ritmo del crecimiento del subsistema, que aumentó en ocho instituciones y miles de estudiantes, minando la capacidad de las otras instituciones de educación superior para cumplir con su misión de proveer una educación pertinente y de calidad, en favor de las minorías étnicas. 

			

			Los conflictos políticos también surgieron durante el proceso de aprobación de la Ley General de Educación Superior, ante la aparente omisión, por parte de los legisladores, de las garantías constitucionales de la autonomía universitaria, y empeoraron la crisis financiera y de gobernabilidad en las universidades estatales. A su vez, la reforma al Sistema Nacional de Investigadoras e Investigadores (snii) se ensombreció por las sospechas de algunas dictaminaciones que reflejaron favoritismo hacia miembros y familiares de altos funcionarios, así como por la forma un tanto caótica y poco funcional del nuevo sistema de evaluación por pares. Una cuestión crítica se presenta en las evaluaciones para quienes se postulan al campo de la educación, pues en ocasiones se busca aplicar los criterios de valoración que han sido dominantes en el campo de la psicología, estos últimos más cercanos a la evaluación que se realiza en ciencias básicas.

			Por otro lado, la reforma al sistema de posgrados tuvo efectos no previstos, cuando excluyó de forma desproporcionada a programas en estados de alta marginación, lo que dejó sin beca a miles de estudiantes de bajos recursos. Aunque hubo avances en términos de política y legislación de alta tecnología, incluyendo la inteligencia artificial y la robótica en la educación superior, faltó voluntad política para asignar recursos a esas áreas. Lo mismo ocurrió con la inversión en ciencia y tecnología, que sigue lejos de alcanzar la meta de 1% del producto interno bruto (pib), a pesar de dos décadas de legislación que promete poner a México a la altura de sus pares regionales.

			En resumen, los análisis presentes en los diferentes capítulos apuntan en distintas direcciones que, aunque no son opuestas, tienen matices. Se observan las tensiones y brechas en un péndulo que va de lo insalvable al reconocimiento de que seis años para advertir los cambios es poco. En ese vaivén, es interesante cómo surgen los temas de la agenda, desde el mejoramiento en el aumento y distribución del financiamiento hasta la necesidad de reorganizar la lógica de operación de las reformas educativas en congruencia con los cambios que se proponen, como es el caso de las políticas curriculares del sexenio.

			

			Esta consideración sobre el tiempo de maduración de una política gubernamental abre varias preguntas relevantes para la investigación, metodológicamente hablando. ¿Qué debemos considerar para analizar en el tiempo una política que podríamos llamar temprana? ¿Es posible aplicar adjetivos tan definitivos como éxito o fracaso cuando interviene este factor tiempo? ¿Cómo se califica el impacto de las inercias del sistema educativo preexistentes ante los cambios planteados? ¿Qué explicarían las correlaciones entre disminución de presupuesto y su desplazamiento a otros programas del ramo? ¿Por qué vacilamos entre afirmar que el financiamiento es lo primordial para lograr el “éxito”, pero al momento se admite que también hay otros factores? Entonces, ¿qué peso tienen dichos factores en la ecuación del éxito o fracaso? Y en el fondo, ¿cómo influyen los posicionamientos políticos de las personas investigadoras al momento de afirmar tales valoraciones?

			Una de las lecciones más importantes de la experiencia de revisar tanto las propuestas como algunos de los resultados de la administración 2018-2024 del gobierno federal ha sido que un acercamiento crítico y constructivo a las políticas educativas revela cómo su formulación deja ver esfuerzos, con frecuencia bien intencionados, pero parciales y fragmentarios en el planteamiento de los diagnósticos, así como sus implicaciones para diferentes tipos de contextos y prácticas educativas.

			Ante esto, en el libro se perfilan distintas formas de salir al paso. Se asume que en la elaboración de políticas públicas deben estar muy claramente identificados los problemas a ser atendidos, los medios que se proponen, los recursos de que se dispone, las condiciones que se tienen que atender y la flexibilidad para su aplicación, dada la gran diversidad y pluralidad de los entornos escolares en nuestro país.

			En principio no se podría estar en desacuerdo con este tipo de aseveraciones, pero ¿qué es definir claramente el problema de una política? Por ejemplo, en distintos apartados del volumen, al abordar el tema del aprendizaje, se alude a categorías como calidad de los contenidos curriculares, pero ¿en función de qué referente son de calidad? ¿Qué definición de calidad es consensual? Estas preguntas instalan la complejidad de definir con claridad el problema de la política curricular. Problematizar esta lógica implica asumir que la diversidad no es motivo de flexibilidad de la aplicación de las políticas, sino el punto de partida de ellas, lo cual invierte las bases centrales en su diseño. Lo anterior alude, entonces, a revisar desde dónde entendemos el diseño y la operación de las políticas, si son procesos lógico-lineales o que aspiran a serlo y si admiten los binarismos éxito-fracaso como naturales, cuando también estos términos se pueden cuestionar.

			

			Las políticas educativas son conjuntos de acciones de gran complejidad, porque en ellas subyacen muchos componentes, condiciones y actores educativos que intervienen en las acciones y los desempeños cruciales para su operación. Entender las políticas como construcción de sentido y no como pasos sucesivos que son distorsionados por la realidad conlleva a otras categorías de análisis respecto de cómo se evalúan sus avances y obstáculos; complejizar el entendimiento de estos procesos es crucial para la investigación educativa.

			Un aspecto que también resalta de la revisión de las políticas es la falta de autocrítica del propio sistema educativo sobre sus limitaciones para instrumentar ambiciosas políticas nacionales. Las variaciones y los aprendizajes de los nuevos equipos se enfrentan a las inercias de los ya existentes en la sep, al tiempo que dichos procesos generan resistencias muy fuertes. Estos aspectos no siempre pueden cuantificarse, pero afectan las posibilidades de operación.

			Alejarse de las visiones instrumentalistas de las políticas conlleva otra lección y es que en materia de mejora educativa la colaboración horizontal entre contexto social, familia, alumnos, docentes, planteles, instituciones y subsistemas, autoridades educativas y actores de la investigación educativa resulta imprescindible.

			De cara al inicio del nuevo gobierno encabezado por Claudia Sheinbaum se perfilan asuntos por atender en materia de educación, a manera de agenda. Algunos derivados del sexenio que concluye y otros más que responden a problemáticas recurrentes de nuestro sistema educativo.

			

			Resultaría deseable una estrategia puntual para dar consistencia e impulso al ideario del artículo 3º constitucional vigente, en particular para establecer en el Plan Sectorial de Educación 2024-2030 mecanismos claros y financiamiento suficiente para hacer efectivo el derecho a una educación valiosa y significativa para los menos favorecidos y quienes se encuentran en rezago educativo. Ello implica mejorar la infraestructura, priorizando la atención en localidades con desventajas sociales, tales como periferias urbanas, zonas rurales y fronterizas. 

			En general, es menester asegurar la suficiencia de recursos para cumplir con los compromisos establecidos por el Estado con respecto al derecho a la educación. Aunado a ello, se requieren políticas de transparencia y acceso a la información que brinden certeza sobre la magnitud y el uso de los recursos educativos.

			En torno a las leyes secundarias, es impostergable revisar sus inconsistencias, sobre todo las correspondientes a la Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros y la Ley General de Educación Superior, las cuales se contraponen con postulados centrales de revalorización del quehacer docente y de la evaluación en sentido formativo.

			Dadas las reformas curriculares, así como los giros ontológicos y epistemológicos que caracterizan a la nem, es necesario reorganizar la lógica de la formación continua y afianzar la política de codiseño para la educación inicial. En el caso de la educación media, la formación continua no escolarizante se vuelve imprescindible para la concreción del mccems, que exige de la autonomía docente, así como del trabajo colaborativo multi y transdisciplinario. De manera paralela, es urgente avanzar en la mejora de las condiciones laborales del profesorado en todos los niveles educativos; en particular, es necesario revisar los modelos de contratación por hora/clase establecidos en el sistema educativo a partir de la educación secundaria. 

			Una deuda pendiente es la construcción de políticas educativas que prevean la justiciabilidad y la exigibilidad del derecho a la educación, así como mecanismos para su defensa y cumplimiento. Ello se torna apremiante ante las desigualdades que caracterizan a la sociedad mexicana. Hay que admitir, en este punto, que el presente libro aporta elementos en torno a la desigualdad y la inequidad en general, y aborda las poblaciones con discapacidad y los pueblos indígenas, en particular, en educación superior. No obstante, en cuanto a otros niveles educativos o respecto de las políticas dirigidas a grupos sociales como los pueblos afrodescendientes, las mujeres y las personas de la diversidad sexual, aún quedan pendientes aportaciones significativas desde la investigación educativa.

			

			Tal como se avizora el panorama, el gobierno de Sheinbaum continuará y ampliará los programas de becas en los diferentes niveles educativos. Sin embargo, habría que focalizar su distribución en sectores desfavorecidos bajo principios de equidad, aunado a apoyos alimentarios y educativos que favorezcan el derecho a aprender. Otro asunto que requiere un puntual seguimiento es la formulación de políticas para garantizar el derecho a la educación de los 0 a los 23 años; es decir, desde el nivel inicial hasta la educación superior, bajo los principios de obligatoriedad, universalidad, inclusión, gratuidad y laicidad.

			En el caso de la educación inicial queda pendiente concretar la Política Nacional de Educación Inicial de 2022, en particular, ampliar sus modalidades (escolarizada y no escolarizada), reconociendo el alcance de la educación en los primeros años de vida y su impacto en el desarrollo integral de las personas. Por su parte, en la educación media superior, con su obligatoriedad alcanzada en 2012, se esperaba su universalización en 2021. Empero, aún estamos lejos de dicha meta, en parte, por problemas lacerantes como la baja eficiencia terminal y el abandono escolar. Ante dicho escenario, sería loable la definición de políticas que atajen estas problemáticas, orquestando esfuerzos entre los diferentes subsistemas en el ámbito federal, local e interinstitucional, así como la construcción de políticas que promuevan el retorno escolar de aquellos jóvenes que han abandonado sus estudios. 

			En el nivel superior, si bien la Ley General de Educación Superior arroja nuevos bríos, queda pendiente atajar ciertas tensiones, por ejemplo: 1) la formulación de mecanismos de ingreso vs. la capacidad real de las instituciones para formar con equidad y justicia a miles de jóvenes; 2) la cobertura vs. la calidad de la oferta educativa; 3) la creación de nuevos sistemas para población focalizada vs. el desmantelamiento de instituciones estatales con flaquezas económicas que vulneran su estabilidad y funcionamiento; 4) la apertura de nuevas instituciones en zonas marginadas vs. las carencias de infraestructura y profesionalización docente, y 5) la creación de nuevas carreras vs. las limitaciones para incorporarse al mercado laboral. Todo lo anterior configura un escenario complejo para garantizar la obligatoriedad, la universalidad, la inclusión y la gratuidad.

			

			Por último, otro reto que atraviesa a todo el sistema educativo corresponde a la definición y el desarrollo de políticas desde la diversidad como punto de partida, en donde los grupos sociales que han sido históricamente excluidos no sólo sean reconocidos desde las acciones afirmativas, sino que dicha diversidad reorganice la lógica de segregación o generación de apéndices en el sistema educativo, como los programas compensatorios. Lo anterior conlleva un giro ontoepistémico para el campo de las políticas en cuanto espacio de producción de saberes y, por supuesto, en las prácticas y los procesos que desata. Esta tarea no es menor, pero advertir su necesidad sigue en la ruta de procesar las demandas de grandes grupos de la población mexicana.

			Tanto en el ámbito del financiamiento como en el pedagógico, se requiere del diseño de modelos incluyentes que favorezcan el aprendizaje, reconociendo las diferencias y las capacidades del alumnado, independientemente de su condición de vida. Ello implica, por lo menos: 1) formar al profesorado en conocimientos y habilidades para trabajar con grupos diversos (que en el fondo son todos los grupos escolares); 2) garantizar condiciones de inclusión en las escuelas, y 3) trabajar en la identificación y la eliminación de las barreras institucionales y para el aprendizaje en todos los niveles educativos.

			Como comunidad dedicada al estudio de la educación y la universidad, observamos algunas líneas que pudieran incluirse en la definición de una agenda de la investigación educativa, orientada a establecer un diálogo permanente con los tomadores de decisiones, el sector educativo en su conjunto y la sociedad civil, así como coadyuvar en la definición, la instrumentación, la evaluación y el seguimiento de las políticas educativas en nuestro país durante el sexenio 2024-2030. 

			

			Una agenda de la investigación educativa ciertamente indica un rumbo, criterios, estrategias y metas acotadas, pero siempre bajo una intencionalidad de largo aliento para armar un proyecto educativo basado en la realización plena de los derechos humanos. En este sentido se reconoce que el corazón de la agenda es el derecho a la educación de todas y todos sin distinción, en aras de alcanzar su goce pleno para las generaciones presentes y futuras.

			Un proyecto educativo de nación es un asunto que compromete a distintos sectores y camina por varios frentes. Uno es el que corresponde a las definiciones de políticas y gestiones de los niveles de gobierno federal, estatal y municipal. Otro es el que compete a las instituciones que se dedican a la práctica social de la producción de conocimiento e investigación educativa. Lo ideal es establecer puentes e intercambios entre dichas instancias.

			La investigación en educación forma parte de las tareas de diversos centros y organizaciones sociales. Es importante mantener y fortalecer su dinamismo, avanzar en las formas de obtención y análisis de la información del sistema educativo y, al mismo tiempo, continuar con la diversificación de formas de difusión del conocimiento obtenido a través de los tradicionales medios académicos, pero también en los diversos foros de divulgación que hemos experimentado en los últimos años.

			Una cuestión relevante para la construcción de dicha agenda es considerar que toda política educativa puede analizarse desde dos grandes perspectivas: la más general, que alude al análisis de los aspectos estructurales (legal, normativo, financiero, etcétera), y aquella que considera, desde un plano más particular, la participación y la agencia de los actores educativos. 

			En este orden de ideas, tal vez un primer paso sea abrir un observatorio que dé seguimiento a las políticas públicas en el sector educativo, que permita la valoración rigurosa de las propuestas y las estrategias en el ámbito de la educación formal en sus diferentes niveles y modalidades, así como las que se planteen para áreas concomitantes como la cultura, la investigación científica y la innovación tecnológica. De manera específica, dadas las políticas de austeridad que han generado recortes sustanciales, convendría indagar los efectos de las reformas en el financiamiento educativo y correlacionar las pérdidas en ciertas partidas por su redireccionamiento a otros programas de gobierno, como las becas. También es necesario abordar las características y el aporte de las diversas fuentes (federal, estatal, municipal, particular, etcétera) al financiamiento de la educación e, incluso, los gastos de los hogares en bienes y servicios extraescolares (por ejemplo, equipo de cómputo, tablets, celulares, internet, cursos de regularización, idiomas, entre otros).

			

			En el plano del análisis de la participación y agencia de los actores educativos, es importante que la investigación contemple analizar, con todo rigor, los mecanismos que los actores pondrán en marcha para la implementación de la reforma en espacios institucionales contextualizados, así como los diferentes procesos escolares que se gestarán a partir de los nuevos lineamientos, sin olvidar las prácticas y los significados que se irán construyendo a partir del nuevo modelo, más aún si se considera que éste plantea la configuración de escuelas orientadas a la construcción social del bienestar. Así, además de los profesores y estudiantes, la comunidad, los padres de familia, los empresarios y los funcionarios serán protagonistas en los nuevos escenarios educativos abiertos a la investigación. Lo anterior resulta relevante si se reconoce en los diversos actores la capacidad de agencia y transformación en todo proceso de cambio.

			Mención especial merece la investigación educativa focalizada hacia la actividad docente y el currículum. En el caso de la investigación sobre la labor de las maestras y los maestros, es vital reconocerles como agentes y autores de su proceso formativo. Por ello, se estima necesario promover su participación que dé cabida al diseño de proyectos emanados de las problemáticas y realidades que viven como agentes educativos. Esto podría estimular la refundación y la reunificación de las instancias a cargo de la formación de docentes de educación básica, pues destaca la emergencia del problema de la formación docente para que adquiera su verdadero estatus como problema público legitimado, susceptible de alcanzar un lugar en la selección y jerarquización del conjunto de problemáticas que enfrentan todas las administraciones gubernamentales en el marco del sistema educativo mexicano.

			

			Por su parte, la investigación sobre el currículum en el marco de la nem traza algunas temáticas, por ejemplo, la formulación de estudios a profundidad sobre el currículum de la educación básica y su articulación con el de la formación docente. Sobre este último, habría que indagar las perspectivas de maestras y maestros como formadores de formadores. Se hace necesario también profundizar el estudio acerca de las escuelas normales y las actividades de formación en las prácticas comunitarias para conocer cómo se trabajan los proyectos. Algunas preguntas guía pudiesen ser: ¿Cómo se han formado las y los maestros en el trabajo por proyectos? ¿En este momento podrían defender un proyecto escolar construido autónoma y colegiadamente? 

			En cuanto a la puesta en marcha y gestión del currículum en las normales a partir del codiseño surgen algunas preguntas de estudio: ¿Cómo se desarrollan las prácticas colegiadas de la autonomía curricular? ¿Qué principios éticos y pedagógicos se movilizan en las prácticas de autonomía curricular? ¿Cómo se construyen las relaciones intersubjetivas y de poder entre maestras, maestros y personal directivo para un ejercicio de la autonomía curricular en su complejidad? Estas preguntas colocan en el centro la realización de estudios a profundidad sobre el tema de la autonomía curricular, no separada de la autonomía del magisterio.

			En el caso de la educación media, es imprescindible continuar con estudios que problematicen las trayectorias de las y los estudiantes en aras de ubicar aquellas situaciones excluyentes, a la par de indagar cómo la actividad docente y el sistema escolar puede revertir los procesos de abandono al mismo tiempo que faciliten el regreso exitoso a los entornos educativos. Desde el ámbito pedagógico, es importante realizar estudios acerca de la implementación del mccems, en particular, respecto de la concreción de las progresiones de aprendizaje, reconociendo las dimensiones institucionales y contextuales en que se gestan los procesos de formación.

			Finalmente, las políticas educativas destinadas a los pueblos originarios, afromexicanos, personas de la diversidad sexual, personas con discapacidad, migrantes, entre otros grupos sociales, plantean, sin duda, los retos más complicados para el nuevo gobierno, porque son insostenibles las visiones compensatorias, pero también porque el marco normativo desde esa visión no se traduce en acciones. La agenda del reconocimiento de las diferencias como un tema nacional y no como algo que ocurre al margen de la sociedad es, sin duda, un paso necesario para México, definido como un país multicultural y plurilingüe.

			

			El campo de la educación en el país es muy vasto y es posible estudiarlo desde muy diferentes y amplios objetos de estudio, por lo que es necesario continuar con la diversificación, sin relevar uno sobre el otro. Asimismo, como se observa en el iisue y en el escenario nacional del campo, es fundamental seguir impulsando la realización de indagaciones que procedan de distintas disciplinas enfocadas en la educación, así como desde diferentes corrientes de pensamiento que ofrecen análisis y explicaciones diversas sobre lo que acontece en el sector. Analizar políticas, procesos de desarrollo institucionales, visiones y actuaciones de los diversos sujetos de la educación, así como proyectos curriculares, didácticos, de uso de tecnologías digitales, pero también de uso de técnicas en condiciones rudimentarias es una tarea fundamental para la educación mexicana. En estricto sentido, una agenda de investigación en educación nunca se agota, aún hay horizontes por emprender, como los que anteriormente hemos señalado.
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